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Introducción

En 2019 emergen manifestaciones masivas en la lucha por la calle y 
por los territorios en distintas partes del mundo que, indefectible-
mente, desembocan en luchas más o menos organizadas en torno 
al poder político. Ese año, estallan protestas alrededor del plane-
ta que toman una forma de manifestación masiva cuya novedad 
es la politización de las demandas, dados sus cuestionamientos al 
gobierno y al régimen político en el que se sustenta, así como las 
interrogantes que cuestionan la política internacional, las institu-
ciones multilaterales e, incluso, las bases sobre las que se configura 
el llamado “orden mundial”. Algunos países donde hubo estallidos 
sociales con esas características en 2019 fueron: Argelia, el indepen-
dentismo catalán en España, Francia, Georgia, Guinea, Hong Kong, 
en China, Irak, Irán, Líbano, Reino Unido, entre otros. En América 
Latina y el Caribe destacaron las revueltas sociales registradas en 
Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Haití y Puerto Rico. Además, en 
nuestra región se registra un estallido social transnacional único 
en el mundo: las caravanas migratorias que atraviesan México bus-
cando llegar a Estados Unidos.

A esta lista se agregaron otros estallidos sociales en el mundo en 
el transcurso entre 2019 y 2023, que fueron motorizados por las res-
puestas sociales movilizadas frente a la pandemia del coronavirus. 
Pues si bien el confinamiento obligado por la pandemia conspiró 
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contra la acción colectiva en el espacio público y comunitario, se 
mantuvieron lazos comunitarios virtuales que fueron nutridos por 
la organización social de los movimientos y −es importante sub-
rayar− en la escala local se reforzaron los vínculos comunitarios 
en la organización no mercantilizada de los cuidados relativos a la 
salud y la alimentación −como fue el caso de las “ollas populares”−, 
y se mantuvo el cuestionamiento de las medidas gubernamentales 
sanitarias, principalmente de las vacunas, del manejo del impacto 
económico y del impacto ambiental, exacerbado por la demanda de 
materias primas en aquellas cadenas de valor global que no fueron 
interrumpidas por la pandemia.

Actualmente crecen los focos de malestar en el mundo. Sin 
embargo, no todas las movilizaciones sociales desembocan en el 
cuestionamiento de las comunidades políticas de pertenencia ins-
tituidas en gobiernos y Estados nacionales, y son menos los casos 
en los que surgen procesos instituyentes de comunidades políticas 
con sentido de pertenencia autónoma.

2019: estallidos sociales en el mundo1

Irak

A partir del 1 de octubre de 2019 miles de iraquíes se lanzan a las 
calles en Bagdad y en las provincias predominantemente chii-
tas del sur del país. Sobre todo jóvenes protestan contra la corrup-
ción,  las graves carencias en los servicios públicos y la falta de 
empleo. Estas acciones colectivas se quejan de la excesiva influen-
cia que desempeña el gobierno, dominado por los chiíes desde la 
invasión estadounidense del 2003. El paso de las acciones colecti-
vas a movimientos sociales politizados cobró la vida de al menos 

1	 Para la documentación de los estallidos sociales aquí tratados recurrí a diversos 
reportajes periodísticos, así como al trabajo de Svampa et al. (2020), Saura y Meseguer 
(2 de diciembre de 2019) y BBC Mundo News (2019).
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cuatrocientos manifestantes, en su mayoría jóvenes desarmados, 
así como de una decena de miembros de las fuerzas de seguridad. 
Irak en tanto comunidad política de pertenencia fue afectado: el 
primer ministro, Adel Abdul Mahdi, anuncia su dimisión el 29 de 
noviembre después de que el influyente clérigo chiita Al Sistani le 
retira su apoyo.

Líbano

El estallido social inicia el 17 de octubre de 2019, cuando el gobierno 
anuncia que está preparando un nuevo impuesto para los servicios 
de mensajería gratuita por internet como WhatsApp o FaceTime. 
Aunque el gobierno retira su iniciativa apenas unas horas después, 
las protestas continúan, ya convertidas en un movimiento más am-
plio y politizado contra la corrupción y la incapacidad de las élites 
políticas heredadas de la guerra civil. El protagonismo de la pro-
testa es tomado por jóvenes cristianos, chiíes y sunitas a pesar de 
ser un país fuertemente dividido en grupos religiosos. El primer 
ministro Saad Hariri, sunita, dimite el 29 de octubre, pero sigue en 
el gobierno hasta enero de 2020. Le sucede Hassan Diab, también 
sunita, quien renuncia el 10 de agosto de 2020 tras masivas protes-
tas contra el impacto de las explosiones ocurridas en el puerto de 
Beirut una semana antes. Las comunidades políticas de pertenen-
cia son mediadas por factores religiosos. El grupo chií Hezbollah, 
miembro de la coalición de gobierno, acusa a EE. UU. de orquestar 
las protestas y es un actor clave para frenar o dar paso, junto con el 
partido del presidente, a la demanda expresada desde “la calle”: la 
formación de un gobierno de tecnócratas laicos.

Irán

La subida del precio del combustible hace estallar las protestas el 15 
de noviembre de 2019. Lo que inicia contra la asfixiante situación 
económica rápidamente toma una dimensión política. El régimen 
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denuncia una conspiración orquestada por Estados Unidos, Israel 
y Arabia Saudí, por lo que ordena un corte total de internet con 
el objetivo de contener la protesta y evitar que circulen imágenes 
de la brutal represión. Amnistía Internacional ha documentado la 
muerte de al menos 143 manifestantes, las protestas más sangrien-
tas desde la llamada “Revolución verde” del 2009. Aunque no se ha 
documentado el número real de víctimas el estallido social, sería la 
peor amenaza en los cuarenta años de vida de la república islámica.

Argelia

Las protestas estallan el 22 de febrero de 2019 contra la decisión 
del presidente, Abdelaziz Buteflika, de optar a un quinto mandato 
consecutivo. Buteflika dimite a finales de marzo, forzado por la mo-
vilización en la calle y por la presión del jefe del Ejército, el general 
Ahmed Gaid Salah, quien asume el poder. Gaid impulsa una preten-
dida campaña de “manos limpias” que lleva a la cárcel a numerosos 
políticos, militares y empresarios próximos al clan Buteflika (como 
el propio hermano del expresidente), pero también a periodistas y 
opositores. Los manifestantes mantienen la presión en la calle y 
exigen la caída del propio Gaid Salah y su gobierno interino. A dos 
años del estallido social, en 2021, las autoridades reconocen 2.964 
muertes en un país de 42 millones de habitantes.

En Argelia emerge un movimiento politizado, una comunidad 
política de pertenencia con un amplio abanico de demandas antisis-
témicas: con los mismos lemas que ya se oían en el nacimiento del 
Hirak (Movimiento), el 22 de febrero de 2019: “Ladrones, os habéis 
tragado el país”; “Por un Estado civil y no un régimen militar”; “Es-
tamos hartos de generales”; “Justicia independiente”, y, significati-
vamente, “Mañana, con los estudiantes”, cuyas acciones colectivas 
protagonizan la vigencia del estallido social (Peregil, 23 de febrero 
2021). El presidente de Argelia, electo en 2021 en una jornada elec-
toral con abstención de más del 50 % de votantes, remodela el ga-
binete en febrero de 2023, aunque permanecen los responsables de 
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la represión durante los tres últimos años: el ministro del Interior 
y el ministro de Justicia. El Hirak no se ha transformado en partido 
político, pero su convocatoria al poder de “la calle” sigue vigente.

Cataluña

La sentencia del juicio del procés, emprendido por el Estado espa-
ñol, detonó que el 14 de octubre de 2019 se avivaran las protestas 
independentistas en Cataluña; por primera vez se registran en-
frentamientos violentos entre manifestantes y la policía. A par-
tir de 2019 el conflicto catalán es protagonizado por el Tsunami 
Democràtic, activistas que empujan una comunidad política de 
pertenencia instituyente que radicaliza la autonomía catalana. 
Proyecto colectivo que cuestiona las comunidades políticas insti-
tuidas, tanto la Comunidad Autónoma, como el gobierno español. 
El periodo de pandemia covid-19 desmovilizó la protesta calleje-
ra, mientras que el sistema de partidos de la Generalitat procesó 
el conflicto. Si bien se han desactivado parcialmente los juicios a 
quienes encabezaron el movimiento desde lo institucional, no han 
podido regresar a Cataluña los dirigentes más prominentes del in-
dependentismo. El estallido social de 2019 sigue activo en fechas 
simbólicas del catalanismo, pero el espacio político se acota a las 
gestiones del régimen del Estado español con las particularidades 
del sistema de partidos. El independentismo se enfrenta así a las 
estrategias de los partidos españoles, que inciden en el gobierno de 
la Generalitat.

Francia

Aunque iniciadas en noviembre de 2018, las protestas de los llama-
dos “chalecos amarillos” toman bríos a lo largo de 2019. El estallido 
social lo nutren clases medias urbanas y rurales que se sienten mal-
tratadas. Protestan contra la  ecotasa de los carburantes,  aunque 
posteriormente el movimiento social se va politizando al extender 
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sus demandas de más justicia social y mejora del poder adquisiti-
vo. Los “chalecos amarillos” se articulan en una comunidad política 
de pertenencia opositora al gobierno francés. Sus manifestaciones 
implicaron violentos altercados y enfrentamientos contra las fuer-
zas de seguridad. En 2019 se registraron hasta once mil detencio-
nes, cuatrocientas de las cuales acabaron en penas de cárcel. Con 
un 69 % de apoyo popular, en 2019, este movimiento recoge el senti-
do de la ola de indignados en 2016, como es el caso del movimiento 
Nuit Debout (Noche en Vela), en su proceso de autoorganización, 
el planteamiento de demandas anticapitalistas, el ejercicio de de-
mocracia directa en temas locales y globales relacionados con la 
transición energética y el sistema alimentario, y el llamado a una 
regulación estatal incluyente.

En 2022 y 2023 los “chalecos” toman nuevos bríos al oponerse, 
junto con una amplia convergencia sociopolítica con un movimien-
to social, al gobierno de Macron, quien pretende reformar la legis-
lación relativa a las pensiones. Movimientos masivos anclados en 
el campo y en las principales ciudades francesas expresan en 2023 
una ola de protestas antigubernamentales que desafían el concepto 
de comunidad política instituyente. Su fuerza, sin embargo, no es 
proporcional respecto del régimen y sistema político instituido me-
diante elecciones y gestión gubernamental, a pesar de estar estos 
despegados de las demandas populares.

Reino Unido

Se trata de otro caso de acciones colectivas masivas, pero que tie-
nen una débil incidencia en la comunidad política instituida y que 
tampoco desemboca en la politización de los movimientos sociales, 
pues no hay una prefiguración de un sentido de pertenencia au-
tónomo. Ha sido el particular sistema político bipartidista el que 
centraliza el debate público y desde donde se operan las políticas 
gubernamentales. No obstante, en 2019, hasta un millón de perso-
nas salieron a la calle en Londres en contra de la salida del Reino 
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Unido de la Unión Europea. Los antecedentes de una protesta se-
mejante fueron las marchas que se opusieron a la invasión de Irak 
en 2003. La implementación del Brexit ha sido caótica; su puesta 
en marcha ha polarizado  a la sociedad del Reino Unido. Aunque 
la mayoría de los británicos está en contra del divorcio europeo, 
según sondeos, esta virtual mayoría no logra corregir las decisio-
nes del gobierno del Reino Unido, que prepara la salida oficial de 
la UE para el 31 de enero de 2020, amparándose en el resultado del 
plebiscito.

Georgia

En junio de 2019 la reforma de la ley electoral es contestada por mi-
les de georgianos que salen a la calle. Las protestas arrecian duran-
te ese mes, después de que el partido gobernante Sueño Georgiano 
dé marcha atrás, lo cual provocó el fracaso de una votación en el 
Parlamento para iniciar la reforma. En la oposición se combinan 
acciones colectivas callejeras con estrategias partidistas oposi-
toras que giran en torno de la comunidad política instituida. Sus 
reclamos se dirigen contra el actual sistema electoral, que incluye 
circunscripciones uninominales que favorecen al movimiento po-
lítico creado en el 2012 por el magnate Bidzina Ivanishvili con el ob-
jetivo de derrotar al partido del expresidente Mijaíl Sakashvili. Los 
movimientos sociales politizados junto con los partidos opuestos al 
régimen denuncian que la reforma electoral consistió en que casi 
la mitad de los ciento cincuenta diputados fueran elegidos en cir-
cunscripciones uninominales, y no en listas de partidos, lo cual be-
nefició a la mayoría representada por el partido Sueño Georgiano.

Hong Kong

El motivo de las protestas que estallan en junio de 2019 fue contra-
decir  un proyecto de ley que autorizaría la extradición  de crimi-
nales sospechosos a China. Aquí se politizan diversos movimientos 
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sociales que consideran ese proyecto de ley como un ataque a las 
libertades prometidas cuando la excolonia británica volvió a con-
trol chino en 1997. Aunque en octubre de 2019 la Asamblea de Hong 
Kong retira oficialmente la ley de extradición, las acciones colecti-
vas escalan hacia una protesta más amplia contra la interferencia 
creciente de Pekín. Esa escalada desemboca en violentas protestas 
protagonizadas por el movimiento estudiantil universitario. Se 
constituye así una comunidad política de pertenencia que reivindi-
ca demandas democratizadoras de la comunidad política institui-
da. Muestra de su relativo éxito es que el 24 de noviembre de 2019 
la oposición prodemocrática arrasó en las elecciones municipales.

Pakistán

Las protestas antigubernamentales, lideradas por Fazl-ur-Rehman, 
líder de un partido conservador de la oposición, comienzan el 27 de 
octubre con una marcha de la ciudad sureña de Karachi a la capital. 
Miles de manifestantes llegan a Islamabad cuatro días después y 
bloquean durante dos semanas la principal carretera. Exigen la di-
misión del primer ministro, Imran Khan, a quien acusan de fraude 
electoral y de las penurias económicas del país, que en julio tuvo 
que recurrir a un paquete de ayuda del FMI.

2019: estallidos sociales en América Latina

Bolivia

El detonador de las protestas que iniciaron el día después de las 
elecciones del 20 de octubre de 2019 fue que el presidente  Evo 
Morales se declarara vencedor para un cuarto mandato consecu-
tivo. Las movilizaciones sociales tomaron la forma de una comu-
nidad política de pertenencia escindida entre denuncias de fraude 
por parte de la oposición y muestras masivas de apoyo al régimen 
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de Evo Morales. El 10 de noviembre de 2019, Morales dimite for-
zado por las fuerzas armadas, que se apoyan en el informe de la 
Organización de Estados Americanos, que denuncia graves irre-
gularidades en los comicios. Sin embargo, los partidarios del ré-
gimen, apoyados en investigaciones electorales independientes, 
denuncian que hubo golpe de Estado técnico o blando, porque se 
judicializó el proceso seguido contra Evo Morales, quien se exilia 
primero en México, luego en Argentina. La senadora derechista 
Jeanine Áñez asume la presidencia interina desde el 12 de noviem-
bre de 2019 hasta el 8 de noviembre de 2020, a consecuencia de las 
movilizaciones sociales que están articuladas con una comunidad 
política de pertenencia instituida, cuya legitimidad reclaman.

Chile

A principios de octubre de 2019 el incremento del precio del me-
tro  en la capital detona las protestas. El gobierno de Sebastián 
Piñera (derecha) anula la medida, luego de protestas que combinan 
la lucha por la calle y acciones violentas por parte de sectores polí-
ticos radicalizados. Sin embargo, la reacción gubernamental llega 
tarde pues lxs manifestantes exigen cambios profundos en los sis-
temas educativos, de salud, del régimen de pensiones, y la dimisión 
de Piñera. El repertorio de la acción colectiva incluye un llamado a 
la huelga general, multitudinarias manifestaciones en Santiago y 
en varias ciudades del país. Dos meses después, las protestas, son 
duramente reprimidas por el gobierno: veintitrés muertos y miles 
de heridos, cifras que fueron creciendo entre 2019 y 2023.

El estallido social continúa pese a las medidas sociales anuncia-
das por el gobierno y a un acuerdo parlamentario para cambiar la 
Constitución, herencia de la dictadura de A. Pinochet. A consecuen-
cia de esto último, se genera una amplia aceptación para cambiar 
la Constitución chilena, se desata una masiva participación que 
impulsa un proceso de convención constituyente pacífica entre 
2021 y 2022, protagonizado por movimientos sociales heredados 
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del estallido social y por movimientos indígenas, sobre todo entre 
los mapuches, que tuvieron posiciones divididas frente a la cons-
tituyente. Sorpresivamente, el referéndum convocado para votar 
el texto constituyente fue derrotado en 2022 y en su lugar se erige 
una comisión redactora de la nueva constitución, que es sometido a 
otro referéndum en 2023.2

Colombia

Si bien el estallido social ya se había manifestado desde 2018, casi 
a finales de 2019, el 21 de noviembre, los dirigentes sindicales con-
vocan una huelga nacional para exigir cambios en la política social 
y económica del gobierno de Iván Duque. La protesta escala rápi-
damente en un movimiento contra la corrupción y la desigualdad, 
y hacia un movimiento social politizado que incluye la reivindica-
ción de los Acuerdos de Paz iniciados en 2016. Se van conforman-
do comunidades políticas de pertenencia diversas, una parte lucha 
desde dentro y contra el Estado colombiano, atendiendo al proceso 
electoral, lo cual lleva al triunfo en las elecciones presidenciales de 
la mancuerna Gustavo Petro-Francia Márquez; mientras otra par-
te apunta hacia comunidades políticas de pertenencia autónomas, 
comunitarias, que tienen una base social y territorial relativa a 
pueblos originarios y a movimientos socioambientales detonados 
por el patrón de acumulación extractivista.

Ecuador

El 1 de octubre de 2019, detona un estallido social por la decisión del 
gobierno de Lenín Moreno (sucesor de Rafael Correa, con quien cre-
cen las diferencias en torno del enfoque “progresista” del gobierno) 
de retirar los subsidios al combustible, que representaban una con-
quista de los movimientos sociales, principalmente de indígenas. El 

2	 Finalmente, también este referéndum fue rechazado.
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retiro de subsidio se da tras un acuerdo con las políticas de austeri-
dad del FMI, lo cual provoca doce días de protestas masivas lidera-
das por las comunidades indígenas. Las manifestaciones no cesan 
hasta que el gobierno deroga el paquete de ajustes. Sin embargo, la 
represión gubernamental de las protestas públicas deja un saldo 
político que hace tambalear al gobierno de Moreno.

Las coordinadoras de diversos movimientos indígenas en el cam-
po, aunadas al movimiento popular en las ciudades, se rehusaron 
a destituir al presidente Moreno, pues no aceptaban recibir un país 
en crisis, sino que antes se debían de deslindar las responsabilida-
des jurídicas y políticas del gobierno en turno. Bajo condiciones po-
líticas turbulentas, la pandemia del covid-19 ahondó el descontento 
social producido por el pésimo manejo de los problemas sanitarios 
y su contexto en la crisis política, económica y social del país. Será 
el proceso electoral presidencial de abril de 2021, el que pondrá a 
prueba el sentido político de los movimientos sociales: el correísmo 
y su propuesta progresista, y el movimiento indígena encabezado 
por el partido Pachakutik, que se dividen y abren así el triunfo al 
candidato del neoliberalismo, Guillermo Lasso, cuyo gobierno ape-
ló a la “muerte cruzada”, disolvió de esta manera la Asamblea Na-
cional y convocó a elecciones generales en agosto de 2023.

Haití

Herederos de una profunda crisis de gobernabilidad, los movi-
mientos sociales que emergen en 2019 son detonados por el paque-
te de medidas del Fondo Monetario Internacional para “mejorar” 
la economía del país caribeño, lo que causó violentas protestas. El 
aumento en el precio de la gasolina y la escasez de víveres están 
entre las principales razones. También las demandas contra la co-
rrupción por el mal manejo del apoyo petrolero que otorgó el go-
bierno venezolano a través de Petrosur por unos dos mil millones 
de dólares. El país más empobrecido del Caribe enfrenta un largo 
camino de protestas contra el gobierno de Jovenel Moïse en 2017, 
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con su cauda de represiones masivas y muertes. La oposición hai-
tiana realiza nuevas protestas en Puerto Príncipe en octubre de 
2019 y promete mantener el pulso de las manifestaciones hasta que 
renuncie ese presidente.

Una terrible descomposición del tejido social ha derivado en 
el empoderamiento de bandas urbanas mafiosas, lo cual se une a 
las desafortunadas intervenciones de Estados Unidos y de Francia, 
junto con el crimen global organizado que asesinó al presidente 
Jovenel Moïse en julio de 2021. El tránsito del movimiento social 
hacia comunidades políticas de pertenencia ha sido accidentado, 
pues en su dimensión institucionalizada el sistema de partidos no 
ha podido establecer puentes entre las demandas de justicia social y 
la capacidad gubernamental para procesarlas mediante elecciones 
justas, competitivas. Simultáneamente, los poderes fácticos impi-
den la formación de comunidades políticas con sentido autónomo.

Puerto Rico

En el complejo marco del estatuto de Estado libre y asociado con 
Estados Unidos, 2019 es un año de movilizaciones sociales que 
responden a ramificaciones vinculadas con la definición de la so-
beranía nacional, las políticas gubernamentales en materia fiscal 
que están marcadas por la desigualdad entre la isla y el gobierno 
estadounidense, las políticas de austeridad y de ajuste impulsadas 
por el FMI y el Banco Mundial, que empobrecen a la mayoría de la 
población, además del despojo implicado en la inversión turística 
extranjera, principalmente la de Estados Unidos. El detonante para 
el estallido social expresado en marchas consecutivas de cientos 
de miles de puertorriqueñxs es la lucha contra la corrupción de 
los gobernantes junto con el desprecio por la rendición de cuen-
tas públicas. Diversos mensajes de contenido pornográfico entre el 
gobernador y diversos colaboradores despiertan la ira ciudadana. 
Siete marchas multitudinarias a mediados de 2019 logran la renun-
cia del gobernador Ricardo Rosselló. En ellas se repudia el sistema 
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bipartidista de Puerto Rico por su corrupción manifiesta y por la 
muerte de más de 4500 personas debido a severos ciclones y sis-
mos; se exigen mejoras laborales y medidas para reactivar la econo-
mía de la isla caribeña.

Se trata de una resistencia que desafía la colonialidad del poder 
estadounidense. Aunadas a la demanda por la destitución del en-
tonces gobernador, tomaron cuerpo varias críticas también hacia 
la Junta Fiscal, cuyo presupuesto depende directamente del gobier-
no estadounidense, frente al cual se acumula el descontento social, 
particularmente por la pésima gestión de fondos para enfrentar los 
desastres naturales a los que está sometida esta Isla enclavada en 
el Caribe. Lo que ha llevado a situaciones de miles de muertes que 
se podían haber evitado, y a la penuria por la falta de agua potable, 
energía eléctrica y un severo déficit de equipamiento y servicios 
públicos.

Caravanas migrantes en México

De acuerdo con estudios de la Organización Internacional de las 
Migraciones (OIM), Estados Unidos cuenta con 50,7 millones de mi-
grantes internacionales y el corredor México-Estados Unidos es el 
más extenso y transitado de todo el planeta. Iniciadas en 2018, las 
caravanas migratorias están asociadas con la expulsión de cientos 
de miles de personas que provienen principalmente de la región 
latinoamericana y caribeña, de países donde los migrantes tienen 
graves problemas desde hace mucho tiempo atrás, que están provo-
cando que sus ciudadanos decidan buscar una mejor vida en otro 
país o un refugio frente a la violencia. En 2019 se siguen presentan-
do estas caravanas masivas; lxs migrantes interpelan al gobierno 
mexicano, como país de tránsito, y cuestionan al conjunto de la po-
lítica migratoria estadounidense. Su masividad se ha incrementa-
do: entre enero y agosto de 2021, el Instituto Nacional de Migración 
mexicano identificó 147.033 personas migrantes en condición 
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irregular en México. Esta cifra representa el triple de lo registrado 
durante el mismo periodo de 2020 (48.398).

Bajo ese enfoque se puede abordar el caso de las caravanas mi-
gratorias, hipotéticamente, como un estallido social único que ha 
sido el más difícil de procesar por el gobierno de AMLO: un pun-
to central en las relaciones con Estados Unidos que ha suscitado 
acciones colectivas de autodefensa para el cuidado mutuo durante 
el arduo tránsito hacia la frontera estadounidense, ha planteado 
demandas no convencionales de ciudadanías transnacionales que 
sacuden derechos humanos como el asilo y el refugio, ha suscitado 
la contención político militar de las migraciones y ha dado origen 
a una política de cooperación internacional que interpela a Nacio-
nes Unidas y, muy especialmente, a la política interamericana de 
Estados Unidos. Entre otros aspectos, se trata del derecho a emigrar 
que es confrontado por organismos sociales que constituyen comu-
nidades políticas de pertenencia efímeras que interpelan poderes 
locales y transnacionales instituidos o del crimen internacional or-
ganizado. Surgen así sujetos sociales que se politizan y van creando 
mediaciones políticas ante al gobierno mexicano y las diversas ins-
tituciones internacionales vinculadas con derechos de migrantes o 
con políticas públicas de atención frente a la urgencia y la precarie-
dad alimentaria, de salud, vivienda y atención de sus condiciones 
de migrantes pobres, desposeídos. Todo un desafío, comprender el 
carácter efímero, transitorio, de comunidades políticas de perte-
nencia que desafían el mundo instituido.

Alcances de la investigación

En los estallidos sociales se conjugan demandas antisistémicas 
dirigidas contra el sistema financiero internacional y su impacto 
en los gobiernos y sus políticas públicas en los Estados naciona-
les: pensiones, seguridad social, empleo, salario; también surgen 
ensamblajes sociales que visibilizan otras agendas que vinculan lo 
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global y lo local, en torno del cambio climático, la transición ener-
gética o la soberanía alimentaria, así como cuestionamientos sobre 
el patrón de acumulación capitalista, particularmente el extracti-
vismo, la acumulación por despojo, la precariedad laboral.

Utilizo el término estallido social por su potencial heurístico 
para pensar una explosión masiva de inconformidades cuya expre-
sión está cargada de caos e incertidumbres que no tienen una direc-
ción o un curso previsible, sino que un contorno que es definido por 
tensiones y contradicciones entre la dinámica que imprimen mo-
vimientos sociales específicos y la política particular de los estados 
nacionales involucrados. En la literatura de las ciencias sociales 
y las humanidades, se encuentran similitudes o términos equiva-
lentes (Bringel, Ferretti y Mantilla, 2021); la noción de estallido −y 
otras similares, como levantamiento, revuelta, rebelión, motín o 
insurgencia− contribuye a captar el alzamiento colectivo contra el 
statu quo y los poderes instituidos.

En el fondo, hay un fuerte cuestionamiento del neoliberalismo 
y sus “consensos” privatizadores, desreguladores de la potencia pú-
blica, punitivos con violencias selectivas, destructores de la natura-
leza, que tienen raíces neocoloniales, patriarcales, supremacistas 
blancas, racistas. También se registran, sin embargo, estallidos so-
ciales impulsados por posiciones reaccionarias que van de la dere-
cha a la ultraderecha, con creciente capacidad de convocatoria de 
una base social de apoyo, que igualmente configuran comunidades 
políticas de pertenencia que inciden en el campo instituido del go-
bierno y de los procesos electorales, y, también, actúan en campos 
instituyentes propios de la sociedad civil. Desde un enfoque histó-
rico-estructural, el impacto de la policrisis detona la heterogenei-
dad y diversidad de estallidos sociales. Debido a ello, propongo el 
concepto de comunidad (geo)política de pertenencia, con la inten-
ción de destacar las condiciones particulares (locales, nacionales, 
internacionales) bajo las que se da el paso del sujeto social al sujeto 
político, de la acción colectiva al movimiento social y del estallido 
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social a la configuración heterogénea de comunidades políticas de 
pertenencia.

En torno de tales acciones colectivas se configuran ensamblajes 
sociales complejos en su tránsito de movimientos sociales hacia el 
campo de la y lo político, en un doble sentido: por un lado, hay con-
frontaciones, acuerdos y desacuerdos que son simultáneamente 
sociales y políticos, pues en la lucha por el espacio público (la calle, 
los territorios) se interroga el papel de las instituciones públicas 
y privadas. Por otra parte, acciones colectivas y movimientos so-
ciales cuestionan las comunidades políticas realmente existentes 
en el gobierno y el Estado nacional, que reproducen el régimen de 
acumulación capitalista y que reafirman prácticas patriarcales, ra-
cistas, supremacistas, nacionalistas, blancas y colonialistas. Ante 
ambos tránsitos hacia lo político, se hacen visibles procesos polí-
ticos instituyentes que encuentran en su cima la configuración de 
comunidades políticas de pertenencia, tanto en la esfera del gobier-
no y del estado instituido como en la esfera de experiencias de au-
togobierno y de luchas por la autogestión comunitaria.

El tema planteado sugiere algunas líneas de reflexión, con el ob-
jetivo de indagar sobre la pertinencia de ese complejo tránsito de la 
acción colectiva hacia la configuración comunitaria de la esfera de 
la política y del poder:

1.	 En los estallidos sociales convergen una amplia gama de 
movimientos sociales que tienen demandas particulares 
en relación con derechos económicos, sociales culturales, 
ambientales, que transitan hacia el campo de la política y 
lo político dentro de un espectro geopolítico que unifica lo 
particular de cada demanda colectiva con lo general que se 
condensa en las diversas comunidades políticas de pertenen-
cia, sean las instituidas en el Estado nacional y sus órdenes 
locales de gobierno, las comunidades políticas supranacio-
nales multilaterales y globales o, incluso, las instituciones 
de la comunidad política mundial. Paralelamente, la acción 
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colectiva transita hacia comunidades políticas de pertenen-
cia de carácter instituyente, que cuestionan la matriz estado-
céntrica como referencia central única de pertenencia. Sus 
vías son diversas en sus estrategias frente a lo instituido y 
registran divergencias sobre el énfasis que se otorga al pro-
ceso instituyente comunitario. En esos movimientos sociales 
politizados, las luchas de reivindicación se agregan en en-
sambles sociales complejos mediante tres procesos que están 
implicados entre sí:

a.	 Políticas de identidad.3 Se dan cuando la agrupación o 
agregación de demandas corresponde a la identificación 
de una base de intereses colectivos que están vinculados 
a un origen común: una amenaza a lo étnico, lo religioso, 
la equidad de género, la diversidad sexual o cualquier co-
munidad de intereses que comparta un sentido de perte-
nencia intersubjetivo.

b.	 Políticas de reconocimiento.4 Se refieren al ámbito políti-
co de la reivindicación en las diversas esferas de la vida 
colectiva ante conflictos que amenazan las condiciones 
materiales, objetivas e intersubjetivas y dan sentido de 
pertenencia a una comunidad política determinada. Aquí 
se pueden combinar políticas de identidad y de resisten-
cia e incluso políticas que buscan alternativas antisisté-
micas en las que el Estado, la religión y la familia cobran 
sentido en el plano de la convivencia-conflicto en el espa-
cio de lo político y lo geopolítico.

3	 Francis Fukuyama (2018) destaca el papel jugado por las políticas de identidad en la 
elección de Donald Trump. Destaca su función disruptora dado el apego a particula-
rismos, que impidieron al Partido Demócrata integrar las demandas identitarias con 
las demandas de clase.
4	 Axel Honneth (1997) distingue tres formas de reconocimiento intersubjetivo: el 
amor, el derecho, la valoración; a las que corresponden tres formas de menosprecio: 
la violación, la desposesión y la deshonra. Será la eticidad la que dé sentido interpre-
tativo a la gramática moral de los conflictos-estallidos sociales.
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c.	 Políticas de pueblo.5 Más allá del debate sobre populismos, 
se problematiza la categoría de pueblo como la base sus-
tantiva de la comunidad política de pertenencia, como 
expresión particular de totalidad social que sirve de base 
a la soberanía, pero que no está reducida a la soberanía 
nacional y que expresa la lucha por la identidad y el re-
conocimiento como principio ético del interés general. 
Estas políticas se organizan en ensamblajes sociales 
complejos:6 el pueblo impedimento-resistencia; el pueblo 
plebiscitario; el pueblo juicioso y crítico. Tres modos de 
ensamblaje que tienden a articular a la comunidad po-
lítica de pertenencia instituyente como acción colectiva 
liberadora.

2.	 Actores portadores de comunidades políticas de pertenencia 
emancipadoras: los estallidos sociales visibilizan y encarnan 
la crisis del régimen de acumulación capitalista, pero tam-
bién dejan ver potencialidades que están larvadas en forma 
de “latencias”. En la acción colectiva organizada se pueden 
distinguir dos grandes estrategias que son consecuencia de 
la tensión entre movimientos sociales y estructuración del 
campo (geo)político:

a.	 Las luchas antisistémicas que se dan desde dentro y con-
tra el Estado capitalista, donde se debaten límites, obstá-
culos y potencialidades de las reformas frente al cambio 
de régimen político, económico y social. Aquí las estrate-
gias varían entre propuestas antineoliberales y anticapi-
talistas, entre progresismos e izquierdas que se reclaman 

5	 Acudo al concepto de Raúl Zibecchi (2022) de pueblos en movimiento, que busca di-
ferenciar los movimientos sociales que no tienen una base comunitaria de los movi-
mientos cuyo horizonte es la autonomía comunitaria popular.
6	 Aquí sigo el planteamiento de Pierre Rosanvallon (2007) en la identificación del pro-
ceso de democratización dentro del conflicto entre poder y contrapoder, en una era 
caracterizada por la desconfianza de cara a las instituciones de la democracia.
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vinculadas con movimientos sociales transformadores, al-
gunos de los cuales siguen enfrentando el dilema entre re-
forma y revolución dentro de sus estrategias organizativas. 
En estas luchas desde dentro y contra el Estado, el poder 
y la conformación de un gobierno de carácter popular, en 
los distintos órdenes del Estado nacional, juegan un papel 
central; de ahí la vigencia del imaginario contractualista y 
del pacto social que renueva instituciones derivadas de las 
constituciones políticas nacionales, que son nutridas por 
procesos instituyentes y con formatos democráticos par-
ticipativos que incluyen los procesos electorales, pero van 
más allá de los ellos: un campo político en el que se con-
flictúan los progresismos, cuyos organismos nacionales 
van planteando una escala internacional de actuación en 
la Internacional Progresista, y las izquierdas articuladas 
con movimientos sociales antisistémicos que conforman 
a su vez redes en las que se vinculan lo global y lo local. 
Se puede decir que estas redes comunitarias configuran lo 
que apunta a ser una “Internacional Rebelde”.

b.	 Las luchas antisistémicas por la supresión del Estado y la 
autonomía comunitaria bajo principios de autogestión y 
autogobierno han sido dinamizadas por los estallidos so-
ciales. En su origen, las luchas comunitarias asumen es-
trategias anticapitalistas, a partir de su apego a una base 
social conformada por pueblos originarios, afrodescen-
dientes, que se articulan en “pueblos en movimiento”, los 
cuales practican un marcado énfasis en experiencias lo-
cales de lucha y resistencia que buscan crear alternativas 
sustentadas en ensamblajes comunitarios de pertenencia. 
Tales comunidades confrontan la colonialidad del poder 
mediante ensamblajes sociales organizados que trascien-
den la autarquía localista de la escala comunitaria. En ese 
camino, se proyecta un imaginario internacionalista que 
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propicia una ecología de saberes compartidos entre diver-
sas experiencias comunitarias en América latina, como 
son la del EZLN, del wallmapu chileno y argentino, del 
cauca colombiano, de las comunidades indígenas de Bo-
livia, Perú, Ecuador, entre otras. En el mundo destacan: la 
Rojava kurda, la Cooperativa Integral Catalana o los mo-
vimientos Ubuntu en África, Satyagraha en la India y de 
la Vía Campesina a escala del sur global.

c.	 Tal constitución de poder comunitario sin Estado presenta 
varias interrogantes en torno de la relación con las comu-
nidades políticas de pertenencia instituidas, su posible coe-
xistencia, negación o destrucción intencionada. La interfaz 
entre las luchas desde dentro y contra el Estado y las luchas 
por suprimirlo plantea interrogantes sobre las diferencias 
entre Gobierno y Estado, entre pueblo y nación, entre la 
gestión de las agendas globales y locales, así como sobre el 
campo contradictorio entre procesos electorales, reforma y 
cambio radical, demandas sociales y demandas comunita-
rias. Habría que preguntarse si los estallidos sociales están 
contribuyendo a la formulación de las relativamente nove-
dosas demandas sobre bienes públicos globales referidas al 
agua y la tierra, a la defensa de la biodiversidad, contra el 
cambio climático y todas las formas de contaminación. Asi-
mismo, habría que cuestionarse sobre las diferencias entre la 
agenda global de los bienes públicos y la agenda local, territo-
rializada, que plantea las demandas sobre los bienes comuni-
tarios: una tensión que se proyecta en la comunidad política 
de pertenencia instituyente, que se conoce como Abya Yala/
Afro/Latino-América,7 o como Afroamérica Ladina.8

7	 Ver Arturo Escobar (2018), quien ofrece una visión crítica decolonial sobre el imagi-
nario latinoamericano.
8	 Concepto elaborado por Mara Viveros (2020), que racializa el proceso instituyente 
de una comunidad de pertenencia supranacional.
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3.	 La politización de los estallidos sociales detona cuestio-
namientos antisistémicos relacionados con el régimen 
de acumulación capitalista, que critican a la “trinidad del 
maldesarrollo” (FMI-BM-OMC) por sus políticas de ajuste y 
austeridad que provocan mayor desigualdad social a escala 
mundial, supranacional regional y en los Estados naciona-
les, y que también critican los efectos perversos del cambio 
climático, la dominación patriarcal, la violencia sistémica 
estructural, el racismo, la violación de derechos humanos. 
Todo lo cual se acentuó por la pandemia del coronavirus. 
Desde los estallidos sociales −revueltas, insurgencias− se 
cuestiona el patrón extractivista, los consensos neoliberales 
sobre privatización y desregulación de la potencia pública, 
la miniaturización del Estado, la necropolítica demográfica 
y ambiental, la narrativa del nuevo pacto verde, el Estado pu-
nitivo asociado con el crimen organizado… Lo que configu-
ra las agendas geopolíticas en las comunidades políticas de 
pertenencia.

En el debate sobre la democracia, el autoritarismo y la emergen-
cia neoconservadora se cuestiona especialmente el neoliberalismo 
que caracteriza el régimen político y el sistema de partidos, que se 
apoyan en una democracia elitista, procedimentalista, minimalista 
y cada vez más contaminada por la judicialización de la política. 
Ante el desencanto y la desconfianza de cara a los regímenes po-
líticos, las luchas que conllevan los estallidos sociales se vinculan 
con políticas de ciudadanía, con prácticas comunitaristas y con 
la lucha por los derechos humanos frente a la desigualdad social, 
la pobreza, la exclusión racista y la opresión patriarcal de género. 
Entre la crisis global y sistémica los conflictos se acentúan en torno 
de luchas por el horizonte histórico de sentido sobre valores cultu-
rales civilizatorios, derechos y poder de la naturaleza.

En las revueltas sociales masivas del periodo entre 2019 y 2022 
se conjugan la lucha por la calle y la lucha por los territorios, las 
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narrativas e interpretaciones sobre las megatendencias del proce-
so de globalización (actualmente una desglobalización impulsada 
por la crisis del llamado “orden mundial”), las luchas contra el ex-
tractivismo, el “capitalismo de plataformas”, los complejos militar, 
industrial, farmacéutico, mediático, la economía digital, la inteli-
gencia artificial y las supercomputadoras. Además, existe un am-
plio debate sobre los alcances de la idea de bien público y de bien 
comunitario a escala global, impulsado por las demandas antipri-
vatizadoras del agua, de la transición energética y de la soberanía 
alimentaria, y también propiciado por las demandas sobre bienes-
tar y lo que se conoce como sociedad de los cuidados.

Las preguntas que orientaron esta investigación son las 
siguientes:

I. ¿Qué procesos sociopolíticos convergen en la formación de las comu-
nidades políticas de pertenencia instituidas en el Gobierno y los Estados 
nacionales, y en los procesos comunitarios instituyentes?

•	 Políticas de identidad.

•	 Políticas de reconocimiento.

•	 Políticas de pueblo (“pueblos en movimiento”).

II. ¿Cuáles son los sujetos portadores de comunidades políticas de perte-
nencia emancipadoras?

•	 Desde dentro del Estado.

•	 Desde dentro y contra el Estado.

•	 Autonomías comunitarias sin Estado.

III. ¿Bajo qué modos se conforman las agendas (geo)políticas en las co-
munidades políticas de pertenencia?

•	 Anticapitalismo que cuestiona el orden internacional, na-
cional y “glocal”.
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•	 Lucha contra el enfoque estado céntrico desde movimientos 
sociales “politizados”.

•	 Democracia y procesos electorales en torno de las comuni-
dades políticas instituidas; tensiones entre gobiernos pro-
gresistas e izquierda social.

•	 Violencia sistémica, procesos de paz, derechos humanos, 
agenda antipatriarcal.

•	 Luchas contra el racismo y diversas formas de discrimina-
ción de las minorías y de las disidencias.

El libro se estructura en tres partes. En la primera parte, que com-
prende la introducción y el primer capítulo, se realiza una re-
flexión teórica sobre los conceptos y categorías utilizados en esta 
investigación. El enfoque central reside en la caracterización de 
los estallidos sociales y su impacto en una política emancipado-
ra fundamentada en las comunidades políticas de pertenencia, 
tanto en el ámbito de las comunidades instituidas como en los 
procesos instituyentes que desencadenan los estallidos sociales. 
Posteriormente, la segunda parte del libro consta de siete capítulos, 
cada uno dedicado al análisis de las dinámicas de las comunidades 
políticas de pertenencia en los siete casos seleccionados: Bolivia, 
Chile, Colombia, Ecuador, Haití, Puerto Rico y las caravanas migra-
torias. Este análisis sigue el marco teórico elaborado y organizado a 
partir de las preguntas planteadas en la investigación. Finalmente, 
en la tercera y última parte se lleva a cabo un estudio comparativo 
y exploratorio de las demandas de cada caso de estudio, que servirá 
como base para las conclusiones generales de esta investigación.
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El dificultoso tránsito de los estallidos 
sociales a las comunidades políticas  
de pertenencia

Una geopolítica crítica de la comunidad política  
de pertenencia

El enfoque de esta investigación corresponde al de la geopolítica 
crítica, con un enfoque particular en las geopolíticas críticas lati-
noamericanas que cuestionan las relaciones entre espacio y poder 
desde un contexto regional:9 una búsqueda de interpretación ho-
lística de la relación entre espacio, sociedad, Estado, naturaleza y 
poder, desde un nuevo materialismo que busca implicar la com-
plejidad entre seres vivos y no vivos como imprescindible para 
comprender las bases materiales de la vida (biopolítica) y su anta-
gonismo con la muerte (necropolítica) en la larga duración del lla-
mado “antropoceno”.10

9	 Se puede ver la problematización del concepto geopolítica crítica desde el caso lati-
noamericano en Preciado y Uc (2010).
10	 Aunque el debate sobre el antropoceno rebasa los objetivos de este trabajo, hay una 
intensa polémica intelectual sobre lo que destaca esta época de larga duración: si es 
el predominio antrópico a partir del impacto ambiental causado por la aparición de 
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Se trata de un enfoque transdisciplinario fundamentado en la 
teoría de los sistemas complejos autorregulados de alcance global, 
que se sustenta en investigaciones que incorporan las escalas espa-
ciales que van de lo local hacia lo nacional, lo supranacional y lo 
global o mundial. En los principios de la teoría de la complejidad 
se muestran relaciones holísticas entre el todo y las partes, la inte-
racción dinámica de retroactividad entre ellas, como principio de 
recursividad, donde la coexistencia dialógica es a la vez contradic-
toria. Además, hay un principio de auto-eco-organización de los sis-
temas, en un marco espacial y territorial de conflictos y desgarres 
generados en la lucha por el poder en todos sus ámbitos: económi-
co, político, cultural y social.

De un lado están los poderes fácticos de los complejos mili-
tar-industrial, mediático y criminal −organizado o fragmentado−, 
que imponen su hegemonía. De otro lado, el contrapoder emergen-
te de comunidades políticas de pertenencia, que plantean deman-
das antisistémicas contra el capitalismo, su origen y actualidad 
colonialista, contra el racismo, el régimen patriarcal y el carácter 
necropolítico y guerrero del poder hegemónico. Frente a esa nega-
tividad, las geopolíticas críticas plantean escenarios en términos 
positivos de paz, justicia, equidad y formatos democráticos partici-
pativos deliberativos, con equidad de género y reconocimiento de 
las disidencias sexuales, lo cual resignifica los valores civilizatorios 
de la dignidad, la fraternidad y la solidaridad.

La producción angloeurocéntrica alrededor de la geopolítica 
crítica ofrece varias aportaciones. Se aleja del enfoque estadocén-
trico que tradicionalmente ha dado un protagonismo exclusivo 
al Estado nacional en las relaciones internacionales y amplía el 
análisis para incluir a actores no estatales. Entre estos actores se 
encuentran los poderes fácticos de la economía, las religiones y el 

la especie humana o si esta temporalidad se determina por el carácter depredador del 
régimen de acumulación capitalista, a lo que algunos llaman capitaloceno (o, incluso, 
cuando se subraya el destino destructor de la vida bajo el capitalismo, necroceno).
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crimen organizado, quienes, aunque no elegidos democráticamen-
te, influyen en nuestras vidas de manera significativa. Asimismo, 
esta perspectiva considera las dinámicas que fortalecen a los mo-
vimientos sociales y reconoce tanto su potencial transformador 
como las visiones opresoras que pueden surgir en su seno.

La geopolítica crítica se basa en tres tradiciones intelectua-
les fundamentales (Toal, 2021). La primera es la teoría de los sis-
temas-mundo, que adapta y reinterpreta el pensamiento de 
Immanuel Wallerstein dentro de una nueva geografía política. La 
segunda tradición se asienta en la economía política marxista, que 
desempeña un papel crucial en la renovación de la crítica marxis-
ta al capitalismo. La tercera tradición, impulsada por un marcado 
interés en la política mundial, se encuentra en la teoría disidente 
de las relaciones internacionales. Esta corriente se ha desarrolla-
do en polémica con teorías posestructuralistas, constructivistas y 
neorrealistas, y destaca el aporte singular de la geopolítica crítica 
al reapropiarse del análisis de prácticas y discursos espaciales bajo 
la matriz del poder en la política internacional.

Gerard Toal (2021, p. 191), destacado intelectual en el desarrollo 
teórico y la difusión de la geopolítica crítica aborda las críticas di-
rigidas a esta corriente de pensamiento con la siguiente reflexión:

La primera es el argumento de que el enfoque es demasiado políti-
co [se refiere a las comunidades políticas instituidas]. Un argumento 
subsidiario considera su relación con la violencia [se trata del pre-
dominio en los temas de la seguridad nacional, las guerras, el poder 
del complejo industrial militar, que, supongo, deja de lado las con-
traviolencias y al movimiento social pacifista]. La segunda es el argu-
mento de que ignora la política de la corporeidad y la vida cotidiana 
para lo cual la geopolítica feminista es un correctivo necesario [tema 
que las llamadas “geopolíticas del sur” abordarán con mayor énfa-
sis que los enfoques anglo-eurocéntricos]. La tercera es la afirmación 
de que el enfoque es demasiado textual y opera con una concepción 
defectuosa del discurso, que desatiende la práctica [otro ámbito en 
el que el pensamiento desde el sur global se esfuerza en la crítica a 
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la colonialidad del poder, a la dependencia y al marxismo ortodoxo 
estatista]. La cuarta crítica es que la Geopolítica Crítica tiene una 
concepción poco desarrollada de la materialidad y descuida la agen-
cia no humana [crítica que tiene un gran potencial en la reivindica-
ción socioespacial y civilizatoria del buen vivir y en las autonomías 
comunitarias].

A estas críticas añado dos más, que este trabajo busca documentar: 
la primera se refiere a la persistencia del enfoque estadocéntrico, 
que otorga un protagonismo excesivo al Estado nacional en la polí-
tica internacional, sin conectar adecuadamente este protagonismo 
con el papel instituyente de las comunidades políticas de pertenen-
cia. Existe una desconexión significativa entre los temas de nación, 
etnia y pueblo, y la conformación del Estado nación desde abajo. 
No porque las bases populares posean intrínsecamente el poder 
estatal, sino porque sus “ausencias y emergencias” configuran la 
dialéctica de explotación en los procesos de posesión, desposesión 
y despojo sobre los que opera el poder dominante.

En otros términos, observo que la geopolítica crítica necesita 
prestar más atención a las geopolíticas locales y su influencia en 
la formación práctica de los Estados nacionales. También percibo 
una interfaz entre lo local y lo global que trasciende las políticas ex-
teriores de las comunidades políticas instituidas en gobiernos loca-
les, nacionales, supranacionales o con aspiraciones globales. Hace 
falta una relación holística entre el todo y las partes, que no puede 
ser un programa mundial a alcanzar, pero que puede entenderse 
desde la política del fragmento (Gallegos, 2019, p. 133),11 una clave 
aportada por el análisis de las comunidades políticas de pertenen-
cia en la dinámica entre lo instituido y lo instituyente.

11	 Gallegos (2019) cita a Walter Benjamin, quien “no tiene que ver tanto con resaltar el 
espacio per se, sino con la mirada acechadora de un pensamiento de las resistencias 
[…] El autor planteó su crítica a la Modernidad a través de lo fragmentario frente a 
la totalidad, lo discontinuo frente a lo continuo, la tradición frente al progreso, y la 
alegoría frente a la lógica tradicional del pensamiento”.
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La segunda crítica que propongo se refiere al limitado trata-
miento que autorxs reconocidxs en el ámbito de la geopolítica crí-
tica angloeurocéntrica han dado a la comunidad política. Más allá 
del análisis de la política internacional, existen ejemplos promete-
dores en lo que respecta a las comunidades políticas de pertenen-
cia. Agnew y Shin examinan la espacialización del populismo en 
Italia durante la transición del siglo xx al xxi, y destacan tres face-
tas clave del auge del populismo italiano desde 1990:

En primer lugar, la geografía de la participación electoral y el au-
mento de la abstención se considera emblemática de la insatis-
facción con los partidos existentes y de la creciente reserva de no 
votantes disponibles para la movilización por parte de movimientos 
y candidatos populistas (2017, p. 916, mi traducción).

Luego estudian cómo “el papel del líder como punto focal alternati-
vo al partido resulta fundamental para estos movimientos populis-
tas”. En tercer lugar, evalúan “el ascenso del Movimiento 5 Estrellas 
basado en Internet y la promesa de dirigirse al pueblo sin ninguna 
mediación institucional o geográfica”: aspectos que retomaremos 
para ver la interfaz entre comunidades políticas de pertenencia ins-
tituidas, en la lucha electoral e instituyente sostenida por los movi-
mientos sociales vinculados con el sistema de partidos políticos.

En la misma línea de estudios geopolíticos críticos sobre la co-
munidad política de pertenencia nacional instituida, Agnew (2020) 
revisa el papel del Gobierno federal estadounidense en la formula-
ción de políticas a nivel nacional en una variedad de áreas, incluida 
la salud pública en la época de la pandemia del coronavirus, con un 
presidente fuerte como Donald Trump, que no potenció la regula-
ción pública estatal en las gestiones sobre el impacto del covid-19, 
sino que aprovechó la crítica coyuntura para fortalecer una posi-
ción “nacionalista” o populista de derecha y alimentar una ideolo-
gía antifederalista y la inercia institucional que esta ha creado.

Estudios como estos contribuyen a nuestro enfoque, que busca 
establecer la interfaz entre movimiento, partido y populismo en la 
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dinámica −a veces contradictoria, pero frecuentemente moviliza-
dora− entre lo instituyente y lo instituido. Aunque los estudios de 
Agnew no abordan específicamente el concepto de comunidad polí-
tica, este análisis de Estados Unidos y el de Italia comparten, desde 
mi perspectiva, un elemento que Agnew ya destacaba en 2017:

La doble identidad del Movimiento, con un fuerte arraigo en algu-
nos lugares como organización cívica y una geografía notablemente 
desigual como movimiento de protesta, muestra hasta qué punto ni 
siquiera [el movimiento] puede comprometerse con un pueblo sin-
gular. Cuando se examina de cerca, la promesa de una política sin 
mediación hecha por los movimientos populistas resulta irrealizable 
(p. 917).

Otro autor que es clave para la comprensión de la geopolítica críti-
ca que me interesa destacar es Simon Dalby, quien hace una recon-
ceptualización de la comunidad local a partir de diversas luchas 
socioambientales locales que se forjan por una identidad moldeada 
frente a las amenazas externas e internas que condicionan lo que 
llamo comunidad política de pertenencia. De acuerdo con Dalby,

la identidad comunitaria se crea como una forma de resistencia a 
la amenaza externa contemporánea, la movilización se consigue a 
menudo mediante una reconstrucción partidista del pasado [que] se 
convierte en un “recurso” que puede explotarse selectivamente en 
la creación de nuevos límites de una comunidad cuyos límites so-
ciales o geográficos se ven amenazados. [Dalby se acerca al enfoque 
antropológico de la identidad] El proceso de creación de la identidad 
comunitaria se basa con frecuencia en la movilización en torno a un 
conjunto de símbolos que, más que expresar cualquier significado 
inherente a la comunidad, proporcionan los medios por los que la 
gente “crea significados” (2005, p. 102, mi traducción).

Sin entrar a fondo en la discusión entre identidad y pertenencia, 
veo coincidencias entre lo que plantea Dalby y lo que pretende esta 
investigación. Se puede decir que la identidad y el sentido de la 
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comunidad política de pertenencia son cercanos. Para Dalby, son los 
símbolos de identidad comunitaria los que homogeneizan el senti-
do de alteridad entre el ello y el nosotros. Ve que la “comunidad”, 
es un “recurso estratégico necesario frente al peligro percibido” 
(Dalby, 2005, p. 103). No obstante, esos símbolos suelen ser impreci-
sos o ambiguos pues, por un lado, constituyen eficaces “marcadores 
de límites” para la comunidad, que se diferencia del exterior y que 
muestra su carácter distintivo y su propósito común, mientras que, 
por otro lado, esa heterogeneidad simbólica da cabida a las diferen-
cias individuales o de grupo dentro de la comunidad.

Sin embargo, cada miembro de la comunidad puede atribuir sig-
nificados diferentes “precisamente porque los símbolos son ambi-
guos o imprecisos, son eficaces: permiten la expresión externa de lo 
común y la expresión interna de la diferencia” (Dalby, 2005, p. 103). 
En este sentido, Dalby es fiel a la aportación de la geopolítica crítica 
al descubrir “no solo la resistencia que aparece en la ‘transcripción 
pública’ de la lucha por la seguridad, sino también la que se crea 
como una contranarrativa ‘fuera del escenario’” (2005, p. 104). En 
la mirada de este autor, la construcción de una identidad comuni-
taria, que gira como amenaza medioambiental, reconoce que los 
símbolos que definen las resistencias pueden ocultar la política de 
otras resistencias. En suma, la comunidad es un “proceso”, el resul-
tado de la lucha social −como el tránsito de la acción colectiva y del 
movimiento social−, que se puede constatar en narrativas silencia-
das, como “identidades alternativas y contranarrativas”.

Regresando a la crítica de la geopolítica crítica de Toal (2021), 
Jennifer Hyndman se propone acercar los planteamientos feminis-
tas a ese enfoque. Hyndman reconoce que

las feministas de las relaciones internacionales han debatido acalo-
radamente las nociones realistas de seguridad y han señalado que 
las limitaciones de la metafísica occidental binaria que contienen li-
mitan una comprensión más amplia de la seguridad. Las feministas 
desconfían de las ontologías estatistas que definen la seguridad en 
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términos de suma cero con distinciones binarias entre anarquía y 
orden (2004, p. 312, mi traducción).

Por ello, se propone deconstruir el discurso geopolítico dominan-
te en la geopolítica crítica, donde la geopolítica feminista expone 
la “descorporeización inherente a la crítica posestructuralista no 
feminista”. Los planteamientos de esta autora problematizan la vi-
sión de una comunidad que no está diferenciada internamente por 
cuestiones de género, y que no plantea una “transcripción pública” 
de las demandas internas y frente al sistema político y del poder. 
Sus planteamientos sobre la comunidad política son recuperables 
para esta investigación:

Las lecturas feministas y posestructuralistas de la geopolítica, al 
igual que las de la geopolítica crítica, cuestionan no solo las apuestas 
epistemológicas, sino también las categorías de análisis dominan-
tes. Parte de la tarea de la geopolítica crítica es la investigación de la 
construcción (territorial) de la comunidad política y la exploración 
de las posibilidades de construir formas de comunidades políticas 
que no sean tan vulnerables a la violencia de la soberanía [del Estado 
nación] (Hyndman, 2004, p. 312, mi traducción).

Finalmente, dado que esta investigación se centra en las comunida-
des políticas de pertenencia en América Latina y que la geopolítica 
se ha convertido en una fuente de reflexión con creciente inciden-
cia en los análisis de la compleja realidad social, política y econó-
mica que experimentan los territorios y sociedades en la región (Uc 
y Preciado, 2023), es crucial subrayar las tradiciones intelectuales 
que enriquecen las geopolíticas críticas latinoamericanas, entendi-
das en plural. Estas tradiciones incluyen la teoría crítica de la de-
pendencia, la crítica al imperialismo y a la geopolítica del hambre, 
y el análisis estratégico del espacio y el territorio en términos de 
etnicidad, raza y clase (Preciado y Uc, 2023). Estos conceptos, como 
se verá más adelante, vinculan el pensamiento crítico latinoame-
ricano y la geopolítica crítica, como se refleja en las nociones de 
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la colonialidad del poder, el colonialismo interno, la colonialidad de 
género, la reprimarización de la economía y la financiarización de los 
recursos naturales.

Además, la geopolítica crítica en clave latinoamericana aborda 
críticas fundamentales a la globalización y a la geopolítica del con-
trol de la naturaleza, así como a la expansión del consenso de com-
modities y a la geopolítica del despojo frente a los megaproyectos. 
También incluye la geopolítica popular-decolonial y de los pueblos 
en movimiento a través de la autonomía territorial, un aspecto de 
particular relevancia para los fines de esta investigación. De igual 
manera, aunque desde una perspectiva poco convencional en los 
estudios geopolíticos, el enfoque latinoamericano subraya la im-
portancia de reconocer la capacidad política concreta de los sujetos 
y pueblos (León, 2017, citado en Uc y Preciado, 2023), quienes son 
capaces de disputar e impugnar derechos de ciudadanía y consti-
tuir comunidades políticas.

Del estallido social a la comunidad política

Una de las contribuciones del enfoque de la geopolítica crítica es 
su cuestionamiento de las ideas relativas a la comunidad política. 
Peter Taylor (2002, pp.  380-388) enmarca el tema del Estado y la 
nación dentro de la lucha por un poder hegemónico en la moder-
nidad, en la línea que ofrece Antonio Gramsci. Peimbert Frías se 
refiere al libro sobre modernidades de Taylor (1999):

De acuerdo con esta interpretación local de la hegemonía, el proceso 
de modernización no es algo que arrasa y destruye comunidades pre-
existentes, sino un proceso activo de construcción de algo nuevo que 
reemplaza lo anterior. Cuando más tarde la nueva racionalidad se 
focalizó en la soberanía nacional como base de los Estados, se descu-
brió al “pueblo” como fuente de legitimación. Esto también coincide 
con la emergencia de nuevas “comunidades imaginarias”, esto es, de 
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grandes colectivos que se imaginaban como compartiendo un desti-
no común (las naciones) (Peimbert Frías, 2009, p. 156).

Este planteamiento tiene cercanía con la idea de la nación como 
“comunidad política imaginada” de Benedict Anderson (2021), dada 
la capacidad del poder hegemónico para imponer un imaginario 
social sobre la nación, y también ofrece una pista de interpretación 
sobre ajustes y desajustes entre la comunidad instituida y la comu-
nidad instituyente. Es decir, en la nación se combina el programa 
racionalista de las élites ilustradas sobre la nación, y el nacionalis-
mo, con cierta aceptación popular que influye en la conformación 
del gobierno y de las instituciones, lo cual proviene de movimien-
tos sociales politizados: una problemática central para esta investi-
gación, pues la comunidad política de pertenencia tiene esa doble 
adscripción entre lo instituyente, que se prefigura en movimientos 
sociales que le dan sentido de pertenencia a la comunidad política, 
y lo instituido, donde el sentido de pertenencia es ex ante, dado de 
antemano por la localidad, por la nación o por instancias supra-
nacionales que contienen instituciones multilaterales, aunque im-
pulsadas por Estados nacionales. En lo individual no escogemos el 
momento del nacimiento de nuestra pertenencia.

Conviene ahora reflexionar sobre el papel fundador de comu-
nidad política que tienen los movimientos sociales y, a la vez, su 
repercusión sobre el mundo de las instituciones que articulan co-
munidades de pertenencia dadas.

Pereyra (2012, pp.  119-146) propone que la revuelta −concepto 
equivalente al de estallido que utilizo− sea entendida en el marco de 
una ontología de la comunidad, pues la revuelta popular rechaza 
un orden de desigualdad sostenido en un desacuerdo y la exigen-
cia de no perder la comunidad entendida como el lugar mismo de 
nuestra existencia. Pereyra hace un rico análisis en el que docu-
menta la idea de revuelta popular en algunos textos de Arendt, Ran-
cière, Blanchot, Nancy, Agamben y Esposito.
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En la concepción de Hannah Arendt, hay dos visiones respecto 
de las revueltas populares: 1) no desembocan en proyectos eman-
cipatorios, pues la necesidad se impone sobre la libertad, y son 
productos de ira, violencia y resentimiento, por encima de la cons-
trucción de consensos políticos; 2) se alejan del “deber” de un juego 
limpio de actores políticos que se apartan de las reglas y procedi-
mientos de la democracia liberal. Pereyra (2012, p. 124) contrapone 
el hecho de que las movilizaciones colectivas verifican un sentido 
de comunidad en el “ser-en común” en el “estar-juntos” en la polí-
tica, a través de lo cual se cuestiona el orden establecido y de ahí se 
derivan las formas comunitarias de resistencia. Arendt, por su par-
te, no reconoce el potencial instituyente de las revueltas porque las 
contrasta con el proyecto revolucionario, que pone en marcha un 
proyecto de nueva constitución en la que se discute la libertad y la 
participación en el autogobierno colectivo, más allá de −intentar− 
solucionar las crecientes necesidades de los pobres.

Además, las revueltas, por estar cargadas de espontaneísmo, son 
más violentas que las revoluciones, las cuales cuentan con formas 
organizadas para resistir la represión estatal. Arendt no plantea 
un ideal revolucionario. Pereyra (2012, p. 127) destaca el contraste 
que ella establece entre, por un lado, la Revolución francesa y la 
bolchevique, que recurren a solucionar la cuestión social mediante 
formatos violentos y prepolíticos, en detrimento de la libertad, y, 
por el otro, el carácter político de la Revolución americana, que fue 
capaz de articular alianzas entre los poderes locales para así alcan-
zar la nueva constitución política que crea los Estados Unidos.

Para Arendt, la revolución legítima, “a diferencia de la revuelta, 
no la impulsan las necesidades prepolíticas de la vida, sino la fuer-
za de las opiniones concertadas”. Lo cual se patentiza en las rebe-
liones del tercer mundo que “se dejaron llevar por la ‘compasión’ o 
por una pasión por la justicia”. Para esta autora, es la desobediencia 
civil donde reside la fuerza transformadora: “los desobedientes ci-
viles son grupos que se expresan públicamente, apelan al sentido 
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público de justicia y demandan derechos iguales para ciudadanos 
iguales” (citada por Pereyra, 2012).

Me pregunto si la categoría de la desobediencia civil, como po-
lítica de resistencia concertada, puede también encontrarse en las 
revueltas populares, pues Arendt hace una diferencia tajante en-
tre ambos procesos, sin distinguir la imposición de tipos o debe-
res ideales y la compleja realidad que no puede catalogarse desde 
categorías modélicas de pureza intelectual, ni reconocer la hete-
rogeneidad política de la forma en que desembocan los estallidos 
sociales en la configuración de comunidades políticas −no prepolí-
ticas− de pertenencia. Sus planteamientos muestran que la desobe-
diencia civil, a la que apela, conjuga demandas por la libertad, por 
el derecho a autogobernarse y por la necesidad, donde el corazón 
de la lucha sitúa el tema de la justicia social frente a la inequidad. 
Puede decirse, junto con Pereyra (2012, p. 137), que para Arendt la 
voz es prepolítica, es necesidad, mientras que la palabra es discurso 
político articulado moderno.

Siguiendo con la problematización entre comunidad política y 
revuelta, Pereyra recurre a Jacques Rancière, para quien

la subjetivación del demos o del pueblo da lugar a una comunidad de 
litigio donde la voz que expresa necesidades prepolíticas se mide en 
pie de igualdad con el discurso políticamente articulado. El demos es 
la parte de los que no tienen parte, una parte que sin dejar de serlo 
no tiene cabida en la cuenta de la comunidad ordenada (2012, p. 132).

Subrayo la diferencia entre comunidad de litigio y comunidad or-
denada, porque ayuda a comprender la tensión existente entre lo 
instituido y lo instituyente que destaca esta investigación. Una ten-
sión alrededor del proceso democrático-emancipatorio que propi-
cian los estallidos sociales, lo cual involucra cuatro momentos:

1) la desclasificación del orden desigualitario vigente (cuestiona-
miento del principio que ordena el campo de lo visible/enunciable); 
2) la verificación de la igualdad parlante; 3) la exposición política del 
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daño de los incontados; y 4) la modificación del campo de experien-
cia a partir de nuevas inscripciones de la igualdad democrática (Pe-
reyra, 2012, p. 132).

El potencial analítico de Rancière muestra que hay una interfaz 
entre el desacuerdo de una comunidad que provoca un litigio y la 
comunidad instituida del orden social con base en el Gobierno y en 
el Estado, pues hay un sujeto político democrático emergente que 
politiza, mide y nombra la conmensurabilidad de daños infringi-
dos. Ello deriva en la construcción de un “universal polémico” que 
sacude el orden político dominante. Es la policía, a quien Rancière 
le da el peso de la violencia institucional, la cual se encarga de “una 
práctica de estigmatización y despolitización [que está] basada en 
la idea de que las masas son incapaces de configurar una comuni-
dad política”. Por lo que Rancière concluye que

las fuerzas del orden llaman ruido de la revuelta a lo que en reali-
dad es una comunidad política litigiosa [pues no] es la violencia que 
disuelve o fragmenta las relaciones en el espacio público, sino que, 
al contrario, crea efectos de relación entre sujetos que el orden de 
desigualdad exige mantener estrictamente separados (citado por Pe-
reyra, 2012, p. 133).

Es decir, la comunidad política crea un sentido de pertenencia de 
los incontados que se apropia de la voz y de la palabra que aspira la 
igualdad democrática y que se resiste a ser separada.

Rancière tiene una línea de reflexión cercana a Jean-Luc Nancy. 
Pereyra (2012, p.  138) ve que hay puntos de contacto entre ambos 
pensadores:

Por un lado, la revuelta es la instancia política que toma el nombre 
de un daño −es la actividad política estigmatizada por el orden poli-
cial−; por otro, la democracia le exige al sujeto de la revuelta inscribir 
[y suscribir] la igualdad política [democrática que] se configura como 
una política del retorno periódico sobre la brecha de la revuelta. Una 



50	

Jaime A. Preciado Coronado

política incapaz de determinar en qué situación la brecha puede 
abrirse y cuál sujeto puede volverse su agente, sino caso por caso.

Además, Nancy ofrece una aproximación que toma en cuenta la 
incertidumbre que acompaña a las revueltas-estallidos; piensa en 
la comunidad efímera como proceso y no como esencialista iden-
titaria. Un carácter desbordado de la comunidad, dice Pereyra al 
referirse a Nancy, “en lugar de la construcción de un espacio de en-
cuentro de sujetos que comparten algo que los identifica (una idea, 
una creencia, una etnia), está ‘el espaciamiento de la experiencia 
del afuera, del fuera-de-sí’” (2012). Esa constatación de la comu-
nidad política en un campo de interrelaciones complejas entre el 
adentro y el afuera, el fuera de sí, nos ofrece un marco de apertura 
intelectual para comprender la brecha de la revuelta en cada caso 
y, simultáneamente, la heterogénea construcción de lxs sujetos 
políticos.

Pereyra (2012, pp. 137-138) distingue el tratamiento de la comu-
nidad política desde dos perspectivas analíticas presentes en los 
autores que analiza: la sustancialista, en la que Nancy critica a la 
comunidad-pueblo, la cual no es objetivable en personas, lugares 
o discursos particulares, o las visiones institucionalistas que son 
incapaces de vincular el poder político de las instituciones, na-
cionales o supranacionales como la Unión Europea, con el abiga-
rrado mundo de las comunidades políticas no estatales con poder 
instituyente. Por su parte, Agamben define la comunidad como la 
“impropiedad como tal”, la “singularidad sin identidad” en la que 
la comunidad política rebasa un “propio-ser-así” y una “propiedad 
individual” que une fragmentariamente a sus integrantes. Idea que 
es reforzada por Esposito, ya que a la comunidad la une no una 
“propiedad”, sino justamente un “deber o una deuda”. Así, la comu-
nidad no es mera protectora del sujeto mediante una pertenencia 
compartida, sino la deuda siempre en proceso de hacerse visible 
que lo arroja fuera de sí mismo al contacto con el otro y la otra, 
quienes reclaman una deuda frente al poder político instituido.
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Se trata de una “comunidad de exigencia de comunidad” que sea 
capaz de revertir la valoración negativa con la que se criminaliza 
la revuelta popular, concebida como instancia apolítica de violen-
cia, dispersión e impotencia para transformar, sin reconocer el po-
tencial fundador que implica transitar del sentido de pérdida de 
comunidad hacia una política de reconocimiento que se hace en 
nombre de la dignidad de todxs. Aunque, cuando la exigencia de co-
munidad es trastocada por el enfrentamiento de comunidades que 
luchan sólo por la defensa de lo propio, existe el riesgo de perder 
la comunidad política en su sentido transformador social. Pereyra 
piensa sobre el potencial de la revuelta o del estallido social, que 
adopto para este trabajo:

La revuelta alerta sobre la pérdida de la comunidad y la comunidad 
se asoma en el seno de ella, porque en ella se entrelazan vidas, se arti-
culan descontentos y se padece un riesgo común. La revuelta enfren-
ta −asume o se expone a− la condición existencial de la comunidad 
como forma desprovista de una acción racional, porque se impone o 
se exige en una situación crítica más allá de un cálculo intencional. 
Lo que comunica la revuelta es que sólo juntos podemos ser libres 
(2012, p. 139).

La revuelta, prosigue Pereyra (2012, pp. 140-141), verifica una “igual-
dad parlante” dentro de parámetros contingentes y finitos en los 
cuales cabe la “finitud mortal de la comunidad política”, pero es la 
deuda igualitaria a través del litigio organizado la que puede evitar 
el aniquilamiento de “la parte de los que no tienen parte”, siempre 
y cuando el estallido social configure una comunidad política con 
capacidad de resistencia frente a las fuerzas del orden y el impe-
rativo necropolítico del Estado capitalista. Es en el tránsito del es-
tallido social hacia la comunidad política de pertenencia donde se 
puede afirmar un sentido de vida capaz de combatir al proyecto 
de muerte, un “ser-en-común” opuesto a la nuda vida de un pue-
blo de excluidos que plantea Agamben: entre el riesgo de muerte 
de la comunidad política, que “anula la experiencia comunitaria de 
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exposición y apertura” y “la débil fuerza de la revuelta, que expresa 
el derecho de la comunidad a denunciar la destrucción violenta de 
lo común” (Pereyra, 2012, p. 142).

En aras de comprender el potencial que presentan los estallidos 
sociales o revueltas populares en su tránsito hacia la comunidad 
política, Pereyra concluye que es preciso:

1) entender la revuelta dentro de la ontología de la resistencia y la co-
munidad (que postula la existencia de una línea de vida irreductible 
a un esquema político normalizado); 2) concebir la creación de resis-
tencia-revuelta como la obligación de no perder la comunidad como 
lugar de nuestra existencia; y 3) asumir que las resistencias contem-
poráneas adquieren la figura arcaica de la revuelta (2012, p. 143).

Y entender, acoto por mi parte, que lo arcaico no significa atraso ni 
proliferación de prácticas prepolíticas, sino que supone complejos 
procesos de sentidos históricos de pertenencia comunitaria desde 
lo político.

El concepto de comunidad en las ciencias sociales

Planteo en plural los sentidos de la comunidad política de pertenen-
cia, pues hay un sentido fuerte que es más exigente sobre el registro 
del origen genético estructural de la comunidad y otro que es un 
sentido oportunista que apela a la construcción de comunidad real-
mente existente sin que quede establecida la coherencia axiológica 
con los valores comunitarios de crítica a la opresión y de colecti-
vo para la liberación. Ambos conceptos contribuyen a entender el 
cambio de sentido que genera la modernidad. Zúñiga recupera tres 
discursos en las concepciones de comunidad que surgieron a lo lar-
go del siglo xix:

a) el discurso de la comunidad como irrecuperable, predominante en 
la crítica romántica a la modernidad; b) el discurso de la comunidad 
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como recuperable, que representa el pensamiento mayoritario del 
conservadurismo moderno de este siglo; y c) el discurso de la co-
munidad como algo aún por conseguir, expresado en discursos co-
munistas, socialistas o anarquistas, donde la comunidad es algo por 
construir [desde] una recuperación del pasado (2019, p. 198).

Los elementos sobre los que existe mayor consenso respecto de la 
idea de comunidad, siguiendo a Zúñiga, son: a) un espacio o territo-
rio; b) la interacción a partir de relaciones aceptadas o construidas; 
c) un componente psicológico −sostengo, a diferencia de Zúñiga, 
que es multidimensional− definido de diferentes formas, tales 
como sentimiento de pertenencia, sentimiento identitario, senti-
miento de comunidad o espíritu de comunidad; d) la participación 
en una serie de actividades e intereses comunes, y e) la agrupación 
o existencia de un umbral de población cuya escala varía conforme 
se trate de una comunidad específica: el barrio, la región −particu-
larmente la indígena−, la nación o las instancias supranacionales.

Aunque el componente territorial está aún presente en la per-
cepción subjetiva de la comunidad, ya no es el referente fundamen-
tal de la comunidad subjetiva, que ha pasado a ser esencialmente 
relacional. Habremos de distinguir entonces si el sentido de per-
tenencia comunitario tiene su punto de partida y de llegada en el 
territorio o si el sentido de pertenencia lo produce la mancomuni-
dad relacional de intereses sin que estos tengan su punto de partida 
en el territorio, aunque el concepto de comunidad política de perte-
nencia esté implicado en la geopolítica realmente existente (la del 
Estado nación y del Gobierno en sus distintas escalas instituidas; la 
de relaciones de poder instituyentes, que abarca lo instituido, pero 
que lo rebasa dado el impacto de los estallidos sociales).

En todas las comunidades se mezclan componentes “imagi-
narios”, con la diferencia del carácter impositivo o participativo 
del sentido de comunidad, y componentes territoriales que están 
acotados por procesos históricos sociales que permiten localizar 
sentidos y alcances de la comunidad. En todo caso, la copresencia, 
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significa que “la territorialización es algo más que un hecho geográ-
fico, es un atributo que dota de profundidad a la realidad comuni-
taria” (Zúñiga, 2019, p. 199). De ahí que la comunidad, en términos 
operativos o funcionales, necesita un anclaje físico.

En este trabajo planteo que, si bien el entorno local es distintivo 
para el sentido comunitario, el concepto propuesto de comunidad 
política de pertenencia reconoce el carácter cambiante de las relacio-
nes entre las escalas local, nacional y supranacional. También dis-
tingo aquellas relaciones comunitarias que se rigen por la lógica de 
la reciprocidad y de solidaridad, de las comunidades que están con-
dicionadas por lógicas mercantilistas, por derechos de ciudadanía. 
En cualquier caso, lo que destaco es que persiste un interés común 
cuyos resultados estarán condicionados por la tensión entre liber-
tad y necesidad. La acción colectiva propicia movimientos socia-
les que politizan esa tensión entre libertad y necesidad en marcos 
asociativos originales, que no responden a marcos referenciales de 
tipo ideal preexistentes.

En el compromiso con una causa colectiva se forman actores so-
ciales cuyo ensamblaje combina la dimensión individual, la públi-
ca colectiva y, en su politización, la interpelación al espacio público 
estatal. Así, la conformación de lxs actores colectivos se une por un 
sentimiento de pertenencia comunitario, que no puede asimilarse 
con la categoría identitaria, la cual se inspira en una concepción 
esencialista que es contraria a la acción colectiva como resultado 
de la interacción. Son las interacciones las que otorgan un senti-
miento de pertenencia entre los miembros de la comunidad que les 
hace identificarse con ella (Zúñiga, 2019, p. 201).

Zúñiga registra que el sentido de pertenencia comunitaria está 
formado por dos elementos: “el sentimiento del nosotros, y el rela-
tivo a la representación de un rol, de un papel; ambos se expresan 
a través de unos signos propios como son los usos comunales y el 
interés en la vida local” (Zúñiga, 2019, p.  201). Por ello, distingue 
una comunidad de carácter territorial (atada a su localización), una 
comunidad relacional (cuyo carácter social está dado y dándose 
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en la interacción colectiva, sin que, necesariamente, desemboque 
en procesos territoriales) y una comunidad de carácter simbólico, 
cuya comprensión requiere una discusión con las llamadas políti-
cas de identidad.

El autor propone la idea del commoning como algo no necesaria-
mente circunscrito a un bien físico, relacionado con procesos co-
lectivos, donde “la comunidad no sería así algo prefijado y estático, 
sino todo lo contrario: sería una realidad dinámica, constituyente 
y performativa de la acción colectiva que un grupo lleva adelante 
para lograr un fin determinado que juzga valioso” (Zúñiga, 2019, 
p. 202). De ahí la importancia de la acción deliberativa, reflexiva, 
que, según mi punto de vista, puede tener bases materiales, vincu-
ladas con las condiciones de existencia desiguales, o posmateriales, 
en las que hay un deseo de comunidad, de pertenencia, que transita 
hacia lo político, como un campo complejo de demandas que no 
están circunscritas a un bien material.

Volviendo a Zúñiga,

esta idea de la comunidad como proceso nos refiere a la idea de com-
munitas y al concepto de liminalidad propio de los momentos de 
cambio, en los que es común que las personas tengan la sensación de 
que las jerarquías, normas y barreras sociales se disuelven, posibili-
tando la percepción de un encuentro fraternal igualitario y solidario 
entre la gente (2019, p. 203).

Otro debate presente en las ciencias sociales es el relativo a la es-
cala o delimitación del tamaño de la comunidad, en su dimensión 
geográfica territorial y demográfica. Ante lo cual la pregunta básica 
gira en torno de las diferencias entre comunidad y sociedad. ¿Es la 
sociedad la unión entre comunidades de distinto tamaño? ¿Cómo 
se amalgama la diversidad y heterogeneidad de las comunidades 
alrededor de la sociedad? ¿Cuáles son los límites entre el ello y el 
nosotros comunitario y su contraparte social? ¿Cuál es la escala 
propicia para la participación: la comunitaria o la social? Cierto, 
la legitimidad está condicionada por la proximidad: “El área local 
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parece seguir siendo un referente fundamental para el desarrollo 
de relaciones íntimas y, por tanto, de diversas lealtades y solidari-
dades que pueden derivar en comunidad” (Zúñiga 2019, p. 204).

Pero también hay prácticas sociales comunitarias que respon-
den a una matriz abarcante del todo social, como pueden ser la 
búsqueda de seguridad y confianza en un mundo que resulta hostil 
(Bauman, citado por Zúñiga, 2019, p. 206); o la búsqueda de pertenen-
cia comunitaria nacional, en distintas versiones de nacionalismo, o 
supranacional, como destino común compartido: latinoamericana, 
europea, africana; o la idea de comunidad internacional, que, de 
acuerdo con Eduardo Galeano12, muestra el desgarre producido por 
la lucha por nombrar la pertenencia comunitaria:

Todos mal que bien, hasta la derecha más recalcitrante, compartían 
básicamente… Yo no te digo la indignación o la denuncia, pero, por 
lo menos, la aceptación de que la injusticia existía en el mundo. Y 
ahora estamos gobernados por esta dictadura invisible de los gran-
des señores de las finanzas y de la guerra, los guerreros y los banque-
ros que mandan en el mundo, y que usurpan una palabra hermosa 
como era comunidad internacional, lindísima palabra, lindísima ex-
presión (Galeano en Martín, 2007).

En otros términos, hay que comprender la lucha por apropiarse y 
comunicar un relato que ordena y racionaliza el concepto de co-
munidad, el cual está sujeto a un debate teórico en las ciencias so-
ciales que hay que documentar críticamente al contraponer, por 
una parte, la epistemología dominante de carácter colonialista, an-
gloeurocéntrico, patriarcal, que lleva a un orden mundial criminal 
de la vida, y, por otra, una epistemología que piensa la comunidad 
política de pertenencia desde la emancipación. Veamos cómo se re-
flexiona desde las ciencias sociales la interrelación entre comuni-
dad y sociedad en el pensamiento clásico y también los aportes del 

12	 Fragmento de la participación de Eduardo Galeano en el documental El orden crimi-
nal del mundo (Martín, 2007).
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pensamiento latinoamericano crítico de la colonialidad-moderni-
dad capitalista.

La literatura sociológica que trata este tema proviene de una tra-
dición intelectual que nace a principios del siglo xix y se reafirma 
a finales de ese siglo con la obra Comunidad y sociedad del sociólo-
go alemán Ferdinand Tönnies (1887). En esta tradición se discuten 
las bases materiales y subjetivas de la relación entre comunidad (la 
parte) y sociedad (el todo). La manera de complejizar esta relación 
buscó comprender la transformación social y el cambio en el rol de 
la comunidad que se generaba a partir del régimen de acumulación 
capitalista (Marx), o de la configuración de las instituciones (We-
ber), o del problema de la integración entre sociedad y comunidad 
a partir de procesos de socialización y sociabilidad (Durkheim).

De acuerdo con Liceaga, “los llamados clásicos [interpretan] el 
pasaje de un orden tradicional, caracterizado como irracional y 
colectivista, a uno social moderno, previsiblemente racional e in-
dividualista” (2013, p. 59). Una oposición que primero fue encarada 
por un pensamiento romántico crítico de la ilustración y las teorías 
contractualistas, que se sitúan frente a la expansión de la sociedad 
burguesa individualista alejada de la sociedad de la naturaleza. 
Liceaga plantea que “fueron los socialistas utópicos [quienes] die-
ron un paso más allá de los románticos al concebir comunidades 
ideales superadoras de la sociedad burguesa, más como un ensayo 
utópico a futuro que como una expresión de nostalgia por una pre-
modernidad idealizada” (2013, p. 58).

Aunque Marx no usa la categoría comunidad sistemáticamente, 
su relectura ofrece explicaciones plausibles sobre las formas eco-
nómicas precapitalistas, particularmente en lo que David Harvey 
(2004) retoma del “modelo de acumulación originaria” y renombra 
como proceso de “acumulación por desposesión” −o despojo−, den-
tro del cual la destrucción del sentido y de las bases materiales de la 
comunidad es decisiva. Liceaga (2013, p. 58) constata que las consi-
deraciones de Marx acerca de la comuna rural rusa han despertado 
interés entre algunos marxistas latinoamericanos, como Enrique 
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Dussel en su filosofía y política de la liberación: una continuidad 
creativa de distintos pensamientos que, sin embargo, no se encuen-
tra en los pensamientos clásicos.

Para Tönnies, según Liceaga, se

asocia la comunidad con “lo sentido”, “lo antiguo”, “lo duradero”, “lo 
íntimo” y “lo auténtico”, mientras que a la sociedad la identifica con 
“lo público”, “el mundo”, el derecho y el Estado. [La] comunidad es 
históricamente anterior a la sociedad y un “organismo vivo”, mien-
tras que la sociedad es un “agregado y artefacto mecánico” (2013, 
p. 59).

La comunidad está anclada en el terruño, espacio de identidad an-
cestral, mientras que la sociedad no tiene límites espaciales, sino 
que se concretiza en el Estado nacional donde su diferencia se 
afirma: una definición en la que Tönnies no entró en polémica con 
Marx ni con los socialistas utópicos. Tönnies ve que “la comunidad 
es una relación de cuerpos que se expresa en actos y palabras y la 
referencia a objetos −no tanto intercambiados como poseídos y go-
zados en común− es en ella secundaria”, mientras que la sociedad 
“no presupone más que una pluralidad de personas nudas, capaces 
de efectuar alguna prestación” (Liceaga, 2013, p. 60). Aquí registro 
una visión dualista que es incapaz de mostrar que la comunidad 
no es un ente aparte de la sociedad, sino un ensamblaje complejo 
de comunidades políticas de pertenencia cuyas acciones colectivas 
reposan sobre la forma comunidad −en la que coexisten comuni-
dades de pueblos originarios, junto con acciones colectivas y movi-
mientos sociales que apelan e interpelan a la sociedad y al Estado.

De acuerdo con Liceaga (2013, p. 61) hay una pregunta común 
entre Tönnies y Durkheim, respecto de las consecuencias de las re-
laciones capitalistas y de mercado en las relaciones humanas. Dur-
kheim distingue una solidaridad mecánica, que corresponde a un 
bajo desarrollo de la división social del trabajo, y una solidaridad 
orgánica, que corresponde a la división más fina entre lo público 
y lo privado, donde hay separación entre funciones individuales y 
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colectivas que son propiciadas por una mayor división social del 
trabajo. En ambos autores, la comunidad es el “punto de partida” 
del proceso de modernización, el cual, paradójicamente, tiende a 
desgarrar a la comunidad.

En otro polo, Liceaga, encuentra que en Max Weber

predomina la idea de la “comunización” como una forma típico-ideal 
de la acción social. Comunización y socialización no son, para We-
ber, realidades empíricas, ni abstracciones basadas en agrupamien-
tos históricos concretos (la aldea, la región etc.) sino más bien formas 
de relacionamiento social (2013, p. 63).

En este sentido, Weber considera que hay una retroacción entre 
comunidad y sociedad en aras de la integración y la legitimación 
social, pues hay una tendencia capitalista, tanto en las sociedades 
“avanzadas” como en las subdesarrolladas, que articula de manera 
subordinada a las comunidades. Weber y Durkheim comparten las 
nociones que asocian autoridad y comunidad. De Marinis (2012) 
encuentra que la teoría sociológica sobre la comunidad produce un 
quiebre frente a su dicotomía frente a la sociedad, particularmen-
te, con el fenómeno del crecimiento urbano sostenido luego de la 
Segunda Guerra Mundial.

Las ciudades de la posguerra articulan, simultáneamente, la-
zos comunitarios y societarios, donde estos últimos predominan. 
Así lo registran las investigaciones realizadas por los autores de la 
escuela de Chicago, que destacan cómo las ciudades se convierten 
en dispositivos que descomunizan, aunque coexisten sistemas es-
tructurados por lazos comunitarios, los cuales son ordenados y re-
gulados por una cooperación competitiva subordinada, mientras 
que en los procesos societarios predominan lazos de solidaridad. A 
diferencia de Europa, donde la oposición comunidad-sociedad se 
politiza y adquiere un formato antiliberal y crítico frente al Estado 
de derecho, en Estados Unidos la politización de la comunidad es la 
que sustenta al régimen liberal y democrático (De Marinis, 2012).
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Para la escuela de Chicago, la sociedad es una gran comunidad 
que está formada por pequeñas comunidades. Lo que ya percibía 
Alexis de Tocqueville en La democracia en América. Otro aporte de 
esa escuela es el fruto del estudio de los vínculos entre comunidad 
y cambio social, que son mediados por las condiciones de organiza-
ción y de regulación social. Estas conclusiones, sistematizadas en el 
campo de la sociología urbana, ofrecen referentes a ser tomados en 
cuenta en esta investigación, con el fin de mostrar que las comuni-
dades políticas de pertenencia abarcan tanto el ámbito rural como 
el urbano.

La sociología urbana da cuenta de la disgregación y segregación 
propias de las sociedades contemporáneas, aunque el imaginario 
de la integración social, la comunidad societaria, esté fragmenta-
do. Sí aún en el marco del Estado de bienestar, plantea De Mari-
nis (2012), no todos los grupos son considerados como incluidos 
y, finalmente, la organización social define categorías y grados de 
inclusión de la ciudadanía, el Estado neoliberal implosionará la ex-
clusión y debilitará el sentido de la comunidad societaria. El reino 
del individualismo contribuye al desgarramiento de la función in-
tegrativa del sistema social que tiene la comunidad. Pero también 
es clave la resistencia comunitaria, en el campo y en la ciudad, ya 
que el deseo de cambio social también está presente en el tejido 
comunitario, por lo que conviene analizar las formas concretas de 
las luchas comunitarias que impulsan los estallidos sociales y las 
formas políticas que se detonan a partir de ese heterogéneo tejido 
comunitario, valga la redundancia, de la “comunidad societaria”.

En la compilación que hace De Marinis sobre la teoría socio-
lógica sobre comunidad, se incluye un trabajo de Mariano Sasín 
(2012) que encuentra dos significados sobre la idea de comunidad 
en Niklas Luhman; la primera es la autoadscripción elaborada so-
cialmente: es la propia sociedad que hace una observación de su 
observación. Y, la segunda, se refiere al proceso de diferenciación 
el cual evoluciona y mediante el cual estructura su propia comple-
jidad, tendiendo a reducir esa complejidad. No obstante, veo que 
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en Luhman prevalece una visión binaria: la comunidad se refiere 
al pasado, a formas segmentarias y estratificadas, mientras que la 
sociedad esta diferenciada funcionalmente bajo nuevas estructu-
ras sistémicas.

Alejandro Bialakovsky, otro autor en De Marinis (2012), trata las 
relaciones entre representaciones −discursivas− y comunidad en 
torno del mundo social, la representación de lo social como un todo, 
partiendo de la comunidad en el marco de la modernidad y los nue-
vos problemas que acarrea la relación espaciotemporal. Este autor 
ve que el constructivismo radical de Luhman constata que hay un 
distanciamiento entre el hecho social y su representación, pues la 
autodescripción de la comunidad no registra la diferenciación del 
sistema social, además de que Luhman muestra dudas sobre la po-
sibilidad de observar la totalidad en un horizonte social sistémico 
siempre marcado por la incertidumbre y la contingencia.

La idea de comunidad en el pensamiento latinoamericano

Cabe preguntarse si hay un pensamiento latinoamericano sobre 
esta tensión entre comunidad y sociedad que sea capaz de despren-
derse de enfoques normativos o estructural-funcionales y, a la vez, 
de recuperar el potencial del pensamiento propio, incluyendo la 
vertiente marxista, para pensar la comunidad en nuestra región, 
donde la comunidad se asocia con formas de vida tradicionales, 
antiguas y rurales o, también, con la condición periférica de algu-
nas zonas urbanas. Los estudios sobre la cuestión agraria, indígena, 
campesina y sobre los movimientos sociales urbanos con senti-
do comunitario que se hacen en Latinoamérica marcan diferen-
cias profundas con las ciencias sociales que adoptan un enfoque 
angloeurocéntrico.

Coincido con Liceaga (2013, pp.  66-68) en que hay una vas-
ta formulación desde las ciencias sociales en nuestra región que 
ha estudiado el carácter comunitario de formas de producción e 
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intercambio indígena y campesino, así como el impacto de los mo-
vimientos independistas del siglo xix y de las revoluciones agrarias, 
y de incipientes movimientos entre obreros y pobladores urbanos, 
que despertaron inquietudes intelectuales de carácter socialista y 
anarquista que dejaron huella sobre el concepto de comunidad que 
es vigente actualmente. El debate conceptual que abordo es si la co-
munidad no es la prolongación de la sociedad tradicional, sino un 
concepto sociológico interdisciplinario imprescindible para com-
prender la sociedad moderna contemporánea; me pregunto si en la 
modernización capitalista la relación comunidad/sociedad opone 
a la sociedad tradicional y la sociedad moderna en América latina 
y el Caribe.

Sin duda que la presencia de comunidades indígenas o campe-
sinas y sus formas de organización social, estructura e historias 
locales le dan una especificidad a la historia social y nacional de 
nuestra región. Hay varios puntos coincidentes en la idea comu-
nitaria, como la utilización compartida de la tierra y/o del agua, o 
el trabajo comunitario permanente o estacional. Sobre todo, a es-
tas comunidades las une su cultura, su lengua, su cosmovisión del 
mundo y, para el interés de este trabajo, la colonialidad del poder 
ante la que sufren, se resisten y también se organizan políticamen-
te. El régimen de servidumbre al que ellas se ven sometidas al mo-
mento de la conquista y posteriormente se crea sobre la base de la 
acumulación por despojo: un proceso conflictivo que no es lineal 
ni bipolar, sino que expresa la continuidad comunitaria de los pue-
blos originarios contra las disrupciones que los distintos regíme-
nes de dominación le han impuesto.

En la obra de Mariátegui se constata la coexistencia conflicti-
va de la expansión capitalista, formas de resistencia decoloniales 
y políticas de reconocimiento en las Leyes de Indias que protegían 
la propiedad indígena −algunas veces expresadas como propiedad 
de “los pueblos”−, en las cuales residían, de acuerdo con el pensa-
dor peruano, formas de organización “comunista”. Esta raigambre 
comunitaria es opuesta a las dinámicas sociopolíticas del naciente 
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liberalismo en nuestra región. Así lo piensan también los herma-
nos Flores Magón respecto de la Revolución mexicana, dentro de 
la cual lo indígena y lo campesino son simientes de tejido comu-
nitario que encierran un potencial comunista, rebelde a someter-
se a relaciones de servidumbre vinculadas con el latifundio de las 
haciendas. Otra simiente comunista, de raigambre anarquista, que 
los Flores Magón visualizan es el movimiento inquilinario urbano, 
cuyos frutos serían disputados por el naciente Partido Comunista 
Mexicano en 1919.

Para Mariátegui “la defensa de la comunidad indígena no repo-
sa en principios abstractos de justicia ni en sentimentales conside-
raciones tradicionalistas, sino en razones concretas y prácticas de 
orden económico y social” (citado en Liceaga, 2013, p. 68). Es decir, 
hay una desmitificación de la idea romántica de la comunidad y 
la consideración de un tránsito de las formas comunitarias tradi-
cionales hacia la organización política de las localidades y de las 
naciones. Ello destruye el mito de la nostalgia de un pasado “ar-
mónico” y le da en contraste una potencialidad política cultural y 
económica a estas comunidades indígenas y campesinas. Se trata 
de otra forma en la que la modernización es enfrentada entre los 
intereses de las élites dominantes y las organizaciones comunita-
rias. Aquí se registra una oposición entre las escalas geopolíticas de 
las comunidades indígenas, que están inspiradas en valores de uso 
y de sentidos de reciprocidad, y la noción del desarrollo nacional 
que se basa en la rentabilidad y en la producción de valores de cam-
bio. Estas formas de la comunidad indígena cuestionan el carácter 
excluyente y destructor del ambiente asociado con el régimen de 
acumulación capitalista.

Juan José Bautista plantea esta coexistencia conflictiva entre lo 
moderno y lo tradicional, como una forma de nombrar la comuni-
dad política de pertenencia de carácter “transmoderna y posocci-
dental”, la cual
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corresponde con distintos modos de relacionarse de los seres hu-
manos entre sí, y de estos con la naturaleza, propios de los pueblos 
andinos y amazónicos, los cuales existirían todavía hoy en varias co-
munidades y no procederían ni de Occidente ni de la Modernidad 
(citado por Liceaga, 2013, p. 71).

Lo racional y social opuesto a lo comunitario (en el sentido que lo 
propuso Tönnies), que se pretende despojar e invisibilizar. Pues el 
liberalismo niega todo potencial transformador emergente desde 
las comunidades, la cuales representan lo atrasado o lo que nece-
sita ser integrado al programa de la modernidad, una crítica que 
Bautista extiende al socialismo realmente existente e, incluso, a los 
proyectos socialistas del siglo xxi y, por lo tanto, a las visiones pro-
gresistas modernizantes.

En varias regiones subnacionales pertenecientes a las repú-
blicas o seudorepúblicas independientes del siglo xix, se pueden 
encontrar planteamientos autóctonos (procesos de auto-eco-orga-
nización, diría E. Morin). Este trabajo no se plantea hacer un análi-
sis exhaustivo de los pensamientos originales sobre la comunidad 
que nacen en estas regiones. No obstante, la región andino-amazó-
nica en Sudamérica ha sido objeto de una amplia reflexión, dada 
la preminencia indígena, como se constata en Mariátegui, García 
Linera o Bautista, aquí citados o por citar.

Sobre esta región, Silvia Rivera Cusicanqui (2015) nos ofrece una 
mirada crítica y profunda no solo del potencial transformador de 
las comunidades de base indígena y campesina, sino también so-
bre los soportes patriarcales que toma la dominación capitalista. 
Para esta autora, las culturas comunitarias muestran tal plastici-
dad, nutrida por la coexistencia sin negación de pertenencia étnica 
o de género, que son capaces de resistir y a la vez construir una 
modernidad alternativa. Destaco su propuesta crítica sobre los co-
munitarismos radicales, que enfatizan lo local dentro del pasado 
asumido como herencia, pues para Rivera: “la posibilidad de una 
hegemonía indígena se afinca no sólo en el mero reconocimiento 
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de una cultura circunscrita a un territorio determinado sino en el 
propio territorio de la nación moderna inserta en el mundo con-
temporáneo” (2010, citada en Liceaga, 2013, p. 73).

Esta autora también caracteriza a la comunidad (política de 
pertenencia) como “transmoderna”, ya que nació antes de la mo-
dernidad y si bien en su travesía durante ese periodo fue bajo condi-
ciones de dominación, negación, sumisión o subyugación, el tejido 
comunitario no fue destruido del todo. La historia comunitaria no 
corresponde a la de Occidente y puede pensarse por fuera de las 
dinámicas “modernas”, reivindicando cosmovisiones y formas de 
vida propias que, sin embargo, no están al margen de la lucha con-
trahegemónica del poder, ni pueden ser circunscritas a un “tiempo 
pretérito y a un territorio acotado”.

García Linera: la lucha desde dentro y contra el Estado

Desde una concepción diferente a la de Bautista o a la de Rivera 
Cusicanqui y en algún tiempo coincidente con la de Raquel 
Gutiérrez, Álvaro García Linera (2009) piensa en un proyecto an-
dino-amazónico emancipador. Aunque ambos autores reconocen 
un devenir histórico de las comunidades que está marcado por la 
colonialidad del poder, que no logró hacer tabla rasa con la enti-
dad comunal ni con las fuerzas en ella contenidas, su enfoque es 
el de la crítica de la economía política del capitalismo, desde refe-
rentes marxistas reelaborados bajo la influencia de la teoría de la 
dependencia.

Así, la entidad comunal se constituye en espacio de resisten-
cia en tanto se oponga a las fuerzas mercantiles coloniales, pen-
sadas desde la categoría de modo de producción capitalista. Dado 
el carácter mundial del mercado que intercomunica las diversas 
producciones locales, pues es la misma intimidad de ese “proce-
so productivo en su realidad técnico-organizacional la que tiene 
una necesidad planetaria” (García Linera y Gutiérrez, 2009, p. 17). 
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García Linera y Gutiérrez ven a la comunidad territorializada, 
distribuida en una cadena de territorios nacionales, de los que no 
puede aislarse. Pero es la comunidad la base de la emancipación, 
pues hombres y mujeres que la forman solo pueden lograr la libe-
ración si se plantean “igualmente social-universales” (p. 18). Esto es, 
la emancipación del poder privado dominante y la instauración del 
poder de la sociedad como única forma de poder.

El territorio de las comunidades, producto del devenir histórico 
social, forja la vida inmediata, la de proximidad, donde cristalizan 
las intenciones y los proyectos de los individuos, factores que

compelen a trazar relaciones de fuerza, de energía, de oposición, 
construcción e iniciativa que reivindiquen las auténticas potencias 
humanas creadas históricamente (la comunidad), que verifiquen la 
autodeterminación y lo más profundo de la naturaleza humana (la 
naturaleza como objeto íntimo de realización) (García Linera y Gutié-
rrez, 2009, p. 19).

Estos autores trascienden la idea de la sociedad de la naturaleza, 
pues la incluyen en un ámbito civilizatorio. Sin embargo, ubican la 
comunidad enfrentada a cierta atomización y dispersión que solo 
puede ser unificada por la política como identificación de intereses 
propios y adversos. Se constata que la autonomía localmente con-
quistada inicia en la resistencia contra el poder colonial, lo que ac-
tualmente continúa como lucha contra la “desestructuración de la 
interunificación comunal” (García Linera y Gutiérrez, 2009, p. 21). 
García Linera y Gutiérrez observan que

sólo cuando la comunidad local, su autodeterminación, se postula, se 
ambiciona como comunidad general, como socialidad total autoprodu-
cida (1781, Tupak Katari), la socialidad colonial se ve en entredicho, ve 
cuestionada su lógica y siente amenazado radical y definitivamente 
su poder, por lo que la respuesta es igualmente feroz (2009, p. 19).
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De aquí se puede colegir el potencial fundador comunitario que 
actualizan los estallidos sociales y, particularmente, los de 2019 en 
nuestra región.

Estos autores unifican la problemática de la “civilización del va-
lor” y el poder del Estado (campo político de especial interés para 
García Linera). Ambos campos están sujetos a la lucha por el po-
der y el contrapoder que ejercen megaestructuras “disipativas” que 
perviven, se reproducen y amplían, que se regeneran a partir “de 
las ‘fluctuaciones’ o movimientos antisistémicos locales, de las per-
turbaciones sociales, en este caso, de las resistencias locales, de los 
espacios de autonomía fraccionados que surgen dentro de su terri-
torialidad de influjo” (García Linera y Gutiérrez, 2009, p. 23).

Los estallidos sociales son “perturbaciones” que pueden trasto-
car al régimen de acumulación capitalista, pero, si estas diversas 
perturbaciones reconocen un destino común irrenunciable como 
experiencias autodeterminativas locales, ellas pueden converger 
en la organización total y general de la vida (el Estado como co-
munidad política de pertenencia instituida). Si bien esto sería la 
superación de la fragmentación de movimientos sociales o de de-
mandas comunitarias particularistas, el cuestionamiento direc-
to del poder político enfrenta una dualidad del poder del Estado, 
como maquinaria (cristalización de relaciones de poder instituido) 
y correlación cambiante de fuerzas sociales en movimiento (ins-
tituyentes). En esa tensión entre el Estado instituido y las fuerzas 
sociales instituyentes,

el punto de vista crítico asume absolutamente todos los terrenos de 
la realización de la vida del individuo […] como espacios donde la rea-
lización final y decisiva de la autonomía real ahí buscada, consecuen-
temente, sólo se logra en tanto también es conquista de la autonomía 
y autodeterminación en todos los terrenos sociales (García Linera y 
Gutiérrez, 2009, p. 24).
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El concepto de comunidad y de autonomía comunitaria  
en Pablo González Casanova

Jorge Alonso se refiere al aporte de Pablo González Casanova al se-
ñalar que

al terminar el siglo xx e iniciar el xxi [él] profundizó en el concepto 
de comunidad resaltando la dialéctica del espacio. Precisó que acla-
rar sus diferentes usos y privilegiar unas definiciones sobre otras 
buscaba comprender los fenómenos de opresión y liberación coexis-
tentes en un momento dado (Alonso, 2022, p. 16).

Para don Pablo,

el término de comunidad era muy útil para comprender el espacio 
social, cultural, político y económico de las luchas; el pluralismo es-
pacial de filosofías y narrativas; las acciones intercomunicativas o la 
variación geográfica de las relaciones de explotación, depredación, 
esclavización y colonización. Insistió que el concepto de comunidad 
se daba en todos los niveles de abstracción y concreción. Compren-
día la interacción, la combinación, la inclusión del Otro (Alonso, 
2022, p. 16).

Siguiendo con Jorge Alonso (2022), la idea de comunidad en 
González Casanova expresa afinidades y antagonismos, dentro de 
los cuales influye la estructura de clases sociales, un concepto que 
abre pistas nuevas de interpretación, pues la categoría de comuni-
dad puede corregir varios problemas de la historia del capitalismo 
que provienen de los prejuicios que implica el eurocentrismo al po-
der determinar los límites de las generalizaciones. Particularmente, 
desde distintas perspectivas y posiciones espaciales a partir de un 
concepto de comunidad que interactúa desde lo local hasta lo global.

En el concepto de comunidad subyace una crítica al individua-
lismo metodológico de las ciencias sociales, propio de la sociología 
funcionalista, ya que la categoría comunidad impide la reducción 
a meras sumas o estratificaciones de individuos o ciudadanos. 
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González Casanova reconoce distintas formas asociativas de accio-
nes colectivas que se expresan en unidades vecinales, asociaciones 
formales e informales, que desembocan en movimientos sociales.

Alonso ofrece una matriz interpretativa sobre el tránsito de lo 
social y comunitario hacia la política y lo político desde la visión de 
González Casanova: en la medida en que el poder se configura

junto con las relaciones sociales y las de clase, las relaciones de las 
comunidades eran fundamentales en el estudio concreto de las pro-
pias clases y de la dominación y la explotación, o de las mediaciones 
y represiones. A la democracia de ciudadanos se añadía la de los pue-
blos (2022, p. 17).

Esa tensión entre la democracia de ciudadanxs y la de los pueblos es 
una de las claves para comprender el sentido que toman las comu-
nidades políticas de pertenencia en el ámbito de las peculiaridades 
regionales y nacionales, así como en la oposición entre comunidad 
y estructura de clases (oposición que se traslada al conflicto entre 
comunidad política de pertenencia instituida y gobiernos locales, 
nacionales o supranacionales, que se erigen mediante procesos 
electorales periódicos, muy desiguales en su grado de legitimidad, 
legalidad y equidad). También es clave para comprender la comu-
nidad política de pertenencia instituyente en su doble sentido de 
interacción sinérgica y dialéctica, que permite “comprender la uni-
dad de las comunidades en su lucha por su emancipación y libera-
ción. Habría que ver no solo la dominación y explotación de clases, 
sino de comunidades” (Alonso 2022, p. 18), en una dialéctica concre-
ta entre clase y comunidad.

Jorge Alonso (2022, pp. 18-19) destaca el compromiso de Gonzá-
lez Casanova con las comunidades indígenas que definen el sentido 
liberador de las luchas, particularmente del zapatismo, que piensa 
la democracia desde las bases, las comunidades y los barrios mar-
ginados, y que perfila una democracia profunda en la sociedad y 
el gobierno. No se trata de tomar el Estado ni de participar en lo 
electoral para después construir un poder autónomo y plural en 
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las propias comunidades. Como se verá más abajo, la comunidad 
política de pertenencia se cohesiona mediante una compleja inte-
racción entre políticas de identidad, políticas de reconocimiento y 
políticas de pueblo, en las que el consenso proviene de formas de 
persuasión y de una pedagogía del aprender, cuyas formas origi-
nales se verán en cada uno de los estallidos sociales en los que las 
comunidades o pueblos indígenas crean un sentido comunitario 
de pertenencia apropiado para su lucha por la dignidad, la sobrevi-
vencia, el respeto y el (re)conocimiento del otro.

La autonomía y la autogestión serán estratégicas para estas 
pertenencias comunitarias, y es clave entender el cambio de escala 
del concepto comunidad, pues muchas luchas se articulan en re-
des regionales, nacionales y hasta globales. La crítica política que 
estas comunidades indígenas ejercen es transmoderna: recoge la 
antigua lucha de las comunidades de los pobres, que se basaba en la 
defensa de la tierra contra el despojo de territorios, y es una lucha 
política contemporánea contra las políticas asistencialistas, pater-
nalistas y clientelistas, y contra el indigenismo del desarrollismo, 
lo cual desnuda la falsa solidaridad entre caciques −tradicionales− 
y políticos −modernos.

La conclusión de Jorge Alonso sobre la visión de la comunidad 
en González Casanova es que

Todo se relacionaba con el fortalecimiento de sus formas de resis-
tencia y con la construcción de sus autonomías. La alternativa de 
la comunidad ya no era la sociedad. El concepto de comunidad era 
una de las alternativas al individualismo neoliberal. Se inscribía en 
la construcción de una alternativa que realizara el replanteamien-
to de los problemas de la liberación, la democracia y el socialismo 
(2022, p. 19).

A continuación, se presenta el análisis de los siete casos de esta-
llidos sociales seleccionados, bajo el formato de monografías que 
brinden los elementos necesarios para el análisis particular de 
cada proceso y que, a su vez, recojan los elementos a considerar 
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en un análisis comparativo, mediante el cual se pueda reflexionar 
sobre el difícil tránsito del estallido social hacia las comunidades 
políticas de pertenencia.
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Bolivia y la(s) comunidad(es) política(s)  
de pertenencia
La instituida gobernante, las organizaciones 
sociales y la “restituyente” opositora

A pesar de que las protestas sociales que sacudieron América Latina 
y el Caribe en 2019 comparten rasgos comunes, se puede identifi-
car una diferencia significativa entre los estallidos sociales que tu-
vieron lugar en Ecuador, Chile, Colombia y Puerto Rico, donde los 
factores económicos desempeñaron un papel preponderante, y la 
crisis sociopolítica boliviana, directamente relacionada a una cri-
sis de legitimidad política (Díaz, 2020). En palabras de María Teresa 
Zegada (2022, p. 57), las contradicciones políticas y el malestar so-
cial que antecedieron a las elecciones de 2019 y buscaron resolverse 
en la contienda electoral, lejos de aliviar las tensiones, precipitaron 
una crisis con múltiples componentes y un alto costo político, hu-
mano y social. En resumen, el descontento político y social se vertió 
en las urnas, pero se expresó en las calles (Michel, 2020).

Las protestas que se desataron después de las elecciones del 
20 de octubre de 2019 tuvieron como punto de partida la declara-
ción del presidente Evo Morales (2006-2019) como vencedor para 
un cuarto mandato consecutivo. Sin embargo, desde un punto de 
vista de más larga duración, el estallido social es producto de las 
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tensiones históricas irresueltas y las fracturas étnicas, territoria-
les, socioeconómicas y políticas que afloraron en la crisis. Estas 
movilizaciones sociales adoptaron la forma de una comunidad po-
lítica de pertenencia (CPP) dividida entre las denuncias de fraude 
por parte de la oposición y las manifestaciones masivas de respaldo 
al régimen de Evo Morales.

El 10 de noviembre de 2019, Morales renunció bajo presión de 
las fuerzas armadas, respaldadas por el informe de la Organización 
de Estados Americanos (OEA), que señalaba graves irregularidades 
en los comicios. No obstante, los seguidores del régimen, respalda-
dos por investigaciones electorales independientes, argumentaron 
que se trató de un golpe de Estado técnico o blando, ya que se judi-
cializaron las acusaciones contra Morales, quien se exilió en Mé-
xico. La senadora derechista Jeanine Áñez asumió la presidencia 
interina desde el 12 de noviembre de 2019 hasta el 8 de noviembre 
de 2020, como resultado de movilizaciones sociales vinculadas a 
una CPP instituida, cuya legitimidad reclamaban.

Como se puede observar, contrario a los demás casos de estudio 
en los que la CPP surge a raíz del estallido social, en Bolivia esta 
antecede al estallido. Dicho de otra manera, en lugar de que el esta-
llido sea la variable independiente y la conformación de la CPP la 
variable dependiente, en Bolivia la fractura de la CPP es la variable 
independiente y el estallido es la variable dependiente. El caso bo-
liviano ilustra las tensiones y contradicciones en la relación que 
puede existir entre las CPP instituidas, representadas por el partido 
Movimiento al Socialismo (MAS), y su modelo de socioeconómico 
neodesarrollista, por un lado, y aquellos movimientos y organiza-
ciones sociales que no aspiran a gobernar y que cuestionan la ma-
triz estadocéntrica como referencia central única de pertenencia, 
por el otro.

Además, el caso boliviano demuestra cómo, como resultado de la 
tensión entre las CPP instituida y las organizaciones sociales, la éli-
te política y económica tradicional de raigambre oligárquica puede 
aprovechar estas divergencias para lograr su objetivo de apartar al 
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MAS del centro del espacio político mediante la desarticulación de 
sus bases sociales de apoyo, con la intención de recuperar el poder 
y reinstaurar una política económica neoliberal (Mayorga, 2020). 
En este sentido, las causas del estallido social en Bolivia no son solo 
coyunturales, sino que responden a una fragmentación política y 
social que, en más de una década de gobierno, el MAS no consiguió 
superar (Ayuso, 2019).

Por tanto, al tratarse de un caso excepcional en el que convergen 
distintas variables e interpretaciones, Kennemore y Postero (2022) 
sugieren que no es posible entender el estallido social boliviano sin 
ir más allá de las narrativas que se dividen entre los que acusan a 
Evo Morales de haber cometido un fraude electoral vinculado con 
su reelección y aquellos que afirman que el entonces presidente de 
Bolivia se vio obligado a dimitir como resultado de un golpe de Es-
tado orquestado por una derecha golpista y reaccionaria. En este 
orden de ideas, para comprender el estallido social boliviano es 
esencial explorar la formación del partido MAS como una CPP ins-
tituida que asumió el poder, examinar su relación con la izquierda 
social boliviana y las organizaciones sociales y, por último, anali-
zar los acontecimientos anteriores y posteriores a las elecciones de 
2019.

El Movimiento al Socialismo - Instrumento Político  
por la Soberanía de los Pueblos (MAS-IPSP) como una 
comunidad política de pertenencia instituida

Durante los primeros años de la década del 2000, América Latina 
experimentó un cambio de época en el que distintos procesos so-
ciales y políticos configuraron nuevos escenarios y dinámicas 
geopolíticas y socioculturales (Svampa, 2010). La reconfiguración 
más destacable se presentó en el cambio de las orientaciones de 
desarrollo del neoliberalismo al neodesarrollismo, en gran medi-
da como resultado de “la resistencia de amplios segmentos de la 
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población contra las políticas excluyentes de la incorporación for-
zada a la economía global para beneficio de las elites antiguas y 
nuevas” (Calderón y Castells, 2019, p. 27).

En Bolivia, la Guerra del agua de Cochabamba (2000), icono 
de la contención antineoliberal, y la Guerra del Gas de 2003, con 
un importante componente antiimperialista, marcaron el apogeo 
de los ciclos de contestación social en el siglo xxi (Silva, 2017). La 
presencia activa de los movimientos sociales en los escenarios de 
disputas políticas es una característica destacada en el país suda-
mericano. La Central Obrera Boliviana (COB), por un lado, ha sido 
un actor clave desde su fundación después de la Revolución de 1952; 
y el movimiento indígena, por otro lado, se ha convertido en un su-
jeto portador de CPP emancipadoras de gran relevancia en la his-
toria política del país, particularmente a partir de 1990, cuando se 
llevaron a cabo una serie de marchas en las que se reclamaban los 
derechos comunales y el respeto a sus territorios (Zegada, 2022).

Es en este contexto en el que Evo Morales, en su papel de líder 
sindical cocalero con una agenda antiimperialista y antineoliberal, 
logró articular una amplia coalición de indígenas, campesinos y 
trabajadores hasta llegar a la presidencia del país sudamericano en 
2006. El liderazgo de Morales, como señala Reveles, “logró atraer a 
una amplia base de seguidores que incluía a ciudadanos sin afilia-
ción partidista, jóvenes y personas en general desencantadas con 
los partidos políticos tradicionales” (2021, p. 84). Estos seguidores no 
solo rechazaban el sistema de partidos y el modelo neoliberal, sino 
que también cuestionaban la estructura estatal republicana por 
considerar que no los representaba adecuadamente (Zegada, 2022). 
Según Tórrez (2020), el evismo funcionó como un catalizador de las 
luchas populares contrahegemónicas, configurando su identidad 
política e ideológica a través de una matriz que abarca diversas di-
mensiones discursivas. Esto incluye tanto la soberanía, vinculada 
a la defensa de los recursos naturales y caracterizada por su rasgo 
antiimperialista, así como la descolonización, fundamentada en la 
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identidad indígena/campesina como un elemento esencial para la 
construcción del Estado plurinacional.

El MAS tuvo su origen en la voluntad de las organizaciones 
sociales campesinas e indígenas de establecer un instrumento 
político independiente. En su vi Congreso, la dirigencia nacional 
campesina aprobó la creación de este instrumento político, con-
cebido para ser libre de la interferencia de los partidos políticos. 
Denominado inicialmente Asamblea por la Soberanía de los Pue-
blos (ASP), su propósito era surgir desde las comunidades y trans-
formarse en un auténtico poder político (Torrico, 2017). De acuerdo 
con lo indicado por Torrico, la formación del MAS surgió con el 
propósito de modificar la estructura estatal excluyente y racista, la 
cual ignoraba a las naciones originarias. Se planteó como la única 
vía para obtener respuestas a sus demandas. Buscaba contar con 
representantes propios dentro de las estructuras del poder estatal. 
De esta manera, se proponía combinar la acción política en el inte-
rior de las estructuras del poder estatal con la movilización y la pre-
sión social: un claro ejemplo de comunidad política de pertenencia 
de carácter instituido.

A medida que el partido se expandía hacia áreas urbanas, Evo 
Morales se consolidaba como el líder capaz de asegurar la cohesión 
interna y desempeñar el papel de mediador entre el MAS y las or-
ganizaciones sociales (Zuazo, 2010). La presencia de organizaciones 
sociales en el campo político boliviano se caracteriza tanto por su 
lucha por la emancipación como por la presentación de propues-
tas concretas (Zegada, 2022). Es por ello que el MAS, como plata-
forma política del evismo, incluyó a importantes organizaciones 
indígenas al proyecto gubernamental (Silva, 2017). Así, se conso-
lidó una CPP instituida, donde la política de identidad facilitó la 
agrupación de demandas y la articulación de discursos sobre la na-
cionalización, la indignación contra la corrupción, la descoloniza-
ción y el crecimiento económico; incluso pudo articular el modelo 
estatal de la plurinacionalidad con la cuestión de las autonomías 
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departamentales (Tórrez, 2020), identificando una base de intere-
ses colectivos con un sentido de pertenencia intersubjetivo.

Al principio, esta CPP instituida se consolidó como una alianza 
de organizaciones sociales, principalmente indígenas, aglutina-
das en lo que se llamó el Pacto de Unidad, el cual, además de hacer 
frente al bloque opositor antimasista (Torrico, 2017), también des-
empeñaría un papel clave en la Asamblea Constituyente de 2006-
2009, encargada de redactar la nueva Constitución “plurinacional” 
aprobada por referéndum en 2009 (Kennemore y Postero, 2022). El 
Pacto de Unidad, creado por varias organizaciones campesinas e 
indígenas afiliadas al MAS y otras cercanas a él, estaba compuesto 
por la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos 
de Bolivia (CSTUCB), la Confederación Sindical de Colonizadores 
de Bolivia (CSCB), el Consejo Nacional de Ayllus y Markas de Qoa-
llasuyo (Conamaq), la Federación Nacional de Mujeres Indígenas, 
Originarias y Campesinas de Bolivia Bartolina Sisa (FBMBC-BS), la 
Coordinadora de Pueblos Étnicos de Santa Cruz (CPESC), el Movi-
miento de Trabajadores Campesinos Sin Tierra de Bolivia (MST-B), 
la Asamblea del Pueblo Guaraní (APG), la Central de Pueblos Étni-
cos Mojeños del Beni (CPEMB) y la Asociación Nacional de Regentes 
y Sistemas Comunitarios de Agua Potable y Saneamiento (Anares-
capys) (Torrico, 2017).

 La relevancia de este acto constituyente radica en la articula-
ción de una política de identidad y una política de reconocimien-
to en el ámbito político de la reivindicación en las diversas esferas 
de la vida colectiva, precisamente porque buscaba incorporar de-
mandas sociales estructurales en el marco institucional y legal de 
la Asamblea Constituyente (Zegada, 2022). Por ende, no es de sor-
prender que el gobierno del MAS se autodefiniera como uno de los 
movimientos sociales (Reveles, 2021).

Pese a ello, después de que la nueva Constitución fue aprobada, 
las organizaciones del movimiento indígena en Bolivia desarrolla-
ron dos vías paralelas en su relación con el gobierno: 1) relaciones de 
cooperación, como fue el caso de la CSUTCB, así como de cocaleros 
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y grupos afines del altiplano, y 2) relaciones conflictivas, como las 
adoptadas por la Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia 
(CIDOB) y el Conamaq, así como algunos movimientos ambienta-
listas (Silva, 2017). Los primeros están reunidos en la Coordinación 
Nacional por el Cambio (Conalcam), instancia que surge a raíz de 
una iniciativa de Evo Morales para enfrentar situaciones de crisis 
política y movilizaciones electorales, y actuar como brazo sindical 
del gobierno (Torrico, 2017). De acuerdo con Torrico, la Conalcam 
remplazó al Pacto de Unidad en los hechos y le dio al gobierno un 
mayor control sobre las organizaciones y los movimientos sociales.

En cuanto a los segundos, en 2011, por ejemplo, a raíz de los 
planes del gobierno de construir una carretera que atravesara el 
Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure (Tipnis) sin 
consultar a los grupos indígenas de las tierras bajas que habitaban 
el territorio, violando la Constitución de 2009, en donde se esta-
blece el derecho de las naciones y pueblos indígenas de ser con-
sultados previamente a la aprobación de medidas susceptibles de 
afectarles, la CIDOB y el Conamaq organizaron una marcha que 
recibió atención de los medios de comunicación internacionales 
(Kennemore y Postero, 2022). De acuerdo con Kennemore y Poste-
ro, algunos líderes indígenas y de izquierda tomaron distancia del 
gobierno y llegaron incluso a criticarlo por exponer un discurso de 
derechos y valores indígenas en los foros internacionales mientras 
violaba sus derechos al territorio y al autogobierno a nivel interno.

La divergencia de trayectorias con respecto a las organizacio-
nes del movimiento indígena también puede interpretarse desde 
la perspectiva de las marcadas diferencias en cuanto a las diversas 
identidades y, por lo tanto, de las necesidades heterogéneas, que no 
siempre desembocan en la articulación de acción conjunta, sino 
que en su lugar se opta por seguir caminos diferentes. Con respecto 
a esto, Escárzaga (2011) señala que, a pesar de la aspiración hacia 
una interculturalidad, en la coyuntura política de Bolivia se obser-
van relaciones conflictivas que van más allá de aquellas existentes 
entre la cultura blanca-mestiza dominante y las culturas indígenas, 
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y alcanzan a las que se dan entre sectores indígenas y populares 
presentes en el país.

Dicho conflicto emerge de experiencias diferenciadas en cuanto 
a la colonización que atravesaron y a su desarrollo como movimien-
tos y actores políticos, que, en palabras de Escárzaga, “impidieron 
las alianzas […] y afirmaron sus diferencias identitarias y políticas” 
(2011, p. 133). En este contexto, uno de los desafíos que se plantean 
es: lograr un encuentro efectivo entre las diversas organizaciones 
indígenas y populares, dado que en más de una ocasión se posicio-
nan de manera contrapuesta.

La relación entre la CPP instituida y las organizaciones 
sociales durante el gobierno de Evo Morales

En un ensayo que analiza el proceso que vivieron los movimientos 
sociales bolivianos en el poder, Moira Zuazo (2010) subraya que, a 
pesar de que estos seguían ocupando un espacio destacable en el 
gobierno, su papel se volvió cada vez menos relevante, ya que la 
concentración del poder en las manos del presidente desdibujó el 
rol que la acción colectiva desempeñó al principio de su gestión. 
Asimismo, Reveles apunta que “la autonomía de las organizacio-
nes y las movilizaciones sociales emergentes por objetivos pro-
pios, gremiales o de resistencia al gobierno casi desaparecieron al 
principio del primer periodo del presidente masista” (2021, p. 73). 
En consecuencia, al final del penúltimo mandato de Morales (2010-
2015), la gran mayoría de las organizaciones sociales del Pacto de 
Unidad habían sido cooptadas o divididas por el gobierno del MAS, 
incluido un número importante de sindicatos de trabajadores cam-
pesinos que estaban más estrechamente alineados con el partido 
(Kennemore y Postero, 2022). En palabras de Bacallao, “la coopta-
ción da cuenta del intento por atraer hacia la órbita de las organi-
zaciones políticas y gubernamentales a los movimientos sociales y 
en particular a sus dirigentes” (2015, p. 149).
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Esta tendencia a la fractura entre el MAS y algunas organiza-
ciones y movimientos sociales corresponde a la tesis planteada 
por Salman (2011), quien argumentaba que, en caso de una victo-
ria electoral rotunda de un movimiento político con amplias bases 
sociales (o en este caso, la llegada al poder de una CPP instituida), 
los movimientos se dividirían entre un grupo o coalición en forma 
de partido político, cuyas prioridades serían gobernar, mantenerse 
en el poder y preservar el ordenamiento democrático; y otro grupo 
que continuaría abogando y luchando por el cumplimiento y el re-
conocimiento de las reivindicaciones sociales de los movimientos 
populares que antecedieron a la victoria electoral.

Esta tesis plantea la cuestión de la relación entre las CPP insti-
tuidas, representadas por partidos políticos o gobiernos, y los mo-
vimientos y organizaciones sociales que no aspiran gobernar y que 
cuestionan la matriz estadocéntrica como referencia central única 
de pertenencia. Este interrogante gira en torno a su posible coexis-
tencia, negación o incluso su intencionada destrucción. Si bien el 
nuevo régimen legal constitucional le otorgó a Bolivia el carácter 
de Estado plurinacional y dio reconocimiento a los pueblos, ello no 
impidió que las fuerzas sociales continuaran luchando por sus de-
rechos y reivindicaciones.

Bolivia es un claro ejemplo de desafío, construcción y perma-
nencia de la lucha política y social, que se reconstituye en la repre-
sentación política, en primer lugar, y en la lucha continua por la 
autonomía y las políticas de reconocimiento, en segundo. En este 
contexto, el MAS, inicialmente concebido como un movimiento 
más que un partido político, ejemplifica cómo una CPP instituida, 
al llegar al poder, experimenta un proceso de institucionalización 
en el que las respuestas a las demandas sociales a veces entran en 
conflicto con los intereses del poder político gubernamental. La 
construcción de la carretera a través del Tipnis es una muestra de 
ello.

El conflicto surgido en torno a la construcción de la carretera ha 
puesto de manifiesto las contradicciones existentes y ha revelado 
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así la coexistencia de dos modelos opuestos. Por un lado, se encuen-
tra el concepto del vivir bien, un conjunto de ideas fundamentales 
en las demandas indígenas que propone alternativas al desarrollo. 
Por otro lado, se observa la presencia del “neoextractivismo”, que 
implica la implementación de un modelo económico basado en la 
extracción de recursos naturales (Muñoz, 2013). Este contraste re-
fleja la persistencia de prácticas de poder arraigadas en el Estado 
colonial, republicano y neoliberal, que aún no ha abandonado las 
prácticas de poder entre distintos grupos que continúan oscilando 
entre una retórica del buen vivir y la funcionalidad inmediata del 
legado colonial nacional, que retoma la explotación con el objetivo 
de acumulación (Icasuriaga, 2019).

Además, de conformidad con Mayorga (2011), se presenta una 
relación compleja entre el partido de gobierno y las organizaciones 
populares, suscitada por las tensiones entre autonomía (sindical) y 
cooptación (gubernamental). Esta dinámica se caracteriza por una 
influencia mutua y una colaboración que adquirió mayor comple-
jidad después de la reelección de Morales (2010). Este evento puso 
en cuestión la hegemonía establecida por el MAS en cinco años de 
supremacía y directriz sobre los movimientos sociales. Asimismo, 
la relación experimentó un cambio significativo debido a las pri-
meras protestas populares en contra del gobierno, y se generó así lo 
que Mayorga llama una “coalición inestable y flexible”, la cual sin 
duda alguna “puso en evidencia los límites del poder de un partido 
de gobierno que tiene como sello peculiar su lazo con movimientos 
sociales y muestra las tensiones, precisamente, entre autonomía, 
colaboración y cooptación” (Mayorga, 2011, p. 24).

El 21F y la CPP opositora

En 2016, impulsado por una demanda surgida desde las bases so-
ciales del oficialismo, se buscó realizar una modificación del artí-
culo 168 de la Constitución Política del Estado (CPE) para habilitar 
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la reelección del binomio presidente (Evo Morales) y vicepresi-
dente (Álvaro García Linera) en el Estado Plurinacional de Bolivia 
(Machaca, 2018; Mayorga, 2020). Esta iniciativa condujo a la rea-
lización del referéndum de consulta constitucional el 21 de febre-
ro de 2016, también conocido como 21F. La pregunta formulada en 
este referéndum fue:

¿Usted está de acuerdo con la reforma del artículo 168 de la Cons-
titución Política del Estado para que la presidenta o presidente y la 
vicepresidenta o vicepresidente del Estado puedan ser reelectas o re-
electos dos veces de manera continua? Por disposición transitoria de 
la Ley de Reforma Parcial de la Constitución Política del Estado se 
considera como primera reelección al período 2015-2020 y la segun-
da reelección del 2020 al 2025. Sí / No.

El resultado del referéndum fue que el 51,3  % de los ciudadanos 
consultados votó en contra de la reelección, mientras que el 48,7 % 
se pronunció a favor de la modificación del artículo 168. Estos re-
sultados provocaron una división y polarización en Bolivia con 
respecto a su adhesión al MAS, una organización que dependía del 
liderazgo de Morales, quien hasta entonces era imbatible en las 
urnas (Brockmann Quiroga, 2020). La respuesta del MAS ante su 
derrota en esta consulta popular marcó el comienzo de una disputa 
sobre el sentido de la democracia, ya que se optó por postular a Evo 
Morales mediante otras vías legales, ignorando el veredicto de las 
urnas (Mayorga, 2020).

Desoyendo los resultados del referéndum, el ix Congreso del 
MAS aprobó la aplicación de otras vías para permitir una nueva 
candidatura. Entre estas opciones, se destacó la solicitud al Tribu-
nal Constitucional Plurinacional (TCP) de una interpretación de 
los convenios internacionales, fundamentada en el Pacto de San 
José, que argumentara un derecho humano a la participación polí-
tica (Tórrez, 2020). En noviembre de 2017, los magistrados del TCP, 
mediante la Sentencia 0084/2017, declararon de “aplicación prefe-
rente” el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos, por ser la norma más favorable en relación con los dere-
chos políticos, sobre los artículos 156, 168, 285, 288 de la CPE (Brock-
mann Quiroga, 2020). Dicho de otra manera, el TCP resolvió que los 
derechos políticos de Evo Morales y Álvaro García Linera estaban 
por encima de cualquier restricción que podría establecer la ley 
(Ackerman, 2022), y habilitó de esta manera la posibilidad de que 
ambos pudieran participar en las elecciones de 2019, amparado en 
el artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
(Arequipa, 2020). Posteriormente, el Órgano Electoral Plurinacio-
nal (OEP) certificó a este binomio para las elecciones nacionales del 
20 de octubre de 2019 (Brockmann Quiroga, 2020).

Según lo señalado por Mayorga, aunque el “No” ganó con un es-
trecho margen de diferencia, el rechazo a la aspiración oficialista de 
la reelección de Evo Morales fue el inicio de un creciente desconten-
to político. En adelante, el “Respeto del 21F” se convirtió en una de-
manda que aglutinó a las fuerzas de oposición. El conflicto, por lo 
tanto, se inicia con el rechazo de los resultados del 21F, ya que a partir 
de ese momento comienza a acumularse la indignación que condu-
ce a la movilización de los sectores medios que votaron por el “No”. 
Se desencadena así un ciclo de protestas en el que las “plataformas 
ciudadanas” desempeñaron un papel destacado, haciendo uso de las 
redes sociales digitales como principal medio de comunicación y ac-
ción (Ojeda Copa, 2020). Por otra parte, una de las complicaciones 
inherentes a un referéndum de esta índole es la unificación de todos 
los oponentes bajo la consigna del “No”. Esta diversidad de los opo-
sitores abarca desde aquellos con inclinaciones racistas, que nunca 
estuvieron de acuerdo con un gobierno campesino-indígena, hasta 
aquellos que critican lo contrario, esto es, que no es un gobierno in-
dígena sino un gobierno de carácter blancoide y antiindígena. Esta 
dinámica permite la unificación del voto en una opción común, algo 
que no se hubiera dado con ninguna otra candidatura (Stefanoni, 24 
de febrero de 2016).

En este contexto, la CPP instituida gobernante se confronta con 
una CPP instituida opositora que logra capitalizar la desconfianza 
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hacia instituciones políticas clave, especialmente con la validación 
de la repostulación por parte del TCP y el Tribunal Supremo Elec-
toral (TSE). La nueva CPP opositora, además de enfrentarse a las 
organizaciones sociales afines al MAS, que responden con movili-
zaciones masivas presentando el 21F como el “día de la mentira”, 
también adquiere experiencia en la movilización respaldada por 
redes sociales digitales, las cuales funcionan tanto como una opor-
tunidad política no monopolizada por el Estado como como un 
repertorio de acción novedoso (Ojeda Copa, 2022). De acuerdo con 
Arequipa (2020), a partir del 21F se evidencia el fenómeno sociopo-
lítico de la política de la identidad, donde el principal estímulo para 
aquellos que se movilizan, predominantemente clases medias, es la 
defensa de “causas” en la política.

Continuando con el análisis de Arequipa, quien a su vez hace 
referencia a los estudios de Fukuyama, se puede observar que, en 
la configuración de una CPP opositora al gobierno del MAS, se 
incorporan conjuntos sociales complejos mediante dos procesos 
interrelacionados: la política de la identidad y la política del reco-
nocimiento. En relación con la primera, se apela al retorno de la 
meritocracia, se busca el prestigio social y la reconstitución de la 
república. Se acusa al gobierno del MAS de corrupción y narcotráfi-
co, y se establece una clara separación entre un “nosotros” ciudada-
no, considerado civilizado, y un “ellos” del MAS, identificado como 
representante de la barbarie (Arequipa, 2020).

En lo que respecta a la política de reconocimiento, según Are-
quipa, en el contexto de las clases medias se arraiga la idea de que 
quienes deben gobernar son aquellos que se han preparado para 
ello. Esta concepción se presenta como un sentido común desde el 
que se reclama un retorno de la tecnocracia. En el diagnóstico de 
la democracia actual, las clases medias identifican una crisis de-
mocrática propiciada por políticos populistas sin preparación. Por 
lo tanto, buscan cambiar el panorama optando por el rescate de 
especialistas. En resumen, el 21F se convirtió en un símbolo adhe-
rente y aglutinante de la CPP opositora. En este contexto, la clase 
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media urbana tradicional, alineada con valores conservadores de 
la derecha y asociada a principios morales y éticos, se enfrentó al 
gobierno de Morales. Este último, al ignorar los resultados del 21F, 
permitió que la oposición extrapartidaria, encarnada en platafor-
mas ciudadanas y comités cívicos, comenzara a apropiarse del dis-
curso democrático.

De conformidad con Hernández y Sánchez (2016),

los problemas devienen cuando se ha permanecido por más de doce 
años en el poder, pues confundir políticas de Estado con políticas de 
Gobierno es lo que le ha pasado al presidente Evo Morales, y en algo 
similar se traduce el deseo de la oposición, al no aceptar su aspira-
ción reeleccionista y buscar otros aires que gobiernen los designios 
de este país, para llevarlo por el camino del desarrollo y la prosperi-
dad social, pues sus contradictores evalúan que el país está sumido 
en deshonrosos manejos y gestiones de los recursos públicos y afec-
tado por actos de corrupción que día a día se descubren (p. 50).

De esta manera, los resultados del 21F pueden interpretarse como 
la pérdida de los sectores que el MAS había ganado a lo largo de los 
años en las urnas, pero que se mantenían alejados de una lealtad 
absoluta (Stefanoni, 24 de febrero de 2016). Además de esto, cons-
tituye una representación simbólica colectiva, ya que para un seg-
mento significativo de la población simboliza la democracia y es el 
emblema de una ideología arraigada profundamente en el imagi-
nario colectivo (Machaca, 2018).

Hechos y actores en el estallido social de 2019

El 20 de octubre de 2019 tuvieron lugar las elecciones presidencia-
les en Bolivia. Por un lado, el presidente Evo Morales buscaba dirigir 
al país sudamericano en un cuarto mandato consecutivo, después 
de sortear la limitación constitucional que su gobierno aprobó 
en 2009. Por otro lado, el expresidente Carlos Mesa (2003-2005) 
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aglutinaba a la oposición en la coalición Comunidad Ciudadana 
(Díaz, 2020), la cual logró captar el descontento de diversos sectores 
de derecha, líderes indígenas de la oposición, ambientalistas y al-
gunos defensores de los derechos humanos (Kennemore y Postero, 
2022). Bajo el marco conceptual de este trabajo, se podría afirmar 
que la contienda electoral no se limitaba a una competencia entre 
Mesa y Morales, sino más bien a una disputa entre dos proyectos de 
nación respaldados por dos CPP y dos corrientes políticas e ideoló-
gicas: el masismo versus el antimasismo.

Sin embargo, según Arequipa (2020), en la CPP opositora coexis-
ten dos tipos de tendencias políticas. Una tendencia está encabeza-
da por el candidato presidencial Carlos Mesa, con una posición de 
centroderecha cuyos valores liberales de democracia representati-
va e institucional lo llevaron a criticar duramente a Evo Morales en 
términos estrictamente políticos, jamás en lo económico ni social. 
En esta tendencia, el eje principal de lo que estaba en juego en la 
elección de octubre de 2019 era la oposición “democracia versus 
dictadura”. La otra corriente, liderada por Luis Fernando Camacho, 
se identifica con una posición abierta de extrema derecha. Desde su 
inicio, su agenda ha sido disruptiva y sin disposición a negociar con 
el gobierno del MAS. Su mensaje aboga por el restablecimiento de 
la antigua república, la incorporación de la práctica religiosa y la fe 
católica como funciones estatales, así como el regreso de los “nota-
bles” a la arena política (Arequipa, 2020). Esta segunda corriente, a 
pesar de formar parte de la CPP opositora, se asemeja más a un in-
dividualismo político de pertenencia, con sus políticas de vengan-
za, resentimiento y miedo.

Retomando la jornada electoral, esta transcurrió sin contra-
tiempos. Sin embargo, surgieron problemas durante el recuento 
de votos y el anuncio de los primeros resultados preliminares, los 
cuales indicaban que Carlos Mesa, el principal contendiente de Mo-
rales, tenía suficientes votos para llevar la elección a una segunda 
vuelta. Cabe señalar que para que un candidato sea declarado pre-
sidente en la primera vuelta, es necesario obtener el 50 % del total 
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de votos o, en su defecto, contar con una ventaja de diez puntos 
porcentuales sobre el candidato más cercano, siempre y cuando se 
tenga al menos el 40 % de los votos (Ramírez-Rojas, 2021). Con datos 
del sistema de Transmisión de Resultados Electorales Prelimina-
res (TREP) que cubrían algo más del 80 % de los votos, Evo Morales 
superaba ampliamente el 40  % de la votación, pero no mantenía 
una ventaja superior a diez puntos sobre Carlos Mesa. Media hora 
después del anuncio del Tribunal Supremo Electoral (TSE), el can-
didato de Comunidad Ciudadana afirmó que la segunda vuelta era 
inevitable, ya que aún quedaba por contabilizar el 17 % de los votos. 
Evo Morales, por su parte, anunció la victoria del MAS en senado-
res y diputados, confiando en que el voto rural le daría la victoria 
en primera vuelta (Mayorga, 2020).

En ese punto, el recuento de votos se detuvo durante 20 horas, 
sin que el TSE diera alguna explicación (Díaz, 2020). Cuando se 
reinició el conteo, Morales había alcanzado una ventaja mayor al 
10 %, por lo que tenía suficientes votos para ganar directamente, sin 
necesidad del balotaje. El desenlace de esta “caída del sistema” fue 
que los seguidores de Comunidad Ciudadana denunciaran irregu-
laridades y poca transparencia, y reclamaran la celebración de una 
segunda vuelta (Díaz, 2020). Aunque Kennemore y Postero (2022) 
argumentan que la ola de protestas populares buscaba la defensa 
de la democracia, rechazando la idea de que Morales o la derecha 
fueran los responsables de tomar las decisiones, la respuesta de los 
grupos opositores, que atacaron e incendiaron sedes de Tribunales 
Departamentales Electorales a pesar del llamado pacífico de Car-
los Mesa, indica que la CPP opositora, a través de comités cívicos y 
otras organizaciones, lideró la convocatoria a paros y bloqueos en 
las ciudades (Mayorga, 2020). Como señala Mayorga, estas medidas 
unieron a diversos sectores bajo la consigna de “Mi voto se respeta”, 
especialmente en áreas residenciales y de clase media.

El conflicto poselectoral resultó en un intenso enfrentamiento 
en las calles que se prolongó durante casi todos los días del mes 
de octubre (Michel, 2020; Zegada, 2022). Con relación a este tema, 
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según plantea el autor Andia (2020), la sociedad civil manifestó un 
creciente descontento debido a las acciones erróneas del Gobierno, 
las opiniones contundentes de la oposición, un conjunto de infor-
mación que se vio reflejada en campaña negativa y, finalmente, la 
persistencia del reclamo con respecto a la ilegalidad vivida en fe-
brero de 2016. Todo lo cual impulsó la concentración masiva y cul-
minó en el estallido contra el fraude ocurrido el 20 de octubre. Las 
movilizaciones que emergieron a partir de mencionados descon-
tentos se conocen como el “cabildo cruceño”, donde se abordaron 
diversas preocupaciones que partían desde los problemas fiscales 
de pequeños empresarios, hasta la juventud y la idea de democra-
cia como alternancia. En este contexto, “se convocó a un cabildo, 
evento que el liderazgo local siempre había previsto para ocasiones 
fundacionales de reivindicaciones locales” (Andia, 2020, p. 88).

De esta manera, el cabildo se erigió como un espacio que posibi-
litó la canalización de todo el sobrecalentamiento político, donde 
se presentaron dos características relevantes de acuerdo con Andia 
(2020, p. 89),

en primer lugar, fue multitudinario con la autoconvocada partici-
pación de gente que, además, se controló de manera pacífica y or-
denada; por otra parte, por primera vez en este tipo de actividades, 
hicieron uso de la palabra diferentes actores (nuevos, la mayoría) de 
la sociedad civil [...] Esto era una cosa nunca antes vista y que le daba 
un papel protagónico a la sociedad.

Posteriormente, en un giro desafortunado de acontecimientos, las 
movilizaciones poselectorales, en conjunto con un motín policial 
(Murillo, 2021), derivaron en un golpe cívico-militar que destituyó 
a Morales (Svampa et al., 2020). El consecuente vacío de poder y la 
instalación apresurada de un gobierno transitorio que, de acuerdo 
con Zegada (2022), excedió con creces sus prerrogativas y manda-
tos, provocó el surgimiento de nuevas protestas populares que de-
safiaban la represión militar y pedían una normalización electoral 
(Murillo, 2021). Ante este panorama, la nueva presidenta de Bolivia, 
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Jeanine Áñez, con su proyecto conservador, racista y patriarcal 
(Svampa et al., 2020), asaltó el palacio de gobierno con biblias en la 
mano y emitió declaraciones racistas en las que prometía liberar al 
gobierno de la Pachamama, mientras que la policía y algunos ma-
nifestantes quemaban la wiphala13 en La Paz, Cochabamba y Santa 
Cruz (Kennemore y Postero, 2022). Por su parte, Evo Morales se vio 
obligado a abandonar el país y permanecer en México como asila-
do político, para luego dirigirse hacia Argentina.

El ascenso del neoconservadurismo como comunidad 
política de pertenencia reaccionaria y la pandemia  
de covid-19

El estallido social que condujo a la renuncia de Evo Morales y la 
posterior proclamación de Jeanine Áñez como presidenta interina 
marcó un cambio político e ideológico en Bolivia, que se caracteri-
zó por la adopción de un neoconservadurismo de tintes trumpistas, 
adaptado a las circunstancias de un país periférico. El Gobierno de 
Áñez tenía como mandato político pacificar al país y garantizar la 
realización de las elecciones generales anuladas (Zegada, 2022), sin 
embargo, su breve presidencia se caracterizó por ser un “periodo de 
incertidumbre, inestabilidad y persecución política contra los di-
rigentes y simpatizantes del Gobierno anterior” (Hernández, 2020, 
p. 135).

Según Zegada (2022, pp. 70-71), la gestión del Gobierno transito-
rio se vio afectada desde el principio por dos eventos problemáti-
cos: 1) el uso excesivo de la fuerza pública, que se justificó como una 
medida de pacificación, pero que resultó en represión, violación de 
derechos humanos y pérdida de vidas humanas, particularmente 
en las áreas de Senkata (El Alto de La Paz) y Sacaba (Cochabamba); 
2) la inconsistencia en la gestión gubernamental, evidenciada en la 

13	 Bandera andina utilizada por el partido MAS.
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ineficacia para abordar las necesidades sanitarias en medio de la 
llegada de la pandemia, los vergonzosos casos de corrupción pro-
tagonizados por altos funcionarios en los pocos meses de gobierno, 
los cambios frecuentes en los ministros del gabinete y, fundamen-
talmente, el hecho de que el gobierno transitorio asumiera prerro-
gativas que no le correspondían debido a su carácter “transitorio”.

Respecto al primer evento problemático, la administración del 
entonces presidente de los Estados Unidos, Donald Trump, declaró 
su apoyo a Áñez en su misión de “asegurar una transición demo-
crática pacífica a través de elecciones libres” (Infobae, 17 de noviem-
bre de 2019), a pesar de que en esta supuesta “misión” pacífica, los 
militares y policías, que desempeñaron un papel clave en el golpe, 
operaron amparados por un decreto presidencial que les otorgaba 
impunidad para matar en nombre de la pacificación del país (Her-
nández, 2020). En palabras de Torres Pérez,

la derecha, con una fuerte raigambre colonial y racista, no pudo re-
sistir más sus ansias de revancha frente a los pueblos. Tras un in-
tento fallido de levantamiento patronal en el año 2008, este sector 
político logró consolidar un golpe de Estado en 2019, asesinando, 
masacrando, violando sistemáticamente los derechos humanos y re-
conduciendo el Estado en dirección opuesta a lo realizado por Mora-
les y García Linera (2022, pp. 19-20).

El propio García Linera (2022) destaca que unos días después de que 
se emitiera el decreto de la impunidad, comenzó una cacería de diri-
gentes sindicales en donde hubo mil doscientos detenidos durante 
un mes y medio, todos por su militancia social y política. De acuer-
do con García Linera, “no se necesitaba acusación, defensa o debido 
proceso. Policías con listas de líderes sociales y políticos de izquier-
da eran la ley suprema de esos tiempos infames. La bestia asomaba 
el rostro racista, autoritario, antiigualitario” (García, 2022, p. 36). 
En el plano geopolítico internacional, Áñez imprimió su sello ideo-
lógico en la política exterior de Bolivia. Esto debido a que, además 
de establecer relaciones diplomáticas con Estados Unidos e Israel y 
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reconocer a Juan Guaidó como presidente encargado de Venezuela, 
también retiró a Bolivia de la Alianza Bolivariana para los Pueblos 
de Nuestra América (ALBA) y rompió relaciones con Cuba en uno de 
los momentos más críticos de la pandemia, una política de Estado 
que no correspondía a su carácter transitorio (Zegada, 2022).

En cuanto al segundo evento problemático, la ineficacia al abor-
dar las necesidades sanitarias durante la pandemia en Bolivia se 
atribuye, según Hernández (2020), a dos factores principales. En 
primer lugar, hubo una demora significativa en la implementación 
de medidas para contener el covid-19. En segundo lugar, se argu-
menta que muchas de las acciones tomadas por el gobierno de Áñez 
fueron motivadas por consideraciones políticas y electorales en lu-
gar de centrarse en las necesidades de los sectores más vulnerables 
de la población. En resumen, la respuesta del gobierno a la pande-
mia se caracterizó por su enfoque neoconservador y antipopular, y 
priorizó temas electorales sobre las demandas más apremiantes, al 
tiempo que comprometió la soberanía económica del país bajo el 
pretexto de la crisis sanitaria.

En 2020, en el marco de lo que diversos estudiosos y estudio-
sas de la región denominan un “nuevo ciclo progresista”, la victoria 
electoral del MAS, encabezado por Luis Arce, con más del 55 % de 
los votos, coloca al dirigente de izquierda frente a numerosos de-
safíos: la crisis económica, la polarización social, la constitución 
de un gabinete más técnico que debe responder a las demandas y 
presiones de las organizaciones sociales, y la convivencia con Evo 
Morales, quien además de ser expresidente, sigue siendo el líder del 
partido en el poder (Molina, diciembre de 2020).
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Chile: del individualismo apolítico  
de pertenencia a la comunidad política  
de pertenencia

El 11 de septiembre de 1973, las fuerzas armadas chilenas, lideradas 
por el general Augusto Pinochet, tomaron las calles, interrumpie-
ron las comunicaciones y bombardearon el Palacio de La Moneda. 
Iniciaban, así, un golpe de Estado que en 2023 cumplió cincuen-
ta años. En su último discurso, el entonces presidente Salvador 
Allende pronunció una frase que se volvería profética: “Sigan us-
tedes sabiendo que, mucho más temprano que tarde, de nuevo se 
abrirán las grandes alamedas por donde pase el hombre libre, para 
construir una sociedad mejor”. Ese momento llegó la tarde del 18 de 
octubre de 2019, conocido como 18O, cuando las calles de Santiago 
de Chile y de las principales ciudades del país se convirtieron en el 
escenario de masivas protestas sociales, cuya intensidad y enver-
gadura las hicieron prácticamente inéditas en la historia del país 
(Flores, 2020).

El caso del estallido social en Chile es fundamental para los 
objetivos de este trabajo por diversas razones. En primer lugar, la 
supuesta “excepcionalidad” chilena. Chile fue hasta hace poco la 
encarnación más persistente del modelo neoliberal, el modelo a se-
guir de las derechas del continente y el alumno perfecto de todos 
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los organismos internacionales (Svampa et al., 2020). A diferencia 
de otros países de la región, donde durante los primeros quince 
años del siglo xxi se manifestaron varios desafíos al orden neolibe-
ral que se había apropiado de la política y la economía latinoameri-
canas desde los años noventa (Bohoslavsky, 2023), en Chile se logró, 
al menos temporalmente, mitigar la resistencia social y el cues-
tionamiento al modelo neoliberal (Calderón y Castells, 2019). No 
obstante, en contraste con el caso colombiano, donde la derecha se 
radicalizó y llevó el neoliberalismo a sus últimas consecuencias en 
contracorriente con la región, Svampa (2021) señala que Chile fue 
un actor dentro del ciclo progresista latinoamericano entre 2000 y 
2015, aunque de manera secundaria o periférica, especialmente du-
rante los mandatos de Michelle Bachelet (2006-2010 y 2014-2018).

En segundo lugar, el caso chileno es muy relevante por sus re-
percusiones políticas, económicas y sociales. Uno de los resultados 
más destacables del estallido social de 2019 fue la viabilización de 
un proceso constituyente democrático destinado a reemplazar la 
Constitución de 1980, impuesta durante la dictadura del general 
Augusto Pinochet (1973-1990). Aunque la demanda ciudadana para 
este cambio había sido clara al menos desde 2015, no había sido 
adoptada de manera viable por el sistema político (Heiss, 2023). 
Después de cuatro semanas de manifestaciones y represión poli-
cial, la presión social en las calles fue tan contundente y sistemática 
que el gobierno de Piñera (2018-2022) y la mayoría de los partidos 
políticos con representación parlamentaria acordaron un proce-
so constitucional dividido en dos etapas: 1) un plebiscito inicial en 
abril de 2020 para validar la voluntad ciudadana y determinar los 
mecanismos, y 2) en caso de ratificación, una elección de represen-
tantes para redactar la nueva carta magna en octubre del mismo 
año (Flores, 2020)

Finalmente, el análisis de las comunidades políticas de perte-
nencia (CPP) en Chile se vuelve esencial para entender las impli-
caciones de transitar de una sensación de pérdida de comunidad 
en el contexto de un neoliberalismo “constitucionalizado” (Flores, 
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2023, p. 45) a una política de reconocimiento fundamentada en la 
dignidad de todas, todos y todes, aunque esto pueda exacerbar po-
siciones reaccionarias desde la derecha hasta la ultraderecha, que 
cuentan con una creciente capacidad para movilizar una base so-
cial de apoyo y que también configuran CPP que influyen tanto en 
el ámbito instituido del Gobierno y los procesos electorales como 
en los ámbitos instituyentes de la sociedad civil (el proceso consti-
tuyente es un espacio donde convergen ambos).

Causas y demandas en el estallido social en Chile o 18O

Para algunos observadores, lo llamativo del 18O fue la conversión 
de Chile, con el índice de desarrollo humano (IDH) más alto de 
América Latina según el PNUD, en un escenario de protestas. Para 
otros, la sorpresa reside en que este malestar haya tardado tanto 
en expresarse, a pesar de las persistentes cifras elevadas de des-
igualdad en Chile en comparación con otros países de la OCDE y de 
América Latina, como señalan Marquez y Viacava (2020).

La aparente excepcionalidad chilena es puesta en duda por Raúl 
Zarzuri, Rodrigo Ganter, Karla Henríquez y Ximena Goecke (2021, 
p. 127), quienes señalan que “desde inicios del siglo xxi, se viene re-
gistrando en Chile un incremento exponencial de movilizaciones 
sociales y expresiones de protesta colectiva”. No obstante, a pesar 
de no ser un caso excepcional o asilado, ya que, como se ha obser-
vado, hubo grandes movilizaciones en Ecuador, Bolivia, Colombia, 
Haití y Puerto Rico, Svampa (2021) argumenta que el estallido so-
cial en Chile a partir del 18O fue especialmente conmovedor y dejó 
una huella profunda. De acuerdo con Svampa et al. (2020), Chile 
es un ejemplo esclarecedor de un proceso de superación del fata-
lismo y la ampliación del horizonte de expectativas, donde una 
protesta inicial desencadenó una ola generalizada de desobedien-
cia civil. Se trata, según Svampa y sus colaboradores, de un movi-
miento que colocó la desigualdad en el centro del debate, cuestionó 
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fundamentalmente el modelo neoliberal y expandió rápidamente 
sus demandas para abarcar a sectores indígenas mapuches, colec-
tivos antiextractivistas y feministas. La consigna “Chile despertó” 
encapsula de manera precisa este proceso.

El 4 de octubre de 2019, el gobierno de Piñera, siguiendo la suge-
rencia de un grupo de especialistas en transporte público, promulgó 
un alza en los pasajes del metro de Santiago de 30 pesos nacionales 
hasta un valor máximo de 830 pesos (aproximadamente 1,17 dóla-
res estadounidenses) (Paúl, 23 de octubre de 2019). En respuesta a 
esto, un grupo de estudiantes de secundaria hizo un llamado a no 
pagar el pasaje, llamado que resonó ampliamente en la comunidad 
estudiantil (Paredes, 2021). De acuerdo con Paredes, aproximada-
mente diez días después, los estudiantes expresaron su desconten-
to social con la medida de aumentar el costo del transporte público 
a través del lema “evadir/no pagar, otra forma de luchar”, utilizan-
do la desobediencia civil como medio para denunciar y oponerse a 
las decisiones de la institucionalidad política: una suerte de llama-
do a la evasión masiva del pago del transporte público.

Las confrontaciones entre estudiantes y carabineros, respal-
dados por los guardias privados del metro, generaron una serie de 
eventos de tensión y protestas en aumento que culminaron en el 
estallido social del 18 de octubre. Este evento, sin precedentes en 
la historia reciente del país, resultó en un movimiento de protes-
tas que se prolongó por más de cuatro meses, que persistió incluso 
durante parte de las vacaciones estivales y solo se detuvo tempo-
ralmente debido a la pandemia de covid-19 a mediados de marzo 
de 2020 (Paredes, 2021). Frente a este panorama, el gobierno de Pi-
ñera respondió con mano dura y decretó un estado de emergencia, 
el primero que se decreta desde que volvió la democracia tras la 
dictadura de Augusto Pinochet, una respuesta que se asemeja a las 
medidas tomadas por Lenín Moreno en Ecuador e Iván Duque en 
Colombia. De esta manera, el Gobierno entregó el orden público a 
las fuerzas armadas y restringió la libertad de movimiento de la 
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población, haciendo eco de los peores días de la dictadura de Pino-
chet (Flores, 2020).

A las veintiún horas de haber declarado el estado de emergen-
cia para la capital, el presidente Piñera anunció desde La Moneda 
la suspensión del aumento de tarifas del metro, con el objetivo de 
aliviar la situación del estallido social que había rebasado a las au-
toridades del gobierno y a los políticos de todos los sectores. Al mis-
mo tiempo, el Ejército implementó un toque de queda y restringió 
la circulación en Santiago de Chile entre las diez de la noche y las 
siete de la mañana (Montes, 19 de octubre de 2019). A pesar de es-
tas medidas y anuncios, la indignación de los chilenos no se calmó 
(Paúl, 23 de octubre de 2019).

A las primeras protestas juveniles se unieron manifestaciones 
en diversos puntos de la ciudad y del país. Estas actividades com-
binaron acciones pacíficas y de desobediencia civil, como el golpe 
multitudinario de cacerolas por parte de manifestantes anónimos 
de todas las edades, junto con acciones más violentas por parte de 
sectores políticos radicalizados que afectaron la propiedad públi-
ca y privada, como incendios en estaciones de metro o saqueos a 
supermercados (Flores, 2020). Bajo la consigna “Chile despertó”, se 
cuestionó de manera masiva el supuesto “éxito” del neoliberalismo 
en Chile (Calderón Castillo, Santander y Ester, 31 de diciembre de 
2019). Las demandas se ampliaron contra los impactos privatizado-
res en ámbitos como la educación, la salud, la seguridad social y la 
gestión especulativa de las pensiones, y hasta alcanzaron la lucha 
contra la privatización del agua liderada por movimientos mapu-
ches (Svampa et al., 2020).

Entre las causas de la movilización social de octubre de 2019 se 
encuentran la búsqueda de justicia económica, la crisis política y 
del modelo democrático, la resistencia a organismos internaciona-
les o tratados de libre comercio, la defensa de los derechos huma-
nos y de los bienes comunes (Zarzuri et al., 2021) (véase tabla 1). Es 
importante mencionar que, según Zarzuri y sus colaboradores, es-
tas causas se presentan de modo simultáneo y sincrónico durante 
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2019 y se influyen mutuamente. Este periodo de agitación social 
también fue testigo de un aumento de nuevas resistencias tanto en 
áreas urbanas como rurales, todas ellas abogando por una nueva 
Constitución que amplíe los derechos políticos y establezca legiti-
midades contrarias a la herencia represiva, excluyente y racista del 
periodo pinochetista (Svampa et al., 2020).

Tabla 1. Causas y demandas del 18-O

Causa Demandas
Justicia económica Modificación estructural y eliminación del sistema de 

Administración de Fondos de Pensiones (AFP).
Acceso a ciertos bienes públicos de calidad como la salud digna, la 
educación gratuita y de calidad, el transporte público.
Aumento de salarios, mayor empleo y mejora en las condiciones de 
trabajo.

Crisis política y del 
modelo democrático

Agenda por una asamblea constituyente y una nueva Constitución 
política.

La resistencia 
a organismos 
internacionales o 
tratados de libre 
comercio

Rechazo al Tratado Integral y Progresista de Asociación 
Transpacífico (TPP-11), particularmente en escenarios universitarios.

Defensa de los 
derechos humanos y 
de los bienes comunes

Protección del medio ambiente.
Defensa y promoción de los derechos humanos frente a la violencia 
del Estado.
Reconocimiento y protección de derechos sociales.
El reconocimiento de un Estado plurinacional.
Contra la privatización de los bienes comunes.
Contra la violencia de género.

Elaboración propia con información de Zarzuri et al. (2021).

Después de un mes de manifestaciones, que iniciaron con el llama-
do de los estudiantes a evadir el pasaje, el 15 de noviembre se firmó 
el acuerdo por la paz y una nueva constitución después de un paro 
nacional en todo Chile producto del diálogo y la unidad del movi-
miento social y sindical (Calderón Castillo, Santander y Ester, 31 de 
diciembre de 2019; Paredes, 2021). Este pacto político fue suscrito 
por la mayoría de las fuerzas políticas con el objetivo de encontrar 
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una salida institucional a un conflicto que amenazaba no solo al 
Gobierno, sino a la política en general, y evidenciaba las distancias 
entre la clase política y el mundo social movilizado (Paredes, 2021). 
Según Paredes, a pesar de que el acuerdo del 15 de noviembre redujo 
la masividad de las manifestaciones públicas, estas siguieron ocu-
rriendo tanto de forma pacífica como confrontacional, y mantuvie-
ron un desarrollo ajeno a la presencia de fuerzas políticas. Además 
de su persistencia, el repertorio de manifestaciones fue amplio y 
diverso, e incluyó ocupaciones públicas, banderazos, cacerolazos, 
cicletadas, expresiones artísticas, entre otras.

Procesos sociopolíticos en la formación de las comunidades 
políticas de pertenencia: políticas de identidad, 
reconocimiento y pueblo(s) frente al neoliberalismo chileno

En el estallido social chileno se evidenciaron y entrelazaron diver-
sos malestares colectivos acumulados a lo largo de al menos tres 
décadas (Zarzuri et al., 2021). La consigna “no son 30 pesos, son 30 
años” adquiere especial relevancia en este contexto al señalar que 
el aumento en los precios del pasaje no era la causa principal del 
movimiento, sino que lo era la acumulación de rabia e impoten-
cia a lo largo de décadas de desigualdad, abusos y desprotección 
(Flores, 2023).

En el libro Historia mínima de las derechas latinoamericanas, Bo-
hoslavsky (2023) sostiene que fue en Chile donde los neoliberales 
consiguieron avanzar más y desbancar a otras tradiciones ideoló-
gicas. Es por ello que Fernando de la Cuadra rescata una cita del 
historiador Perry Anderson, quien señala que

el régimen dictatorial de Pinochet tiene la honra de haber sido el ver-
dadero pionero del ciclo neoliberal de la historia contemporánea. El 
Chile de Pinochet comenzó sus programas de manera dura: desregu-
lación, desempleo masivo, represión sindical, redistribución de renta 
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en favor de los ricos, privatización de bienes públicos, etc. Todo eso se 
inició en Chile casi una década antes de que la Thatcher lo hiciera en 
Inglaterra (Anderson, 1996, p. 19, citado en De la Cuadra, 2003, p. 2).

Por lo tanto, no sorprende que, como argumenta Carrillo Nieto 
(2010), Chile sea considerado por los organismos financieros inter-
nacionales como un ejemplo a seguir en América Latina, ya que ha 
implementado las llamadas reformas estructurales sin encontrar 
demasiada resistencia. Sin embargo, se pasa por alto que el “éxi-
to” del modelo neoliberal radica en su implementación inicial, que 
incluyó la ruptura constitucional y la instauración de una dicta-
dura militar que transformó radicalmente el pensamiento de la 
sociedad chilena y desarticuló a la oposición política mediante 
una feroz represión, cuyas dimensiones aún no se han podido con-
tabilizar completamente en términos de detenciones, torturas o 
desapariciones.

A partir de 1975, con dos años de dictadura en Chile, se lleva a 
cabo un retiro generalizado del Estado en el ámbito económico, 
tanto en lo que respecta a sus funciones reguladoras como a su 
papel como productor directo (De la Cuadra, 2003). El modelo so-
cioeconómico y político neoliberal de los años setenta se caracte-
rizó por una combinación particular de extremo autoritarismo y 
un respeto selectivo de la libertad económica (Bohoslavsky, 2023). 
En este contexto, se liberalizó el mercado de capitales mediante la 
transferencia de diecinueve instituciones financieras al sector pri-
vado y se eliminaron los controles sobre las tasas de interés. Ade-
más, se llevó a cabo un rápido y extenso proceso de privatizaciones 
de empresas y servicios estatales: en pocos años se transfirió casi la 
totalidad de las empresas públicas productoras de bienes y servi-
cios (De la Cuadra, 2003).

La propuesta ideológica del neoliberalismo no se limitó al ám-
bito económico; en gran medida, fue una reinterpretación del lazo 
social, de la vida económica y una teoría sobre el individuo (Bohos-
lavsky, 2023). De acuerdo con de la Cuadra,
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se puede decir que la filosofía central del modelo es dejar el mercado, 
libre de intervenciones estatales, como el principal mecanismo para 
la asignación de los recursos, y en definitiva para regir los destinos 
de la sociedad. Ello supone la reducción de la participación del Es-
tado en el ámbito económico, es decir, dicho ente asume un papel 
preferentemente pasivo, cuyas acciones se limitan a asegurar los de-
rechos de propiedad y las condiciones de libre competencia de los 
capitales. Para alcanzar este objetivo se hace necesario desregular los 
sistemas institucionales y de protección del trabajo, de manera que 
las fuerzas libres del mercado puedan actuar en toda su plenitud. 
[…] Por tanto, para quienes propugnan este paradigma, la actividad 
pública a lo más debe restringirse a corregir los efectos indeseables 
provocados por el mercado (2003, p. 3).

En este sentido, el neoliberalismo de las últimas décadas en Chile 
es tanto un programa económico como una racionalidad política y 
un proceso de destrucción y transformación social que, en nombre 
del libre mercado, demolió instituciones y comunidades, precarizó 
a millones, y economizó todos y cada uno de los órdenes sociales 
(Lemus, 2021), y llegó al grado de asegurar su hegemonía incluso 
después del retorno de la democracia.

En el contexto del 18O, la política de identidad, que se funda-
menta en la agrupación de demandas en torno a intereses colecti-
vos, se conectó con el sentimiento generalizado de agotamiento del 
neoliberalismo, e impulsaron así la resistencia contra la indiferen-
cia hacia la situación de deterioro económico, social y cultural que 
experimentaban diversos sectores en Chile (Zarzuri et al., 2021). A 
lo largo de más de tres décadas de neoliberalismo muchas prácticas 
cotidianas reflejaron una perspectiva orientada hacia el esfuerzo 
individual en detrimento de la acción colectiva y se exaltaron las 
virtudes de lo privado sobre lo público (Flores, 2020), lo cual marcó 
un individualismo apolítico de pertenencia neoliberal. La idea de la 
apoliticidad y de la política como un mal necesario ha estado pre-
sente en el imaginario colectivo desde el golpe de Estado de 1973 
(Elizalde Hevia, 2020).
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Contrariamente a esta tendencia, el estallido social en Chile en 
2019 reveló una forma de acción colectiva en la que emergió la polí-
tica contenciosa, caracterizada por un levantamiento de demandas 
colectivas. Este tipo de acción, denominada transgresiva, se distin-
gue por la falta de institucionalización de sus actores y métodos 
para plantear demandas. Este cambio implica una transición hacia 
nuevas formas de participación que se apartan de las estructuras 
tradicionales, donde la ciudadanía se manifiesta con una eferves-
cencia política gestada desde la base y no necesariamente dirigida 
por un movimiento político (Zarzuri et al., 2021). En resumen, se 
transitó de un individualismo apolítico de pertenencia a una comu-
nidad política de pertenencia.

Esta política de identidad surge en un contexto donde se evi-
dencia una profunda frustración hacia la política tradicional y 
un modelo socioeconómico que no ha logrado abordar de mane-
ra efectiva la producción de una vida digna para la mayoría de la 
población. Por ende, se dirige la atención hacia la producción de 
la vida cotidiana, que marca así el inicio del estallido, ya que es en 
este ámbito donde se genera el descontento (Zarzuri et al., 2021). De 
acuerdo con Svampa, “es imperativo hablar de un escenario donde 
se evidencia una tendencia a la interseccionalidad de las luchas, 
a través de la cual se van estableciendo cadenas de equivalencias” 
(2021, p. 171). Cadenas de equivalencias que, además de dar forma al 
“pueblo” chileno, también apuntalaron la demanda de una asam-
blea constituyente.

En este contexto, con el potencial fundador que implica tran-
sitar del sentido de pérdida de comunidad hacia una política de 
reconocimiento que se hace en nombre de la dignidad de todos, 
“el quehacer cotidiano se modificó en función de necesidades pro-
pias y colectivas. La noción (tan neoliberal) del ‘salvarse solo’ se vio 
afectada, la gente empezó a notar que únicamente como comuni-
dad ‘podía salvarse’” (Mayo et al., 2021, p.  212). Por tanto, cuando 
Mayo y sus colaboradores mencionan que “en todas las líneas hubo 
brazos sosteniéndose unos a otros. No importó nombre o rostro; 
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la presencia y la disposición para luchar fueron suficientes” (2021, 
p. 212), están haciendo referencia a una política de reconocimien-
to en el ámbito político de la reivindicación en las diversas esferas 
de la vida colectiva. Frente a conflictos o modelos que amenazan 
las condiciones materiales, objetivas e intersubjetivas, este actuar 
proporciona un sentido de pertenencia a una comunidad política 
específica, sea esta de carácter instituyente o instituido.

En última instancia, como manifestación específica de la tota-
lidad social que sirve como fundamento de la soberanía, pero que 
no se limita a la soberanía nacional y que refleja la lucha por la 
identidad y el reconocimiento como principio ético del interés 
general, “el estallido fue provocado por una bomba y esa bomba 
volvió a llamarse pueblo” (Mayo et al., 2021, p. 207). Un pueblo con-
formado por adolescentes, jóvenes, mujeres, hombres, adultas y 
adultos, profesionales, ancianas y ancianos, estudiantes, técnicos, 
trabajadoras y trabajadores, personas que no pertenecen a la cla-
se política, sectores empobrecidos, capas medias y asalariadas con 
empleos precarios y extenuantes horarios laborales, que a pesar de 
su heterogeneidad experimenta directamente las repercusiones de 
las decisiones de las élites y enfrenta mensualmente los costos de la 
vida (Zarzuri et al., 2021).

Este pueblo, según lo señalado por Zarzuri y sus colaboradores, 
comparte las repercusiones de la desigualdad social y económica, 
y enfrenta las dificultades generadas por años de endeudamiento 
resultado de esfuerzos y riesgos económicos, con el objetivo de me-
jorar sus condiciones materiales o sortear los desafíos derivados de 
la privatización de servicios esenciales como el agua, la salud y la 
educación. Estas situaciones se traducen en injusticias cotidianas 
que, si se observan de manera aislada, podrían parecer insignifi-
cantes, pero que adquieren otra relevancia al formar parte integral 
de un sistema que genera desigualdades. En palabras de Zarzuri et 
al. (2021),
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la calle fue punto de encuentro espontáneo y común para las dife-
rentes clases sociales que protestaron para recuperar la dignidad, 
cambiar la Constitución y dar cuenta del descontento social, trans-
versal e intergeneracional, producto de décadas de abusos por parte 
de la clase política dominante y la élite económica (p. 135).

Además, como se evidenciará con las propuestas constitucionales 
que han sido rechazadas hasta el momento, la CPP en Chile no se 
rige por lógicas de izquierda y derecha, que durante el periodo neo-
liberal competían por el poder pero mantenían el mismo sistema 
económico (mercado abierto a las inversiones y la iniciativa pri-
vada) y político (democracia multipartidaria) neoliberal. En cam-
bio, se orientan hacia un eje vertical que distingue en la estructura 
social a aquellos que ocupan posiciones privilegiadas (élites polí-
tico-económicas) de aquellos que se encuentran en posiciones me-
nos favorecidas (el pueblo).

Sujetos portadores de CPP: una generación des/instituyente

Los movimientos de protesta estudiantil

Los movimientos de protesta estudiantil en la historia de Chile del 
siglo xx representan un tipo de acción colectiva que comparte un 
patrón común, caracterizado por un grado específico de influen-
cia y la capacidad de agregar a otros actores sociales en momentos 
críticos del proceso político (Cañas Kirby, 2016). En otras palabras, 
se trata del sujeto portador de CPP por excelencia. El año 2011 en 
Chile quedó marcado como uno de los hitos más significativos de 
la última década, ya que el movimiento estudiantil se transformó 
en el primer gran movimiento de masas desde el golpe de Estado de 
1973 (Arrué, 2012; Mayo et al., 2021).

De acuerdo con Mayo y sus colaboradores, año tras año, el sector 
estudiantil, especialmente los estudiantes secundarios, había esta-
do abogando por cambios estructurales en el sistema educativo. De 
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manera similar a las protestas de los años ochenta o el “mochilazo” 
de 2001, el sector estudiantil se erigía como la cara visible en la lu-
cha contra un sistema considerado insostenible. Para la generación 
de los años ochenta, el problema central era la dictadura militar 
y la represión que se implementó como política de Estado. Para la 
generación actual, en cambio, el problema clave es la desigualdad y 
la ausencia de movilidad social (Zarzuri et al., 2021).

Siguiendo la hipótesis presentada por Zarzuri y sus colegas 
(2021), se puede argumentar que las movilizaciones más destaca-
das del siglo actual, que se iniciaron en 2001 con el “mochilazo”, 
se intensificaron entre 2005-2006, con la “revolución pingüina” 
y sus demandas en pro del derecho a la educación y en respuesta 
al proceso de privatización del sistema educativo impuesto desde 
la dictadura, y con el movimiento estudiantil 2011, alcanzaron su 
punto máximo con la emergencia de la llamada “marea feminista” 
de 2018 y los eventos del 18O, y constituyeron un momento gene-
racional sin precedentes. En otras palabras, “hay una avanzada de 
jóvenes que ha construido y vivido su juventud en un período his-
tórico de grandes movilizaciones estudiantiles” (Zarzuri et al., 2021, 
p. 132). Según Zarzuri y sus colegas, los jóvenes atribuyen el origen 
del estallido social a la crítica de un modelo socioeconómico que, 
tras varias décadas, ha demostrado su falta de interés en abordar 
las necesidades de amplios sectores de la población.

Por otro lado, la priorización de la etiqueta feminista sobre la es-
tudiantil que se vivió durante el 2018 consolidó una participación 
colectiva que propuso modalidades prácticas y estilos de sociabi-
lidad horizontal. Esto se combinó con un enfoque crítico y emo-
cional que tuvo una considerable repercusión en la esfera pública 
(Paredes y Valenzuela, 2020). Este proceso, en conjunto con los an-
tecedentes derivados de las movilizaciones estudiantiles a lo largo 
de los años, impulsó una dinámica de subjetivación colectiva me-
diante la politización (Paredes, 2019).

Dado lo anterior, según Paredes y Valenzuela, este fenómeno 
llevó a que los actores abandonaran su pasividad y adoptaran una 



118	

Jaime A. Preciado Coronado

perspectiva más política y controvertida. El estudiantado fue un 
sujeto político y esta politización alcanzó también a la ciudadanía 
y dio lugar a un activismo ciudadano en cada coyuntura, que per-
mitió la activación de actores colectivos que abrazaron sus propias 
luchas, lo cual quedó evidenciado en los sucesos del 18O. Al mismo 
tiempo, la transición del malestar a la indignación ha impactado en 
las normas del sentir social, y ha generado modalidades de viven-
cia emocionales que pueden compartirse en el ámbito público. Un 
ejemplo de ello son las emociones morales ligadas a la dignidad y la 
esperanza, que operaron como pilares en el entramado del extenso 
octubre de 2019.

En consonancia con Santibáñez (2021), el movimiento estudian-
til chileno posee la habilidad de forjar diversas representaciones 
sociales que desafían las concepciones previas sobre el Estado y su 
función, la subjetividad política y lo que constituye una sujeta po-
lítica. Considerando lo expuesto y siguiendo la conceptualización 
de Salazar (octubre de 2019), se puede caracterizar el estallido y 
la función de los estudiantes como una “chispa”, pues este evento, 
orquestado por estudiantes imbuidos de una memoria cargada de 
rabia y exclusión, avivó el instinto social y comunitario de una ciu-
dadanía marginada, lo que revela una sensibilidad histórica y una 
irritabilidad política palpable en su accionar.

En el contexto chileno, los movimientos de protesta estudiantil 
adquieren una connotación singular, distinta a otros casos analiza-
dos con anterioridad. Esto se debe a que involucran a generaciones 
que no experimentaron la dictadura y, de cierta manera, se puede 
sostener que no están impregnadas del “miedo” que marcó la crian-
za de sus predecesores. Esta ausencia de temor se refleja en la expre-
sión utilizada por los jóvenes: “nos quitaron todo, hasta el miedo” 
(Gárces, 2020). De esta manera, la generación “sin miedo” se perci-
be a sí misma como diferente, ya que ante el escenario que les ha to-
cado experimentar, no solo viven la responsabilidad, sino también 
ven una oportunidad que puede ser tomada para generar un cam-
bio (Sandoval y Carvallo, 2019). Así, “las formas de participación 
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y organización que han puesto en juego los diferentes grupos de 
jóvenes en los últimos años plantean que el papel de la política […] 
abarca también prácticas fundamentales de sus vidas cotidianas” 
(Aguilera, 2016, citado en Sandoval y Carvallo, 2019, p. 1).

La marea feminista

La participación de mujeres, especialmente jóvenes, ha desempeña-
do un papel fundamental en los ciclos de protesta en Chile (Zarzuri 
et al., 2021). De acuerdo con Zarzuri y sus colaboradores, las revuel-
tas feministas de 2018 marcaron la recuperación de una política 
radical que visibilizó la violencia patriarcal en las instituciones y 
en la vida privada, así como los perjuicios que el modelo económico 
inflige en el cuerpo social. De conformidad con Ibañez y Stang, el 
movimiento feminista se establece desde los cuerpos.

El cuerpo en protesta y como protesta. La protesta se corporaliza. El 
cuerpo como espacio político, como territorio de protesta. Cuerpo 
que interpela y ya no sólo como contingencia, cuerpo como existen-
cia que alcanza al estallido, que formula demandas, que se hace de-
manda y que demanda. Nada más concreto que el cuerpo, para dejar 
de ser masa. Entonces, ese cuerpo negado, ignorado y ahora puesto 
en escena, propone un nuevo ordenamiento genérico y sacude la po-
lítica de la conciliación (Ibañez y Stang, 2021, p. 210).

El feminismo demostró su arraigo el año anterior al estallido, gra-
cias a la masificación de una performance de protesta que adquirió 
popularidad mundial: LasTesis. LasTesis es un colectivo de teatro 
compuesto por cuatro mujeres chilenas que idearon una interven-
ción de tipo performance con una canción construida en torno a 
tesis feministas sobre la dominación patriarcal. Aunque fue conce-
bida antes de las movilizaciones, se presentó durante ese contexto 
y generó una gran resonancia primero en el país y luego a nivel 
mundial (Aguilera y Espinoza, 2022).
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El feminismo puede entenderse como la cristalización de proce-
sos de politización subyacentes y de alta autonomía, donde una ge-
neración joven levanta una crítica profunda al patriarcalismo y la 
heteronorma. A pesar de la diversidad de colectividades y corrien-
tes en movimiento, Zarzuri et al. (2021) resaltan la relevancia de la 
Coordinadora Feminista 8M (CF8M), una organización establecida 
y dirigida por mujeres desde la década de los ochenta. Con un enfo-
que intergeneracional, esta coordinadora desempeña un papel fun-
damental en las principales intervenciones y posiciones políticas 
dentro del ámbito feminista.

Según Zarzuri y sus colaboradores, a pesar de que las organi-
zaciones feministas no convocaron inicialmente a la movilización 
de octubre, el contacto entre la CF8M y la Asamblea Coordinadora 
de Estudiantes Secundarios (ACES), una organización que promue-
ve la evasión y la convergencia programática, impulsó la partici-
pación activa de mujeres. Las mujeres desempeñaron un papel 
crucial al sostener y revitalizar las movilizaciones, introduciendo 
innovadores repertorios de protesta, resistiendo al sistema político 
y activando mecanismos de articulación que lograron conectar de-
mandas que hasta entonces no habían sido reconocidas.

En el marco del estallido social, las agrupaciones feministas re-
unidas en la CF8M empiezan a diseñar iniciativas de respaldo a las 
convocatorias centradas en los temas y momentos clave del levan-
tamiento, y generan eventos significativos de manera independien-
te, entre los que destacan:

el pañuelazo; la movilización por la paridad en la convención cons-
titucional; el flashmob de Muertín; las performances de LasTesis; el 
Encuentro Plurinacional de Mujeres que Luchan (con tres mil par-
ticipantes de todo Chile); el Cabildo Feminista y de las Disidencias 
Sexuales; las campañas contra la violencia político-sexual (con gifs, 
textos e imágenes virales, afiches, conversatorios) y la interpelación 
a las autoridades por sus declaraciones y acciones patriarcales, ade-
más de su falta de reacción y protección frente a la violencia políti-
co-sexual; la recolección de datos de violencia política a disidencias 
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sexuales tradicionalmente invisibilizadas; y finalmente, la marcha 
del 8 de marzo de 2020, que superó todas las expectativas (Zarzuri et 
al., 2021, p. 149).

Si el movimiento estudiantil fue el sujeto portador de CPP, el movi-
miento feminista fue una fuerza crucial que contribuyó significa-
tivamente a la diversificación y profundización de las demandas y 
acciones dentro del contexto del estallido social.

[Son] miles las feministas que se articulan en esta revuelta, nos re-
conocemos en un movimiento diverso, plural, transgeneracional y 
de construcción de memoria, capaz de poner en cuestión diversas 
formas de violencia patriarcal, racista y colonial […] Lo hemos dicho 
muchas veces, capitalismo y patriarcado son alianza criminal (Ci-
fuentes, 2020, citado en Zarzuri et al., 2021, p. 152).

Adicionalmente, el estallido incorporó elementos fundamentales 
propuestos por el movimiento feminista, como el cuerpo y las emo-
ciones, y los destacó como elementos centrales de la performatiza-
ción. Este fenómeno se materializó en el 18O, donde se reconoce lo 
corporal como un espacio político y las emociones/afectos como 
manifestaciones que impulsan transformaciones (Ibañez y Stang, 
2021). Reflejando la interseccionalidad en las demandas, las moda-
lidades de protesta y la presencia en los espacios, se manifiesta la 
politización de una identidad colectiva que va emergiendo.

La resistencia del pueblo mapuche

De manera similar al movimiento feminista, una segunda corrien-
te de politización y de alta autonomía está representada por los 
pueblos indígenas, particularmente el pueblo mapuche. Durante el 
estallido, el rostro de Camilo Catrillanca, miembro de la comuni-
dad de Temucuicui asesinado en 2018 por el Comando Jungla (Mayo 
et al., 2021), junto con la bandera mapuche simbolizaron la exclu-
sión (Aguilera y Espinoza, 2022). Según Aguilera y Espinoza, el 
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proceso de politización del pueblo mapuche se remonta a periodos 
anteriores al estallido social, y su evolución puede rastrearse hasta 
la década de 1980. En este contexto, destacan el impacto negativo 
del Decreto Ley 2568 de 1979, el cual amenazaba la supervivencia de 
la comunidad mapuche, y que es considerado por algunos como un 
marco asimilacionista en todos los aspectos (Canales Tapia, 2020). 
Desde entonces, el pueblo mapuche ha mantenido una resistencia 
constante frente al despojo de sus tierras por parte de la alianza 
entre la industria forestal y el Estado (Ferretti, 2021).

Durante los primeros días del 18O, la única bandera que ondeó 
fue la del pueblo mapuche, que se transformó en un símbolo de 
lucha y representó a todos los pueblos de Chile (Bringel, Ferretti y 
Mantilla, 2021). Las demandas medioambientales están estrecha-
mente vinculadas al reconocimiento del pueblo mapuche. Aunque 
los aspectos étnicos, raciales y culturales se manifestaron de diver-
sas maneras en la revuelta, la solicitud de un cambio constitucional 
que incluya también el reconocimiento de un Estado plurinacional 
resalta la necesidad urgente de restituir lo que les ha sido arrebata-
do a los pueblos originarios. Históricamente, esto ha significado la 
imposibilidad para ellos de habitar sus territorios y desarrollarse 
culturalmente (Zarzuri et al., 2021).

La participación de los mapuches en las protestas desempeñó un 
papel político y simbólico esencial, ya que dio lugar a la emergen-
cia de la plurinacionalidad desde abajo, en sintonía con la revuel-
ta anticolonial. Esto se manifestó por medio del uso de la bandera 
mapuche y del mapuzugun en diversas consignas desplegadas en 
la protesta, algunas de las cuales incluyen: “Amalupe tay weichan” 
(que siga nuestra lucha), “Wewaiñ” (venceremos) y “Petu weichatuiñ 
chew püle mülepañ” (seguimos siempre luchando donde estés), en-
tre otras (Pairican y Porma, 2023). Estas expresiones resaltan una 
dimensión política distinta en comparación con el proyecto terri-
torial hegemónico del Estado nación, que tiende a homogeneizar 
las diferencias culturales, y, en contraste con la bandera chilena, 
la bandera mapuche se izó con una resonancia para la sociedad 
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“desde abajo”, que reconoce su pasado indígena y que lucha por dis-
putar un espacio (Caulkins et al., 2020).

Al mismo tiempo, es relevante reconocer que, como menciona 
Antileo,

el pueblo chileno movilizado vivenció lo que ha pasado los últimos 
30 años en Wallmapu. Fue una experiencia traumática para todas las 
fuerzas sociales que salieron a las calles entre octubre de 2019 y fe-
brero de 2020. Es triste compartir hechos que son repudiables, pero 
creo que también aquello nos permitirá indignarnos más y seguir 
movilizados. Aún nada ha cambiado, falta mucho y debemos seguir 
luchando (Antileo, 2020, citado en Tricot, 2021, p. 124)

Algunos de los temas centrales que surgieron durante el estallido 
ya habían sido abordados por el movimiento mapuche previo al 
mismo: entre ellos, el rechazo hacia la política y los valores neo-
liberales, así como la insuficiente representación y alcance de 
sus aspiraciones. En palabras de Pairican (2020, citado en Luque-
Lora, 2021), “también ha sido una manifestación en demostrar la 
presencia del movimiento mapuche al interior del estallido social, 
que dota de singularidades al proceso político en su plenitud”. 
Siguiendo a Luque-Lore, aunque se sostiene que la lucha mapuche 
se extiende mucho antes del estallido y se enfoca especialmente 
en la resistencia al colonialismo, es posible evidenciar una conver-
gencia y colaboración entre la extensa historia de movilización de 
los mapuches y el estallido, puesto este contó con la participación 
de significativos contingentes mapuches, como se ha destacado 
previamente.

Tomando en consideración lo anterior, el 18O representa el mo-
mento en el que la multitud nacida de la transformación neoliberal 
se reconoce en la común condición de pueblo, rompe las cadenas 
de su dispersión y logra su autocomprensión histórica como sujeto 
(Águila, 2020). Finalmente, la resistencia mapuche y su búsqueda 
de reivindicación no solo reiteraron una serie significativa de con-
signas durante el estallido de 2019, sino que también reafirmaron 
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su presencia en el ámbito político. Esta presencia llevaba consigo 
la esencia de herida colonial y territorial, que otorgaba fuerza y 
señalaba aspectos a tener en cuenta para matizar el discurso. Este 
enfoque abre espacio para los sectores populares y facilita la arti-
culación de acciones colectivas que resuenan más allá de la lucha 
del movimiento indígena.

El proceso constituyente y las CPP

En palabras de Antonio Elizalde Hevia (2020, p. 58),

Durante 17 años [de dictadura] se nos impidió la libre expresión de 
nuestras ideas. Después se nos impuso una Constitución diseñada 
para impedir que nuestras visiones de mundo y nuestros proyectos 
políticos pudiesen abrirse paso y plasmarse en realidades. […] Esa es 
la camisa de fuerza en que hemos vivido desde que se acabó la dicta-
dura. Hemos tomado por fin conciencia, como pueblo, que la institu-
ción que impide avanzar hacia una sociedad más justa e igualitaria 
es la Constitución que nos rige.

Morales (2019) destaca que uno de los rasgos distintivos de la tran-
sición democrática en América Latina durante los años 1980 y 1990 
fue el énfasis en las prácticas y procedimientos que regulaban 
la democracia. En la región, las elecciones y la redacción de nue-
vas constituciones se consideraron sinónimos de democracia. En 
el caso de Chile, al igual que en países como Argentina, Bolivia y 
Uruguay, se implementaron significativas reformas constituciona-
les con orientación liberal. No obstante, la percepción de algunas 
personas sostiene que la transición pactada y los gobiernos civiles 
resultaron en la profundización del proyecto neoliberal, el cual 
quedó “constitucionalizado”, en el caso chileno, a través de una 
Constitución elaborada durante la dictadura (Flores, 2020; Mayo 
et al., 2021).
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En el estallido social de 2019, como se mencionó anteriormente, 
surge una CPP con una fuerza inusitada que protesta contra las es-
tructuras que sustentan el modelo de desarrollo chileno, heredado 
de la dictadura militar y profundizado en democracia (Viera, Cas-
tro y Vera, 2021). En el contexto de esta gran movilización social, 
surgió la propuesta de redactar una nueva Constitución que rom-
piera con las restricciones impuestas durante la dictadura de Pi-
nochet. Las plazas y espacios públicos se llenaron de personas que 
organizaron asambleas y cabildos espontáneos, con la intención de 
discutir sobre un nuevo Chile y un modelo de desarrollo alternativo 
(Flores, 2020).

El 25 de octubre de 2020, como parte de la primera etapa del 
proceso constitucional acordada por el gobierno de Piñera y la ma-
yoría de los partidos políticos con representación parlamentaria, 
se llevó a cabo un plebiscito en el cual se consultó al pueblo de Chile 
sobre la aprobación o el rechazo de cambiar el texto constitucional 
(Viera et al., 2021). El 78 % votó a favor de iniciar el proceso de redac-
ción de una nueva Constitución, y el 79 % optó por que lo hiciera 
una convención elegida popularmente, en lugar de un órgano com-
puesto por delegados electos y miembros del Congreso (Piscopo y 
Siavelis, 2023).

La Convención Constituyente como CPP

Las elecciones de delegados realizadas los días 15 y 16 de mayo de 
2021 ilustran la CPP constituida durante el estallido social de 2019. 
Según Piscopo y Siavelis (2023), se observó un número récord de 
mujeres, minorías étnicas y raciales, así como candidatos progre-
sistas y outsiders que ganaron escaños en la Convención. Contrario 
a las expectativas de los encuestadores, más del 67 % de los dele-
gados elegidos no estaban afiliados a partidos políticos. La gran 
mayoría de los candidatos ganadores (87 %) nunca había ocupado 
un cargo electo y el 78 % nunca se había postulado para unas elec-
ciones. Estos resultados reflejan dos aspectos fundamentales. En 
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primer lugar, según la interpretación de Piscopo y Siavelis, reflejan 
el profundo descontento de la población chilena con el statu quo. 
Los votantes se cansaron de la política posautoritaria y del diseño 
institucional dentro de un sistema político estancado, incapaz de 
canalizar sus frustraciones y demandas.

En segundo lugar, la elección de delegados refleja la transición de 
la protesta social al ámbito político. Esta transición se llevó a cabo a 
través de dos etapas que siguen un orden cronológico. En un primer 
momento, se destacó la lucha en las calles y la demanda de reconoci-
miento del derecho a manifestarse, a hacerse visibles y a difundir sus 
reclamos, como se evidenció en el estallido social de 2019. Posterior-
mente, se materializaron formas de participación en los procesos 
electorales, siendo el plebiscito constitucional de 2020 y la elección 
de la Convención Constituyente en 2021 eventos vinculados con el 
impacto del estallido social de 2019 y la CPP que se articuló. La noche 
en que los chilenos votaron para redactar una nueva Constitución, 
dicha CPP desplegó en el centro de Santiago una pancarta dirigida a 
la Constitución de Pinochet de 1980 que rezaba: “Deshacer tu legado 
será nuestro legado” (Piscopo y Siavelis, 2023).

El resultado fue una Constitución que incorporaba amplios de-
rechos para los indígenas, las mujeres, las personas LGBTTQ+, los 
chilenos afrodescendientes y las personas con discapacidad. Según 
Piscopo y Siavelis, el documento abordaba las demandas de nume-
rosos grupos sociales, de modo que casi todos los chilenos podrían 
encontrar algún aspecto de su identidad mencionado en el texto 
final. Esto ejemplifica claramente una Constitución en la que con-
vergen demandas de identidad y reconocimiento. Además, según 
lo indicado por Piscopo y Siavelis, se ampliaron los derechos so-
ciales, abarcando aspectos como la salud integral, el bienestar, la 
educación de calidad, la vivienda digna, el acceso al agua potable, 
las prestaciones de la seguridad social y el reconocimiento del tra-
bajo doméstico y asistencial. Cubrir este extenso terreno resultó en 
un documento extenso, con más de 338 artículos distribuidos en 
178 páginas.
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El rechazo y el ascenso de una CPP reaccionaria

En septiembre de 2022, después de un año de trabajo, el 62 % del 
electorado rechazó en un plebiscito la propuesta progresista de la 
Convención Constitucional. Varios observadores nacionales e in-
ternacionales, incluido Michael Stott, editor para América Latina 
del Financial Times, interpretaron la derrota como un indicador de 
la madurez política del electorado, y la consideraron un ejemplo de 
resistencia al populismo a nivel mundial (Stott, 5 de septiembre de 
2022). Además, elogiaron a la mayoría de los chilenos, que rechaza-
ron un documento percibido como radical, y plantearon que este 
rechazo evitó que Chile siguiera el camino de Venezuela (Piscopo y 
Siavelis, 2023). Es relevante señalar que, para la derecha chilena y 
latinoamericana, la crisis en Venezuela es un generador de signifi-
cados simbólicos, estratégicos e identitarios.

Frente a la afirmación de que el rechazo a la Constitución “utó-
pica” en Chile es un “ejemplo notable de madurez cívica” (Stott, 5 
de septiembre de 2022), se puede responder con la expresión que 
definió las manifestaciones estudiantiles de 1968: “seamos realis-
tas, pidamos lo imposible”. Una de las razones por las cuales ganó 
el rechazo a la propuesta constitucional fue la propaganda de una 
derecha reaccionaria temerosa de perder sus privilegios. A menudo 
sobrepasaron la frontera que separa la argumentación persuasiva 
sobre los defectos del proyecto y llegaron a afirmaciones exagera-
das sobre la amenaza existencial que el documento representaba 
para la supervivencia de Chile. A esto se añadió una intensa cam-
paña de desinformación y noticias falsas que saturaron las redes 
sociales en los meses previos al término de la Convención. Memes, 
infografías falsificadas y comentarios de la derecha circularon de 
manera viral, difundiendo todo tipo de acusaciones (Piscopo y Sia-
velis, 2023).

Al igual que como sucedió en distintos países como reacción a los 
estallidos sociales y a la conformación de CPP, en Chile se conformó 
una CPP de carácter reaccionario. Esto se observa en el hecho de 
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que la campaña del rechazo en el plebiscito constitucional de 2021 
no se basó en mantener la vieja Constitución de 1980, “sino en cri-
ticar a la Convención y el nuevo texto, proponiendo hacer ‘una me-
jor’, ‘una que nos una’ en lugar del ‘mamarracho’ producido por un 
órgano constitucional que parecía ‘un circo’” (Heiss, 2023, p. 127). 
El recién creado Partido Republicano de ultraderecha y el Partido 
de la Gente, por su parte, consideraron que no se debía cambiar la 
Constitución. Después del triunfo del rechazo, la discusión sobre 
un nuevo proceso constituyente quedó limitada a los partidos po-
líticos y al Congreso. Después de casi cien días de negociaciones, 
todos los partidos, a excepción del Partido Republicano y el Partido 
de la Gente, suscribieron el 12 de diciembre el “Acuerdo por Chile”. 
Este acuerdo delineó las instituciones y los procedimientos para el 
comienzo de un nuevo proceso constitucional (Heiss, 2023).

En la elección de los cincuenta consejeros constitucionales, ce-
lebrada el 7 de mayo de 2023, la ultraderecha y la derecha arrasa-
ron al obtener treinta y tres escaños, lo que les otorgó la capacidad 
de redactar de manera independiente un nuevo texto constitu-
cional al superar ampliamente el mínimo de tres quintos (trein-
ta) requeridos para la aprobación del articulado. Por otro lado, la 
centroizquierda obtuvo solo diecisiete escaños, una cifra que que-
da distante de los dos quintos (veintiuno) necesarios para tener la 
fuerza de veto y así impulsar negociaciones (Anfossi, 8 de mayo de 
2023). De acuerdo con algunos analistas, la elección se convirtió 
también en un juicio sobre la gestión del presidente Gabriel Boric, 
quien fue líder de las protestas estudiantiles de 2011 y figura clave 
en el Acuerdo por la Paz firmado por los líderes políticos después 
del estallido social de 2019.

La situación del gobierno progresista de Boric se ve afectada por 
una crisis de seguridad pública y una percepción negativa de la si-
tuación económica, marcada por una alta inflación y un bajo ren-
dimiento económico. El gran ganador de la jornada fue el Partido 
Republicano, que apoya la dictadura de Augusto Pinochet y se opo-
ne a reemplazar la actual Constitución heredada de esa época. Este 
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partido se convirtió en la primera fuerza política del país al obtener 
el 35,4 % de los votos, lo que se traduce en veintidós de los cincuen-
ta consejeros. Esta proporción les brinda el control del proceso, ya 
que superan los dos quintos del Consejo Constitucional (Anfossi, 8 
de mayo de 2023).

El 17 de diciembre de 2023, en lo que sería su tercer intento de 
superar la Constitución de 1980, luego del fracaso de la propuesta 
de Michelle Bachelet en 2014 y del proceso constituyente iniciado 
tras el estallido social de 2019, el pueblo chileno rechazó de manera 
contundente un proyecto de Constitución redactado sin contrape-
sos por el ultraconservador Partido Republicano, respaldado por la 
derecha tradicional, y que profundizaba la institucionalidad neoli-
beral existente. Este desenlace, en el corto plazo, pone fin al debate 
constitucional, después del fracaso de dos procesos desde 2019 (An-
fossi, 18 de diciembre de 2023).
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Colombia y el ciclo de contestación social 
2019-2021 frente al “neoliberalismo 
autoritario”
La creación de una comunidad política de 
pertenencia instituida con componentes 
instituyentes

Como si se tratara de un efecto dominó, similar a las ya menciona-
das protestas árabes de 2011, que comenzaron en Túnez y se espar-
cieron por gran parte del mundo árabe, el 21 de noviembre de 2019 
−o 21N, como se le denominó en las redes sociales y en distintos 
medios de comunicación−, Colombia se sumó a los países latinoa-
mericanos en los que los movimientos sociales se politizaron y el 
descontento popular se trasladó a las calles. Un momento de con-
testación social que sería un preludio del paro del 28 de abril de 
2021 y la rebelión social de los meses siguientes y que marcó un 
“hito en la historia de las rebeldías en Colombia” (Estrada, Jiménez 
Martín y Puello-Socarrás, 2023, p. 11).

En palabras de Jiménez Martin, “se asiste desde hace poco más 
de un lustro, a un nuevo momento de la movilización social que 
inaugura, lo que algunos autores han denominado, una dinámi-
ca constituyente en ascenso con posibilidad de redefinir el campo 
del poder constituido” (2015, p. 150). Sin embargo, según Alejandro 
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Mantilla, en una entrevista realizada por Breno Bringel, las protes-
tas de la década pasada en Colombia, especialmente entre 2008 y 
2016, estaban organizadas por plataformas nacionales o sectoriales 
del movimiento campesino y sindical (Bringel, Ferretti y Mantilla, 
2021). En este sentido, “la gran ruptura de 2019 radica en la fuerza 
de lo que llamaríamos ‘autoconvocados’: personas no organizadas 
en las plataformas mencionadas, pero con una gran capacidad de 
indignación, de protesta y de recreación de las dinámicas de la mo-
vilización” (Bringel, Ferretti y Mantilla, 2021, p. 316).

De acuerdo con Estrada, Jiménez Martín y Puello-Socarrás 
(2023), el estallido ocurrido en noviembre de 2019 y la rebelión so-
cial de 2021, además de reivindicar −y politizar− demandas histó-
ricas, incluyeron otras de índole más coyuntural y desarrollaron 
algunas con un alcance antisistémico. Estos eventos representan 
una convergencia de procesos sociopolíticos en los cuales las lu-
chas están vinculadas a la defensa de derechos fundamentales, 
como la educación, la salud y la seguridad, así como a los reclamos 
territoriales relacionados con la biodiversidad, la minería y el ex-
tractivismo (véase tabla 2).

En la tabla 2 se realiza una comparación de las demandas dentro 
del ciclo de contestación social que abarca tanto el estallido social 
de 2019 como el de 2021. Esta comparativa proporciona una visión 
más profunda de los procesos sociopolíticos que convergen en la 
formación de las comunidades políticas de pertenencia (CPP) ins-
tituidas, así como en los procesos comunitarios que articulan las 
CPP instituyentes. Aunque esta perspectiva comparativa por sí sola 
es esclarecedora, es esencial abordar cada caso de manera indivi-
dual, centrándose especialmente en la movilización de 2021, con-
siderada como un proceso que ha abierto “un novedoso horizonte 
social en construcción que podría conjugar […] el reforzamiento 
y la conjunción de dinámicas destituyentes con otras de alcances 
constituyentes, que bien podrían tener a futuro configuraciones es-
tables de carácter contrahegemónico” (Estrada, Jiménez Martín y 
Puello-Socarrás, 2023, p. 14).
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Tabla 2. Demandas del estallido social en Colombia (2019 y 2021)

Carácter de la demanda 2019 2021
Rechazo de medidas 
que profundizan o 
generan desigualdades 
socioeconómicas.

Reforma tributaria, pensional y laboral; 
holding financiero; rechazo de privatización o 
enajenación de bienes del Estado; revisión de los 
tratados de libre comercio y todo lo relacionado 
con la producción del sector agropecuario.

Reforma tributaria; rechazo de 
privatización o enajenación de 
bienes del Estado; defensa de la 
producción nacional; soberanía y 
seguridad alimentaria; derogatoria 
del proyecto de reforma a la salud.

Rechazo de medidas 
que profundizan o 
generan desigualdades 
socioambientales.

Incendios forestales en la Amazonia y 
deforestación; movilizaciones contra el fracking; 
protección de los páramos y fuentes de agua; 
movilizaciones campesinas contra el uso del 
glifosato en la erradicación de cultivos ilícitos. 
Cumplimiento del punto 1 del acuerdo de paz: 
reforma Rural integral.

Cuidado de la naturaleza.

Rechazo de prácticas de 
represión estatal.

Desmonte del Escuadrón Móvil Antidisturbios 
(ESMAD); depuración de la Policía nacional.

Desmonte del Escuadrón Móvil 
Antidisturbios (ESMAD); garantías 
para la protesta social y las libertades 
democráticas; desmilitarización de 
las ciudades.

Exigencia de respeto y 
protección de DDHH.

Cese de los asesinatos de líderes sociales, 
ambientales y excombatientes desmovilizados.

Cumplimiento del acuerdo final 
de paz.

Reivindicación 
de derechos de 
participación y 
reconocimiento de 
comunidades étnicas

Rechazo de los impactos negativos en los 
territorios indígenas derivados de la explotación 
turística y minera; cumplimiento del capítulo 
étnico del acuerdo de paz; rechazo al 
denominado genocidio estadístico del DANE.

Medidas contra la discriminación 
étnica.

Reclamos por el 
desconocimiento 
de la otredad y 
reivindicaciones de 
género.

Rechazo de violencia y maltrato contra 
niños, niñas y adolescentes; rechazo de la 
discriminación y violencia contra la población 
LGBTTQ+; rechazo de la violencia de género y 
aumento de feminicidios.

Acciones diferenciadas y específicas 
para garantizar la plena vigencia de 
los derechos de las mujeres y de las 
diversidades sexuales.

Exigencia de 
cumplimiento de 
acuerdos o medidas 
pactadas con los 
gobiernos.

Cumplimiento de los acuerdos previos firmados 
con diferentes sectores sociales: estudiantes, 
indígenas, campesinos, maestros; cumplimiento 
de los acuerdos de paz.

Matrícula cero en universidades 
públicas y subsidios en universidades 
privadas; rechazo a reforma 
superficial del ICETEX; cumplimiento 
de los acuerdos de paz.

Exigencia de medidas 
contra la corrupción.

Trámite en el Congreso de los proyectos de Ley 
anticorrupción.

Trámite en el Congreso de los 
proyectos de Ley anticorrupción.

Demandas específicas 
para la atención de la 
situación de pandemia.

Fortalecimiento de la vacunación 
masiva; renta básica; completar el 
subsidio al valor total de las nóminas 
y la prima para las MiPymes; 
condiciones seguras para el retorno a 
la presencialidad educativa.

Elaborado con información de Estrada Álvarez,  
Jiménez Martín y Puello-Socarrás (2023).
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La relevancia del estudio de Colombia radica en que se trata de un 
país que, al menos hasta 2022, contaba con una larga hegemonía 
política de la derecha y una gobernabilidad neoliberal plenamente 
establecida mediante la represión y la violencia política (Bringel, 
Ferretti y Mantilla, 2021). Asimismo, es uno de los puntos más re-
levantes debido a que en la política se manifiesta el “miedo a la iz-
quierda” derivado a partir de tres puntos en particular: la exclusión 
de la izquierda como opción electoral, resultado del Pacto de Sitges; 
las guerrillas comunistas que se convirtieron en una amenaza para 
la población civil, y la narrativa del “castrochavismo” utilizada por 
las fuerzas de derechas como ejemplo disuasorio de los peligros 
asociados a los gobiernos de izquierda (Rodríguez, 2022).

De esta manera, siendo un acontecimiento considerado inédito, 
el descontento colombiano entre 2019 y 2021 es el reflejo de déca-
das de violencia, de intentos fallidos de construcción de paz y de la 
desigualdad socioeconómica y política que se traduce en injusticia 
social. En otras palabras, el fenómeno descrito es el resultado de 
un “neoliberalismo autoritario” que, de acuerdo con Bruff y Tanse, 
“tiende a reforzar y depender de prácticas que tratan de marginar, 
disciplinar y controlar a los grupos sociales disidentes y a las políti-
cas de oposición, en lugar de luchar por su consentimiento explíci-
to o su cooptación” (2019, p. 234).

En este contexto, según Bojórquez Luque, Correa Ramírez y Gil 
Pérez (2022), los sectores sociales afectados por estas políticas se 
ven impulsados a innovar a través de diversos repertorios de mo-
vilización, que incluyen la ocupación de espacios, el uso de redes 
sociales, las protestas callejeras y la formación de redes de protec-
ción. Lo destacado en el caso colombiano es que, aunque la CPP no 
había logrado articularse previamente, esta surge en el periodo de 
constelación social de 2019 y 2021 como heredera de la moviliza-
ción social que, durante décadas, enfrentó al neoliberalismo y a las 
políticas de ajuste estructural propias del modelo neoliberal.
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Estallido de 2019 o 21N

En sintonía con otros países latinoamericanos que experimenta-
ron manifestaciones y protestas a gran escala en 2019, Colombia 
también se sumó a esta ola con un estallido social. Sin perder de 
vista el contexto regional, dado que la agitación social y política 
en América Latina es un fenómeno transnacional y continental 
(Archila et al., 2019), diversos factores y procesos sociopolíticos in-
ternos explican el origen del estallido social de 2019. En Colombia, 
este fenómeno sociopolítico surgió en respuesta a la convocatoria 
de un paro nacional liderado por varias organizaciones sindica-
les, entre las que se destacan la Central Unitaria de Trabajadores 
(CUT), la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) y la 
Confederación General del Trabajo (CGT) (Aguilar-Forero, 2020). 
El objetivo principal de este paro era cuestionar las políticas de 
austeridad, a las que algunos sectores denominaron como “el pa-
quetazo neoliberal”, implementadas por el presidente Iván Duque 
(2018-2022) (Botero, 2022). Estas políticas incluían reformas en casi 
todos los pilares sociales, como la seguridad, la educación y la salud 
(Michel, 2020).

Sin embargo, múltiples organizaciones y ciudadanos, así como 
sectores campesinos, indígenas y educativos, tales como la Unión 
Nacional de Estudiantes de la Educación Superior (Unees) y la Fe-
deración Colombiana de Trabajadores de la Educación (Fecode) 
(Aguilar-Forero, 2020), se unieron a las marchas motivados por sus 
propias agendas, las cuales incluían: 1) el apoyo a la implementa-
ción de los acuerdos de paz; 2) la denuncia de violaciones de dere-
chos humanos; 3) el reclamo a reducciones en la desigualdad, y 4) el 
compromiso del gobierno con la protección del medio ambiente y 
la biodiversidad (Botero, 2022).

Respecto al incumplimiento del acuerdo de paz entre el Estado 
colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC), en agosto de 2016 se alcanzó un acuerdo entre ambas partes 
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después de cuatro años de negociaciones en La Habana. Sin em-
bargo, en palabras de Sánchez y Niño, “algunos sectores del país 
consideran que el gobierno de Duque no ha respetado en su tota-
lidad el acuerdo de 2016 con las FARC y que, además, ha dilatado 
su aplicación” (2020, p. 48). El incumplimiento de los acuerdos de 
paz, específicamente en materia de la persistente violencia masi-
va contra sectores de la ciudad y del campo pauperizados (Svampa 
et al., 2021), así como la lucha contra la violencia focalizada en la 
represión de líderes comunitarios que, de acuerdo con la Defenso-
ría del Pueblo, se estima en cincuenta y cinco los líderes sociales 
asesinados entre 2016 y 2019 (Sánchez y Niño, 2020), han generado 
un profundo malestar en la sociedad con carácter eminentemente 
político.

Además de ello, se suma el impacto del denominado “paquetazo 
neoliberal”. Esta serie de medidas incluía una reforma tributaria 
que tenía como objetivo reducir los impuestos para las multinacio-
nales y las empresas, mientras que aumentaría la carga impositiva 
para la clase media. También se implementaría una reforma labo-
ral que permitiría la contratación por horas y habilitaría el pago 
de salarios inferiores al salario mínimo, el cual se establecería de 
manera diferencial por regiones (Aguilar-Forero, 2020). A esto se 
agregaría una reforma pensional que implicaba elevar la edad de 
jubilación y las contribuciones, así como eliminar el régimen pú-
blico de pensión en favor de la obligatoriedad del sistema de ahorro 
individual. Esta última medida subordinaría el derecho a la pen-
sión a los intereses de los fondos privados de pensiones (Archila et 
al., 2020).

En cuanto a la protección del medio ambiente, diversos pueblos 
indígenas fueron convocados por la Organización Nacional Indíge-
na de Colombia (ONIC), o por sus autoridades propias a lo largo del 
país, con demandas centrales como: 1) el freno al asesinato de indí-
genas; 2) el cumplimiento de los acuerdos con las comunidades y 
del capítulo étnico del acuerdo de paz; 3) la denuncia por el despla-
zamiento de algunas comunidades originarias; 4) la exigencia de la 
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protección del agua y la biodiversidad, y 5) le denuncia de la afec-
tación de sus territorios por el modelo de desarrollo extractivista 
(Archila et al., 2020). Por su parte, la matriz de resistencia negra y 
antirracista estuvo encabezada por el pueblo afrocolombiano, que 
también se movilizó en varias ciudades contra lo que denominaron 
el “genocidio estadístico” del último censo de 2018, en el que la po-
blación afrodescendiente fue mucho menor a la del censo anterior 
(Archila et al., 2020).

Inicialmente convocado por un solo día, el paro nacional se 
extendió por casi un mes, y durante este período no solo se pusie-
ron en tela de juicio las políticas implementadas por el gobierno, 
sino también la legitimidad misma de la administración de Duque 
(Botero, 2022). Si bien los motivos de la movilización obedecieron 
diversas lógicas, la articulación de una multiplicidad de reivindi-
caciones dentro de la sociedad colombiana consiguió armar una 
especie de “cadena equivalencial”, en términos de Ernesto Laclau 
(2014), que aglutinó el descontento ciudadano frente al gobierno, 
sobre todo en lo relativo al incumplimiento de los acuerdos de paz, 
el asesinato de líderes sociales y exguerrilleros reinsertados, el hol-
ding financiero, el costo de los servicios públicos, la corrupción y la 
defensa del derecho a la protesta (Aguilar-Forero, 2020).

Es importante destacar que, además del papel protagónico de 
las ciudades principales, el 21N tuvo importantes dimensiones re-
gionales y sectoriales. Según Botero (2022), inicialmente se planeó 
que el paro se llevaría a cabo en Bogotá, la capital del país. Sin em-
bargo, protestas similares se extendieron a otras ciudades en todo 
el territorio nacional, y aglutinaron a personas de diversos oríge-
nes y condiciones, tales como miembros de sindicatos, organizacio-
nes estudiantiles, activistas medioambientales y una multitud de 
individuos sin afiliación a las plataformas mencionadas, pero con 
notable capacidad para sentir indignación, protestar y reavivar las 
dinámicas de movilización (Bringel, Ferretti y Mantilla, 2021).

La respuesta del gobierno de Duque no se hizo esperar en el con-
texto de un neoliberalismo autoritario, donde el activismo social 
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tiende a enfrentar la criminalización y represión por parte de las 
fuerzas estatales (Bojórquez Luque, Correa Ramírez y Gil Pérez, 
2022). Con la falta de las FARC como el principal “enemigo interno”, 
se adoptó una estrategia basada en el miedo y la estigmatización, 
acusando al paro de estar infiltrado por “terroristas”. En este nue-
vo escenario, el Ejército de Liberación Nacional (ELN) surgió como 
el nuevo “enemigo interno”, mientras que el Foro de São Paulo, a 
menudo utilizado en el discurso de la derecha latinoamericana, se 
convirtió en el nuevo “enemigo externo”. En esta línea, la vicepre-
sidenta Martha Lucía Ramírez alertó sobre la presencia de agen-
tes del gobierno de Nicolás Maduro infiltrados en las protestas, 
utilizando la narrativa “castrochavista”, a la cual se le suele atri-
buir todos los problemas del país y la región (Aguilar-Forero, 2020). 
También se mencionó la presencia de grupos al margen de la ley y 
posiblemente miembros del servicio de inteligencia ruso (Sánchez 
y Niño, 2020).

La estrategia de securitización y criminalización de la protesta 
tiene sus raíces en la política de seguridad democrática implemen-
tada por el gobierno de Álvaro Uribe (2002-2010), respaldada por 
Estados Unidos en el marco de la lucha contra el terrorismo duran-
te el mandato del presidente Bush Jr. En ese enfoque, la prioridad 
era proteger el Estado por encima de garantizar la protección del 
ciudadano (Zuluaga, 2007). En la actualidad se trata de proteger el 
capital por encima del pueblo. Aunque el estallido social de 2019 
fue un preludio de lo que se manifestaría dos años después, este 
evento marcó un punto crucial en la historia reciente del país. Se 
puede apreciar la convergencia de procesos sociopolíticos con el 
potencial de establecer las bases para la formación de CPP en un 
contexto caracterizado por la insatisfacción y la baja confianza en 
las instituciones públicas y la política convencional en el ámbito 
político instituido.
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Las movilizaciones multitudinarias en el estallido social  
de 2021

El estallido social de 2019 fue el preludio del paro nacional de 2021 
y de las movilizaciones multitudinarias que duraron alrededor de 
un año. La chispa que encendió la pradera, usando la expresión de 
Estrada, Jiménez Martín y Puello-Socarrás (2023), fue el controver-
tido proyecto de reforma tributaria del gobierno de Iván Duque, 
el cual resaltó la falta de sensibilidad gubernamental ante el agra-
vamiento significativo, debido a la pandemia del covid-19, de las 
ya precarias condiciones laborales y de ingresos. En palabras de 
Estrada, Jiménez Martín y Puello-Socarrás,

Este paisaje mostró diferentes configuraciones sobre el malestar de 
la población en general y el descontento de diferentes sectores socia-
les y populares en particular, en variados niveles y escalas, con locali-
zaciones precisas −aunque también deslocalizadas− que expresaron 
lo que bien podría registrarse como una heterogeneidad convergente 
en cuanto se asistió a la construcción de una totalidad tan compleja 
como novedosa que descansa, se sustenta y se proyecta sobre una 
nueva calidad del sujeto social de la rebelión y de las subjetividades 
que lo constituyen (2023, p. 12).

La referencia a la “heterogeneidad convergente” representa el 
cimiento esencial en la formación de la CPP. En este contexto, la 
noción de “construcción de una totalidad tan compleja como no-
vedosa” puede interpretarse como una política de identidad que 
involucra discursos y prácticas de identificación y reconocimiento. 
Estos elementos, con base en la emergente “calidad del sujeto so-
cial de la rebelión y de las subjetividades que lo constituyen”, de-
safían y cuestionan tanto a las comunidades políticas instituidas, 
tales como los partidos políticos y los gobiernos en todas las escalas 
de la geopolítica (lo local, lo nacional, lo supranacional interna-
cional y lo global instituido), así como el “régimen de dominación, 
la democracia de excepción y las prácticas del terrorismo de Estado 
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que le han servido de sustento” (Estrada, Jiménez Martín y Puello-
Socarrás, 2023, p. 13).

De acuerdo con Álvarez-Rodríguez (2022), a la movilización se 
sumaron actores con demandas diversas a lo largo y ancho del te-
rritorio nacional, entre las que destacan: 1) una renta básica, equi-
valente a un salario mínimo mensual; 2) la matrícula cero para el 
ingreso a universidades; 3) la revisión de los tratados de libre co-
mercio y el cumplimiento de acuerdos (suscritos con estudiantes 
universitarios, grupos de productores del campo, indígenas y co-
munidades campesinas y camioneros); 3) el pleno cumplimiento de 
los acuerdos de paz y la no fumigación de cultivos ilícitos, y 4) la 
eliminación del ESMAD (Escuadrón Móvil Antidisturbios).

El profesor Axel Rojas, en el marco del seminario virtual “Del 
estallido social a la comunidad (geo)política de pertenencia”, orga-
nizado conjuntamente por el Departamento de Estudios Ibéricos 
y Latinoamericanos (DEILA) del Centro Universitario de Ciencias 
Sociales y Humanidades (CUCH), el Doctorado en Ciencia Política 
de la misma institución y el Centro de Estudios Latinoamericanos 
Avanzados (CALAS), señala que estas movilizaciones se caracteri-
zaron por ser masivas, con una muy alta participación de jóvenes 
(cuyo antecedente se encuentra en el estallido social de 2019), y por 
el papel protagónico de las organizaciones indígenas, particular-
mente del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), el cual li-
deró algunos de los procesos de movilización (CALAS - Center for 
Advanced Latin American Studies, 4 de mayo de 2023), al igual que 
de la caravana humanitaria de los pueblos afro de Timbiquí, Guapi 
y López de Micay (García y Garcés, 2021). En este sentido, Estrada, 
Jiménez Martín y Puello-Socarrás sostienen que la movilización so-
cial de 2021

se inscribe dentro de ese contexto mundial de las luchas y es el re-
sultado de acumulados históricos que conjugan, primero, procesos 
y luchas de larga duración; segundo, expresiones más recientes que, 
en distintos grados, mantienen articulaciones con esos procesos y 
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luchas; y, tercero, situaciones derivadas de la contingencia (2023, 
pp. 20-21).

Por otra parte, cuando un paro involucra la participación de diver-
sos sectores sociales, cada uno cuestionando al menos un proyecto 
de ley, un decreto o una norma que percibe como perjudicial para 
sus vidas, entornos, autonomía o derechos, se configura como un 
paro con fundamentos políticos evidentes. Todos los participantes 
resaltan el incumplimiento de promesas, ya sean recientes o anti-
guas (García y Garcés, 2021). De este modo, Colombia experimen-
tó la formación de un grupo social de considerable magnitud que 
trascendió la fragmentación sectorial y se aglutinó en sectores que 
exigieron a las élites y al Estado un compromiso genuino y efectivo 
con la democracia y el bienestar social, político y cultural (Ramírez 
y Vargas, 2023).

Respecto a los procesos y luchas de larga duración, Rojas con-
sidera necesario partir de cuatro sucesos interconectados en la 
historia política reciente de Colombia: 1) un proceso constitucional 
democrático, por lo menos en el papel; 2) el inicio de un gobierno 
profundamente neoliberal encabezado por Cesar Gaviria, que re-
dujo el accionar del Estado y sentó las bases de una transformación 
en la institucionalidad estatal; 3) la consolidación y protagonismo 
de la guerrilla de las FARC en las disputas políticas en el campo ar-
mado, y 4) la securitización de las FARC y la izquierda en el discurso 
de una derecha en proceso de radicalización (CALAS - Center for 
Advanced Latin American Studies, 4 de mayo de 2023).

En este contexto, surge una política de reconocimiento que se 
basa en la dignidad universal y que adopta una orientación pro-
gresista o de izquierda social. Esta política “desde abajo” busca 
confrontar las estructuras específicas adoptadas por el régimen 
político durante el proceso de neoliberalización. Su propósito es 
impulsar una democracia auténtica e integral, al tiempo que se 
asegura el reconocimiento de los derechos de distintos sectores 
de la sociedad que enfrentan la explotación tanto a nivel interno 
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como en el ámbito internacional. La intersección entre la política 
de identidad y la política de reconocimiento en las movilizaciones 
más recientes, las cuales tienen conexiones con procesos y luchas 
previas, da lugar a una política de pueblo. En este marco, se am-
plía y diversifica el abanico de conflictos sociales y de clases, y se 
genera una convergencia entre las históricas luchas de la clase tra-
bajadora y el campesinado con orientaciones político-ideológicas 
socialistas e indígena-comunitarias, a las que se unen las luchas de 
mujeres (bajo la matriz feminista), de estudiantes y la juventud en 
general, de pueblos étnicos y afrodescendientes (siguiendo la ma-
triz de resistencia negra y antirracista), así como del movimiento 
ambientalista y ecologista, entre otras (Estrada, Jiménez Martín y 
Puello-Socarrás, 2023).

Sujetos portadores de comunidades políticas de pertenencia 
emancipadoras en el estallido social de 2021

Las características distintivas y los elementos innovadores de la 
protesta social de 2021, así como la respuesta reaccionaria y contra-
insurgente tanto por parte del Estado como de sus aliados de clase 
media y alta, son aspectos fundamentales para analizar los sujetos 
portadores de CPP emancipadoras. Especialmente, destaca el papel 
de la acción colectiva juvenil, el surgimiento de una comunidad po-
lítica de pertenencia reaccionaria y conservadora y la centralidad 
de la Minga indígena con sus objetivos de alcance popular.

En primera instancia, en los estallidos de 2018, 2019 y 2021, la 
juventud colombiana desempeñó un papel protagónico. Atrapados 
por la empobrecida situación económica propia y de sus familias, 
los jóvenes colombianos rechazan la narrativa del uribismo y en-
frentan las consecuencias de la crisis del capitalismo en su fase 
neoliberal, en la que
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el mercado los/as reconoce como libres y como diversos en tanto 
consumen y hacen parte del engranaje de acumulación capitalista, 
pero cuando la libertad y la diversidad son dispuestas para escena-
rios de emancipación social, la represión y el control de las élites se 
impone (García y Arias, 2021).

Aguilar-Forero define la acción colectiva juvenil como “un con-
junto de prácticas de intervención político-cultural que expresan 
quiebres ante lo establecido, fugas, transgresiones” (2020, p. 32). Se 
trata de acciones encabezadas por jóvenes que no buscan mantener 
las estructuras históricamente constituidas o “integrarse al siste-
ma político sino desbordarlo, replantearlo en función de nuevos 
valores y utopías éticas y políticas” (Torres, 2002, p.  18 citado en 
Aguilar-Forero, 2020, p. 32). En este sentido, la acción colectiva ju-
venil es un claro ejemplo de comunidad política de pertenencia de 
carácter instituyente. Como argumentaba Enzo Faletto en 1986, el 
papel de la juventud es clave, ya que a ella corresponde “la elabora-
ción de lo distinto, de lo diferente de lo que ahora existe” (Faletto, 
1986, p. 191). En palabras de Arroyo, “es la juventud en gran medida 
la fuerza motriz de las movilizaciones a lo largo del mundo” (2019, 
p. 77).

En este orden de ideas, a diferencia de otras comunidades polí-
ticas de pertenencia de carácter instituyente y vocación emancipa-
dora que proponen una vía comunitarista sin interferencia estatal, 
los movimientos juveniles luchan en contra y desde dentro del 
Estado, como lo harían las comunidades políticas de pertenencia 
instituidas (movimientos y partidos políticos), aunque lo hacen al 
margen de la lucha por el poder del régimen de acumulación ca-
pitalista. Asimismo, como sostiene Aguilar-Forero, la acción colec-
tiva juvenil suele manifestarse como subversión de las relaciones 
sociales establecidas, configuran un “un éxodo que altera las reglas 
del juego y abre espacios, entre otros, a la desobediencia, a la auto-
nomía, a la invención y a lo inesperado y contingente de la acción 
política misma (2020, p. 32).
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Entre 2018 y 2019 Colombia experimentó varios procesos de 
movilización. En 2018 los estudiantes se salieron a las calles para 
manifestarse debido a la crisis de financiación de la educación pú-
blica y lograron que el gobierno destinara una suma importante 
para la educación, mientras que en 2019 sucedió el 21N del que se 
habló más arriba. De acuerdo Jennifer Pedraza, representante es-
tudiantil de la Universidad Nacional de Colombia y quien fungió 
como miembro del Comité del Paro Nacional, la gran oleada de mo-
vilizaciones sociales que se desataron contra el gobierno en 2021 
tuvo como antecedente el movimiento estudiantil y juvenil de 2018 
y 2019, los cuales abrieron las puertas al movimiento social por ser 
los primeros que salieron a las calles y que probaron que luchar 
funciona (Sánchez, 2021).

De acuerdo con Prada-Uribe y Lopera (2021), la participación de 
los jóvenes en el paro no se limitó al ámbito estudiantil, puesto que, 
además de manifestarse en las calles, jóvenes de diversos sectores, 
como el comunal, ambiental, feminista, antifascista, se organiza-
ron para ocupar barrios y veredas, llevando a cabo actividades con 
el objetivo de construir procesos de democracia participativa a ni-
vel local. Un ejemplo destacado fue la iniciativa futbolística en Bo-
gotá. De esta manera, Prada-Uribe y Lopera lograron identificar dos 
roles fundamentales desempeñados por las juventudes durante el 
paro “por un lado, fueron el sector energizante, pues mantuvieron 
las calles abarrotadas casi a diario hasta finales de diciembre. Por el 
otro, fueron educadoras y comunicadoras populares […] a través del 
diseño y dinamización de metodologías de múltiples actividades” 
(Prada-Uribe y Lopera, 2021, p. 240).

El auge de las acciones colectivas no solo incide en las dinámi-
cas de fuerza política y social, sino que también desempeña un pa-
pel crucial en la configuración de la subjetividad e identidad de los 
participantes. Estas acciones canalizan sentimientos de autocon-
fianza, orgullo y valoración de las capacidades individuales, al mis-
mo tiempo que fomentan el apoyo mutuo y la protección colectiva 
en situaciones de riesgo. De esta manera, se fortalece la difusión de 
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mensajes de indignación que pugnan por salir y se tejen redes de 
solidaridad que amplían la audiencia; se destaca así la importancia 
fundamental de la acción colectiva en los procesos de transforma-
ción (Ospina, 2021).

Respecto a la CPP reaccionaria y conservadora, un aspecto im-
portante de resaltar en el caso colombiano es que, al ser un país 
en el que el centro político está inclinado hacia la derecha y en el 
que la derecha es más radical que en otros países de la región, esta 
CPP armada y clasista se identifica a sí misma como “la gente de 
bien”, es decir, gente de clase media y alta. A través de una suerte de 
“colonialismo interno”, usando el concepto desarrollado por Pablo 
González Casanova (1999), se observa que la contradicción de clases 
se tradujo en un racismo discriminatorio que en muchas ocasio-
nes salió a las calles a reprimir a los manifestantes de la mano de 
las fuerzas policiales (CALAS - Center for Advanced Latin American 
Studies, 4 de mayo de 2023). Esta reacción conservadora es resul-
tado, en gran medida, de la radicalización de la derecha durante el 
gobierno de Álvaro Uribe, que se extiende hasta el gobierno de Iván 
Duque.

En un contexto el que la ya mencionada política de seguridad de-
mocrática provocó que en el imaginario colectivo la seguridad y el 
orden primaran sobre la libertad y la justicia social (Zuluaga, 2007), 
durante el gobierno de Duque predominó la intención de dirigir el 
rumbo del proceso político hacia una reedición de la centralidad 
de la confrontación armada y de la política de seguridad democrá-
tica contrainsurgente (Estrada, Jiménez Martín y Puello-Socarrás, 
2023). La militarización simbólica de la vida social (Zuluaga, 2007), 
sumada a la fuerte reacción de una derecha radicalizada, estigma-
tizó las movilizaciones de 2021 y las tildó de estar infiltradas por la 
guerrilla y los nuevos grupos armados; se constituyó así la imagen 
de un “enemigo interno” en la figura del joven que lucha en contra 
de las fuerzas estatales, rayando monumentos y otros símbolos ma-
teriales del proyecto hegemónico de una burguesía nacional que no 
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representa a las grandes mayorías (CALAS - Center for Advanced 
Latin American Studies, 4 de mayo de 2023).

Finalmente, el crecimiento del papel de las fuerzas indígenas, 
especialmente de la Minga indígena, no debe subestimarse. Su es-
fuerzo por articularse a través de iniciativas como el Congreso de 
los Pueblos ha llevado a esta agrupación a concebirse no solo como 
una minga indígena, sino también como una minga indígena social 
y popular (CALAS - Center for Advanced Latin American Studies, 
4 de mayo de 2023), una suerte de “hegemón analógico”, usando el 
término de Dussel (2006), que aglutina distintas reivindicaciones 
que van más allá de lo indígena. La Minga indígena ha desempeña-
do un rol central en el imaginario colectivo al luchar por reivindi-
caciones sociales, el reconocimiento de derechos democráticos, la 
autonomía y la justicia (Mora y Correa, 2020). En palabras de Man-
tilla (2020, p. 7),

la minga ya no representa el descontento acumulado de algunos 
pueblos indígenas, así como tampoco se limita a reivindicaciones 
puntuales, ante la precariedad de la política social. La minga se cons-
tituye como un horizonte político transformador, al plantear un pro-
yecto ético de sociedad que se contrapone a los poderes establecidos, 
al modelo económico vigente y al diseño institucional del Estado 
colombiano.

Probablemente la Minga indígena sea el componente de la CPP co-
lombiana con mayor experiencia en términos de protesta. Por un 
lado, desde el año 2000, la Minga había logrado llevar desde la ru-
ralidad indígena hasta las ciudades un espacio de diálogo con estu-
diantes y otros sectores, y había generado así condiciones para la 
politización de la sociedad que serían recuperadas en el discurso 
colectivo del microciclo contestario de 2019-2021: el reclamo en de-
fensa por el territorio y la vida, una oposición a las políticas neoli-
berales, reivindicaciones sociales y de género, entre otros (CALAS 
- Center for Advanced Latin American Studies, 4 de mayo de 2023). 
Por otro lado, es importante resaltar la significativa contribución 
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de las guardias campesinas, indígenas y cimarronas en este contex-
to. Estos grupos asumen la responsabilidad de proteger a los mani-
festantes en las movilizaciones y marchas, tanto en áreas urbanas 
como rurales, siguiendo un enfoque de seguridad que no recurre 
necesariamente a la violencia y prescinde de armas. Esto represen-
ta un cambio en el paradigma tradicional de seguridad y defensa. 
Aunque su origen puede estar relacionado con la lógica y el discur-
so contrainsurgente, estas organizaciones sociales han adoptado 
esta nueva concepción de seguridad, que garantiza los derechos de 
las comunidades, como un esquema más acorde con sus objetivos 
y valores. En estos términos, la Minga se posiciona como un sujeto 
portador de comunidad política de pertenencia de carácter institu-
yente al ser

parte de esa Modernidad Alternativa que ha sido empoderada como 
andamio mental en la cultura de resiliencia indígena, y [que] ha 
servido para expresar sus desencantos, pero al mismo tiempo para 
afianzar sus propias instituciones que han sobrevivido en la cultura 
de resistencia (Mora y Correa, 2020, p. 176).

Así como los estudiantes impulsaron el estallido social de 2019, en 
2021 la Minga indígena se convirtió en el motor de una protesta 
más amplia (BBC News Mundo, 2020), buscando cohesionar a distin-
tos sectores en lucha (CALAS - Center for Advanced Latin American 
Studies, 4 de mayo de 2023).

Del estallido social a la comunidad (geo)política  
de pertenencia instituida e instituyente: el triunfo del 
proyecto progresista del Pacto Histórico

El triunfo del Pacto Histórico en la elección presidencial de junio de 
2022, con la fórmula de Gustavo Petro-Francia Márquez, se explica 
en gran medida por el nuevo momento cultural y político desata-
do por el ciclo de contestación social (Estrada, Jiménez Martín y 
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Puello-Socarrás, 2023), en el que se fue construyendo un proyec-
to electoral de izquierda y se abrió el campo de lo político, lo que 
permitió incorporar ciertas discusiones y constituir nuevas subje-
tividades políticas alrededor del reclamo de la izquierda democrá-
tica de orientación progresista y social-liberal (CALAS - Center for 
Advanced Latin American Studies, 4 de mayo de 2023). Por primera 
vez en la historia, una coalición diversa, progresista y de izquier-
da asumió el poder en Colombia, y estableció de esta manera una 
CPP instituida con luchas antisistémicas que se dan desde dentro y 
contra el Estado capitalista, y donde se debaten límites, obstáculos 
y potencialidades de las reformas frente al cambio de régimen polí-
tico, económico y social.

La interfaz entre comunidades políticas de pertenencia institui-
das en la lucha electoral e instituyente sostenida por los movimien-
tos sociales vinculados con el sistema de partidos políticos llevó 
a la coalición política que agrupa a siete movimientos y partidos 
políticos (Colombia Humana, Unión Patriótica-Partido Comunista, 
Polo Democrático Alternativo, Movimiento Alternativo Indígena 
y Social, Partido del Trabajo de Colombia, Unidad Democrática y 
Todos Somos Colombia) a derrotar en las urnas a un representante 
de la CPP de carácter reaccionario y conservador, el empresario y 
outsider de derecha Rodolfo Hernández.

De acuerdo con Julián Gómez Delgado (junio de 2022), esta si-
tuación representa un momento en el que el campo popular está 
reivindicando la democracia. Esto debido a que la participación de 
líderes de partidos de izquierda y alternativos, así como de algunos 
liberales y expolíticos conservadores, junto con líderes y colectivos 
sociales, ambientalistas e incluso algunas iglesias, fue orgánica y 
no se redujo a una alianza electoral o a una necesidad clientelista. 
En cambio, el triunfo de la izquierda institucional y social se fun-
damentó en una larga historia de luchas, que incluye destacados 
eventos, como la movilización estudiantil de 2011, la minga de 2008, 
las mingas indígenas y los paros agrarios de 2014 y 2016. Además, 
eventos más recientes, como el estallido social de 2019, que logró la 
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convergencia de sectores urbanos y rurales, y el paro nacional de 
2021, que puso de manifiesto la histórica desigualdad agravada por 
la crisis económica derivada de la pandemia, también contribuye-
ron a su triunfo.

Sin embargo, la cuestión sobre la relación entre las CPP insti-
tuidas e instituyentes y su posible coexistencia, negación o incluso 
su intencionada destrucción se vuelve evidente al plantear la inte-
rrogante sobre si el gobierno de coalición del Pacto Histórico está 
dispuesto a llevar a cabo reformas radicales y, en particular, qué se 
entiende como “radical” en este contexto (Gómez Delgado, junio de 
2022). Además, será de gran importancia observar la interacción 
entre figuras como Gustavo Petro, representante de las CPP insti-
tuidas, y Francia Márquez, su contraparte en las CPP de carácter 
instituyente.

Por un lado, Petro se inscribe en una agenda de izquierda his-
tórica e institucional asociada a la lucha de clases y cuyo eje es la 
superación de todos los retos en torno a la diferencia y la desigual-
dad social, materializada en los partidos políticos y en la actividad 
electoral parlamentaria orientada hacia la reforma del Estado, del 
régimen político y del sistema de partidos, sujeta a la lucha por el 
poder en el marco del régimen de acumulación capitalista. Por otro 
lado, Márquez proviene de la izquierda contemporánea de los mo-
vimientos sociales, que además de representar una nueva sensibi-
lidad popular y estar asociada con la reivindicación de derechos y 
el acento en diversos temas como el medio ambiente, la perspectiva 
de género y el decolonialismo, también se caracteriza por promo-
ver la acción colectiva, la autogestión y la organización indepen-
diente, y rebasar en la mayoría de los casos el marco instituido con 
sus demandas de corte anticapitalista, antipatriarcal, antirracista y 
anticolonial. La alianza entre ambos enfrenta el reto de explorar la 
conexión entre el campo popular y la burocracia estatal, con todas 
las tensiones inherentes que esto conlleva.
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Ecuador y la insurrección popular 
plurinacional de 2019
La constitución de una comunidad política  
de pertenencia

Así como Túnez fue en 2011 la chispa que encendió la llamada 
“Primavera Árabe” en Oriente Medio y el norte de África, en 2019 
fue el Ecuador el que lideró la ola de protestas latinoamericanas 
que sacudió la región. El estallido social en el Ecuador, además de 
ser cronológicamente uno de los primeros en términos regionales, 
también es fundamental para analizar la creación de comunidades 
políticas de pertenencia (CPP) a partir de políticas de identidad, de 
reconocimiento y de pueblo(s) en otros países. Esto se debe a dos 
razones, una de orden metodológico y otra de carácter empírico. En 
primer lugar, el caso ecuatoriano se puede estudiar tanto median-
te una investigación inductiva como deductiva. Es decir, se pueden 
obtener conclusiones generales a partir del análisis particular del 
Ecuador (de lo particular a lo general), de la misma manera en que 
se pueden tomar conclusiones generales sobre las CPP para obte-
ner explicaciones de los procesos políticos en el país sudamericano 
(de lo general a lo particular).

En cuanto al aspecto empírico, el análisis de las CPP en el Ecua-
dor se enmarca en una larga tradición de movilización social (véase 
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gráfica 1). Después de la hegemonía ganada por las reformas neoli-
berales de ajuste estructural en América Latina y el Caribe entre las 
décadas de 1980 y 1990, en lo que se denominó el Consenso de Was-
hington, se inició un proceso de movilización y confrontación de 
sujetos subalternos. En este periodo surge por primera vez el mo-
vimiento indígena politizado, organizado a través de la Confedera-
ción de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (Conaie), que, como 
se verá más adelante, se ha desempeñado como sujeto político por-
tador de CPP de carácter instituyente. Asimismo, el movimiento 
Pachakutik surge como un portador de CPP instituidas, capaz de 
influenciar la agenda política y posicionarse como un interlocutor 
fundamental para gobiernos, partidos políticos y organizaciones 
de la sociedad civil (Zibechi, 20 de agosto 2022).

Gráfica 1. Movilización social en el Ecuador

Tomado de Ramírez Gallegos (2010), imagen adaptada.

Simultáneamente, se fortaleció la capacidad de presión política del 
movimiento indígena, consolidando su influencia y control sobre 
los gobiernos locales, especialmente en el caso de la provincia de 
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Cotopaxi, y los municipios de Cotacachi y Guamote. Los gobiernos 
locales surgidos de la movilización indígena en la sierra ecuatoria-
na ejemplifican poderosas manifestaciones donde emergieron ac-
tores políticos significativos, como las organizaciones indígenas y 
las estrategias impulsadas por ellas. Además, estos gobiernos terri-
toriales también impulsaron el desarrollo local al integrar cambios 
tanto en la forma de gobierno y la administración pública, como en 
la gestión del territorio, y contribuyeron así al empoderamiento de 
actores históricamente excluidos (Larrea et al., 2006).

En este contexto, se consolidaron las organizaciones indígenas, 
con la Confederación de Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del 
Ecuador (Ecuarunari), nacida en la lucha por la tierra, y la Confe-
deración de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana 
(Confeniae), nacida en la defensa de los territorios (Herrera, 2022). 
Asimismo, se empezó a hablar de las diversas nacionalidades y 
pueblos que existen en el país e incluso se acuñó el concepto de 
plurinacionalidad “para definir tanto una realidad diversa como 
los objetivos políticos de los movimientos”. Se trata de un ciclo de 
contestación social (Bringel y Cabezas, 2014) que concluyó exten-
diéndose regional y socialmente, y conformó en sí mismo un ciclo 
de conflictividad de gran importancia que desempeñó un papel 
crucial en los cambios políticos y gubernamentales que se materia-
lizaron en la región durante la década siguiente (Seoane, 2021): la 
llamada “marea rosa” o “giro a la izquierda”.

Ante este panorama de transformaciones sociales y societales, 
el Ecuador cobró notoriedad a nivel regional debido a su aparente 
inestabilidad política. Pese a ello, las destituciones de Abdalá Bu-
caram en febrero de 1997, Jamil Mahuad en enero de 2000 y Lucio 
Gutiérrez en abril de 2005 ilustran la capacidad que tiene la socie-
dad civil y los movimientos sociales ecuatorianos para deponer 
un gobierno y tratar de gobernar desde la calle y la plaza pública 
(Tejada, 2010). La participación activa y protagónica de la sociedad 
en la democracia, entendida en términos sustanciales y no solo 
procedimentales, podría ser vista por algunos como un indicador 
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de estabilidad política, en el cual convergen diversos procesos so-
ciopolíticos. Estos procesos, al articularse, logran constituir lo 
que en este trabajo se ha denominado una comunidad política de 
pertenencia.

El estallido social de 2019, en gran medida producto del Decreto 
Ejecutivo 883, que eliminaba el subsidio a los combustibles, emiti-
do por el entonces presidente Lenín Moreno (2017-2021), dio como 
resultado las protestas que se extendieron durante once días y que, 
como se explicará a continuación, constituyeron una CPP encabe-
zada por el movimiento indígena y la matriz indígena-comunitaria. 
A pesar de que en el escenario pos-2019 la CPP plurinacional que se 
creó en el marco del estallido sufrió una fractura interna, durante 
el gobierno del banquero Guillermo Lasso (2021-2023) volvió a do-
tar a la Conaie de su papel de portadora de CPP en las movilizacio-
nes de 2021-2022, en lo que Valeria Coronel denominó un “disputa 
de transición sobre modelos” (CALAS - Center for Advanced Latin 
American Studies, 5 de mayo de 2023).

Hechos y actores en el estallido social de 2019

A pesar de que el Ecuador transitó por un sendero de crecimiento 
económico y reducción de la pobreza y la inseguridad durante el 
gobierno de Rafael Correa (2007-2017), producto en gran medida 
de los altos precios del petróleo, la alta fluctuación en los precios 
de las materias primas evidenció la vulnerabilidad de la economía 
ecuatoriana. Tras la caída en los precios de las commodities a partir 
de 2014, el Estado ecuatoriano se vio en la necesidad de explorar 
nuevas alternativas para modificar la estructura productiva del 
país y así poder sostener los logros alcanzados en el período recien-
te (Calderón, Dini y Stumpo, 2016).

Entre las opciones de ajuste de la economía ecuatoriana, el go-
bierno del entonces presidente Lenín Moreno se decantó por en-
deudarse con el Fondo Monetario Internacional (FMI), con todo 
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lo que ello conlleva. En palabras de Pedro Vuskovic, quien fungió 
como ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción en Chile 
durante el gobierno de Salvador Allende (1970-1972), endeudarse 
con el FMI implica adoptar “programas de definido sello antinacio-
nal y antipopular: [donde] se subordinan los intereses nacionales 
a los de fuera […] y se ocasionan deterioros graves en la condición 
esencial de vida de grandes capas de las poblaciones nacionales” 
(Vuskovic et al., 2007, p. 28).

De acuerdo con Quiroga y Pagliarone (2020), en marzo de 2019 el 
gobierno de Moreno suscribió un acuerdo con el FMI por un monto 
de 4,2 mil millones de dólares a cambio de una drástica reducción 
del déficit fiscal. Como señala Mencias (11 de marzo de 2020), la fir-
ma del acuerdo con el FMI se basó en los eufemismos tradicionales 
de orientación neoliberal. Conceptos como la prudencia fiscal, la 
competitividad, el crecimiento, la transparencia y la prosperidad 
compartida fueron los pilares respaldados por el FMI para la ra-
tificación del acuerdo, en el cual Ecuador recibiría dicho monto 
en un periodo de tres años a cambio de revisiones trimestrales de 
cumplimiento de metas macroeconómicas y reformas estructura-
les específicas.

En este contexto, durante septiembre del mismo año, el gobier-
no ecuatoriano había insinuado la aplicación de medidas para 
abordar el desequilibrio fiscal, tales como recortes en el gasto pú-
blico y aumentos en los impuestos al consumo. Incluso se evaluó 
la posibilidad de elevar el impuesto al valor agregado (IVA) del 12 % 
al 15 %, con el propósito de generar ingresos significativos que con-
tribuyeran a reducir la brecha que le dificultaba al Estado cumplir 
con sus obligaciones (Levi, 2020). No obstante, el presidente More-
no optó por seguir un rumbo diferente. A través del Decreto Eje-
cutivo 883 emitido el 1 de octubre de 2019, una serie de reformas 
económicas y laborales destinadas a reducir el gasto público, el go-
bierno se propuso eliminar el subsidio estatal a la gasolina y libera-
lizar sus precios.
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Además, este “paquetazo” económico, heredero de los “progra-
mas de ajuste” de finales de la década de 1980 y principios de 1990 
(Vuskovic et al., 2007), cuyo propósito era controlar o reducir el gas-
to interno mediante políticas de ingresos, fiscales y de reducción 
del gasto público, también incluía medidas adicionales como la li-
beralización de aranceles de importación de maquinaria, equipos 
y materias primas agrícolas e industriales (Levi, 2020). Estas accio-
nes, dirigidas a compensar los efectos del aumento en los precios 
del combustible, tendrían efectos devastadores para el mercado 
interno y para grandes capas de la población ecuatoriana. También 
se buscaba adoptar medidas que tendrían un impacto negativo en 
la situación laboral de la clase trabajadora, como recortes salaria-
les, reducción de contrataciones y recortes en períodos vacaciona-
les, este último aplicable a los funcionarios públicos.

Sin embargo, como era previsible, la población ecuatoriana 
tomó las calles como respuesta a la insatisfacción y el rechazo ha-
cia estas medidas, entre las que se destacó el recorte de los subsi-
dios a los combustibles, que resultaría en un aumento del precio 
de este en un 123 % (Levi, 2020). Entre los sectores que más resin-
tieron el alza en los precios del combustible y la iniciativa de elimi-
nar por completo los subsidios a la gasolina, establecidos desde la 
década de 1970 (Rogatyuk, 2020), sobresalieron el Frente Unitario 
de Trabajadores (FUT) y la Confederación de Organizaciones de Na-
cionalidades Indígenas del Ecuador (Conaie), quienes intentaron 
convocar a un paro nacional y un levantamiento (Herrera, 2022).

No obstante, la primera reacción vino por parte de los taxistas, 
quienes movilizaron al gremio de transportistas en todo el país y 
convocaron a una huelga que suspendió el servicio durante dos 
días (Herrera, 2022). Pese a ello, los transportistas rompieron final-
mente con las protestas iniciales cuando el gobierno resolvió sus 
inquietudes a través de la elevación de las tarifas del transporte. En 
palabras de Ramírez Gallegos, “la matriz corporativa del transpor-
tismo permitió al gobierno abrir una rápida negociación sectorial 
que logró desplazar de la plaza pública a una parte del cartel del 
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volante” (2020, p. 15). A pesar de ello, el paquetazo neoliberal em-
pujó a que representantes de distintos sectores de la sociedad se 
movilizaran en contra de las reformas económicas, por un lado, y 
de la estructura política e institucional, por el otro (Levi, 2020).

Todas las organizaciones y movimientos sociales, así como sec-
tores medios no organizados, confluyeron en lo que Herrera (2022) 
denomina una “insurrección popular plurinacional”. Es a partir de 
esta convergencia de procesos sociopolíticos y distintas matrices 
político-ideológicas “movilizadas y resignificadas en un mismo 
movimiento dinámico que involucra actores y sentidos diversos” 
(Bringel, 2020, p. 223) que se constituye una comunidad política de 
pertenencia, que en este caso estuvo encabezada por el movimiento 
indígena. En este sentido, Ramírez Gallegos destaca que,

aunque múltiples capas de actores tomaron la calle, poca duda cabe 
sobre la centralidad que alcanzaron los y las indígenas en la masi-
vidad de las demostraciones, en la conducción de la lucha y en la 
misma capacidad de representar el conjunto de demandas en la ne-
gociación con el Gobierno (2020, p. 16).

De este modo, los pueblos indígenas contribuyeron a transformar 
la naturaleza del conflicto, que pasó de una contienda sectorial 
a una contienda de alcance general. Pues, por su parte, el gremio 
transportista gozaba de una ventaja significativa: no fueron toca-
dos por el régimen previo, por lo que la arquitectura consolidada de 
este gremio, con presencia en cada pueblo y ciudad, se erigió como 
la plataforma para un levantamiento general, protagonizado por 
el movimiento indígena, de un significativo sector popular. Este 
sector, que durante años había acumulado demandas reprimidas, 
finalmente las exteriorizaba (Ortiz, 2020).

La cronología del estallido social en octubre de 2019, en pala-
bras de Le Quang, Chávez y Vizuete,

enfatiza en la diversidad de actores sociales movilizados a lo largo del 
país (transportistas, movimiento indígena, estudiantes, feministas, 
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sindicatos, movimientos políticos, ecologistas, personas no organi-
zadas, entre otros), la variedad de repertorios de acción colectiva em-
pleados [...], y las diversas respuestas estatales (2020, p. 20).

Como resultado de la participación mancomunada de diversos sec-
tores sociales y políticos (Quiroga y Pagliarone, 2020), y con la me-
diación de la ONU y de la Conferencia Episcopal, se logró realizar 
una mesa de diálogo entre el Ejecutivo y los movimientos indígenas 
agrupados en la Confederación de Nacionalidades Indígenas del 
Ecuador (Conaie) que resultó en la derogación del Decreto Ejecutivo 
883 y puso fin así a las medidas que desencadenaron las agitaciones 
populares. La solución gubernamental inmediata, de acuerdo con 
Levi (2020), fue proponer una ley tributaria que, respaldada por el 
FMI, posibilitaría la recaudación de seiscientos millones de dólares 
para los planes de reajuste económico, sin afectar a la población en 
el proceso, aunque manteniendo las mismas estructuras de domi-
nación y de acumulación por desposesión.

Es crucial resaltar lo que Ramírez Gallegos (2020) caracteriza 
como un acontecimiento político “impuesto desde la autonomía 
de los de abajo”, materializado en el paro nacional y resignificado 
como “paro plurinacional”. Este evento estableció una coalición ca-
llejera que congregó a diversos sectores populares, los cuales final-
mente fueron representados en el diálogo con el gobierno por los 
distintos pueblos y nacionalidades.

La matriz indígena-comunitaria del movimiento social 
ecuatoriano como base de la CPP

La matriz indígena-comunitaria del movimiento social ecuatoria-
no es la que se erige como un pilar fundamental en la lucha con-
tra el colonialismo y la colonialidad, y la que ostenta una marcada 
influencia en la aparición pública de los movimientos indígenas 
como protagonistas políticos en el Ecuador (Bringel, 2020). Esta 



	 167

Del estallido social a la comunidad geopolítica de pertenencia

matriz impulsa una política de identidad dentro de la comunidad 
política de pertenencia, cimentada en factores como el resenti-
miento social y el sentimiento de pérdida de una dignidad que ne-
cesita ser restaurada.

Es relevante comprender que las colectividades indígenas tie-
nen una tradición compartida, la cual se sustenta en la veneración 
de antepasados comunes, y se erigen como sociedades impregnadas 
de memoria. Le otorgan a la tradición una autoridad trascendental 
para la regulación del presente. Esta tradición, lejos de ser estática, 
se revela como un proceso compatible con el cambio, la moderni-
zación y el desarrollo, por lo que no se limita a la repetición del 
pasado, sino que se manifiesta como una constante redefinición y 
reelaboración en consonancia con las necesidades y desafíos. En 
el caso del Ecuador, las estrategias identitarias han elaborado me-
canismos de interacción que se valen de un repertorio cultural se-
lecto, el cual se utiliza para cuestionar primero al Estado nación 
uninacional, oligárquico y populista, y después al Estado nación 
neoliberal (Gámez Chávez, 2007).

Los esfuerzos destinados a generar el reconocimiento de dere-
chos colectivos por parte de los grupos y movimientos indígenas en 
el Ecuador también se centran en la necesidad de desmantelar una 
perspectiva dominante con respecto a las formas de representación 
que perpetúan y naturalizan la discriminación hacia las minorías. 
Frente a esta problemática, los grupos indígenas han desarrollado 
procesos de defensa y reconocimiento que, de conformidad con Vi-
llalva Salguero y Villagómez Rodríguez (2020), se originan a partir 
de la constitución de organizaciones políticas en el contexto de le-
vantamientos y movilizaciones indígenas, así como del reconoci-
miento explícito en la Constitución ecuatoriana de la condición de 
Estado plurinacional y multicultural.

Si bien, en primera instancia, el movimiento indígena como su-
jeto político tuvo su origen en respuesta a fenómenos vinculados 
al ámbito de los movimientos sociales y la acción colectiva, tam-
bién se evidenciaron elementos de índole económico-estructural 
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que influyeron en la articulación de demandas. En el Ecuador se 
recogió la participación y la pluralidad de voces en el repertorio de 
acción; sin embargo, esta se sustentó en el levantamiento indígena, 
entendido como una expresión visible de resistencia que reafirmó 
la lucha y fungió como representante en el diálogo con el gobierno 
(Pérez, 2020).

Por otro lado, las políticas de reconocimiento vinculadas a la 
transformación de la forma del Estado hacen visible la dimen-
sión política y el debate democrático sobre la producción y la re-
producción de la injusticia y la desigualdad social en el Ecuador. 
La centralidad del movimiento indígena en el estallido social de 
2019 fue determinante en el tránsito de los movimientos sociales 
hacia lo político, en su politización, así como en la lucha misma. 
Sin centrarse en características étnicas específicas, las agrupacio-
nes indígenas se expresaron desde el inicio de la crisis en términos 
generales de explotación, injusticia social y el conflicto entre las 
élites y la población en general (Ramírez Gallegos, 2020), asumién-
dose como sujeto colectivo portador de CPP emancipadoras.

En palabras de Ramírez Gallegos,

la invocación de la protesta como #ParoNacional contribuía para 
que la CONAIE y los liderazgos indígenas se colocaran de partida, en 
el mismo registro político y subjetivo de mujeres y hombres que, con 
la medida gubernativa, veían ampliarse el espacio de incertidum-
bre, sacrificio y angustia con la reproducción cotidiana de sus vidas 
(2020, p. 17).

El paro nacional se extendió a lo largo de doce días, durante los 
cuales los indígenas llevaron a cabo una movilización en trecientos 
puntos del país y tomaron diversas gobernaciones, lo cual eviden-
ció su presencia a nivel nacional. El punto culminante de la protesta 
se registró el 9 de octubre, con la masiva marcha de aproximada-
mente 30.000 jóvenes indígenas. De esa manera, en este evento se 
manifestó tanto el espíritu combativo de unos como la disposición 
represiva de otros. Además, el ápice del paro se materializó durante 
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el evento final: el cacerolazo, donde todos los simpatizantes expre-
saron su respaldo mediante el estruendo de ollas, a pesar de las res-
tricciones impuestas por el toque de queda (Ortiz, 2020).

Esta convergencia entre distintos procesos sociopolíticos agru-
pados bajo el manto de la matriz indígena-comunitaria fue posible 
gracias a la solidaridad de la multitud y la articulación de distintas 
luchas vinculadas al trabajo, a la transformación de la forma Es-
tado, al territorio, a los bienes naturales y a los derechos sociales. 
Bajo esta lógica, se expresó una política de pueblo(s) en la que los 
estudiantes y las universidades abrieron sus puertas como refugio 
para los manifestantes, las redes de indígenas en las ciudades se or-
ganizaron para abastecer los centros de acopio, ollas comunitarias 
o para alimentar directamente a los manifestantes en las calles; al-
gunas comunidades indígenas llegaron al grado de convertirse en 
escuelas de la movilización y en centros de resguardo y cuidado 
para el relevo de manifestantes (Herrera, 2022). Por ello, las redes 
de apoyo consolidadas y los actos realizados, además de ser una 
muestra de resistencia, son un símbolo de unidad y determinación.

Mediante las políticas de pueblo(s) se establecieron ensamblajes 
sociales complejos que unieron al pueblo en sus facetas de resis-
tencia, participación plebiscitaria y análisis crítico, y se logró una 
articulación conjunta a favor de la acción colectiva autónoma. Se 
conformó una política de carácter popular en la que la unión entre 
los pueblos impidió que la dirigencia indígena hablara desde una 
perspectiva particular y se viera forzada a adoptar un mandato de-
mocrático amplio (Ramírez, 2020). En este sentido, Narváez Colla-
guazo afirma que

el rol del movimiento indígena ha sido decisivo en el ámbito políti-
co, lo que ha hecho que la sociedad se identifique con sus plantea-
mientos y lo tenga como referente de la lucha. [...] Las acciones de 
las personas procesadas, principalmente las pertenecientes a pue-
blos y nacionalidades indígenas, están enmarcadas en concepcio-
nes culturales en que la ruptura del orden −con la ritualidad de la 
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movilización, las marchas y la toma del espacio de poder− reivindica 
el ethos y la identidad étnica, social y cultural (2023, p. 14).

Esto dio lugar a una reconfiguración plural, diversa y abierta de la 
noción de pueblo, usualmente concebida en relación con la identi-
dad estatal-nacional o a través de la capacidad de articulación de 
algún liderazgo.

Panorama sociopolítico pos-2019: el triunfo electoral  
de la derecha y la fractura de la CPP

Hacia las elecciones del 2021, el estallido social de 2019 ubicó al 
movimiento indígena una vez más como actor colectivo relevante 
en lo político y competitivo en lo electoral (Serrano y Pascual, 15 
de abril de 2021). Pese a ello, el proceso para elegir un candidato 
mostró sus debilidades y la fractura de la CPP. En el movimiento se 
abrió una tensión entre Leónidas Iza, quien jugó un rol protagónico 
en las movilizaciones de 2019, y Yaku Pérez, quien se había conver-
tido en una personalidad de las luchas ecologistas con un discurso 
ambientalista antiminero (Herrera, 2022). Sin lograr un acuerdo al 
respecto, Yaku Pérez se convirtió en el candidato a presidente por 
Pachakutik, mientras que Iza, quien no se presentó a las primarias, 
fue elegido posteriormente para ser presidente de la Conaie.

Como señala un informe del Centro Estratégico Latinoamerica-
no de Geopolítica (CELAG), desde el inicio de la contienda electoral, 
Yaku Pérez junto a Andrés Arauz y al banquero Guillermo Lasso 
tenían oportunidades reales de ganar la presidencia según todas 
las encuestas (Ramírez, 19 de febrero 2021). De acuerdo con este in-
forme, no es sorprendente que Yaku Pérez quedara medio punto 
atrás de Guillermo Lasso (19,39 % y 19,74 %, respectivamente) para 
el balotaje que se disputaría con el candidato de la Unión por la 
Esperanza (UNES), que acogía al candidato de Revolución Ciuda-
dana (32,7 %) (Herrera, 2022). El 11 de abril de 2021 se llevó a cabo la 
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segunda vuelta electoral, en la que el partido de derecha Creando 
Oportunidades (CREO), encabezado por Lasso, resultó ganador con 
un 52,36 % de los votos válidos, mientras que su adversario consi-
guió el 47,64 % de las preferencias (Bustamante y Medina, 2021).

Sin embargo, cabe destacar que, más allá de la heterogeneidad 
en el interior del movimiento indígena y de las grandes divergen-
cias existentes en la dirigencia, el Pachakutik se posicionó como la 
segunda fuerza en la Asamblea Nacional detrás de UNES (Serrano 
y Pascual, 15 de abril de 2021), mientras que el partido de Guillermo 
Lasso figuró como la quinta fuerza en el poder legislativo ecuato-
riano (véase imagen 1). Si a los doce escaños que alcanzó el partido 
de Lasso se suman los dieciocho que alcanzó su entonces aliado, el 
Partido Social Cristiano (PSC), se pone en evidencia la debilidad de 
la derecha política en el parlamento al obtener solo treinta del total 
de 137 curules, equivalentes al 22 % del cuerpo legislativo (Busta-
mante y Medina, 2021).

Imagen 1. Distribución de escaños por partido  
de la Asamblea Nacional del Ecuador

Tomado de El Telégrafo (14 de mayo de 2021), imagen adaptada.
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En un balance político del primer año del gobierno de Lasso reali-
zado por la CELAG, Andrés Chiriboga (24 de mayo de 2022) sostiene 
que la gestión del presidente se caracterizó por el autoritarismo y el 
estancamiento económico. De acuerdo con este balance, a pesar del 
aumento del salario básico, las cifras de generación de empleo con-
tinuaron siendo desesperanzadoras en un país asolado por la falta 
de oportunidades. Por otro lado, en lo que respecta a uno de los ejes 
clave de la campaña electoral que llevó a Lasso a la presidencia, la 
seguridad, Chiriboga argumenta que “la inacción del gobierno va 
de la mano de cifras escalofriantes de delitos y de la aceleración 
una crisis carcelaria sin precedentes”. Asimismo, Chiriboga sostie-
ne que “la única respuesta del presidente ante su fracaso ha sido 
culpar y amenazar a sus adversarios políticos, incluyendo a la 
derecha socialcristiana que gobierna la segunda ciudad del país, 
Guayaquil”, con lo que rompió su alianza electoral con el Partido 
Social Cristiano en el parlamento.

Por otro lado, concluidos los confinamientos por la pandemia 
de covid-19, los líderes indígenas pidieron audiencia en el Palacio 
de Carondelet para dar respuesta a las dificultades de las zonas ru-
rales del país (España, 27 de junio de 2022). Sin embargo, al tener 
una agenda favorable al capital financiero y las clases altas en de-
trimento del resto de la población (Chiriboga, 24 de mayo de 2022), 
las conversaciones entre la Conaie y el gobierno no dieron los re-
sultados esperados. Cabe agregar que, como predijeron Alfredo Se-
rrano y Sergio Pascual (15 de abril de 2021), al ser elegido Leonidas 
Iza presidente de la Conaie en 2021, Lasso enfrentó una férrea opo-
sición en gran parte del sector indígena, aunque algunos miembros 
del Pachakutik armaron una endeble alianza legislativa con el ban-
quero (Chiriboga, 24 de mayo de 2022).

Al respecto, Celi (26 de noviembre de 2022) apunta que la di-
visión entre el Pachakutik y la Conaie, así como la fractura de la 
recién articulada CPP, responde en gran medida a las distintas po-
siciones que mantuvieron sus dirigencias frente al gobierno de Las-
so y sus políticas de corte neoliberal. Esta divergencia refleja las 
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tensiones que pueden surgir entre las CPP de carácter instituido (el 
Pachakutik) y aquellas de naturaleza instituyente (Conaie), particu-
larmente en su relación con la política institucional. Como apunta 
Leonidas Iza, hay algunos

asambleístas [de Pachakutik] que se han acercado a sectores que 
impulsan políticas capitalistas y neoliberales de las que hemos sido 
fuertemente críticos. Por eso, les hemos exigido que mantengan su 
coherencia como representantes elegidos por los sectores populares 
del Ecuador (FCINA, 15 de marzo de 2023).

En este contexto, dentro del bloque indígena en el parlamento se 
generó un grupo de autodenominados “rebeldes”, críticos con res-
pecto a las negociaciones con el gobierno y mostrándose más cer-
canos a la Conaie de Leonidas Iza (Chiriboga, 24 de mayo de 2022).

La Conaie y las movilizaciones sociales de 2022:  
un nuevo impulso a la CPP

Después de un año de conversaciones en las que ni Lasso ni el 
Pachakutik supieron atender oportunamente las demandas ex-
puestas por la Conaie, esta decidió movilizar a sus bases (España, 
27 de junio de 2022). Así, el país andino atravesó un nuevo episodio 
de protestas encabezadas por la comunidad indígena para exigir al 
gobierno reformas sociales y económicas, para enfrentar el actual 
desastre ecuatoriano que, de acuerdo con Zibechi,

es responsabilidad de los organismos internacionales como el Banco 
Mundial y el FMI, de los gobiernos de Estados Unidos y de las élites 
locales, que han impulsado políticas que destruyeron el tejido social 
y la capacidad de articulación de las instituciones (20 de agosto de 
2022).

Siguiendo con este orden de ideas, las demandas presentadas por la 
Conaie evidencian un notorio desarrollo de una fuerza politizadora 
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que cuestiona el proyecto de liberalización desregulada de la eco-
nomía. Entre estas demandas destacan puntos clave como las rela-
ciones laborales, las brechas de desigualdad, la inseguridad, entre 
otros, que logran articular la noción de lo común y establecer una 
disputa estratégica (Unda, 2022). Al mismo tiempo, es esencial com-
prender que el movimiento indígena, que es uno de los represen-
tados por medio de las demandas planteadas por la Conaie, busca 
la eliminación del modelo extractivista y plantea dos prioridades 
que contradicen el proyecto de liberalización y provienen de su 
reivindicación. En primer lugar, se coloca la prioridad del “noso-
tros” sobre el “yo”, la colectividad sobre el individuo, lo cual está 
presente en la idea de comunidad que se refleja en la formulación 
de demandas que involucran a diversos sectores. En segundo lugar, 
se destaca la percepción de la madre tierra como un ente que debe 
ser protegido. Tomando lo anterior en consideración, y como se ha 
mencionado previamente, las tradiciones impregnan la regulación 
del presente.

Por otro lado, varias organizaciones sociales lideradas por la 
Conaie convocaron a una movilización nacional que inició el 13 de 
junio de 2022 y que fue escalando en intensidad como resultado 
del aprisionamiento por veinticuatro horas de Leónidas Iza y el 
incremento de la represión del Estado (Chiriboga y Pascual, 30 de 
junio de 2022). A las manifestaciones convocadas principalmente 
por la  Conaie se fueron uniendo gremios de trabajadores y estu-
diantes universitarios como reacción a la incapacidad y poco inte-
rés gubernamental para contener el empobrecimiento, la falta de 
empleo digno y una creciente ola de crimen e inseguridad. Uno de 
los principales reclamos en este nuevo ciclo de protestas fue el de 
controlar los precios del combustible, garantizar el empleo y los de-
rechos laborales, respetar los derechos colectivos, no privatizar los 
servicios estratégicos y otorgar mayor presupuesto para la salud y 
la educación (BBC News Mundo, 22 de junio de 2022).

Como reacción a este renovado levantamiento popular plurina-
cional, se articuló una movilización paralela de grupos de derecha 
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haciendo un “llamado a la paz” con violencia y a quienes el gobier-
no de Lasso reconoció como la protesta legítima (Chiriboga y Pas-
cual, 30 de junio de 2022). Se trata de una ultraderecha neoliberal 
que reclama una base social de sustentación mediante la configu-
ración de comunidades políticas con inspiración de extrema dere-
cha que apelan a discursos de confrontación, racismo y clasismo 
para imponer más represión por parte del gobierno.

La movilización social, que se prolongó por más de dos semanas 
y provocó un paro nacional en un país con una economía debilita-
da por la pandemia, culminó en un acuerdo entre el gobierno, la 
Conaie y otras organizaciones de la sociedad civil para poner fin a 
las protestas sociales. Sin embargo, después de la movilización de 
2022, la situación en el Ecuador continúa despertando malestar en-
tre los sectores populares. En palabras de Leonidas Iza, existe una

crisis instalada en el Ecuador. Una desestabilización institucional 
que no fue generada ni por el movimiento indígena ni por los sec-
tores populares, sino que parte de una administración nula, que no 
beneficia ni resuelve los problemas más sentidos de los ecuatorianos 
(FCINA, 15 de marzo de 2023).

Asimismo, siguiendo a Unda. a lo largo de las movilizaciones socia-
les la Conaie.

pese a los agravios, intentos de deslegitimación y permanente asedio 
mediático del que ha sido objeto por parte del discurso oficial y de los 
sectores que éste ha logrado movilizar bajo la consigna de defensa de 
la democracia y de la asociación estigmatizante de la protesta con el 
vandalismo y el narcotráfico, ha logrado ponerle contra las cuerdas 
al Gobierno. Y si miramos el escenario general, diríase que también 
la sociedad ha vivido, una vez más, los efectos del embate neoliberal 
de nuevo cuño que podría sintetizarse en la idea de necro-neolibe-
ralismo fuertemente sostenido en el apoyo policial y militar (2022, 
p. 67).
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Por otra parte, el estallido acontecido en junio de 2022 potenció la 
capacidad de convocatoria, movilización y permanencia de la ac-
titud de paro por parte de la población indígena y la CPP. El paro 
surgió como consecuencia de una acumulación de demandas irre-
sueltas desde octubre de 2019 y de varios intentos infructuosos en 
la elaboración de una agenda país entre la Conaie y los dos gobier-
nos sucesivos: el de Lenín Moreno y el de Guillermo Lasso. Una vez 
más, a través de un estallido, se puso de manifiesto la existencia de 
una brecha de conocimiento y reconocimiento entre la población 
indígena y el mundo mestizo, pues la concepción del poder, la orga-
nicidad y el sentido de la toma de decisiones en el mundo indígena 
resultan desconocidos. Por esta razón se han forjado imaginarios 
alejados de la realidad y la cultura de esta población, tanto por par-
te del ciudadano común como por el poder político y económico 
(Ulloa y Baquero, 2022).

Durante el año 2022, la Conaie experimentó un notable fortale-
cimiento y llegó a adquirir la capacidad para imponer una agenda 
política al gobierno en su totalidad, lo que dio lugar a un escenario 
en el cual la conformación política se consolidaba como un meca-
nismo efectivo para obtener recursos tanto del Estado como del go-
bierno (Sánchez y Granados, 2023). De esta manera, los métodos de 
presión empleados por el movimiento indígena dejaron de ser ac-
ciones basadas en redes de solidaridad e identidad (Martí y Gomá, 
2020) y evolucionaron gradualmente hacia patrones regularizados 
de interacción, los cuales, aunque no cuentan con aprobación nor-
mativa, son aceptados de manera recurrente por diversos actores 
sociales, quienes en virtud de tales características, esperan conti-
nuar interactuando conforme a las reglas y normas incorporadas, 
ya sea formal o informalmente, en dichos patrones (Huntington, 
1990).
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Del estallido social a la comunidad (geo)política de 
pertenencia: una disputa de transición sobre modelos

Desde una perspectiva histórica, Valeria Coronel destaca la impor-
tancia de comprender una coyuntura política como la que se expe-
rimentó en 2019 en la región mediante un análisis no coyuntural 
que trascienda la simple lectura del pliego petitorio o el discurso de 
la sociedad que articula demandas específicas (CALAS - Center for 
Advanced Latin American Studies, 5 de mayo de 2023). Coronel sos-
tiene que se requiere un análisis acerca de dónde un movimiento 
suma fuerzas en medio de una disputa en el marco de una transi-
ción histórica, la cual podría desembocar ya sea en una transición 
democrática de la crisis o en una profundización de una transición 
autoritaria a la crisis.

En el Ecuador, como en América Latina y el Caribe, la transición 
histórica actual se caracteriza por la disputa y el entrecruce entre 
un neoliberalismo cada vez más autoritario y antipopular, donde 
se subordinan los intereses nacionales a los transnacionales y se 
ocasionan deterioros graves en las condiciones de vida de grandes 
capas de la población, por un lado, y, por otro lado, un programa lle-
no de tensiones, conflictos y negociaciones inconclusas con miras 
a ser hegemónico, que buscá avanzar en sistemas democráticos en 
los que el pueblo plurinacional y solidario pueda tomar decisiones 
soberanas sobre sí mismo. El primero profundiza la expansión de 
la economía informal y del narcotráfico, mientras que el segundo 
busca regular el capital y reconocer las economías populares y los 
derechos sociales, entre los que se encuentra la seguridad alimen-
taria. En palabras de Coronel, “estamos en una disputa de transi-
ción sobre modelos” (CALAS - Center for Advanced Latin American 
Studies, 5 de mayo de 2023).

En los últimos años, en el marco de esta disputa, la población 
ecuatoriana ha tomado las calles con dos formidables movilizacio-
nes: el estallido social de octubre de 2019 contra el ajuste económico 
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perpetrado por Lenin Moreno, y las movilizaciones de 2021 y 2022 
en contra de la política neoliberal y el desgobierno de presidente 
Guillermo Lasso (Zibechi, 20 de agosto de 2022). Haciendo una com-
paración entre las recientes movilizaciones con las de la década de 
1990, Zibechi sostiene que, aunque parecidos, ambos períodos no 
son comparables; las transformaciones societales influyentes e in-
fluidas por los movimientos sociales no son las mismas.

Evidencia presentada de manera reciente demuestra que existe 
una mayor consolidación y fortaleza en la articulación de un movi-
miento indígena y popular (una comunidad política de pertenencia 
plurinacional) que se enfrenta a un Estado militarizado y a clases 
medias y altas que adoptan actitudes cada vez más racistas y vio-
lentas, centradas únicamente en intereses individuales en detri-
mento del bienestar colectivo. En el Ecuador actual se vive lo que 
Pablo González Casanova plantea como

procesos regresivos [que] llevan a la formación de grupos y líderes 
privilegiados que se insertan en los sectores medios y en las ma-
fias, élites y oligarquías ampliadas. En nuestro tiempo esos procesos 
llevan a la recolonización transnacional y globalizadora en que se 
combinan las deudas adquiridas con el Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional, con los golpes militares y de cuerpos de éli-
te entrenados en las escuelas especiales de la guerra sucia, o con los 
políticos modernos de las “universidades de excelencia” que realizan 
la transición a una democracia de las minorías, con la “libertad de 
comercio” considerada como esencia de la libertad humana, y con 
las corporaciones y complejos militares-industriales-financieros re-
conocidos como los verdaderos soberanos (2009, p. 427).

Se trata, en palabras de Zibechi (20 de agosto de 2022), de un con-
texto en el que “el proyecto nacional ya no subsiste, ha sido consu-
mido por las ambiciones de las élites y el temor hacia los estratos 
populares”.

Las movilizaciones presentadas en el Ecuador evidencian una 
clara articulación de CPP, surgida como respuesta a coyunturas 
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históricas que desencadenaron una reacción negativa originada 
debido a la notoria relegación de las necesidades de los ciudadanos 
ecuatorianos, que evoluciona así a una politización del movimien-
to que se manifiesta desde dos vertientes: instituyente e instituida. 
Asimismo, se observa que la articulación de esta puede experimen-
tar fragmentaciones por efecto de una divergencia de actuación y 
postura. No obstante, más allá de posibles debilitamientos irrepara-
bles, se percibe una reafirmación de la presencia nacional, eviden-
ciada en estallidos, demandas y la interseccionalidad de exigencias 
que se acompañan de una participación activa. Esta participación 
incluye consigo la presencia de la democracia respaldada por los 
sectores que fueron históricamente marginados, que deciden unir-
se en resistencia

Junto con ello, es sumamente importante reconocer que los sec-
tores populares, al instaurar una agenda política, a través de orga-
nizaciones indígenas, movilizaciones, toma de espacios de poder, 
entre otros, fungen como base para comprender el funcionamiento 
y expansión de las CPP en el Ecuador. Además, también responden 
como referente para analizar casos presentados en América La-
tina, puesto que el protagonismo del movimiento indígena como 
dirigente de una comunidad que se pronuncia de manera antisisté-
mica y cuestiona el papel de las instituciones es la ilustración indi-
cada para analizar la acción colectiva surgida de las CPP. Se destaca 
el proceso de empoderamiento de actores que forjan presencia po-
lítica más allá de la identidad, se adaptan al contexto, redefinen sus 
necesidades y logran así una presencia irrefutable.
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Haití y el “estado de insurrección  
popular permanente”

Lo que se originó como un levantamiento de personas esclavizadas 
a principios del siglo xviii y marcó la primera comunidad política 
de pertenencia (CPP) independiente en América es conmemorado 
en la memoria histórica regional como la derrota tanto de la es-
clavitud como de las fuerzas napoleónicas en 1803. No obstante, el 
sufrimiento de los haitianos no concluyó con la expulsión de los 
franceses (Porter y Santora, 8 de julio de 2021). Según relata Galeano 
(2004), tras la revolución haitiana, el país caribeño sufrió, a medida 
que su independencia se tornaba inevitable, el bloqueo impuesto 
por Francia. Cediendo ante la presión francesa, el Congreso de los 
Estados Unidos prohibió el comercio con Haití en 1806. No fue sino 
hasta 1825 que Francia reconoció la independencia de su antigua 
colonia, aunque a cambio de una gigantesca indemnización en 
efectivo. En palabras de Galeano, “el país nació en ruinas y no se re-
cuperó jamás: hoy es el más pobre de América Latina” (2004, p. 92).

De conformidad con el Grupo de Estudios de Misiones de Paz 
(GEMP) de la Universidad Nacional (2008), la población haitiana ha 
tenido que atravesar diversas situaciones que han menoscabado de 
facto la autonomía de su nación. El afán de poder de ciertos sectores 
de la población fue uno de los factores que impulsó la instauración 
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de una sucesión de gobiernos dictatoriales que generaron elevados 
niveles de pobreza e inequidad social que persisten hasta la actua-
lidad. Además, la historia de Haití se ve permeada por intereses in-
ternacionales, lo cual convierte su anhelo de independencia en un 
proyecto postergado.

En su historia reciente, el país, que continúa siendo el más pobre 
de América Latina, padeció más de dos décadas de dictadura bajo 
François Duvalier (1957-1971), conocido como Papa Doc, seguida 
por su hijo Jean-Claude Duvalier (1971-1986), conocido como Baby 
Doc, quienes asumieron el poder unos años después de la ocupa-
ción militar estadounidense de 1915 a 1934. Esta ocupación impuso 
un modelo neocolonial que perduró con la supervisión de gobier-
nos tanto civiles como militares en la etapa posocupación (Rivara, 
2019). Según lo argumentado por Casimir, desde la ocupación mili-
tar de 1915 no se ha dado un solo presidente de Haití que no tenga 
la bendición de Estados Unidos, con la excepción de Jean-Bertrand 
Aristide, quien fue depuesto por un golpe de Estado después de dos 
años de gobierno (Zepeda, 30 de mayo de 2023).

Lo anterior evidencia la condición dependiente de Haití, ya que 
el país se encuentra condicionado y atravesado por la proyección 
estratégica imperialista de los Estados Unidos. De acuerdo con Ro-
mero, Fernández y Honório (2017), este fenómeno se hace evidente 
a través de las acciones estadounidenses destinadas a consolidar 
condiciones políticas, institucionales y culturales que contribuyan 
a profundizar e intensificar el control económico. Al mismo tiem-
po, estas estrategias, que tuvieron inicio con las intervenciones 
militares directas, se manifiestan en la actualidad a través de las 
denominadas “Misiones de Paz”, las cuales funcionan como instru-
mentos para profundizar la subordinación del país.

En la actualidad, la violencia, el hambre y el cólera amenazan 
con matar a miles de personas en Haití. Según lo que señala Segura 
(1 de diciembre de 2022), a medida que la situación empeora, las 
bandas criminales impiden que la ayuda humanitaria llegue a quie-
nes están al borde de la muerte. Tan solo en Puerto Príncipe, cerca 
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de doscientas pandillas controlan al menos el 60 % de la ciudad, 
según Naciones Unidas (Zepeda, 30 de mayo de 2023). Sin embargo, 
de acuerdo con Casimir, cuando la gente y grupos internacionales, 
particularmente la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 
dicen que la situación en Haití es insostenible, pareciera ser más 
bien que están preparando una invasión que va a dar como resul-
tado otra epidemia de cólera en Haití. En el pasado ya lo hicieron y 
según este académico, están preparando la ocupación de Haití para 
tapar o justificar su incapacidad (Zepeda, 2023).

Esta perspectiva es ampliamente compartida por muchos hai-
tianos que se oponen enérgicamente a la idea de recurrir a tropas 
extranjeras para abordar los desafíos de Haití. Políticos, líderes de 
opinión y ciudadanos expresan de manera contundente en redes 
sociales que las intervenciones militares extranjeras en el pasado, 
ya sea dirigidas por marines estadounidenses o por fuerzas de paz 
de la ONU, solo han sometido al país a las injusticias del régimen 
colonial y han dejado a su paso una multitud de problemas sin re-
solver (Segura, 1 de diciembre de 2022).

El caso de Haití es de relevancia para este estudio por varias ra-
zones. En primer lugar, al igual que algunos de los casos examina-
dos en esta investigación, en Haití, los movimientos sociales que 
surgieron en 2019 fueron desencadenados por el paquete de medi-
das del FMI. Además, se registran demandas contra la corrupción 
debido al mal manejo del apoyo petrolero proporcionado por el Go-
bierno venezolano de Hugo Chávez a través de PetroCaribe. Todo 
esto ocurre en un contexto en el que el país más empobrecido de la 
región enfrenta un prolongado periodo de protestas contra el go-
bierno de Jovenel Moïse (2017-2021) desde 2017, marcado por repre-
siones masivas y pérdida de vidas.

La oposición y la sociedad civil en Haití llevaron a cabo nuevas 
protestas en Puerto Príncipe en octubre de 2019 y se comprometie-
ron a mantener la presión de las manifestaciones hasta conseguir 
la renuncia del presidente Moïse. Con estos objetivos en mente, de 
acuerdo con la autora De los Reyes Ramírez (2022), se llevaron a 
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cabo protestas que se extendieron a lo largo de todo el año. Las ma-
nifestaciones buscaban la formación de un gobierno de transición 
encargado de establecer programas sociales, pero, sobre todo, de 
enjuiciar a todos los funcionarios corruptos responsables del ma-
lestar que afectaba a la población. La grave descomposición del te-
jido social ha resultado en el fortalecimiento de bandas urbanas 
mafiosas, agravado por intervenciones desafortunadas de Estados 
Unidos y la “comunidad internacional”, así como por la influencia 
del crimen organizado global que resultó en el asesinato del presi-
dente Jovenel Moïse en julio de 2021.

El tránsito del movimiento social hacia las CPP, como se dis-
cutirá más adelante, ha sido problemático. En su dimensión ins-
titucionalizada, el sistema de partidos no ha logrado establecer 
vínculos efectivos entre las demandas de justicia social y la capa-
cidad gubernamental para abordarlas a través de elecciones justas 
y competitivas. Al mismo tiempo, los poderes fácticos obstaculizan 
la formación de CPP con autonomía real. Todo esto ocurre en el 
contexto de una geopolítica que ha sido adversa a la autonomía de 
Haití desde sus primeros días como país independiente hasta la 
actualidad.

El estado de insurrección popular permanente

Si bien el descontento social en Haití surgió como respuesta al 
aumento de los precios de los combustibles en un rango del 35 
al 51 %, similar a lo ocurrido en el Ecuador, este también avivó la 
resistencia contra el racismo colonialista de larga data (Svampa 
et al., 2020). Según la argumentación presentada por Calderón 
Castillo, Santander y Ester (31 de diciembre de 2019), la población 
de Haití, que ha sufrido marginación y represión durante décadas, 
lleva años exigiendo liberarse de la opresión neocolonial de domi-
nación que asfixia la isla. Además, de conformidad con Laguardia 
(2020), la agravada situación económica, el persistente desempleo, 
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el incremento de la pobreza, la desigualdad, la corrupción y los de-
sastres naturales son un cúmulo de factores que propiciaron la in-
tensificación de la protesta social.

Por esta razón, a partir de 2018, millones de haitianos se suma-
ron a un movimiento antisistémico no convencional con dos de-
mandas principales: la renuncia del entonces presidente Jovenel 
Moïse (2017-2021) y la transformación del sistema que perpetúa la 
desigualdad social basada en el racismo y la discriminación (Svam-
pa et al., 2020). El estallido haitiano de 2018 marcó el inicio de un 
ciclo continuo de protestas en Haití que persiste hasta la fecha, 
incluso a pesar de la pandemia de covid-19. No obstante, las ma-
nifestaciones que tuvieron lugar en Haití en 2018 no captaron la 
atención de la “comunidad internacional”. De este modo, los epi-
sodios de crisis y movilizaciones en el país se distinguen por su 
magnitud, intensidad radical y, al mismo tiempo, por pasar desa-
percibidos ante la mirada global (Alfonso y Rivara, 2020). Por otro 
lado, la interrelación de coyunturas e hitos políticos contribuye a 
una comprensión más profunda de lo que acontece en el detrás de 
escena del estallido social de 2019 (véase tabla 3).

Una particularidad destacada de esta crisis multidimensional 
en Haití, que según Rivara (2019, p. 9), ha mantenido al país en un 
“estado de insurrección popular permanente” desde julio de 2018, 
es la marcada presencia de intervención militar extranjera. Esta 
injerencia externa ha servido como respaldo para un gobierno des-
bordado por las protestas sociales y carente de legitimidad. Con el 
respaldo del Core Group, compuesto por los embajadores de seis 
potencias extranjeras −Estados Unidos, Alemania, Brasil, España, 
Francia, Canadá− y representantes especiales de la Unión Europea, 
la ONU y la OEA, Moïse se mantuvo en el poder hasta sus últimos 
días (Lysius, 2022).
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Tabla 3. Coyunturas e hitos en el ciclo de protestas de Haití (2017-2019)

Coyuntura Hito
2017-2019. Movilizaciones y protestas en 
contra del presidente Jovenel Moïse, quien 
llegó al gobierno en 2017 en medio de 
denuncias de fraude. El gobierno de Moïse 
profundiza la alineación de Haití con EE. UU. 
y da continuidad a la corrupción y políticas 
económicas antipopulares que agudizan la 
desigualdad social.

El 7 de febrero de 2017, Jovenel Moïse es elegido 
presidente después de un proceso electoral criticado 
de forma masiva como fraudulento. A pesar del escaso 
reconocimiento local, Moïse tiene el apoyo de EE. UU. y 
la OEA.

Julio de 2018. El gobierno de Haití anunció un 
incremento en los precios de los combustibles 
según las directrices del FMI (un 38 % para 
la gasolina, 47 % para el diésel y 51 % para 
el kerosene). En respuesta, entre el 6 y el 8 
de julio de 2018, alrededor de un millón y 
medio de personas se movilizaron en todo 
el país y lograron la revocación de la medida 
gubernamental y la renuncia del entonces 
primer ministro Jack Guy Lafontant.

Como consecuencia del bloqueo que sufre Venezuela 
por parte de EE. UU., y el hostigamiento del gobierno 
de Moïse en contra del gobierno de Nicolás Maduro, 
Venezuela detuvo los envíos de barriles de petróleo 
a precio subsidiado como parte del programa de 
PetroCaribe. A esto se suma el ajuste estructural 
impulsado por el FMI que provocó las movilizaciones 
sociales de 2018 y la subsecuente crisis institucional por 
un recambio permanente de funcionarios, especialmente 
del primer ministro.

Septiembre de 2018-marzo de 2019. Salió a 
la luz uno de los escándalos de corrupción 
más significativos en la historia de Haití. En 
este caso, la élite política, especialmente el 
presidente y el partido en el poder, estuvieron 
involucrados en el desvío de al menos dos mil 
millones de dólares de los fondos destinados a 
la cooperación energética de PetroCaribe. Este 
monto representa cerca de una cuarta parte del 
PIB de Haití.

La desaparición de los fondos recaudados por la 
ayuda venezolana del petróleo subsidiado mediante 
el programa PetroCaribe confirmó el entramado de 
corrupción entre 2008 y 2016. Este fue el eje rector 
de las protestas desde septiembre de 2018 hasta 
marzo del 2019, con un importante protagonismo 
de jóvenes autoorganizados desde las redes sociales, 
llamados petrochallengers por utilizar el hashtag 
#PetroCaribeChallange

Agosto de 2019. Se desarrolla el Foro Patriótico 
por Acuerdo Nacional Contra la Crisis en el 
marco de las movilizaciones sociales en Puerto 
Príncipe detonadas por la crisis energética, la 
alta inflación, la devaluación de la moneda y el 
congelamiento salarial.

Los campesinos y sus organizaciones convocan a todas 
las fuerzas opositoras, con la representación de diversos 
sectores de la población, para suscribir la “Declaración 
de Papeye”, mediante la cual se buscaba la destitución de 
Moïse y el llamamiento a un gran diálogo nacional para 
hacer frente a los problemas del país.

Noviembre-diciembre de 2019. El gobierno 
adoptó diferentes estrategias para aferrarse al 
poder. La primera estrategia fue el mutismo, 
que llevó a que el presidente pasara cerca de un 
mes sin dirigirse al país. Luego comenzaron a 
producirse diferentes convocatorias al diálogo 
que fracasaron sucesivamente. Después, 
comenzó a desplegarse la represión de las 
manifestaciones en un intento fallido por 
recuperar el control del territorio.

La ausencia de consenso entre el gobierno y las facciones 
opositoras, agravada por la intervención externa en 
apoyo al presidente Moïse, creó un escenario propenso 
a un conflicto armado interno. En este contexto, el 
gobierno no organizó las elecciones parlamentarias en 
octubre que renovarían la Cámara de Diputados y dos 
terceras partes del Senado, como estaba programado en 
el calendario electoral, lo cual resultó en la suspensión 
del Poder Legislativo haitiano a partir del 7 de febrero 
de 2019.

Tabla elaborada con información de Calderón Castillo, Santander  
y Ester (31 de diciembre de 2019) y Rivara (2019).
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Ante este panorama, la oposición ha adoptado diversas formas de 
coalición y ha dado forma a una política de reconocimiento que 
no siempre fusiona la identidad con la resistencia, sino que cobra 
sentido en el ámbito de la convivencia-conflicto en el espacio políti-
co y geopolítico. Estas coaliciones abarcan desde el Foro Patriótico, 
que representa las protestas en las calles y los movimientos socia-
les tanto en áreas urbanas como rurales, hasta agrupaciones con-
servadoras que representan diversas facciones de la oligarquía, 
la burguesía local y la pequeña burguesía reaccionaria, como 
la Alternativa Consensual, la Pasarela o el Bloque Democrático 
(Rivara, 2019).

Además, se ha observado un papel destacado de la sociedad civil 
en las protestas que surgieron a principios de 2019. Como señala 
Morales (2019), es crucial destacar que, en su mayoría, estos estalli-
dos no se originaron en organizaciones formales, aunque el grupo 
opositor Movimiento Democrático Popular haya ganado cierta re-
levancia. Principalmente, se trata de manifestaciones espontáneas 
de insatisfacción social que se enfrentan a las fuerzas de seguridad 
del gobierno y generan así una compleja escalada de polarización.

Por su parte, en las masas populares que expresaron su descon-
tento resaltaba la participación activa de juventudes urbanas peri-
féricas, que empezaron a coordinarse también en las zonas rurales 
y entre los movimientos campesinos. A través del esfuerzo conjun-
to de estos sectores populares se gestaron métodos de acción direc-
ta, como las conocidas “operaciones de peyi lock” (país bloqueado), 
con el objetivo de obstaculizar la movilidad de bienes, capitales y 
personas dentro del territorio haitiano (Alfonso y Rivara, 2020). De 
esa manera, los haitianos evidenciaron la revitalización de estra-
tegias de lucha y la carga simbólica heredada de la revolución de 
1804, demostrando su capacidad para hacerse escuchar por medio 
de la acción y, al mismo tiempo, se mantuvo la esencia de la actua-
ción impremeditada.

La naturaleza espontánea de las manifestaciones las hizo re-
lativamente independientes de la oposición estructurada en las 
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distintas coaliciones, especialmente de los partidos políticos tradi-
cionales (Rivara, 2019), que son percibidos por la mayoría de la po-
blación como parte del problema, lo que dificulta la articulación de 
políticas de identidad y políticas de pueblos. No obstante, esto no 
significa que no haya procesos sociales significativos provenientes 
de la clase campesina y los estudiantes universitarios. Los proce-
sos sociopolíticos en Haití, como sostiene el profesor Jefferson Pie-
rrelus, se configuran como luchas por la supervivencia en niveles 
físico-biológico, emocional-psicoafectivo y económico-político. Se 
trata de una supervivencia tanto a nivel estatal como nacional en 
el marco de un modelo neocolonial de dominación externa (CALAS 
- Center for Advanced Latin American Studies, 4 de mayo de 2023). 
Respaldando este planteamiento, Laguardia argumenta que

el movimiento popular había sido capaz de paralizar el país, impedir 
la continuación del programa de ajustes acordado con el FMI y ha-
bía obligado a renunciar a tres primeros ministros. Igualmente, se 
avanzó en la radicalización de los reclamos, más allá de la demanda 
de una investigación completa sobre la malversación de los fondos 
de Petrocaribe para exigir transformaciones radicales en el sistema 
político, económico y social (2020, p. 15).

De esta manera, Laguardia sostiene que en Haití se generaron opor-
tunidades para fortalecer y profundizar el pensamiento crítico y la 
articulación de movimientos independentistas, antiimperialistas, 
antineoliberales y poscapitalistas. Esto conlleva la introducción de 
ideas que no están incluidas en el discurso político caribeño, lo que 
relativiza el mismo y abre espacio para cuestionarlo.

Las dos realidades de Haití y el Acuerdo de Montana

Desde una perspectiva política y geopolítica, Haití se encuentra di-
vidido en dos realidades contrastantes. Por un lado, está el poder 
central y urbano, que tiene sus raíces en la conquista y está sujeto 
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al neocolonialismo estadounidense y al colonialismo interno. En 
esta primera realidad, según Pierrelus, el sentido de emancipación 
se reduce a un enfoque de “sálvese quien pueda”.

La crisis de representatividad, la imposición externa y la des-
confianza hacia los partidos políticos tradicionales han llevado a 
que las únicas organizaciones con aspiraciones de crear una CPP 
se originen al margen del Estado. En este aspecto, destacan los gru-
pos estudiantiles, algunos académicos que ejercen presión sobre el 
gobierno, y la gente común que promueve la democratización del 
Estado en todos los ámbitos. Es importante destacar que, como su-
braya Pierrelus (CALAS - Center for Advanced Latin American Stu-
dies, 4 de mayo de 2023), la élite económica haitiana no se identifica 
con el resto del país; utilizan al país, pero no se sienten integral-
mente parte de él, lo que los define como una suerte de élite política 
apátrida.

En este contexto, según lo señalado por Janira Gómez Muñoz (3 
de enero de 2020), los dos virus más perjudiciales y que mantienen 
a Haití en un estado de parálisis son la élite política tradicional y la 
“comunidad internacional”, liderada por Estados Unidos. En pala-
bras de Pablo González Casanova, “la explotación internacional se 
articula, por lo demás, a la explotación interna. […] Todos estos tipos 
de explotación forman parte de estructuras complejas que son fun-
cionalmente externas e internas; transnacionales, internacionales 
e intranacionales” (1996, p. 31).

Por otro lado, está el Haití rural, campesino, que sigue una orga-
nización más horizontal y se caracteriza por la colaboración y or-
ganización colectiva entre diversos grupos. Esta segunda realidad 
refleja una dinámica más igualitaria y comunitaria en la toma de 
decisiones y la organización de la sociedad. El Mouvement Paysan 
de Papaye (MPP), por ejemplo, es una organización que cuenta con 
más de sesenta mil miembros y que se basa en tres pilares: grupos 
de mujeres, grupos de jóvenes y grupos de hombres. La organiza-
ción es a la vez un movimiento de defensa de los derechos de los 
campesinos y una ONG de desarrollo que apoya a los campesinos 
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en sus actividades económicas (donando semillas, ganado, equipos 
y acceso al microcrédito, por ejemplo), facilita el acceso a la forma-
ción (formación local, formación universitaria en el extranjero) y 
suministra servicios básicos (sanidad, acceso al agua) (Frères des 
Hommes, s.f). De acuerdo con su sitio oficial, el MPP se basa en el 
principio de que “solo la lucha libera”, lo que significa reunir la 
fuerza de los campesinos y de los movimientos de jóvenes traba-
jadores campesinos para el progreso cultural y económico de sus 
comunidades (MPP, 2023).

Frente a la compleja situación en Haití, donde la primera rea-
lidad de dominio vertical dificulta la sostenibilidad de la segunda 
realidad de organización horizontal, según Jean Casimir, profesor 
y exdiplomático haitiano, la única solución radica en que el pueblo 
haitiano, sin intervención extranjera, se una para encontrar una 
salida a este desafiante escenario (Zepeda, 30 de mayo de 2023). En 
este tenor, la coalición de grupos de la sociedad civil que se reúne 
en torno a la plataforma conocida como el Acuerdo de Montana, in-
tegrada por 105 organizaciones populares, ochenta y cinco agrupa-
ciones políticas y respaldada por 313 personalidades (Lysius, 2022), 
posee el potencial de establecerse como una CPP instituyente e ins-
tituida. El Acuerdo de Montana define un proceso para construir 
un gobierno de transición integrador cuyo objetivo sea reforzar las 
instituciones gubernamentales, aumentar la seguridad y generar 
la confianza suficiente para celebrar elecciones verdaderamente 
participativas, libres y justas en un plazo de dos años (Clesca, 10 de 
marzo de 2023).

Los seguidores que respaldan el proceso de Montana, conside-
rado como el más legítimo debido a la amplia participación de casi 
todos los sectores políticos y sociales (Lysius, 2022), no forman par-
te de la oposición política. En su lugar, constituyen un movimiento 
de la sociedad civil a favor de la democracia que lucha contra una 
estructura de poder antidemocrática respaldada por la delincuen-
cia, la cual engloba a los principales partidos políticos e intereses 
empresariales de Haití (Clesca, 10 de marzo de 2023). Se trata, según 
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sostiene Clesca (10 de marzo de 2023), de una amplia coalición de 
profesionales, líderes campesinos y sindicales, personalidades re-
ligiosas, activistas anticorrupción y algunos políticos que se han 
unido en torno a Montana como vía democrática.

La geopolítica en torno a Haití

La agenda geopolítica de la potencial CPP en Haití gira en torno 
a la lucha contra la intromisión extranjera en los problemas hai-
tianos, a quien acusa de haber empoderado a los actores corrup-
tos y exacerbado la disfunción política (Segura, 1 de diciembre de 
2022). Como subraya Clesca (10 de marzo de 2023) enfáticamente, 
Haití no necesita tropas extranjeras para resolver sus problemas, 
pero sí necesita que Estados Unidos y sus socios dejen de apuntalar 
un gobierno corrupto alineado con bandas criminales. Al respec-
to, de acuerdo con Zepeda (2023), se afirma que, en sus inicios, las 
bandas recibieron armamento del Estado para sofocar las protes-
tas de 2018, pero que ahora operan de manera independiente y sin 
control.

Para ayudar a Haití a dejar de ser un “Estado fallido” controlado 
por criminales y poder convertirse en una democracia funcional 
y estable, los gobiernos extranjeros, especialmente Estados Unidos 
y Canadá, deben escuchar a los haitianos y hacer todo lo que esté 
en su mano para presionar a Henry (presidente interino y primer 
ministro de Haití, luego del asesinato de Moïse), quien es un pro-
ducto del sistema político corrupto, para que se aparte o se siente 
a la mesa de negociaciones (Clesca, 10 de marzo de 2023). Aunque 
Estados Unidos y Canadá han instado a Henry a entablar un diálo-
go político y buscar consenso con los líderes de la sociedad civil que 
abogan por una vía democrática, el gobierno ha rechazado compro-
meterse con los representantes del Acuerdo de Montana.

En lugar de ello, el 21 de diciembre de 2022, presentando a 
sus antiguos aliados políticos como una nueva coalición, Henry 
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propuso extender su mandato como primer ministro por otros 
dieciocho meses sin introducir un nuevo sistema de controles o 
equilibrios (Clesca, 10 de marzo de 2023). Las potencias extranjeras 
que consideran sus movimientos en torno a Haití deben dejar de 
confundir las necesidades de Henry con las del país. Henry bus-
ca apoyo internacional para someter a las bandas y mantenerse 
en el poder, mientras que Haití lo que necesita es un gobierno de 
transición representativo para dar voz a su pueblo y restablecer la 
confianza y la capacidad institucional hasta que sean posibles unas 
elecciones seguras y libres.
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Puerto Rico: el verano boricua de 2019  
y el giro decolonial

En el complejo marco del estatuto de Estado Libre Asociado con 
Estados Unidos, el año 2019 se caracterizó por movilizaciones so-
ciales que respondían a diversas ramificaciones vinculadas con la 
definición de la soberanía nacional. El detonante para el estallido 
social, expresado en marchas consecutivas de cientos de miles de 
puertorriqueños, fue la lucha contra la corrupción de los gober-
nantes y el desprecio por la rendición de cuentas públicas. La re-
velación de diversos mensajes de contenido pornográfico entre 
el gobernador y varios colaboradores provocó la ira ciudadana al 
representar una ofensa y violación a valores fundamentales en 
la cultura puertorriqueña: respeto, compasión y humildad. Siete 
marchas multitudinarias a mediados de 2019 culminaron con la 
renuncia del gobernador Ricardo Rosselló. Estas manifestaciones 
repudiaron el sistema bipartidista de Puerto Rico por su corrup-
ción manifiesta y la pérdida de más de 4500 vidas debido a severos 
ciclones y sismos. Además, exigieron mejoras laborales y medidas 
para reactivar la economía de la isla caribeña: una resistencia que 
desafía la colonialidad del poder estadounidense.

La importancia de Puerto Rico en el estudio de las comuni-
dades políticas de pertenencia (CPP) radica en su singularidad 
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político-estatal como Estado Libre Asociado de Estados Unidos, 
que lo configura como una suerte de “país-colonia”. El colonialis-
mo, como se analizará más adelante, articula las luchas colectivas, 
las agendas políticas y geopolíticas en Puerto Rico, todo dentro del 
trasfondo histórico marcado por el colonialismo y la colonialidad. 
Por lo tanto, el “giro decolonial” evidenciado en el estallido social 
de 2019 proporciona claves analíticas fundamentales para com-
prender las CPP de carácter emancipatorio e instituyente.

Detonantes del estallido social de 2019

Cuando se analizan los estallidos sociales que sacudieron a la re-
gión en 2019 es común que se preste poca atención a Puerto Rico. 
Esto podría deberse a su singularidad político-estatal. Su condición 
de “país-colonia” añade una capa de complejidad a nivel político y 
desencadena debates en torno a la autonomía y la identidad cultu-
ral y política de la isla. La población de Puerto Rico se encuentra en 
medio de una encrucijada en lo que respecta a los posibles estatus 
políticos. Algunos desean la independencia total del país, mientras 
que otros aspiran a que Puerto Rico se convierta en un estado más 
de los Estados Unidos (Berríos, 1979). Esta disputa abarca una am-
plia gama de intereses y procesos de lucha en relación con la afir-
mación de la identidad y la autodeterminación. En este contexto, 
se han generado diversos movimientos sociales que articulan las 
condiciones y las aspiraciones de la población puertorriqueña.

Independientemente de las razones que puedan explicar por 
qué Puerto Rico no atrajo la misma atención mediática que países 
como Ecuador, Colombia y Chile, es importante destacar que la 
isla caribeña también fue testigo de un histórico estallido social en 
2019 con una gran variedad de tipo económico, político, geopolítico 
y decolonial. Por un lado, el país-colonia caribeño, tras haber sido 
declarado en bancarrota durante el gobierno de Ricardo Roselló, 
enfrentaba en 2017 una tasa de pobreza de aproximadamente el 
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45 %, un desempleo que oscilaba entre el 12 % y el 16 %, y una sig-
nificativa reducción demográfica debido a la migración hacia los 
Estados Unidos (Alemán, 2019).

A esto se sumó el impacto económico, social y ambiental pro-
vocado por el huracán María ese mismo año, que incrementó aún 
más la depresión económica. De acuerdo con Alemán, el huracán 
categoría 4 (vientos que alcanzan velocidades de entre 209 a 251 
kilómetros por hora y olas que superan los cinco metros de altura) 
devastó miles de hogares, techos, árboles, cultivos, infraestructu-
ras, centros comerciales, carreteras y puentes, semáforos, postes 
de luz y antenas de comunicación. Además, colapsó los servicios 
de energía eléctrica y agua, y ocasionó la trágica pérdida de 4465 
puertorriqueños.

El recuento de víctimas mortales a raíz del evento catastrófi-
co se convirtió en una fuente de tensión tanto a nivel local como 
internacional entre las comunidades y el gobierno. Mientras las 
comunidades sospechaban que el número de fallecidos estaba au-
mentando, el gobierno minimizaba el impacto del huracán. Asimis-
mo, las crisis sociales y económicas que Puerto Rico ha enfrentado, 
tanto antes como después del huracán, están innegablemente re-
lacionadas con su estatus colonial. La economía local, configurada 
como un mercado cautivo para las corporaciones estadounidenses, 
ha generado una deuda exterior de 72 mil millones de dólares (Va-
ras-Díaz et al., 2020). Adicionalmente, una de las cuestiones que 
captó la atención fue

el tema de la invisibilidad - la noción de que durante el proceso de 
recuperación de desastres, las necesidades de la población local se 
habían vuelto invisibles y por lo tanto sin importancia. Estas pre-
ocupaciones se centraron en cuatro expresiones principales de in-
visibilidad: geográficas marginales, culturas locales, líderes que no 
responden y comunidades vulnerables (Varas-Díaz et al., 2020, p. 7).

Por otro lado, los manifestantes en Puerto Rico expresaron su 
rechazo no solo hacia el entonces gobernador Rosselló, hijo del 
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exgobernador Pedro Rosselló González (1993-2000), quien enfren-
taba acusaciones de corrupción y estaba bajo escrutinio público 
debido a la revelación de “cientos de páginas de mensajes de chat, 
vulgares y a menudo ofensivos, entre Rosselló y once hombres de su 
círculo cercano” (New York Times, 22 de julio de 2019), sino también 
hacia la clase política tradicional, que durante décadas se había be-
neficiado a expensas del pueblo puertorriqueño. Estas manifesta-
ciones condenaron de manera enérgica el sistema bipartidista de 
Puerto Rico y evidenciaron la corrupción arraigada en su seno, así 
como la pérdida de más de 4500 vidas debido a la devastación pro-
vocada por ciclones y terremotos (Svampa et al., 2020).

El estallido social de 2019 fue el resultado de un sentimien-
to desesperación común, resultado de los agravios acumulados a 
lo largo de doce años de recesión económica, una crisis de deuda 
que resultó en despidos y reducciones en los servicios públicos, así 
como una respuesta inadecuada frente al huracán María (New York 
Times, 22 de julio de 2019). En el caso de este último, la respuesta 
irresponsable tanto del gobierno local como de la Agencia Federal 
para el Manejo de Emergencias (FEMA), además de los reproches 
y menosprecio expresados por el presidente Donald Trump (2017-
2021) hacia los puertorriqueños (Alemán, 2019), generaron críticas 
y un descontento generalizado tanto en la isla como en algunos sec-
tores de Estados Unidos.

Es por ello por lo cual otra de las demandas que puede ser vis-
ta como una forma de “resistencia que desafía la colonialidad del 
poder estadounidense” (Svampa et al., 2020, p. 254) fue la renuncia 
tanto de Rosselló como la eliminación de la Junta de Control Fiscal. 
Esta junta, cuyo presupuesto depende directamente del gobierno 
estadounidense, fue establecida por el Congreso estadouniden-
se durante el gobierno de Barack Obama (2009-2016) a través de 
la Ley Promesa (Puerto Rico Oversight, Management, and Economic 
Stability Act) de 2016, sin la participación del electorado. Su tarea 
era gestionar las finanzas del gobierno de la isla, que se encontraba 
endeudado en una cantidad que excedía su capacidad de pago a los 
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acreedores (New York Times, 22 de julio de 2019). Sin embargo, tanto 
la Junta como el gobierno de Roselló acumularon el desencanto so-
cial, particularmente por la pésima gestión de fondos para enfren-
tar los desastres naturales a los que está sometida la isla.

Entre los manifestantes, que incluyeron a la Unión de Trabaja-
dores de la Industria Eléctrica y Riego, la Coordinadora Sindical, la 
Asociación Puertorriqueña de Profesores Universitarios y la Cen-
tral Puertorriqueña de Trabajadores, se destacaban las demandas 
de mejoras en las condiciones laborales y medidas para revitali-
zar la economía de la isla caribeña (Svampa et al., 2020). Mientras 
Puerto Rico lucha por abordar su crisis de deuda, las autoridades 
han tomado una serie de medidas impopulares que incluyen el 
despido de miles de trabajadores gubernamentales, recortes en los 
servicios públicos, aumentos en las tasas de matrícula y el cierre de 
muchas escuelas (New York Times, 22 de julio de 2019).

El cierre de más de cuatrocientas escuelas públicas por parte 
del Departamento de Educación, la implementación de la Reforma 
Laboral, las contrataciones en puestos de confianza con altos sala-
rios, el incremento injustificado de tarifas y multas en los peajes, la 
reducción de pensiones y los aumentos en los costos de la Universi-
dad de Puerto Rico, entre otros aspectos (Alemán, 2019), presentan 
numerosas similitudes con los “paquetazos” y políticas neolibera-
les adoptadas en países vecinos de América Latina y, por ende, la 
respuesta del pueblo es la misma: salir a las calles.

El “verano boricua del 19” y el “giro decolonial” en la CPP

El estallido social de 2019 sirvió para poner de manifiesto el des-
contento social que había estado latente debido a las estructuras 
coloniales que prevalecen en Puerto Rico. Las luchas colectivas y 
las agendas políticas y geopolíticas en Puerto Rico se han gestado 
en el trasfondo de una historia marcada por el colonialismo, que ha 
dado lugar a una continua lucha entre diversas perspectivas dentro 
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de la isla, limitadas por las restricciones impuestas por las institu-
ciones políticas y económicas. Sin embargo, en el estallido social de 
2019, al cual Javier Alemán Iglesias se refiere como el “verano bori-
cua del 19” por su trascendencia, “el pueblo cambió, cuestionó, se 
levantó y construyó una ‘revolución semi-pacífica’ convocada por 
sectores no tradicionales ni partidistas” (Alemán, 2019, p. 16). Una 
distinción notable respecto a las acciones colectivas que habían 
sucedido previamente fue que, durante la marcha, todos los acto-
res sociales, ahora transformados en sujetos políticos, se erigieron 
como protagonistas (actores políticos internos) de la protesta. En 
contraste con movilizaciones anteriores, donde los protagonistas 
recibían apoyo solidario de otros sectores (sectores políticos exter-
nos), en las protestas del verano de 2019 todos se convirtieron en 
actores políticos internos (Cotto-Morales, 2020).

Al respecto, Velázquez Márquez (2019) señala que la reacción y 
la participación de los manifestantes puertorriqueños apuntan a lo 
que en la teoría decolonial se refiere como “un giro decolonial”. El 
elemento de la colonialidad es fundamental en el estudio del caso 
puertorriqueño, ya que proporciona herramientas analíticas cru-
ciales para distinguir entre los aspectos de Puerto Rico relaciona-
dos con su condición de colonia tradicional, el colonialismo y los 
elementos vinculados a la cultura de la colonialidad con sus carac-
terísticas particulares. Esta distinción es esencial para comprender 
la complejidad de la situación de Puerto Rico, su lucha por la auto-
nomía, la identidad y sus sujetos portadores de CPP emancipadoras.

Velázquez Márquez (2019) identifica dos formas de descoloni-
zación. La primera se enfoca en la emancipación política y econó-
mica, se relaciona con aspectos políticos establecidos y se basa en 
movimientos sindicales y grupos de profesores que buscan mejorar 
las condiciones laborales de los trabajadores. Dentro de este en-
foque se incluyen también los movimientos agrícolas que luchan 
por la tierra y el territorio, buscando autonomía y promoviendo la 
producción interna. En contraste, el giro decolonial, característico 
del segundo tipo de descolonización desde lo social instituyente, se 
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evidenció durante el estallido social de 2019. Este evento, que con-
gregó a en la calle Fortaleza del Viejo San Juan y en otros lugares del 
país a estudiantes, sindicatos, ambientalistas, feministas, mujeres, 
la comunidad LGBTTQ+, pensionados, maestras de escuelas públi-
cas y de la Universidad de Puerto Rico, así como a sujetos políticos 
defensores de la soberanía en todas sus formas (Alemán, 2019; CA-
LAS - Center for Advanced Latin American Studies, 5 de mayo de 
2023), marcó la consolidación de un pueblo unido en su diversidad, 
actuando como sujeto portador de CPP emancipadoras.

En palabras de Velázquez Márquez (2019, p. 36),

es el mismo [pueblo] que enfrentó al catastrófico huracán María, 
enterró a sus muertos y se puso en pie, solo para descubrir que 
mientras se pasaba trabajo había un grupo beneficiándose, sacando 
partida publicitaria y burlándose de todo aquel que no encajara en 
su visión de mundo.

De acuerdo con Liliana Cotto-Morales (CALAS - Center for Advanced 
Latin American Studies, 5 de mayo de 2023), en sintonía con lo 
planteado Velázquez Márquez (2019), no se trató de una revolución, 
sino de una gran movilización o un estallido social que tuvo como 
peculiaridad que todos los actores convertidos en sujetos portado-
res de CPP, de todas las edades, géneros, razas e ideologías, tenían 
algo que reclamar. Esta incorporación de sectores no pertenecien-
tes a organizaciones políticas tradicionales, como los movimientos 
estudiantiles o el movimiento obrero puertorriqueño, crea una 
nueva noción de comunidad política que no muestra interés en los 
partidos políticos ni en las ONG tradicionales, partes sustanciales 
de la política instituida, pero que se inserta en la lucha de crítica 
al sistema. Una transición desde la “digna rabia” hacia una “rabia 
organizada” descentralizada que se pudo observar a través de la 
canalización estratégica de las energías y protestas en diferentes 
geografías de resistencia y apropiación espacial en diversos luga-
res, como plazas, centros urbanos, puentes, carreteras y ríos, con 
acciones de naturaleza muy variada.
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Estas infraestructuras de resistencia también operan como re-
gistros populares que documentan los límites, posibilidades y po-
tencialidades de las luchas políticas. Durante las protestas no era 
infrecuente que la gente evocara la memoria de la resistencia con-
tra la Marina en Vieques, pues se puede considerar que marcó un 
punto de inflexión, donde la percepción general fue la de no tener 
nada que perder, de comprender la fuerza numérica y de perder el 
miedo. De esta manera, las experiencias van generando nuevas in-
fraestructuras que inevitablemente nutrirán futuras luchas y cons-
truirán imaginarios que se alimentan de movilizaciones y acciones 
públicas (Santiago-Ortiz y Meléndez-Badillo, 2020).

Las protestas masivas como las del “verano del 19” a menudo se 
articulan de manera espontánea y se convierten en mecanismos de 
presión con el potencial de generar transformaciones significati-
vas para hacer frente a las problemáticas estructurales. En el con-
texto del estallido social de 2019, las organizaciones preexistentes 
que movilizan sujetos políticos se integraron de manera activa a la 
lucha. Esta integración se dio en conjunción con la emergencia de 
nuevos actores políticos, surgidos por primera vez desde la protes-
ta social. Juntos, estos grupos formaron una CPP que representaba 
una amplia diversidad de sectores de la sociedad puertorriqueña, 
abordaba demandas específicas en momentos particulares y se ar-
ticulaba en movimientos que reflejaban la identidad y subjetivida-
des únicas de cada sector involucrado (Coss, 14 de octubre de 2022).

Las CPP y la cultura popular latinoamericana

La música y la danza populares en Puerto Rico han experimenta-
do a lo largo de la historia un proceso de politización. Los géneros 
actualmente considerados símbolos de la identidad nacional de 
Puerto Rico, como la bomba, la danza, la plena, la música jíbara y 
la salsa, han sido utilizados en diferentes momentos para articular 
y subvertir el poder estatal. Mencionadas expresiones musicales 
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desempeñaron roles relevantes al expresar la indignación pública 
contra Rosselló. Sin embargo, lo que resultó novedoso fue observar 
cómo la música reguetón y la danza lograron reunir a las multitu-
des durante los momentos más emblemáticos del levantamiento de 
2019 (Bofill, 18 de junio de 2022).

Una característica notable del estallido social en Puerto Rico 
fue la participación de personalidades de renombre en la industria 
musical latina, como Ricky Martin, Residente, Bad Bunny y Daddy 
Yankee. Estas figuras encabezaron algunas de las multitudinarias 
protestas que finalmente condujeron a la renuncia del gobernador 
Ricardo Rosselló. Según un artículo del medio La Tercera titulado 
“El día en que Ricky Martin y el reggaetón derribaron al gobier-
no de Puerto Rico”, cantantes como Daddy Yankee, Tommy Torres, 
Nicky Jam, Wisin y Luis Fonsi se unieron a las movilizaciones. Ade-
más, los actores Benicio del Toro y Lin-Manuel Miranda viajaron a 
la isla para mostrar su apoyo a las marchas (Calderón, 22 de febrero 
de 2020). La canción “Desahogo” de Bad Bunny y Residente aborda 
varios de los desencadenantes y agravios acumulados por el pueblo 
puertorriqueño, entre los cuales se mencionan: los mensajes misó-
ginos y vulgares del gobernador Ricardo Rosselló, la corrupción en 
la clase política, la población desatendida que sufrió las consecuen-
cias de los ciclones, la trágica pérdida de más de 4500 vidas debido 
a la devastación causada por los desastres naturales y la clausura 
de escuelas (UrbanoVideosTV, 18 de julio de 2019).

Es importante destacar en esta canción la referencia a un pue-
blo puertorriqueño que, según las palabras del artista Residente, 
representa “el rugido de la bandera de puertorro con todos sus teji-
dos” (UrbanoVideosTV, 18 de julio de 2019). El video musical comple-
menta este mensaje con imágenes de las protestas y la frase “todo el 
mundo unido, no importa el color de tu partido” (UrbanoVideosTV, 
18 de julio de 2019). En este sentido, a través de la música y el ac-
tivismo político de cantantes y actores, se articularon o al menos 
se lograron visibilizar las políticas de identidad, reconocimien-
to y pueblo. Este esfuerzo resonó a nivel nacional e internacional 
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y amplificó el descontento popular y el rechazo al gobierno de 
Rosselló.

Por otro lado, el “perreo combativo” se erigió como una táctica 
subversiva que logró movilizar e integrar a diversas facciones en 
el complejo panorama político. Este estilo de baile se transformó 
en una forma de resistencia que encarnó un espíritu de desafío, li-
bertad y liberación. Más que una simple protesta contra Roselló y 
su gobierno, el perreo combativo fungió como una manifestación 
que confrontó de manera simultánea todas las instituciones que 
a lo largo de la historia han reprimido los cuerpos y la expresión 
sexual. De esta manera, esta forma de protesta adquirió un carácter 
revolucionario al poseer un poder movilizador que logró compro-
meter activamente diversos grupos, como la comunidad LGBTTQ+, 
jóvenes de clases media alta y minorías marginadas. Además, tuvo 
capacidad de atraer actores no políticos hacia la escena política, 
utilizando el lema “sin perreo no hay revolución”, lo que hizo que la 
música y el baile se convirtieran en elementos unificadores duran-
te las protestas del verano de 2019 (Bofill, 18 de junio de 2022).

CPP instituidas y el movimiento independentista

La particularidad política y geopolítica de Puerto Rico, según Cotto-
Morales, tiene un impacto significativo tanto en la formación de 
sujetos sociales como en su politización y sus respectivas agendas. 
A escala local, los grupos y organizaciones no electorales preexis-
tentes, al margen de lo político instituido, han establecido objetivos 
y agendas innovadoras sustentadas en prácticas democratizadoras 
con el objetivo de crear una forma de gobierno alternativa. Para 
estas agrupaciones, entre las que se destacan las treinta y ocho 
Asambleas de Pueblo constituidas en una red de asambleas con 
el propósito de crear y mantener herramientas y mecanismos de 
participación para generar poder social, las instituciones actuales 
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no valen la pena (CALAS - Center for Advanced Latin American 
Studies, 5 de mayo de 2023).

A escala nacional e internacional, siempre vinculadas con lo lo-
cal y entre sí en una multiescalaridad, la búsqueda constante de 
la emancipación política y económica, inherente a la descoloni-
zación, se refleja en los movimientos independentistas puertorri-
queños. Estos movimientos son el resultado de una larga lucha por 
la autonomía y la identidad nacional, frecuentemente reprimida 
por las estructuras coloniales estadounidenses (Pérez, 11 de junio 
de 2022). Los sujetos sociales y políticos independentistas, que han 
sido figuras destacadas en la lucha desde mediados del siglo xx, en 
la etapa que Cotto-Morales describe como el “periodo de las accio-
nes colectivas y los movimientos sociales tradicionales” (CALAS - 
Center for Advanced Latin American Studies, 5 de mayo de 2023), 
han priorizado el tema de la soberanía jurídica. Sin embargo, en los 
procesos que condujeron al estallido social de 2019, influenciados 
por las luchas de los indignados en 2011, se ha observado un cambio 
en la concepción de “soberanía”.

Actualmente, para algunos sectores la soberanía ya no es vista 
como algo que se concede, sino como algo que se ejerce en su mul-
tidimensionalidad, y que abarca aspectos jurídicos, alimentarios, 
educativos, espirituales, urbanos, ambientales, entre otros (CALAS 
- Center for Advanced Latin American Studies, 5 de mayo de 2023). 
Esta visión permite articular y canalizar acciones y agendas de una 
amplia variedad de sujetos sociales, los cuales transitan hacia co-
munidades políticas de pertenencia instituidas e instituyentes. En 
los últimos años, y bajo un esquema de presión externa de los mo-
vimientos sociales, se han dado las condiciones a la apertura a dos 
partidos independentistas en el sistema de partidos de Puerto Rico 
y la creación de una organización política al margen de la contien-
da electoral.

Por un lado, el Movimiento Victoria Ciudadana (MVC), con una 
nueva concepción organizativa denominada “estructura de red 
de redes” (CALAS - Center for Advanced Latin American Studies, 
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5 de mayo de 2023), se enfoca en políticas descolonizadoras, am-
bientales, autonomía fiscal e incorporación de actores plurales 
(Movimiento Victoria Ciudadana, s.f). Por otro lado, el Partido Inde-
pendentista Puertorriqueño (PIP), con una trayectoria política de 
largo aliento, se enfoca en políticas de liberalización del país, tiene 
una orientación ambiental y busca reformas institucionales, ade-
más de promover políticas feministas y sociales (PIP, 2021). Estos 
partidos, sin fines propagandísticos, jugaron un papel importante 
en el estallido social de 2019 al brindar estructura, logística y expe-
riencia a las protestas. El Partido Independentista Puertorriqueño, 
por ejemplo, contaba con redes establecidas, recursos y una base 
de seguidores que podía movilizar rápidamente, participar activa-
mente en la planificación, coordinación y ejecución de acciones de 
protesta, y aportar su agenda política y su visión de cambio.

A estas agrupaciones políticas se suma Vamos, inspirado en el 
Podemos de 2011 en España, con el objetivo de constituirse en una 
organización política, generar soberanías en distintas instancias 
y formar alianzas, aunque sin pretensiones electorales. Vamos, de 
acuerdo con su sitio oficial, se define como un movimiento político 
no partidista, de base comunitaria y sin fines de lucro, cuyo propó-
sito es el de lograr la articulación de esfuerzos de bienestar social 
entre diversas entidades progresistas en Puerto Rico, los Estados 
Unidos y América y el Caribe mediante iniciativas de educación, 
organización y movilización (Vamos, s.f.).

Además, existen otras organizaciones políticas y sociales con 
diversas agendas que en 2019 fueron parte de una misma CPP, en-
tre las que destacan la Colectiva Feminista en Construcción y el 
espacio de encuentro Junte Gente. La Colectiva Feminista en Cons-
trucción es una organización política militante fundada en 2014 
que posee una postura anticapitalista, antirracista, antipatriarcal, 
anticolonialista e internacionalista, basada en el legado del femi-
nismo negro y decolonial. Su agenda consiste en denunciar las ma-
neras en las que el Estado sostiene y sustenta las distintas formas 
de opresión como el racismo, la violencia de género, el clasismo, la 
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xenofobia y la homofobia. Todas estas manifestaciones interrela-
cionadas en un sistema que produce desigualdad (Colectiva Femi-
nista en Construcción, s.f). Por su parte, Junte Gente es un espacio 
de encuentro fundado en 2018 conformado por organizaciones, co-
lectivos, frentes, coaliciones e instituciones que están en resisten-
cia ante el capitalismo neoliberal y que luchan por un Puerto Rico 
justo, solidario y sostenible (Junte Gente, s.f.).
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Caravanas migrantes como comunidad 
política de pertenencia
Geopolítica del éxodo de la pobreza

En su trabajo titulado “¿Por qué estalla Latinoamérica?”, Andrés 
Malamud (2020) categoriza los estallidos sociales de 2019 en dos 
tipos. Por un lado, aquellos que destacan factores económicos 
como la desigualdad económica, la desindustrialización y la volati-
lidad de los mercados internacionales. Por otro lado, están los que 
resaltan factores políticos como la crisis de los partidos políticos, 
la debilidad institucional y la intervención extranjera. Asimismo, 
Malamud concluye que “la clave de las protestas reside en la insen-
sibilidad de las élites y el hartazgo de las masas, que se acumula con 
los años y detona de repente” (Malamud, 2020, p. 8).

Sin embargo, es importante señalar que también existe otro 
tipo de estallidos sociales masivos, como se intenta mostrar en este 
trabajo. La particularidad de los movimientos migratorios inter-
nacionales hacia Estados Unidos es que antes se manifestaban de 
manera dispersa y que, a partir de 2018, se politizaron, como en el 
caso de las caravanas migrantes del Triángulo del Norte que atra-
viesan México (Svampa et al., 2020). La comunidad (geo)política 
de pertenencia que se forma durante el tránsito de las caravanas 
migrantes es temporal por naturaleza, ya que es una asociación de 
voluntades individuales que se disuelve al llegar a su destino final, 
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Estados Unidos. No obstante, esta comunidad temporal se sustenta 
en varios elementos esenciales que definen la idea de comunidad.

Primero, la interacción basada en relaciones construidas o acep-
tadas. Las caravanas migrantes facilitan la interacción entre per-
sonas de diferentes nacionalidades y antecedentes, unidas por un 
objetivo común: llegar sanos y salvos a su destino, un propósito com-
partido y socialmente construido, aceptado por quienes se suman 
a la caravana. Segundo, el componente psicológico multidimensio-
nal, que incluye sentimientos de pertenencia, identidad y espíritu 
de comunidad. Aunque los sentimientos de pertenencia e identidad 
pueden ser menos evidentes debido a la naturaleza efímera de estas 
comunidades, el sentimiento de comunidad es claramente observa-
ble, como se analizará más adelante. Finalmente, la participación en 
una serie de actividades e intereses comunes. La caravana en sí mis-
ma es una actividad colectiva, cimentada en un interés compartido.

En este orden de ideas, las caravanas migrantes constituyen una 
comunidad (geo)política de pertenencia temporal, donde el senti-
do de comunidad se construye en torno a un objetivo compartido: 
llegar sanos y salvos a su destino. Aunque efímera, esta comunidad 
se fortalece por la interacción entre personas de diversas nacionali-
dades, que comparten no solo un fin común, sino también un senti-
miento de comunidad que emerge durante el tránsito. A pesar de su 
carácter transitorio, estas caravanas ilustran cómo la comunidad 
se forma en el cruce de componentes imaginarios y territoriales, 
anclada en la copresencia y en la realidad concreta de su trayecto.

En octubre de 2018, un grupo inicial de dos mil personas empren-
dió una de las primeras travesías migrantes con cobertura en tiem-
po real. Según Cabrera (2020), la estrategia de comunicación de los 
organizadores y promotores de estos grupos surgidos en Honduras 
reforzó la idea de que para cualquier gobierno sería más difícil de-
tener una ola migrante. En el camino, se sumaron migrantes de El 
Salvador, Nicaragua y Guatemala, y se llegó a un total de aproxima-
damente siete mil migrantes, con una composición más equilibrada 
por sexo respecto a flujos pasados de migración en tránsito con una 
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destacada presencia de mujeres, niñas y niños, personas adultas ma-
yores y familias completas (Fernández de la Reguera et al., 2019).
A esta gran caravana, probablemente la más grande jamás registra-
da le han seguido varias más que partieron en distintas fechas desde 
El Salvador, Guatemala y Honduras (Oxfam, 2019) (véase tabla 4). La 
segunda oleada de caravanas tuvo lugar el 17 de enero de 2019, tras 
el reciente cambio de administración federal y de signo político en 
México. En ese momento gobernaba Andrés Manuel López Obrador, 
quien había manifestado una actitud proactiva en relación con la 
migración centroamericana (Fernández de la Reguera et al., 2019). De 
acuerdo con Luciana Gandin, a diferencia de la primera caravana de 
2018, tras el anuncio de su llegada, el gobierno de la llamada “Cuarta 
Transformación” (4T) decidió recibirla con los brazos abiertos, inclu-
so ubicando “anfitriones” en el puente que les dieron la bienvenida. 
En este lugar se establecieron carpas con representantes de agencias 
gubernamentales (INM, COMAR, DIF), internacionales (ACNUR, 
OIM), organizaciones de la sociedad civil y representantes de los 
consulados centroamericanos (Fernández de la Reguera et al., 2019). 
Una actitud receptiva y solidaria que cambiaría conforme las cara-
vanas fueron percibidas como amenazas a la seguridad nacional por 
parte del gobierno de la 4T.

Tabla 4. Caravanas Migrantes centroamericanas 2018-2021
Año Fecha Cantidad de migrantes
2018 12 de 

octubre
La primera caravana, surgida de la “marcha del migrante” y 
caracterizada por el lema “no nos vamos porque queremos: nos 
expulsan la violencia y la pobreza” estuvo conformada por siete mil 
migrantes que se unieron desde su partida en San Pedro Sula.

20 de 
octubre

La segunda caravana migrante, compuesta por mil quinientos 
integrantes, inicia su trayecto desde Honduras.

29 de 
octubre

Se forma una tercera caravana que parte de El Salvador con 
aproximadamente trecientos migrantes. Por su parte el gobierno 
salvadoreño registró un total de 1778 integrantes en la misma, de los 
cuales solamente 1510 continuaron la ruta.

31 de 
octubre

Se organiza una cuarta caravana de migrantes, con alrededor de 800 
salvadoreños, que se reunieron en una plaza de San Salvador.

9 de 
noviembre

La última caravana, compuesta principalmente por aproximadamente 
250 migrantes salvadoreños, ingresó a México a través de Suchiate.
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2019 14 de enero El primer grupo de migrantes durante 2019, compuesto por 120 
personas de Honduras, se une a la nueva caravana surgida a raíz de la 
difusión en redes sociales del cartel “Buscamos Refugio, en Honduras 
nos matan”.

22 de enero Comienza la segunda caravana migrante del año, que, al igual que en 
el primer caso, parte desde Honduras.

2021 13 de enero Se movilizaron hacia Corinto cerca de doscientas migrantes a causa 
de la promoción en redes sociales de una nueva caravana. Cuatro días 
después se contabilizaron nueve mil personas en la caravana.

Elaboración propia con información del Observatorio  
de Legislación y Política Migratoria (s.f.).

Como se puede apreciar claramente en la gráfica 2, si bien a ini-
cios de 2021 la llamada “migración irregular” que entraba a México 
provenía de Centroamérica en un 97 %, a finales de ese año había 
descendido al 69 %. Y a inicios de 2023 esa proporción llegaba ape-
nas al 31 % −aunque para agosto de ese año alcanzó el 37 % del total 
de migrantes. La preminencia de la emigración centroamericana 
fue sustituida por la emigración sudamericana −principalmente de 
Venezuela−, cuya proporción pasó del 1 % a inicios de 2021 al 46 % 
a mediados de 2023.

Gráfica 2. Personas en situación  
migratoria irregular por región/subregión de origen

Gráfica 1.8 Personas en situación migratoria 
irregular por región-subregión de origen

3. Proporción (%) de eventos de personas en situación migratoria irregular registrados por la autoridad 
migratoria  mexicana, desglosados por la región/subregión de origen, por trimestre, enero 2021- agosto 2023    
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Si se observa el país de procedencia de los migrantes “irregula-
res”, destaca el caso de Venezuela, de donde llega la mayor canti-
dad de migrantes: 22 % en 2022, 27 % en 2023. La proporción en la 
que cambió el flujo venezolano de personas en movilidad es del 
207 % entre agosto de 2022 y agosto de 2023. También es destaca-
ble que Honduras representa el 18 % de migrantes, mientras que 
Guatemala tuvo el 16 % de la migración en 2022, aunque esta pro-
porción bajó al 12 % en 2023. Asimismo, de Cuba y de Haití pro-
viene un 9 % en el primer caso y un 4 % en el segundo caso (véase 
tabla 5).

Tabla 5. Migración irregular por nacionalidad
2022 2023 (ene - ago)

País de 
nacionalidad

Total 
2022

% del total 
2022

País de 
nacionalidad

Total  
2023

% del  
total 

% cambio ene-
ago 2023 vs. 

ene-ago 2022
Venezuela 96 197 22% Venezuela 110 030 27% +207%
Honduras 71 859 16% Honduras 70 996 18% +39%
Guatemala 69 249 16% Guatemala 48 369 12% -4%
Cuba 41 771 9% Ecuador 37 821 9% +714%
Nicaragua 40 937 9% Haití 17 278 4% +819%
Colombia 28 098 6% Colombia 13 805 3% -28%
El Salvador 26 534 6% El Salvador 12 167 3% -35%
Ecuador 22 098 5% Brasil 8 979 2% +243%
Otros 44 666 10% Otros 82 879 21% +86%
Total 441 409 100% Total 402 324 100% +62%

Adaptado de OIM, 2023.

La caravana de 2019, según Gandin, estuvo conformada por al-
rededor de trece mil personas de origen centroamericano, con 
una composición más diversa en cuanto a nacionalidades. Las 
personas migrantes provienen principalmente de El Salvador, 
Guatemala y Honduras, aunque ha aumentado la presencia de 
grupos de migrantes de Nicaragua, Cuba y Haití (Oxfam, 14 de 
mayo de 2019). En marzo de 2021, se registró un récord en el nú-
mero de solicitudes de asilo en México, con más de nueve mil 
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peticiones. El 64  % de estas solicitudes provienen del Triángulo 
Norte de Centroamérica: el 51 % de Honduras, el 8 % de El Salvador 
y el 5 % de Guatemala. Los cubanos y haitianos representan un 
11 % cada uno, mientras que los venezolanos constituyen un 6 %. 
Aproximadamente el 22 % de todos los solicitantes son niños y la 
mayoría llega sin familiares (Noticias ONU, 21 de abril de 2021). Un 
escenario cuyas proporciones de emigración, por país y región, ha 
venido aumentando de forma exponencial en Sudamérica y del 
Caribe.

En el núcleo geopolítico, la cuestión migratoria reside en la 
politización de los movimientos sociales que, como las caravanas 
migrantes, tienden a conformar comunidades políticas de perte-
nencia (CPP) con tendencias instituyentes, que prefiguran deman-
das antisistémicas cuestionadoras de las raíces estructurales del 
régimen capitalista tanto en el ámbito político como en el econó-
mico. Por su origen organizativo, en defensa de seguridad y de re-
fuerzo de políticas de refugio y asilo mediante acciones colectivas 
concertadas, las caravanas migrantes contienen movimientos so-
ciales que están politizados.

Su capacidad de articular demandas para la democratización 
del régimen político y de gobierno tiene cuatro anillos geopolíti-
cos de influencia sobre comunidades políticas instituidas: 1) las 
relaciones entre México y Estados Unidos, así como en los debates 
electorales de ambos países; 2) la escala interamericana donde se 
cuestiona al panamericanismo estadounidense; 3) la escala lati-
noamericana y caribeña, cuya autonomía regional se ha debili-
tado recientemente, y 4) la dimensión global, una escala donde si 
bien hay instituciones especializadas en temas de refugio, asilo y 
derechos humanos universales, la policrisis mundial define lími-
tes estructurales que rebasan su incidencia eficaz sobre la grave-
dad del problema.

De manera transversal a esas cuatro escalas geopolíticas, estos 
movimientos sociales politizados cuestionan la desigualdad so-
cial, el modelo de desarrollo y el patrón neoliberal extractivista e 



	 225

Del estallido social a la comunidad geopolítica de pertenencia

industrialización subordinada por la financiarización, que afecta 
a los países de rechazo poblacional y provoca migración forzada. 
Es por lo cual, existen cuatro clases de migrantes según Carlos 
Heredia y Jorge Durand: exiliados, refugiados económicos y am-
bientales, desplazados y migrantes en tránsito, y desarraigados 
(Rodríguez, 2020). Los desarraigados, de acuerdo con Rodríguez, 
son los que emigran porque ya no tienen nada que perder y huyen 
de una violencia extrema y una violencia ancestral. A continua-
ción, se profundiza en los cuatro anillos geopolíticos de influencia 
y su relación con las CPP.

Primer anillo: las relaciones entre México y Estados 
Unidos

En primer lugar, el componente geopolítico de la migración inter-
nacional tiene un impacto directo en la política nacional mexi-
cana, especialmente en las relaciones entre México, América 
Central, el Caribe y Estados Unidos. México es un país emisor 
y receptor de migrantes, además de un espacio de tránsito. De 
acuerdo con el World Migration Report de 2022, elaborado por la 
Organización Internacional de la Migración (OIM), el corredor 
entre México y Estados Unidos es el mayor del mundo, con casi 
once millones de personas (véase gráfica 3).
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Gráfica 3. Los mayores corredores migratorios del mundo en 2020Gráfica 3.8 Los mayores corredores migratorios del mundo en 2020
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Según Rodríguez (2020), el tránsito de los migrantes se ha converti-
do en una situación permanente. Cada vez es más común que dure 
meses e incluso años, y muchos migrantes optan por permanecer 
en México ante el endurecimiento de las políticas migratorias es-
tadounidenses y los efectos del acuerdo migratorio entre Estados 
Unidos y México. En este acuerdo,

México acordó desplegar su recién creada Guardia Nacional en sus 
fronteras sur y norte, tomar medidas enérgicas para detener el flujo 
migratorio hacia los Estados Unidos y permitir la expansión de los 
Protocolos de Protección al Migrante (MPP, conocido como “Quédate 
en México”), obligando a miles de personas solicitantes de asilo a es-
perar en peligrosas ciudades fronterizas mexicanas para sus audien-
cias de asilo en los Estados Unidos (Pachico y Meyer, 2020).
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Esta política, según lo que sostiene Rodríguez (2020), crea un con-
tinuo de detecciones, detenciones y deportaciones, principalmente 
de los países del norte de Centroamérica, a los cuales se clasifica 
automáticamente como migrantes en tránsito. Asimismo, el paso 
obligado por México está asociado con diversos conflictos de con-
vivencia entre la población migrante y la población local, además 
de la extorsión, el secuestro, la trata de personas y el trasiego de 
drogas, que son forzadas por el crimen internacional organizado. 
Asimismo, las razones que los impulsan a migrar los persiguen du-
rante el tránsito, donde el acto de migrar se convierte en objeto de 
criminalización. Las autoridades los someten a extorsión y la delin-
cuencia organizada los acecha, muchas veces con la aprobación o 
colaboración de las autoridades de los Estados de tránsito. En este 
contexto, los migrantes, en gran medida invisibles para los Estados, 
se encuentran entre los segmentos más vulnerables de la población 
(Rodríguez, 2020). Emerge así una faceta necropolítica en México y 
en Estados Unidos, donde el crimen y la crueldad se esconden en la 
impunidad de sus propias autoridades, del crimen organizado o de 
organizaciones racistas que los persiguen y los asesinan.

Además, la magnitud de las caravanas genera tensiones signi-
ficativas en el gobierno mexicano, presionado fuertemente por el 
gobierno estadounidense. Se ha observado un aumento en el reper-
torio de presiones y amenazas por parte del presidente estadouni-
dense en turno, tanto contra las personas migrantes como contra 
el gobierno mexicano. El Gobierno estadounidense encabezado 
por Donald Trump impuso a México, utilizando una estrategia de 
chantaje arancelario, una serie de demandas que incluyen la incor-
poración de al menos seis mil efectivos de la Guardia Nacional en 
labores de patrullaje fronterizo en la frontera sur de México (Ca-
brera, 2020). En palabras de Cabrera, “las presiones bilaterales y el 
endurecimiento de las reglas migratorias estadounidenses trans-
formaron los puestos fronterizos de Estados Unidos en cuello de 
botella, al tiempo que hicieron de El Salvador, Guatemala, Hondu-
ras y México su nueva frontera exteriorizada” (2020, p. 28).
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Desde los acontecimientos del 11 de septiembre de 2001 (11S), se 
ha incrementado el racismo y la segregación contra los migrantes, 
especialmente en los estados fronterizos al sur de los Estados Uni-
dos. La creación del Departamento de Seguridad Nacional (Home-
land Security Department) en 2001, una institución del Ejecutivo 
Federal que coordina la militarización de la frontera y supervisa la 
aplicación de las leyes migratorias, ha estado influida por los deba-
tes políticos entre el Partido Demócrata y el Partido Republicano, 
así como por los legisladores de cada partido y los gobernadores 
republicanos de los estados fronterizos, quienes han mostrado re-
sistencia a acoger a personas migrantes.

Las caravanas han generado reacciones contradictorias de apo-
yo y rechazo, y Trump en Estados Unidos las aprovechó para ata-
car a los demócratas por su falta de apoyo para la construcción del 
muro y para adoptar medidas extremas contra los migrantes (Gar-
cía, Gaspar y García, 2020). En los últimos años, la retórica electoral 
estadounidense ha estado sujeta a dos dinámicas que, al final del 
día, convergen entre sí. Por un lado, la idea republicana de cons-
truir una “nación fortaleza”, que aboga por erigir un muro diviso-
rio a lo largo de sus 3169 kilómetros, respaldada por leyes rigurosas 
que faciliten la deportación e impidan nuevos ingresos. Por otro 
lado, la política demócrata propone una apertura a la integración 
intercultural del migrante y se opone a las medidas draconianas de 
los republicanos. Sin embargo, en la práctica, los gobiernos fede-
rales demócratas también han sido responsables de la mayor can-
tidad de deportaciones en la historia reciente por parte de Estados 
Unidos (véase gráficas 4, 5 y 6).
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Gráfica 4. Personas deportadas en Estados Unidos por año y categoría
Gráfica 4.8 Personas deportadas en Estados 

Unidos por año y categoría
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Gráfica 5. Detenciones en la frontera sur por periodo presidencial

Elaboración propia con información de TResearch International (febrero de 2025).
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Gráfica 6. Número de detenciones en la frontera  
entre Estados Unidos y México

Gráfica 6.8 Número de detenciones en la 
frontera entre Estados Unidos y México
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Como se observa en las gráficas 4, 5 y 6, cada presidente de Estados 
Unidos implementa la política migratoria buscando equilibrar esa 
correlación de fuerzas con el programa político de su partido. Biden 
es el presidente que más deportaciones ha realizado en la historia 
reciente: un número cercano a los siete millones de personas en sus 
primeros tres años de gobierno, que casi triplica las expulsiones 
respecto de los presidentes antecesores. Al final de su gobierno, el 
debate en torno a la agenda migratoria ha alcanzado niveles inten-
sos entre demócratas y republicanos en el contexto de las eleccio-
nes presidenciales de 2024. Se vislumbra un endurecimiento de las 
medidas contra la población migrante. En este sentido, senadores 
demócratas y republicanos han hecho pública, el 4 de febrero de 
2024, una iniciativa de ley que propone otorgar al presidente Joe 
Biden la facultad de cerrar la frontera sur a migrantes que solici-
ten asilo y expulsarlos a México (Reforma, 4 de febrero de 2024). A 
finales de enero, Biden había reafirmado su intención de “cerrar la 
frontera” con México, condicionada a la aprobación del proyecto 
legislativo que senadores demócratas y republicanos han estado 
negociando (Forbes, 28 de enero de 2024).
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La política migratoria estadounidense es el resultado de rela-
ciones complejas entre la política federal y local de los estados fe-
derados y los condados fronterizos. Además, está influida por las 
negociaciones intrínsecas al sistema político bipartidista estadou-
nidense. También es influenciada por el hecho de que las eleccio-
nes en esas comunidades políticas establecidas están cada vez más 
determinadas por la agenda migratoria. Las comunidades étnicas 
y nacionales de inmigrantes desempeñan un papel activo en las 
negociaciones con los grupos de poder partidistas y gubernamen-
tales. Estos, a su vez, reproducen el conflicto político entre liberales 
y conservadores. Sin embargo, se observa que los conservadores 
están ganando terreno en la arena política con posiciones nacio-
nalistas, supremacistas blancas y racistas en la contienda electoral 
que, paradójicamente, son apoyadas por inmigrantes con carta de 
naturalización en Estados Unidos.

Segundo anillo: la escala interamericana

En un segundo anillo geopolítico, la política interamericana de 
Estados Unidos, a través de la Organización de Estados Americanos 
(OEA), ejerce influencia mediante los mandatos de las Cumbres de 
las Américas vinculados a la migración. Dentro de la estructura or-
ganizativa de la OEA se encuentran diversos componentes, como la 
Comisión de Asuntos Migratorios (CAM), el Programa de Migración 
y Desarrollo, una Relatoría sobre los Derechos de los Migrantes, el 
Programa Interamericano de Protección de los Derechos Humanos 
de los Migrantes y el Departamento de Seguridad Pública, cuya 
función es vincular las policías nacionales y las fuerzas armadas, 
en el contexto de una creciente militarización de la política migra-
toria en las Américas.

Adicionalmente, la OEA cuenta con la Comisión de Seguridad 
Hemisférica, encargada de respaldar la lucha contra la trata de per-
sonas, fenómeno asociado al crimen internacional organizado que 
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afecta a las personas en situación de movilidad. En el día a día, la 
OEA opera con un Sistema Continuo de Reportes sobre Migración 
Internacional en las Américas. En la actualidad, la política intera-
mericana de Washington se sustenta en tres pilares institucionales: 
la Organización de Estados Americanos (OEA), que actúa como el 
espacio de coordinación político-diplomático con los países de las 
Américas; el Comando Sur, como el ala militar del Departamento 
de Defensa; y las Cumbres de las Américas. El Departamento de 
Estado articula estos pilares en torno al ideario democrático de 
prosperidad y de seguridad de la comunidad política instituida 
estadounidense.

Destaca la más reciente reunión de la ix Cumbre de las Améri-
cas, ya que la “Declaración sobre Migración y Protección de Los Án-
geles” refleja la política migratoria con la que el gobierno de Biden 
busca atraer a los gobiernos latinoamericanos y caribeños (véase 
tabla 6). La declaración se organiza alrededor de cuatro pilares fun-
damentales: 1) promover la estabilidad y la asistencia para las co-
munidades de destino, origen, tránsito y regreso; 2) promover vías 
regulares de migración y protección internacional; 3) promover 
una gestión humana de la migración, y 4) promover una respuesta 
de emergencia coordinada (La Casa Blanca, 10 de junio de 2022).

Sin embargo, el balance realizado por el Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados y la Organización Inter-
nacional para la Migración destaca claroscuros en esta declara-
ción. Si bien es positivo proteger y ordenar la migración, también 
se destaca la necesidad de “responder a los movimientos mixtos de 
personas refugiadas y migrantes”, lo cual requiere un enfoque que 
considere la complejidad de las rutas y se centre en los países de ori-
gen, tránsito y destino final. Los desafíos de la movilidad humana 
en las Américas demandan una estrategia hemisférica coordinada 
basada en la solidaridad y la cooperación internacional, expectati-
vas que se derivan de los compromisos políticos establecidos en la 
declaración de Los Ángeles.
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Tabla 6. Enfoque común de la declaración de Los Ángeles para reducir y 
gestionar la migración irregular

Compromisos Anillo geopolítico 
de influencia

Convocar a los bancos multilaterales de desarrollo, a las instituciones 
financieras internacionales y a los donantes tradicionales y no 
tradicionales para examinar instrumentos de apoyo financiero para 
los países que acogen a poblaciones migrantes y que enfrentan otros 
desafíos en materia de migración, sin perjuicio de las prioridades y los 
programas de financiación existentes.

2)
3)
4)

Mejorar los mecanismos de cooperación regional para la cooperación 
en materia de cumplimiento de la ley, el intercambio de información, 
la gestión de las fronteras que tengan en cuenta la protección, los 
regímenes de visado y los procesos de normalización, conforme 
proceda y de conformidad con la legislación nacional.

3)

Reforzar y ampliar las vías de migración laboral temporal, según sea 
viable, que beneficien a los países de la región, incluso mediante 
nuevos programas que promuevan las conexiones entre empleadores y 
trabajadores migrantes, salvaguardias sólidas para la contratación ética 
y la protección legal de los derechos de los trabajadores.

2)
3)

Mejorar el acceso de todos los migrantes, refugiados y apátridas a los 
servicios públicos y privados para promover su plena inclusión social y 
económica en las comunidades de acogida.

2)
3)

Ampliar el acceso a las vías regulares para los migrantes y los refugiados 
para que incluyan las opciones de reunificación familiar, cuando sea 
adecuado y viable, de conformidad con la legislación nacional.

2)
3)

Elaboración propia con información de La Casa Blanca (10 de junio de 2022).

Tercer anillo: la región latinoamericana y caribeña

El tercer anillo está constituido por América Latina y el Caribe, que 
carecen de una posición político-diplomática unitaria respecto del 
tema de la migración y no representan un contrapeso significati-
vo frente a la política interamericana de Estados Unidos. Se espe-
raba que la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños 
(CELAC), fundada en 2010, hiciera pesar una visión propia sobre 
el problema migratorio que vinculara la migración con el desa-
rrollo sustentable, pues también cuentan los llamados “migrantes 
climáticos” y sus derechos humanos. Sin embargo, la CELAC está 
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debilitada, luego de que en 2015 la derecha y la extrema derecha 
gobernaran en la mayoría de los países de la región. Ante la falta de 
acuerdos intergubernamentales se alejan las posibilidades de con-
sensuar una política autónoma en materia migratoria.

No obstante, algunos gobiernos centroamericanos y caribeños, 
bajo el liderazgo mexicano, han creado mecanismos de coordina-
ción con propuestas propias frente al tema migratorio. En el “En-
cuentro de Palenque: por una vecindad fraterna y con bienestar”, 
celebrado en Palenque, Chiapas, México, en octubre de 2023, par-
ticiparon diez países de Centro, Sudamérica y el Caribe, además 
de México, y contó con la asistencia de la presidenta de Honduras, 
Xiomara Castro; los presidentes de Colombia, Gustavo Petro; Cuba, 
Miguel Díaz-Canel; Venezuela, Nicolás Maduro, así como el primer 
ministro de Haití, Ariel Henry.

Durante las reuniones de trabajo hubo consenso, principalmen-
te, en que los flujos migratorios tienen su origen en la pobreza, la 
desigualdad, la inseguridad y la falta de oportunidades laborales 
y económicas presentes en los países de la región. Sin embargo, se 
subrayó también que los impactos negativos del cambio climático 
y factores políticos externos, tales como medidas coercitivas unila-
terales, sanciones impuestas a ciertos países de la región y el pago 
de intereses excesivos de la deuda externa, afectan la capacidad de 
desarrollo de nuestros países y, por ende, promueven la migración 
irregular (Presidencia de la República, 22 de octubre de 2023a). En 
un comunicado conjunto, producto del encuentro, las jefas y los 
jefes de Estado y de Gobierno, y de delegación, de Belice, Colombia, 
Costa Rica, Cuba, El Salvador, Haití, Honduras, México, Panamá y 
Venezuela reconocieron, entre otras cuestiones, que

enfrentar conjuntamente la realidad migratoria, bajo el enfoque 
de derechos humanos y priorizando en todo momento el bienestar 
de nuestros pueblos, requiere responsabilidad compartida y coope-
ración para lograr resultados a partir de abordar las causas estruc-
turales y los flujos migratorios, los cuales deben ser gestionados 
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conjuntamente entre los países de origen, tránsito, destino y retorno 
(Presidencia de la República, 22 de octubre de 2023b).

Esta cumbre, además de los acuerdos a los que se llegaron (véase ta-
bla 7), busca políticas comunes con las cuales negociar ante Estados 
Unidos, en el espacio del Triángulo del Norte (Guatemala, Honduras 
y El Salvador) y la llamada Conferencia sobre Prosperidad y 
Seguridad en Centroamérica, en la que participan los Gobiernos de 
El Salvador, Guatemala y Honduras, junto con México y Estados 
Unidos. Si bien algunos analistas vieron la cumbre como “una re-
unión centrada en ajustar los mecanismos para parar y devolver a 
los migrantes [más] que una que vaya a conseguir que sean trata-
dos con dignidad y respeto en su tránsito” (Ortuño, 23 de octubre 
de 2023), para medios como La Jornada se trató de “una gestión sin 
precedente para abordar el fenómeno de los flujos migratorios de 
la región en una forma integral, radical y fraterna” (La Jornada, 23 
de octubre de 2023).

Tabla 7. Acuerdos del Encuentro de Palenque:  
por una vecindad fraterna y con bienestar

Acuerdo
Anillo 

geopolítico 
de influencia

Elaborar un plan de acción para el desarrollo, basado en los objetivos prioritarios y 
entendiendo las realidades de cada país, para atender las causas estructurales de la 
migración irregular en la región.

3)

Fomentar el comercio intrarregional de bienes y servicios de subsistencia básica, 
promoviendo preferencias arancelarias, establecimiento de cuotas y eliminación de barreras 
no arancelaria.

3)

Instar a que se levanten las medidas coercitivas unilaterales impuestas a países de la región, 
en tanto son contrarias a derecho internacional y tienen graves repercusiones más allá de los 
países objetivo.

2)

Exhortar a que los países de origen, tránsito y destino implementen políticas migratorias 
integrales que respeten el derecho humano a migrar, resguardando la vida y dignidad 
de las personas migrantes y sus familiares, e incluyendo la promoción de opciones de 
regularización permanente, que permitan potenciar las contribuciones de las diásporas en 
sus comunidades de origen y destino.

1)
2)
3)
4)

Hacer un llamado a que los países de destino adopten políticas y prácticas migratorias 
acordes con la realidad actual de nuestra región y abandonen aquellas inconsistentes 
y selectivas, para evitar producir arbitrariamente tanto “efectos llamada” como “efectos 
disuasivos”, tales como la regularización de ciertas nacionalidades.

1)
2)
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Acuerdo
Anillo 

geopolítico 
de influencia

Contribuir decididamente, conforme a las capacidades de cada país, a apoyar a la República 
de Haití en sus esfuerzos, junto con la comunidad internacional y las Naciones Unidas en 
particular, a fin de restablecer un entorno de seguridad humana para la normalización de la 
situación política, económica y social, con enfoque de desarrollo sostenible.

2)
3)
4)

Promover esfuerzos coordinados para replantear la arquitectura financiera internacional 
de la deuda soberana, a fin de permitir a los países, particularmente los de ingreso medio, 
alcanzar mayores niveles de desarrollo, cerrar las brechas sociales y reducir la intención de 
migrar, tales como el cambio de deuda universal por autosuficiencia alimentaria, servicios 
ambientales y acción climática.

4)

Solicitar a los países de destino la ampliación de las vías regulares, ordenadas y seguras de 
migración, con especial énfasis en la movilidad laboral, y promover la reintegración y el 
retorno de los trabajadores temporales.

1)
2)
3)

Instar a un diálogo integral sobre las relaciones bilaterales entre los países de origen, 
tránsito, destino y retorno.

1)
2)
3)

Fortalecer el trabajo coordinado con organismos internacionales para atender a las personas 
que se encuentren en necesidades especiales de protección, en su trayecto de movilidad 
humana, priorizando mujeres, niñas y niños.

4)

Profundizar las relaciones de Cooperación Sur-Sur y Triangular en la región, encaminadas 
a fortalecer las políticas migratorias con enfoque de derechos humanos, con miras a un 
tránsito seguro, protegiendo a las personas frente a actividades ilícitas.

3)
4)

Continuar el diálogo franco y al más alto nivel sobre estos asuntos y acuerdos a través de un 
grupo de trabajo a cargo de las cancillerías, con miras a la implementación de soluciones, con 
una estrategia de intercambio de información y de acuerdo con la legislación de cada país.

3)

Vincular estos acuerdos con el Encuentro de Alto Nivel sobre Migración y Desarrollo en 
América Latina y el Caribe, propuesto por Colombia y México, que integre los mecanismos 
regionales y subregionales, a realizarse el primer trimestre de 2024.

3)

Proponer a los gobiernos de Cuba y Estados Unidos a sostener en el menor tiempo posible 
un diálogo integral sobre sus relaciones bilaterales.

2)

Elaboración propia con información de Presidencia  
de la República (22 de octubre de 2023b).

Articulando el segundo y el tercer anillo geopolítico, la editorial de 
La Jornada sostiene que

cabe esperar, finalmente, que las naciones que acudieron a la convo-
catoria del Presidente mexicano traduzcan en acciones los compro-
misos signados y que la clase política estadunidense acuse recibo del 
mensaje que se le envía desde Palenque: que la migración debe aten-
derse no con muros, policías, cárceles y persecución, ni con regula-
ciones hipócritas e inhumanas, sino en forma propositiva, fraterna y 
humanitaria (La Jornada, 23 de octubre de 2023).
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Cuarto anillo: la escala global

En una dimensión global, resalta el Pacto Mundial para la Migración 
Segura, Ordenada y Regular, el cual, según Gómez Camacho (2019), 
representa el primer instrumento negociado por los Estados miem-
bros de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) que aborda 
integralmente todas las dimensiones de la migración internacio-
nal (véase tabla 8). En palabras de Gómez Camacho, “era notoria la 
ausencia de un marco universal de gobernanza para un fenóme-
no inherentemente transnacional” (2019, p. 75). A nivel de la ONU, 
dos programas destacados en el ámbito migratorio son la Agencia 
de las Naciones Unidas para los Refugiados y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

Lamentablemente, no siempre se logra la coordinación deseada 
entre la OEA y la ONU en torno al tema migratorio, ya que predo-
minan los intereses hegemónicos de Estados Unidos. El Gobierno 
estadounidense prioriza su enfoque en la seguridad nacional, el 
combate al crimen organizado desde una perspectiva militar su-
bordinada a su doctrina antiterrorista, donde las personas migran-
tes son percibidas como una amenaza. Esto se suma a una visión 
unilateral de los derechos humanos.

Es necesario señalar que las políticas propuestas por el Pac-
to Mundial para la Migración se ven fuertemente limitadas en el 
contexto de la actual crisis internacional. La política migratoria de 
Estados Unidos apunta hacia un endurecimiento en la expulsión, 
maltrato y violación de los derechos humanos, independientemen-
te del resultado de las elecciones presidenciales de 2024. Además, el 
tema migratorio enfrenta restricciones financieras cada vez mayo-
res debido a los conflictos en Ucrania y Oriente Medio, particular-
mente el genocidio del pueblo palestino, lo que desvía los fondos de 
desarrollo hacia la confrontación militar.
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Tabla 8. Compromisos del Pacto Mundial para una Migración Segura, 
Ordenada y Regular

Principales compromisos
1 Reforzar la elaboración de políticas basadas en datos y derechos humanos y el discurso 

público sobre la migración.
2 Reducir al mínimo los factores adversos de la migración, incluida la lucha contra la 

pobreza y la discriminación, y abordar los desplazamientos relacionados con el clima y 
las catástrofes.

3 Garantizar los derechos de los inmigrantes a la información y a la identidad legal.
4 Ampliar y diversificar la disponibilidad de vías para una migración segura, ordenada y 

regular, teniendo en cuenta las necesidades particulares de los migrantes en situación 
de vulnerabilidad.

5 Proteger el derecho al trabajo decente y otros derechos laborales de los inmigrantes.
6 Abordar y reducir las vulnerabilidades y las violaciones de los derechos humanos en el 

contexto de la migración.
7 Proteger el derecho a la vida en el contexto de la migración.
8 Combatir el contrabando y la trata de personas, protegiendo al mismo tiempo los 

derechos humanos de las personas que han sido objeto de contrabando o trata.
9 Respetar los derechos humanos en las fronteras y llevar a cabo un examen, una 

evaluación y una derivación de los migrantes basados en los derechos humanos.
10 Proteger el derecho a la libertad y a no ser detenido arbitrariamente, incluso dando 

prioridad a las alternativas a la detención de inmigrantes.
11 Garantizar el derecho de los inmigrantes a acceder a los servicios básicos, como la 

sanidad, la educación y el apoyo social, sin discriminación.
12 Eliminar la discriminación y luchar contra la incitación al odio y la xenofobia.
13 Mantener las prohibiciones de expulsión colectiva y expulsión para todos los migrantes, 

garantizando que el retorno sea seguro y digno y que la reintegración sea sostenible.

Elaboración propia con información de la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (s.f.).

Las caravanas migrantes como comunidades políticas  
de pertenencia

En la escala nacional, supranacional y global los movimientos po-
litizados insertos en las caravanas cuestionan la necropolítica y la 
insuficiencia democrática para controlar la destrucción de vidas 
y cuerpos de las personas migrantes. Las caravanas migrantes se 
organizan por la vida, la justicia ambiental y feminista en contra 
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de la “necropolítica” que destruye sus vidas. Asimismo, hay que re-
conocer que la organización para emigrar masivamente es una in-
novación de defensa comunitaria, a través de formas de resistencia 
intercultural que se organizan bajo principios comunitarios, para 
defenderse ante su paso por México y frente a las comunidades de 
destino donde logran asentarse.

En palabras de Salazar,

Las caravanas constituyen un despliegue estratégico en el que po-
blación precarizada, desempleada, agredida y amenazada produce 
formas de movilidad que en contextos de violencia social y securi-
tización estatal le permitan territorializarse y realizar prácticas de 
protección y sobrevivencia. Estas estrategias de movilidad presen-
tan rasgos tácticos muy precisos, prácticas de un “saber circular” el 
campo trasnacional por el que llevan años transitando. Muestran la 
emergencia de un habitus de movilidad que se estiliza frente a las 
fuerzas que pretenden conducirlo y capturarlo, y que tiene como 
desenlace actual una forma de desplazamiento masivo (2019, p. 136).

Un aspecto relevante y novedoso de las caravanas migrantes fue 
su enfoque en la visibilidad al transitar en grupos y sin ocultarse. 
Con una propuesta contundente de ser notados y escuchados, estas 
caravanas se convirtieron en un mecanismo para poner de relieve 
la violencia, generar denuncias y evidenciar la crisis humanitaria 
de la migración en su paso por México. Este movimiento creó un 
espacio en el que se plasmaron narrativas, experiencias e imagi-
narios, tanto de quienes formaban parte de las caravanas, como 
de aquellos que observaban su travesía a través de México. Como 
resultado, surgieron manifestaciones de empatía, pero también de 
rechazo o indiferencia.

De esta manera, en palabras de Hernández y Porraz,

la experiencia de movilidad se torna en un territorio “imaginado” 
y “vivido”, antes y durante la estancia en este. Las experiencias que 
los migrantes centroamericanos viven en el territorio que temporal-
mente habitan se traducen en diversas formas en las que priman los 
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deseos, las esperanzas, los temores, el miedo, la gloria, el fracaso e 
incluso la muerte (2020, p. 10).

Al emplear la visibilidad como una estrategia de movilidad, la ac-
ción colectiva se convierte en un proceso vivo, adquiere dinamis-
mo y manifiesta una variedad de procesos internos que van desde 
la consolidación en asambleas hasta la fragmentación en grupos 
más pequeños con el objetivo de una mayor celeridad. Junto con 
la visibilidad, surge el beneficio de una menor vulnerabilidad ante 
crímenes y violaciones de los derechos humanos; no obstante, tam-
bién conlleva una vigilancia directa a la que se adaptaron y que 
transformó el entorno en el que se gestan las caravanas y dio lugar 
a nuevas formas de protesta y movilización en red, presenciales y 
virtuales (Fabila et al., 2020). Sin embargo, las reivindicaciones no 
surgen exclusivamente por los procesos internos, sino más bien de 
la propia forma de migrar, el caminar de manera hipervisible, que 
puso en descubierto la vulnerabilidad de las personas centroame-
ricanas ante el mundo y demostró su capacidad de resistencia a las 
fuerzas globales.

La migración visible fue una resistencia al sistema de poder que bus-
ca negar el derecho a una vida digna a aquellas personas racializa-
das, generizadas y empobrecidas, a pesar de que dichas personas no 
“superan” su condición de vulnerabilidad, políticamente construida. 
[...] La resistencia que representó esta hipervisibilidad de la vulne-
rabilidad tuvo un impacto real en el discurso público y la política 
(Frank-Vitale y Núñez Chaim, 2020, pp. 52-53).

Simultáneamente, las caravanas pusieron de manifiesto la nega-
ción del derecho a la movilidad para la mayoría de la población que 
emigra o huye de sus lugares de origen. Esto reveló que dicho dere-
cho es un privilegio reservado principalmente para las élites políti-
cas, económicas, profesionales y científicas, y que deja a las clases 
trabajadoras y a los sectores relegados o marginados que abando-
nan sus lugares de origen o su residencia habitual en la obligación 
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de tomar caminos o medios clandestinos (París y Montes, 2020). 
Frente a esta realidad, se puede decir que emerge un nosotros, un 
colectivo de defensores de los derechos humanos de los vivos y 
de todos aquellos asesinados, desaparecidos, secuestrados, entre 
otros. A su vez, se configura una otredad compuesta por otros ciu-
dadanos solidarios y una variedad de interlocutores involucrados 
en el debate y la acción frente a la problemática (Vargas, 2018).

Las caravanas migrantes que surgieron durante el lapso de 
2018-2020 comparten características comunes que reflejan la arti-
culación de CPP en las que destaca la autoconvocatoria y organiza-
ción de multitudes conectadas a través de redes sociales, así como 
también la manifestación de experiencias y descontentos compar-
tidos, que se traducen a la acción colectiva durante su travesía por 
el territorio mexicano hasta llegar o no a su destino (Fabila et al., 
2020). Las caravanas configuran un salto al espacio público que 
va más allá de la calle, que ocupa un corredor transnacional sobre 
carreteras y vías de comunicación, que politiza trenes, autobuses, 
lugares urbanos y rurales por donde atraviesan.

Asimismo, uno de los elementos que marcó la distinción de es-
tos movimientos de migrantes respecto de ocasiones anteriores fue 
la organización de los desplazados desde sus territorios de origen, 
junto con el considerable volumen y diversidad de composición 
(Huerta y McLean, 2019). En este contexto, las estrategias de movili-
dad, como las caravanas migrantes, posibilitan que la población en 
tránsito se apropie de la producción social de la migración y adopte 
prácticas de protección más amplias y efectivas (Salazar, 2019).

Observado estas particularidades, Huerta y McLean (2019) pro-
ponen concebir el modelo “caravana” como una forma específica 
de lucha migrante, donde entran en juego los conocimientos y ha-
bilidades prácticas de una red compleja de actores políticos que van 
desde migrantes y deportados hasta comunidades organizadas que 
conforman las caravanas. Este modelo tiene sus raíces, al menos, 
una década atrás, en el precedente establecido por la caravana de 
madres centroamericanas. Esto evidencia la lucha de los migrantes 
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como actores políticos con demandas y estrategias colectivas, pero 
también como víctimas de la violencia estatal. En este contexto, se-
gún lo planteado por Salazar (2019), las modalidades de movilidad, 
como las caravanas, representan un ejemplo del aprendizaje histó-
rico de esta población para hacer frente al riesgo social y asegurar 
su supervivencia.

Correa-Cabrera y Koizumi (2021) sostienen que activistas pro-
migrantes, organizaciones no gubernamentales defensoras de los 
derechos humanos, miembros de la Iglesia católica y otras asocia-
ciones religiosas han brindado apoyo, acompañamiento e incluso 
han promovido nuevas formas de migración en grupos más gran-
des. Una suerte de CPP migratoria transnacional. Además, según 
lo señalado por Correa-Cabrera y Koizumi, estos grupos solidarios 
respaldan la solicitud más generalizada de asilo por parte de la po-
blación migrante proveniente de Centroamérica, regiones del sur 
del continente y de otros países del mundo.

Es remarcable que estos movimientos sociales visibilizan las 
luchas por la memoria, contra la violencia y por los derechos co-
munitarios y de ciudadanía. Al conformar comunidades políticas 
de pertenencia, procesan reivindicaciones sobre nuevas nacionali-
dades y formas de ciudadanía que trascienden las limitaciones del 
Estado nacional. Las caravanas, como acción colectiva organizada 
de personas migrantes, abogan por luchas antipatriarcales dentro 
de las comunidades migrantes y frente a los poderes políticos insti-
tuidos. Contraponen una agenda feminista transversal en los asun-
tos migratorios, incluyendo derechos de ciudadanía. En contraste, 
el discurso y las prácticas antinmigrantes de la alianza derecha-ul-
traderecha difunden la narrativa del nacionalismo supremacista 
blanco, racista, correspondiente a una matriz ideológica conser-
vadora, autoritaria, frente a las demandas transformadoras de las 
comunidades de migrantes organizados, que buscan enfrentar la 
injusticia y la desigualdad social.

Considerando lo expuesto, es evidente que los migrantes han 
emprendido acciones colectivas contenciosas que han prosperado 
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gracias a la organización y el respaldo de actores sociales que co-
laboraron para exigir el respeto y cumplimiento de los derechos 
humanos de las personas migrantes. Huerta y McLean argumentan 
que

ha emergido un nuevo tipo de subjetividad política −el caravanero 
que transmigra− y de lucha migrante con demandas centrales: res-
peto al derecho al asilo, al refugio, y la libertad de circulación para 
poder preservar la vida. Es decir, la caravana como estrategia de au-
tocuidado migrante a fin de, por un lado, enfrentar la securitización 
y externalización de fronteras [...] por el otro, defenderse de la vio-
lencia [...] además de haberse visibilizado como performance de do-
lor de quienes migran, pero también de su determinación y agencia 
política (2019, pp. 182-183).

De esta manera, una acción que históricamente ha sido condena-
da, silenciada y percibida como un peligro para todos aquellos que 
buscan mejorar sus condiciones de vida, se transforma en un movi-
miento que capta la atención de todos, que trae consigo demandas 
y que evidencia que el problema radica en la discriminación y en 
el incumplimiento de las necesidades legítimas de los migrantes. 
Surge así una comunidad política de pertenencia que se caracteri-
za por el cansancio acumulado y la voluntad de acción, que busca 
demostrar la necesidad de cambios y también inspirar por medio 
de sus acciones cambios significativos en las políticas y actitudes 
hacia la migración. En última instancia, este movimiento desafía la 
noción de que la migración es un problema que se debe eliminar y 
en su lugar promueve la idea de que es un fenómeno humano natu-
ral que requiere soluciones políticas y sociales justas y equitativas.
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Las comunidades políticas de pertenencia 
(instituidas) y las nuevas gramáticas 
democratizantes
Una geografía electoral posestallido

En el debate sobre la democracia, el autoritarismo y el surgimiento 
neoconservador se critica principalmente el neoliberalismo, que 
configura el régimen político y el sistema de partidos, junto con una 
concepción hegemónica de la democracia que no logra reconocer 
la diversidad de actores y las necesidades inherentes a los sistemas 
sociales actuales. Esto abarca tanto los valores tradicionalmente 
destacados como occidentales (justicia, libertad o igualdad), como 
aquellos que suelen ser omitidos en los espacios poscoloniales (di-
versidad cultural, plurinacionalidad, organización comunitaria, 
etc.).

Ante la desilusión y la pérdida de confianza en los regímenes 
políticos, los movimientos vinculados a los estallidos sociales están 
orientados hacia políticas de ciudadanía, prácticas comunitaristas 
y la defensa de los derechos humanos en respuesta a la desigualdad 
social, la pobreza, la exclusión racista y la opresión patriarcal de gé-
nero. En este contexto, las demandas para democratizar el régimen 
político y de gobierno pueden entenderse, en palabras de González 
Casanova, como la idea de que “o la democracia es de los pueblos o 
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no es democracia. Solo los pueblos defenderán sus naciones, em-
presas y territorios. Solo ellos impondrán, con su poder, las formas 
políticas y culturales de una democracia” (2017, p. 336).

Bolivia, Colombia, Chile y Ecuador ilustran con bastante clari-
dad los avances y desafíos en el intento por democratizar la política 
en espacios en los que el neoliberalismo despolitizó la democracia 
y la volvió elitista, procedimentalista, minimalista, cada vez más 
contaminada por la judicialización de la política. La tensión entre 
la democracia formal (liberal y representativa) y la democracia de 
los pueblos (directa y participativa) es clave para comprender el 
sentido que adquieren las comunidades políticas de pertenencia 
(CPP), tanto en el ámbito de las peculiaridades regionales y nacio-
nales como en la oposición entre comunidad y estructura de clases. 
Esta oposición se refleja en el conflicto entre la CPP instituida en 
gobiernos locales, nacionales o supranacionales, que se establecen 
a través de procesos electorales periódicos con niveles variables de 
legitimidad, legalidad y equidad, y la CPP instituyente. En este úl-
timo caso, se entiende como una interacción sinérgica y dialéctica 
que permite, según Alonso, “comprender la unidad de las comuni-
dades en su lucha por su emancipación y liberación” (2022, p. 18).

Bolivia

Los estallidos sociales de 2019 desafían la interpretación clásica de 
los movimientos sociales politizados, de izquierda y progresistas, 
que combinan la contienda electoral, la lucha por la calle y la con-
formación de CPP con una base territorial. Sin embargo, en este 
país andino, la izquierda perdió la hegemonía sobre una base social 
que históricamente respaldaba un proyecto de cambios y transfor-
maciones mediante la acción colectiva. En un giro inédito, fuerzas 
políticas de derecha y extrema derecha cuestionaron los resultados 
de las elecciones presidenciales de ese año y dieron lugar a un golpe 
de Estado mediante la judicialización de la política (lawfare), que 
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involucró la intervención de las fuerzas armadas en coordinación 
con un parlamento dividido.

La búsqueda obstinada de la reelección por parte de Evo Mo-
rales, respaldado por su gobierno y el Movimiento al Socialismo 
(MAS), amplió las divergencias dentro de su coalición política y 
polarizó el proceso electoral con sus opositores. Estos últimos ob-
tuvieron el respaldo de la Organización de Estados Americanos 
(OEA) para impugnar los resultados de las elecciones presidencia-
les y consolidaron un frente común que llevó a la asunción de la 
entonces senadora Jeanine Áñez como presidenta. La oposición de 
derecha y extrema derecha logró movilizar una base social descon-
tenta con el gobierno de Evo Morales en diversas regiones del país.

Este escenario contribuyó a la criminalización de la protesta pú-
blica y a una fuerte represión contra quienes denunciaban la ilegi-
timidad del gobierno interino. Simultáneamente, algunos sectores 
descontentos con el gobierno de Evo Morales, especialmente aque-
llos opuestos a su reelección, también se manifestaron en las calles, 
aunque sin establecer alianzas políticas que impidieran la instau-
ración del gobierno interino. A pesar de la heterogeneidad de los es-
tallidos sociales y en medio de la crisis derivada de la pandemia de 
coronavirus, con una gestión deficiente por parte del gobierno de 
Jeanine Áñez, se llevaron a cabo nuevas elecciones presidenciales 
en septiembre de 2020, que resultaron en la victoria de la coalición 
progresista liderada por Luis Arce, quien asumió el cargo el 7 de 
noviembre de 2020.

El estallido social en Bolivia en 2019 manifestó la oposición y 
contradicción entre dos imaginarios de CPP. Sin embargo, después 
de las elecciones presidenciales de 2020, se evidencia la consoli-
dación de la coalición política progresista que aboga por el Estado 
Plurinacional de Bolivia y su horizonte imaginado del “buen vivir”, 
o la “vida en plenitud” (Suma Qamaña en aimara, Sumak Kawsay 
en quechua). En lo que respecta a la CPP instituida, el Movimiento 
al Socialismo - Instrumento Político por la Soberanía de los Pue-
blos (MAS-IPSP), fortaleció su base social territorial y mantuvo una 
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mayoría en el Poder Legislativo, donde cuenta con una mayoría 
simple cercana al 58 % tanto en la Cámara de Senadores como en 
la Cámara de Diputados, pero no los dos tercios que son requeridos 
para decisiones clave (véase imagen 2).

Imagen 2. Cámara de Diputados y Cámara de Senadores
Imagen 1.9 Cámara de Diputados y Cámara de Senadores.
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A pesar de la capacidad del gobierno de Luis Arce para llevar a cabo 
reformas legislativas, la realización de reformas constitucionales, 
que requiere una mayoría calificada, resulta prácticamente imposi-
ble, y establecer alianzas legislativas con los representantes electos 
de Conciencia Ciudadana (CC) y la alianza denominada Creemos, 
ambos grupos opositores polarizados, se presenta como un desafío 
considerable.

En lo que respecta a la base social territorial de la comunidad 
política de pertenencia, expresada en la gráfica 7, también se mues-
tra el logro mayoritario del actual gobierno boliviano. El MAS-IPSP 
gana en seis de los nueve departamentos, aunque también destaca 
la división entre la región andina y la amazónica, pues el departa-
mento de Santa Cruz y la llamada “Media Luna” siguen siendo un 
reducto de influencia opositora (véase mapa 1). Mientras que, en la 
escala municipal, el MAS-IPSP triunfa arrolladoramente en el 89 % 
de los municipios del país, esto es, en 315 de 353 municipios (véase 
gráfica 8). No obstante, las zonas urbanas más densamente pobla-
das son altamente disputadas por las fuerzas políticas opositoras.

Gráfica 7. Distribución de los votos válidos obtenidos por Departamento

Gráfica 1.9 Distribución de los votos válidos 
obtenidos por departamento
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Mapa 1. Geografía electoral en las elecciones generales de Bolivia de 2020, 
ganador por departamento

Mapa 1.9 Geografía electoral en las elecciones 
generales de Bolivia de 2020, ganador por departamento
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Gráfica 8. Resultados de las elecciones generales de Bolivia 2020, 
municipios ganados por partido/coalición

Elaboración propia con información recuperada de Romero Ballivián, 2022.14

14	 e recomienda consultar el libro El ciclo electoral boliviano 2020-2021. De la crisis de 
2019 a los comicios de 2021 (título en cursivas), de Salvador Romero Ballivián (2022), 
para visualizar distintos mapas que registran las coaliciones ganadoras en cada mu-
nicipio durante las elecciones de 2020”. https://library.fes.de/pdf-files/bueros/boli-
vien/19584.pdf
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En Bolivia se registraron estallidos sociales contradictorios en 
2019: una de sus vertientes reunió a CPP opositoras al gobierno de 
Evo Morales en torno del conflicto electoral presidencial; otra ver-
tiente del estallido social se aglutinó en torno de políticas de reco-
nocimiento del gobierno del MAS en las elecciones de 2019. Ambas 
comunidades políticas disputaron políticas de identidad; el MAS 
reivindica su bloque histórico comunitario con base en los pueblos 
originarios, mientras que la oposición de derecha y extrema dere-
cha reclama un bloque político nacional supremacista, racista, con 
hegemonía de las clases medias urbanas. El gobierno defiende la 
particularidad de su proyecto económico y político, de un capita-
lismo andino amazónico, del buen vivir y del Estado Plurinacional, 
mientras que la coalición política de derecha pugna por una co-
munidad política tecnocrática, mesiánica, apoyada en la “teología 
de la prosperidad” de inspiración católica y neopentecostalista 
conservadora.

En el núcleo de la democratización boliviana se debatió y se de-
bate el alcance y la eficacia del progresismo y su polémica relación 
con el populismo. En el plano electoral, la comunidad política insti-
tuida en el gobierno nacional, en el parlamento y en los gobiernos 
locales mostró su fuerza al ganar las elecciones mediante las cuales 
logró mayoría simple en ambas cámaras y una inmensa mayoría 
en los gobiernos municipales y en los departamentos. Sin embargo, 
la era de poscovid-19 deja un panorama de gobierno dividido en lo 
que hace a las reformas constitucionales que puedan asegurar la 
continuidad reformista del Estado Plurinacional. Mientras tanto, 
la coalición política derechista batalla en identificar una agenda 
legislativa común que unifique su poder opositor, aunque también 
busca estabilizar su poder en las autonomías regionales, que repre-
sentan una comunidad política de pertenencia de base territorial.

Por otra parte, el ejercicio de gobierno de Luis Arce enfrenta, 
conforme se avecinan las próximas elecciones generales de 2025, 
una creciente presión por parte del grupo político que encabeza Evo 
Morales en el interior del MAS, que despliega una intensa actividad 
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militante en torno de un proyecto político que presenta como radi-
cal, a diferencia del actual gobierno, al que tilda de reformista. Hoy 
el gobierno del MAS está dividido: de un lado, la fracción “arcista” 
o renovadora del presidente y, de otro lado, la fracción “evista” o 
radical del exmandatario (Chambi, 5 de mayo de 2023). Evo orien-
ta sus críticas en un amplio abanico: cuestiona al vicepresidente 
David Choquehuanca por no tener la representatividad de las co-
munidades indígenas y presenta como inhábil al gobierno de Arce 
para manejar los problemas del narcotráfico (llega a acusarlo de 
complicidad con el crimen organizado), la seguridad ciudadana, la 
educación o la economía. Incluso, diputados y senadores afines al 
evismo bloquean las iniciativas presentadas por el Ejecutivo ante el 
Legislativo. Álvaro García Linera, vicepresidente con Evo Morales, 
ha criticado abiertamente la división interna del MAS que esa dis-
puta por el poder causa.

Casi al finalizar 2023, la disputa entre Arce y Morales crea di-
visión e incertidumbre sobre el futuro del MAS como partido-mo-
vimiento. En su congreso partidario, realizado el 9 de octubre de 
2023, se ratificó como jefe nacional y declaró único candidato a las 
presidenciales de 2025 a Evo Morales y se expulsó a Luis Arce. Sin 
embargo, el actual presidente de Bolivia busca liderar el apoyo or-
gánico de los movimientos sociales en los que se sustenta el MAS:

Los agentes colectivos que apoyan a Arce están agrupados en el de-
nominado Pacto de Unidad. Básicamente, están estructurados a par-
tir de tres organizaciones matrices de origen indígena y campesino 
consideradas por el presidente como “las dueñas” del instrumento 
político: Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos 
de Bolivia (CSUTCB), Confederación Nacional de Mujeres Campesi-
nas Indígenas Originarias de Bolivia “Bartolina Sisa”, y Confedera-
ción Sindical de Comunidades Interculturales Originarias de Bolivia 
(SCSIOB). El cuarto agente colectivo (no es parte orgánica del Pacto 
de Unidad) es la Central Obrera Boliviana (COB), de origen popular 
(Peralta, 10 de octubre de 2023).
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Por su parte, Evo Morales desarrolla una intensa actividad mediáti-
ca con un programa de radio, entrevistas en medios electrónicos e 
impresos, así como en las redes sociales, a través de los cuales posi-
ciona permanentemente su agenda política. Además, desde 2021 se 
propone impulsar una CPP identitaria supranacional continental: 
la Runasur (que emula a la Unasur), bajo principios orientadores de 
integración plurinacional entre los pueblos indígenas, afrodescen-
dientes, organizaciones sociales, sindicales, territoriales y movi-
mientos sociales de la región. ¿Se trata de una CPP instituyente?15 El 
futuro próximo del gobierno del MAS en Bolivia está en entredicho.

Chile

La esperanza de una nueva constitución es un claro ejemplo de la 
demanda generalizada por la democratización del régimen político 
y de gobierno en Chile. Este proceso constituyente ha sido impulsa-
do por los deseos de muchos sectores de la población chilena de su-
perar los vestigios de la dictadura de Pinochet, ya que perciben que 
la constitución actual establece un marco de dominación que no es 
acorde con los principios de la democracia y los derechos humanos 
(Cárdenas Gracia, 2021). En Chile el proyecto neoliberal está “cons-
titucionalizado”, por lo que es imposible pensar en alternativas sin 
antes plantear un cambio profundo (Flores Cáceres, 2020).

Posiblemente la consecuencia institucional más sobresaliente 
del estallido social de 2019, resultado de la presión contundente 
y sistemática de la ciudadanía, fue el acuerdo alcanzado entre las 
fuerzas políticas para establecer un cronograma orientado a redac-
tar una nueva constitución (Flores Cáceres, 2020). De acuerdo con 
Meléndez, Rovira Kaltwasser y Sajuria (2021), el proceso comen-
zó con la celebración de un plebiscito donde la ciudadanía tuvo 
la opción de tomar dos decisiones clave. En primer lugar, decidir 

15	 Se puede consultar: https://runasur.org
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si estaba a favor o en contra de reformar la Constitución de 1980, 
aprobada durante la dictadura militar de Pinochet. En segundo lu-
gar, determinar si la reforma debía ser llevada adelante por una 
“convención mixta” (conformada en un 50  % por constituyentes 
elegidos directamente y en un 50 % por miembros del actual con-
greso) o por una “convención constitucional” (asamblea compues-
ta en su totalidad por constituyentes elegidos para este propósito) 
(Meléndez, Rovira Kaltwasser y Sajuria, 2021).

Según los datos proporcionados por el Servicio Electoral de Chi-
le (Servel), los resultados parciales con el 99,85 % de las mesas es-
crutadas indicaron que el 78,27 % de las preferencias favorecieron 
la opción “Apruebo”, mientras que el 21,73 % optó por la opción “Re-
chazo”. En lo que respecta al órgano encargado de redactar la nueva 
constitución, la convención constitucional obtuvo un respaldo del 
78,99 %, mientras que la convención constitucional mixta alcanzó 
un 21,01 % (Servel, 26 de octubre de 2020), lo cual dejó de manifiesto 
que “la democratización es de los pueblos o no es democratización”. 
Según el análisis de Meléndez, Rovira Kaltwasser y Sajuria (2021), 
a diferencia de otros plebiscitos recientes, como el caso del Brexit 
en el Reino Unido, en Chile la ciudadanía mayoritariamente tomó 
una decisión clara, lo que contribuyó significativamente a consoli-
dar la legitimidad del proceso. Además, según el mismo análisis, los 
datos también revelan la presencia de un voto de clase: en las tres 
comunas más pudientes de Santiago (Lo Barnechea, Las Condes y 
Vitacura) la opción “Rechazo” resultó ganadora, lo cual indicó que 
gran parte de los electores de mayores recursos, aunque no todos, 
se oponen a la reforma de la constitución (véase gráfica 9).
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Gráfica 9. Distribución de preferencias entre el “Apruebo”, el “Rechazo”  
y el ausentismo por nivel de ingreso (porcentaje)

Tomado de Meléndez, Rovira Kaltwasser y Sajuria (2021, p. 274).

Siguiendo el análisis de Meléndez, Rovira Kaltwasser y Sajuria, 
en el estrato socioeconómico más alto (C1), el respaldo a la opción 
“Rechazo” alcanzó el 29 % y fue el porcentaje más elevado en com-
paración con otros niveles de ingreso. En el segundo estrato (C2), 
se registró un nivel de ausentismo del 53 %, cifra que representa la 
mayor tasa en relación con los demás grupos. En términos gene-
rales, se observa que a medida que disminuye el nivel de ingreso, 
aumenta el porcentaje de encuestados que indicaron no haber par-
ticipado en la votación. Por último, es relevante señalar que el nivel 
de ingreso tiene un impacto marginal en el respaldo a la opción 
“Apruebo”, que varía desde el 61 % (C3) hasta el 51 % (D) y desciende 
solo al 40 % en el estrato de ingreso más bajo (E).

Se acordó que la Convención Constitucional sería paritaria en 
género, con cuotas para representantes de pueblos originarios y, en 
consonancia con un marcado rechazo hacia los partidos políticos 
durante las protestas del 18O, se establecieron algunas facilidades 
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para las candidaturas independientes (Titelman y Leighton, 2022). 
Por tanto, la Convención del primer proceso constitucional estuvo 
compuesta por 155 miembros, de los cuales 138 fueron elegidos en 
veintiocho distritos electorales y los diecisiete escaños restantes 
fueron reservados para representantes de los pueblos originarios. 
Además, se estableció un criterio de igualdad de género, requirien-
do que cada lista de candidatos fuera paritaria y que la Convención 
reflejara esa paridad. La diferencia entre hombres y mujeres electos 
no debía exceder una persona. Por último, se redujeron las restric-
ciones para la formación de listas de candidatos independientes, lo 
que resultó en una proliferación de candidaturas (Fábrega, 2022).

De acuerdo con Titelman y Leighton (2022), la elección de los 
representantes supuso un golpe a las expectativas de aquellos que 
anticipaban un retorno a la política anterior al estallido social, es 
decir, la democracia despolitizada. Se presentaron un total de se-
tenta y nueve listas a lo largo del país, de las cuales solamente cinco 
correspondían a acuerdos electorales entre partidos políticos (Fá-
brega, 2022). Las dos coaliciones históricas tuvieron resultados de-
cepcionantes (véase tabla 9). La derecha, agrupada bajo el nombre 
Vamos por Chile obtuvo un porcentaje muy bajo de votos: alcanzó 
apenas un 20 %, lo que la dejó lejos de alcanzar el tercio de los con-
vencionales y de tener un potencial poder de veto.

Tabla 9. Distribución de escaños por lista y orientación ideológica

Nombre de la lista Orientación ideológica Número de 
escaños obtenidos

Vamos por Chile Centroderecha y Derecha 37
Lista del Apruebo Centroizquierda 25
Independientes no Neutrales Centroizquierda 11
Lista del Pueblo Izquierda 27
Apruebo Dignidad Izquierda 28
Otras candidaturas fuera de pacto Izquierda y Centroizquierda 10
Pueblos Originarios Elegidos en escaños reservados 17

Elaboración propia con información de Fábrega (2022, p. 130).
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Por otro lado, la coalición de centroizquierda, con el nombre de 
Lista del Apruebo, que agrupaba a los partidos de centro izquierda 
que habían gobernado al país desde 1990 al 2010 bajo el nombre de 
la Concertación, vio cómo sus fuerzas de centro y más moderadas 
se desplomaban (Fábrega, 2022). Sin embargo, el hito más relevante 
de estas elecciones fue el rotundo éxito de los independientes que 
surgieron de las movilizaciones de 2019; la CPP instituyente en el 
marco de la democratización de la política (Titelman y Leighton, 
2022). De los 155 miembros de la Convención Constitucional, 103 no 
tenían afiliación a la política tradicional, y de ellos, cincuenta y cin-
co estaban vinculados a listas en pactos que no incluían partidos 
con representación parlamentaria. Este grupo se divide en trein-
ta y ocho asociados a listas de candidatos creadas específicamente 
para la ocasión y diecisiete vinculados a representantes de pueblos 
originarios (Fábrega, 2022; Titelman y Leighton, 2022). Además, 
como se puede observar en la tabla 9, se conformó un órgano con 
mayorías evidentes para los sectores progresistas y, en particular, 
para las nuevas fuerzas políticas que emergieron desde el estallido 
social adoptando posturas feministas, indigenistas y un discurso 
intenso contra la élite (Titelman y Leighton, 2022).

El 4 de julio de 2021, la Convención Constitucional fue inaugu-
rada con la tarea de redactar y aprobar una propuesta de nueva 
Constitución en un plazo de nueve meses, con la posibilidad de una 
prórroga de cuatro meses (Lastra-Bravo, 2023). Durante la inaugu-
ración, en la cual la Dra. Elisa Loncon, representante del pueblo 
mapuche y académica de la Universidad de Chile, fue elegida pre-
sidenta de la Convención, pronunció un discurso en el que expresó 
lo siguiente:

Esta Convención que hoy día me toca presidir transformará a Chi-
le en un Chile plurinacional, en un Chile intercultural, en un Chi-
le que no atente contra los derechos de las mujeres, los derechos de 
las cuidadoras, en un Chile que cuide a la Madre Tierra, en un Chi-
le que limpie las aguas, en un Chile libre de toda dominación. Un 
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saludo especial a los lamngen mapuche del Wallmapu, este es un 
sueño de nuestros antepasados, este sueño hoy se hace realidad. Es 
posible hermanas y hermanos, compañeras y compañeros, refundar 
este Chile, establecer una nueva relación entre el pueblo Mapuche y 
todas las naciones que conforman este país… Tenemos que ampliar 
la democracia, tenemos que ampliar la participación, tenemos que 
convocar hasta el último rincón de Chile a ser parte de este proceso. 
La Convención debe ser un proceso participativo y transparente, que 
puedan vernos desde el último rincón de nuestro territorio y oírnos 
en nuestras lenguas originarias que han estado postergadas duran-
te todo lo que ha sido el EstadoNación chileno. Por los derechos de 
nuestras naciones originarias, por los derechos de las regiones, por 
los derechos de la Madre Tierra, por el derecho al agua, por los de-
rechos de las mujeres y por los derechos de nuestros niños y niñas 
(Loncón, 2021, citada en Lastra-Bravo, 2023, p. 8).

En el contexto del proceso constitucional, las elecciones presiden-
ciales en Chile se desarrollaron con la expectativa de que el gobier-
no entrante respondiera a los cambios que se habían consolidado 
como resultado de la demanda por la democratización. Entre estos 
cambios se incluyen la representación paritaria, el diálogo inter-
cultural y la plurinacionalidad, así como la protección y garantía 
de derechos sociales y la equidad territorial (Riquelme, 2021). La 
elección de Gabriel Boric como presidente de Chile marcó el fin 
de dieciséis años de alternancia entre los liderazgos de Michelle 
Bachelet (2006-2010 y 2014-2018) y Sebastián Piñera (2010-2014 y 
2018-2022). La gestión de gobierno de ambos líderes contribuyó a 
erosionar la legitimidad de las dos coaliciones que predominaron 
en la transición chilena: la Concertación, de centroizquierda, y la 
Alianza por Chile, de centroderecha (Luna, diciembre de 2021). De 
acuerdo con Luna, ambas coaliciones se encontraron, por primera 
vez desde la restauración democrática, sin una opción propia en 
la segunda vuelta presidencial del 19 de diciembre (véase tabla 10).
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Tabla 10. Comparación de resultados entre la primera  
y la segunda vuelta electoral

Primera Vuelta Segunda Vuelta

Candidato Porcentaje 
obtenido Candidato Porcentaje 

obtenido
José Antonio Kast 27.9%

Gabriel Boric 55.9%Gabriel Boric 25.8%
Franco Parisi 12.8%
Sebastián Sichel 12.8%
Yasna Provoste 11.6%

José Antonio Kast 44.1%Marco Enríquez-O 7.6%
Eduardo Artés 1.5%
Mesas escrutadas: 99.9%

Adaptado de BBC News Mundo (19 de diciembre de 2021).16

Como se puede observar en la tabla 10, en las elecciones presidenciales 
de noviembre de 2021, celebradas cuatro meses después del inicio de 
la redacción de la nueva constitución, las campañas de desinforma-
ción sobre la nueva carta magna probablemente contribuyeron al me-
teórico ascenso de José Antonio Kast en las encuestas y lo convirtieron 
en el candidato con el mayor número de votos (27,9 %) en la primera 
vuelta. Sin embargo, amplios sectores de centro, centroizquierda e iz-
quierda se unieron para dar al candidato izquierdista Gabriel Boric 
una decisiva victoria de once puntos porcentuales en el balotaje de 
diciembre del mismo año (55,9 %) (Piscopo y Siavelis, 2023).

En palabras de Luna (diciembre de 2021),

Paradójicamente, la elección que deja desahuciados a ambos actores 
de la transición terminó jugándose en la oposición entre “pinoche-
tismo” y “comunismo”, reviviendo en la puja electoral el viejo clivaje 
del plebiscito del “Sí” y el “No”. La adhesión a Gabriel Boric puede 
entenderse como una mezcla de rechazo al pasado pinochetista en-
carnado por Kast, pero también como una apuesta a futuro. Desde 
esa perspectiva es también y en buena medida el voto del “apruebo” 
a la Convención Constitucional.

16	 Se recomienda visitar el sitio web para visualizar los resultados obtenidos por co-
muna para cada candidatura en la primera y segunda vuelta: https://www.bbc.com/
mundo/noticias-america-latina-59722345
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A pesar de que el proceso constitucional chileno surgió de las de-
mandas de cambio político por parte de los votantes, no pudo des-
vincularse de la política cotidiana. Ambos presidentes en el poder 
durante el proceso desempeñaron un papel crucial, incluso cuan-
do aparentemente intentaron no hacerlo. Según Piscopo y Siavelis 
(2023), mientras que la oposición a Piñera impulsó el apoyo al proceso 
constitucional, la oposición a Boric minó más tarde el entusiasmo por 
el nuevo documento, ya que su gobierno se asoció rápidamente con el 
empeoramiento de los problemas políticos y económicos de Chile.

El 4 de septiembre de 2022, en un contexto en el que el voto 
obligatorio incorporó a cinco millones de personas que no habían 
participado en anteriores comicios, la mayoría votó en contra de 
la nueva constitución redactada por la Convención surgida del es-
tallido de 2019 (Titelman y Leighton, 2022). Entre las razones que 
explican por qué ganó el rechazo a la nueva constitución chilena, 
destacan tres (Titelman y Leighton, 2022; Piscopo y Siavelis, 2023):

1.	 El rechazo a la política de espectáculo en la Convención, 
exacerbada por una derecha que había pasado meses acu-
mulando momentos poco ortodoxos de la misma y man-
chando la reputación de muchos de sus delegados.

2.	 La homologación de la Convención con la política tradicio-
nal, lo que convirtió el plebiscito constitucional en un refe-
réndum sobre el gobierno de Boric.

3.	 La reacción de las identidades tradicionales ante la fuerza 
que tuvieron las identidades subalternas durante el proce-
so. En este tercer punto, la derecha añadió el alarmismo so-
bre cómo la nueva constitución podría socavar la identidad 
chilena y amenazar su futuro.

Como consecuencia, con el 99,4  % de las mesas escrutadas y la 
participación histórica de trece millones de personas, la opción 
del “Rechazo” logró cerca del 62  % de los votos, mientras que el 
“Apruebo” obtuvo el 38  % (BBC News Mundo, 4 de septiembre de 
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2022). Según datos del diario español El País, en todas las regiones 
la mayoría de los votantes se manifestó en contra. En dicha nota, 
a cargo de Borja Andrino (5 de septiembre de 2022), se señala que 
la región de Ñuble, situada en el sur del país, destacó al superar el 
73 % de los votos contrarios a la propuesta de reforma. Asimismo, 
en la región metropolitana de Santiago, alrededor de la capital del 
país, el rechazo fue notable: alcanzó el 55 % de los votos en contra 
(véase gráfica 10).

Gráfica 10. Rechazo o apoyo a la nueva Constitución por región

Elaboración propia con información de Andrino (5 de septiembre de 2022).17

Por otro lado, se observa una relación inversamente proporcional 
entre la densidad poblacional y el grado de rechazo a la propues-
ta constitucional. Según Andrino (5 de septiembre de 2022), en los 
municipios con menos de cincuenta mil habitantes, siete de cada 
diez votantes expresaron su desacuerdo con la propuesta. A medida 

17	 Se recomienda visitar el sitio web para consultar el mapa interactivo con los re-
sultados de rechazo o apoyo a la nueva constitución chilena, por comuna: https://
elpais.com/chile/2022-09-05/resultados-del-plebiscito-constitucional-en-chile-muni-
cipio-a-municipio.html
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que aumenta el tamaño de la población, los resultados se vuelven 
más equilibrados: en las comunas de entre cincuenta mil y cien mil 
habitantes, el rechazo no superó el 61 %, mientras que en aquellas 
con más de cien mil habitantes se situó en el 59 % (véase gráfica 11). 
En este contexto, de las ocho municipalidades que respaldaron la 
constitución, dos son las más pobladas del país. En Puente Alto, con 
más de 550.000 habitantes en las afueras de Santiago, el 51 % ha 
respaldado el texto de la convención constituyente. En Maipú, la 
segunda comuna más poblada, también cercana a la capital, el por-
centaje ha sido similar.

Gráfica 11. Porcentaje de votantes que rechaza o aprueba la propuesta 
según el tamaño de los municipios
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Adaptado de Andrino (5 de septiembre de 2022).

Después del rechazo a la propuesta constitucional, las fuerzas po-
líticas en el Congreso optaron por reiniciar el proceso a través de 
un nuevo acuerdo que proponía una institucionalidad menos re-
presentativa y con un mayor control del poder instituido (Rubiños 
Cea y Pascual, 2022). Este proceso renovado será examinado en el 
capítulo que aborda la alianza derecha-ultraderecha, ya que, en 
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este, el partido liderado por el ultraderechista José Antonio Kast 
prevaleció en la elección de los cincuenta consejeros encargados de 
redactar la nueva constitución.

Colombia

En 2019 y 2021 Colombia experimentó un ciclo de contestación so-
cial que fue comparada en muchos aspectos con el estallido social 
en Chile y en Ecuador. De acuerdo con Saint-Upéry (2020), en un 
país donde históricamente la protesta ha sido estigmatizada y vin-
culada a la guerrilla, miles de personas, principalmente jóvenes, 
salieron a las calles para expresar una variedad de demandas, algu-
nas de ellas emergentes y otras de larga data. Entre estas demandas 
se encontraba la búsqueda de democratización del régimen y del 
gobierno.

Es por ello que 2022 fue un año histórico para Colombia. La vic-
toria electoral de Gustavo Petro y Francia Márquez abrió una nueva 
etapa en el país sudamericano, cuyo eje sería la construcción de 
la paz con justicia social (Olano, 2022). En palabras de Domínguez 
Martín,

tras más de doscientos años de hegemonía de las élites conserva-
doras, una nueva coalición que responde a las aspiraciones de los 
movimientos sociales en su lucha por el reconocimiento (con una 
presencia clave de mujeres y jóvenes y sus diversas interseccionali-
dades de etnia y clase social) y de las clases populares y medias urba-
nas para lograr un país en paz y de derechos (al trabajo decente, y a la 
educación, la sanidad y las pensiones públicas), ha logrado imponer-
se a un frente ultraconservador, que buscaba salvar los privilegios a 
través de un candidato instrumental, aparentemente anti establish-
ment (2022, p. 4).

En febrero de 2021 se anunció la creación del Pacto Histórico y el 
proyecto se materializó en diciembre de 2021 con el anuncio de 
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varios partidos políticos y organizaciones sociales de formar una 
coalición única de izquierda para las elecciones legislativas. Esta 
coalición iría en conjunto con una candidatura única de izquier-
da para las elecciones presidenciales de 2022 (Botero et al., 2023). 
El Pacto Histórico, como comunidad política de pertenencia, está 
conformado por los partidos que integran la Lista de la Decencia 
(Colombia Humana, Unión Patriótica, Movimiento Alternativo 
Indígena y Social) y diversas organizaciones, entre las que se in-
cluyen Autoridades Indígenas de Colombia, Alianza Democrática 
Amplia, Comunes, Todos Somos Colombia, Poder Ciudadano, 
Movimiento por el Agua y la Vida, y Movimiento Independientes 
(González, 2023). Según Olano (2022), la conformación de la fórmu-
la Petro-Márquez no fue simplemente resultado de la suerte o un 
éxito electoral casual, sino el producto de una acumulación de lu-
chas y coincidencias afortunadas. En cambio, se puede interpretar 
como una trayectoria política que se origina en uno de los momen-
tos más violentos de las últimas décadas en Colombia, marcado por 
el auge del narcoparamilitarismo y la ascensión al poder de Álvaro 
Uribe Vélez (2002-2010) en 2002.

Esta trayectoria continúa con la reactivación de numerosas 
organizaciones populares durante el Proceso de Paz entre el go-
bierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC), culminando en movilizacio-
nes y estallidos sociales cada vez más significativos entre 2019 y 
2021, durante el gobierno de Iván Duque (2018-2022). Según esta 
perspectiva, el antiguo régimen había alcanzado un punto de no re-
torno (Olano, 2022). Este último ciclo de protestas, según González 
(2023), tuvo un impacto significativo en el ámbito político de cara a 
las elecciones de 2022. El respaldo explícito de Gustavo Petro a las 
manifestaciones, expresado a través de sus plataformas de redes 
sociales, se reveló como un factor crucial en la formación de una 
alternativa electoral. Petro enmarcó las protestas como un acto le-
gítimo en respuesta a la precarización de las condiciones sociales.
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En este sentido, la construcción de la futura candidatura de Pe-
tro se basó en la idea de la transversalidad de la protesta y buscó 
transformar el descontento en un voto de castigo contra el oficia-
lismo de derecha (González, 2023). En este orden de ideas, Gustavo 
Petro y Francia Márquez lograron establecer puntos de referencia 
que articularon las demandas de cambio a través de políticas de 
identidad y reconocimiento, que incluyeron temas como feminis-
mo, antirracismo, pensiones, modelo de salud, cuidado del agua y 
el medio ambiente, limitaciones del modelo extractivista, justicia 
fiscal, propiedad de la tierra y soberanía alimentaria. De esta ma-
nera, marcaron la agenda y los términos del debate, y arrastraron 
a los demás candidatos y al establishment hacia estos temas (Olano, 
2022).

En 2022 se llevaron a cabo tres jornadas electorales en Colom-
bia: en marzo se eligieron congresistas para un periodo de cuatro 
años y en mayo y junio se llevaron a cabo la primera vuelta y la 
segunda de las elecciones presidenciales. Después de las elecciones 
legislativas del 13 de marzo, el Congreso experimentó un cambio 
significativo en el que los partidos tradicionales, como el Partido Li-
beral y el Partido Conservador, perdieron influencia. Por su parte, 
el Centro Democrático, que gobernaba en ese momento, también 
perdió mayorías, mientras que el Pacto Histórico emergió como 
uno de los partidos más votados y lideró tanto en el Senado como 
en la Cámara de Representantes (véase imagen 3).
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Imagen 3. Composición del Congreso de Colombia  
para el periodo 2022-2026

Tomado de CNN en Español (19 de julio de 2022), imagen adaptada.
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En cuanto a la elección presidencial, en la primera vuelta compitieron 
seis binomios presidenciales. Los más votados fueron Gustavo Petro y 
Francia Márquez, quienes ganaron esta primera vuelta con 8.527.768 
votos (40,32  %), seguidos por el binomio de Rodolfo Hernández y 
Marelen Castillo, con 5.953.209 votos (28,15 %) (Calderón, 2022). Según 
el informe postelectoral de la primera vuelta elaborado por el Centro 
Estratégico Latinoamericano de Geopolítica (CELAG), la composi-
ción electoral por regiones deja claro el mapa político. El centro (sin 
Bogotá) muestra un sesgo hacia la derecha, además de tener un can-
didato santandereano (Hernández fue alcalde de Bucaramanga, ca-
pital de Santander). Antioquia y el eje cafetero están más disputados, 
aunque con una clara hegemonía de los partidos de derecha (donde el 
Partido Liberal y el Partido Conservador tienen mucho territorio). En 
las regiones más empobrecidas del país, el voto mayoritario es para 
Petro, con una clara dominación en Bogotá, donde el candidato fue 
alcalde entre 2011 y 2014 (Calderón, 2022) (véase mapa 2).

Mapa 2. Mapa electoral de la primera vuelta  
en las elecciones de 2022 en Colombia

 
Mapa 5.9 Mapa electoral de la primera vuelta en las 

elecciones de 2022 en Colombia (2)

GUSTAVO PETRO
COALICIÓN PACTO HISTÓRICO

RODOLFO HERNÁNDEZ
LIGA DE GOBERNANTES ANTICORRUPCIÓN

8.527.768 votos

5.953.209 votos

5.058.010 votos
23,91%

28,15%

40,32%

A 2   VUELTA

FEDERICO GUTIERREZ
COALICIÓN EQUIPO POR COLOMBIA

a

Tomado de BBC News Mundo (30 de mayo de 2022), imagen adaptada.
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En el balotaje, la coalición del Pacto Histórico se impuso con el 
50,44 % de los votos, frente al 47,31 % de su adversario (véase grá-
fica 12). Según lo señalado por Botero y sus colegas (2023), los dos 
finalistas (Petro y Hernández) buscaron y encontraron apoyos en 
diferentes sectores de la población. Entre la primera y la segunda 
vuelta, la campaña de Petro se acercó a nuevos sectores de la iz-
quierda y del liberalismo socialdemócrata con el objetivo de enviar 
un mensaje de tranquilidad y atraer al electorado de centro, mos-
trando que el cambio se daría por las vías institucionales del ám-
bito político instituido. Estos apoyos se materializaron en cargos 
importantes una vez en el poder. Por su parte, Hernández mantuvo 
su postura de rechazo a todos los políticos y se constituyó así para 
muchos electores en una opción más peligrosa e incierta que Petro.

Gráfica 12. Resultados de la segunda vuelta en las elecciones  
de 2022 en Colombia

S/D
2,3%

Rodolfo Hernández
47,3%

Gustavo Petro
50,4%

 Elaboración propia con información de Llaneras, Andrino y Pires (19 de junio de 2022).18

Gustavo Petro y Francia Márquez asumieron la presidencia y vice-
presidencia el 7 de agosto de 2022. Los primeros seis meses de su 

18	 Se recomienda visitar el sitio web para consultar el mapa interactivo con los resul-
tados de la votación por candidato en la segunda vuelta, a nivel municipal y departa-
mental: https://elpais.com/america-colombia/elecciones-presidenciales/2022-06-19/
resultado-de-las-elecciones-en-colombia-por-municipio-en-la-segunda-vuelta.html
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mandato estuvieron marcados por la transición de una coalición 
electoral a una coalición de gobierno (Botero et al., 2023). Este pro-
ceso implicó la convocatoria de todas las fuerzas políticas a un gran 
acuerdo nacional con el objetivo de concretar las reformas que pro-
puso como proyecto de cambio (Calderón Castillo y Rubiños Cea, 
2022). La inclusión de nuevos sectores al proyecto de izquierda ge-
neró conflictos y tensiones dentro de la coalición, que se intensifi-
caron en 2023 (Botero et al., 2023).

Los objetivos de Petro son ambiciosos en un contexto lleno de di-
ficultades, pero estas podrían transformarse en oportunidades para 
mostrar que este, el primer gobierno de la izquierda en Colombia, 
marca el inicio de un proceso de democratización profunda desde 
el poder nacional que busca transformar al país en un referente 
positivo para la región y para el mundo. Los objetivos del gobierno 
liderado por Petro son ambiciosos, especialmente en un contex-
to marcado por diversas dificultades tanto a nivel nacional como 
a escala internacional. No obstante, estas circunstancias podrían 
convertirse en oportunidades para demostrar que este gobierno, 
siendo el primero de la izquierda en Colombia, no es efímero, sino 
el inicio de un proceso de democratización profunda desde el poder 
nacional. La intención es transformar al país en un referente positi-
vo tanto para la región como para el resto del mundo.

Ecuador

El estallido social de 2019 fue detonado por la carestía de la gasoli-
na y del gas que fue producida por las políticas de ajuste y austeri-
dad impulsadas por el FMI y el Banco Mundial y emprendidas por 
el gobierno de Lenin Moreno, quien se fue alejando de la comuni-
dad política imaginada por la Revolución Ciudadana encabezada 
por su antecesor Rafael Correa. El gobierno de Moreno implementó 
un programa de corte neoliberal que desmanteló la política social 
de Estado heredada mediante un ajuste fiscal favorecedor de la 
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concentración del ingreso y la desigualdad social; un programa que 
abrió privatizaciones, liberalización y desregulación económica, 
que impactó severamente en el régimen de bienestar, sobre todo 
en las pensiones y en el deterioro de los derechos relativos a la sa-
lud, la educación y en el acceso a los servicios públicos. En 2019 
se politizan los movimientos sociales, particularmente de indíge-
nas, quienes cuentan con una larga experiencia organizativa y de 
resistencia antineoliberal, que incluso tuvo desencuentros con el 
gobierno correísta.

Ante la inestabilidad económica del gobierno de Moreno, los 
movimientos sociales enfrentaron una inestabilidad política que 
sacudió todos los órdenes de gobierno locales y el nacional. Esos 
movimientos politizaron la calle en las ciudades y en los territorios 
rurales e indígenas, cuestionaron las políticas públicas guberna-
mentales, sin que sus demandas fueran satisfechas, y entraron a la 
disputa electoral, donde se registra una conflictiva lucha por arti-
cular la CPP en lo electoral y en la formación de gobierno.

A diferencia de Bolivia, donde el campo electoral fue el centro del 
estallido social, en Ecuador se ha prolongado un conflicto sociopo-
lítico que desemboca en la arena electoral. Este campo de poder se 
encuentra bajo la tensión de tres perspectivas distintas sobre la for-
mación de CPP instituida: una de ellas ha definido el carácter neoli-
beral del Estado ecuatoriano; otra busca revivir los principios de la 
Revolución Ciudadana, y una tercera ejerce influencia del movimien-
to social sobre el sistema de partidos con una agenda de izquierda.

El paso de los movimientos sociales hacia la política y lo polí-
tico en Ecuador está redibujando la relación entre partido y mo-
vimiento, está tensionando el clivaje entre la autonomía de las 
organizaciones sociales que prefiguran una comunidad política 
de pertenencia frente al correísmo y su Revolución Ciudadana, y 
está poniendo a prueba las capacidades de los pueblos originarios 
para impulsar autonomías comunitarias en los territorios indíge-
nas, tanto para las que luchan desde dentro y contra el Estado, que 
entran en coalición política con el correísmo, como para las que 
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impulsan un partido de base étnica, como es el movimiento partido 
Pachakutik, que pretende ser el brazo político de la Confederación 
de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (Conaie).

En este contexto, es crucial considerar las autonomías comunita-
rias de base regional que buscan un proyecto político sin Estado y que 
operan dentro del influyente movimiento politizado expresado en la 
Conaie. Esta confederación aglutina pueblos y comunidades en diver-
sas regiones del país, como la Confederación de Pueblos de la Nacio-
nalidad Kichwa del Ecuador (Ecuarunari), que consta de cincuenta y 
tres organizaciones de base en las tres regiones ecuatorianas; la Con-
federación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana 
(Confenaie), compuesta por once nacionalidades y afiliada a veinti-
dós organizaciones y federaciones de base en seis provincias de esa 
región; la Confederación de Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del 
Ecuador (Ecuarunari), que reúne a más de una docena de organiza-
ciones provinciales y a una veintena de pueblos, y la Confederación 
de Nacionalidades y Pueblos Indígenas de la Costa Ecuatoriana (Co-
naice), integrada por aproximadamente cinco pueblos costeños.

En las elecciones de 2021, donde resultó victorioso el banquero 
Guillermo Lasso, se consolidó una cierta hegemonía del bloque neo-
liberal que, paradójicamente, representó la continuidad del gobierno 
de Lenín Moreno. Esta continuidad se manifestó en la sumisión al pro-
grama de ajuste y austeridad negociado con el FMI y el Banco Mun-
dial. A pesar del mal manejo de la crisis generada por la pandemia del 
coronavirus por parte del gobierno de Moreno, así como de los proble-
mas de corrupción y el saldo negativo derivado de la dura represión 
contra los movimientos sociales politizados, las elecciones reflejaron 
la orientación neoliberal de la comunidad política instituida.

En un país con una geografía electoral que divide la costa y la 
sierra andina, así como la zona urbana de Quito, ganada por Las-
so, y Guayaquil, la ciudad más poblada de Ecuador, ganada por el 
correísta Andrés Arauz en la primera vuelta, el proceso electoral se 
polarizó entre el anticorreísmo, respaldado por las coaliciones polí-
ticas de los partidos CREO y el Partido Social Cristiano, que apoyan 
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a Lasso. Por otro lado, estuvieron el partido Izquierda Democrática, 
liderado por Xavier Hervás, y el Pachakutik de Yaku Pérez. Estas 
elecciones presidenciales en Ecuador resaltan que los estallidos 
sociales producen respuestas políticas muy diversas, cuyas contra-
dicciones conviene descifrar. n la primera vuelta destaca que Yaku 
Pérez gana en sesenta cantones de la Sierra y en treinta y cuatro 
cantones de la Amazonia, mientras que Andrés Arauz gana en se-
tenta y nueve cantones costeños, en veintitrés cantones de la Sierra 
y en cinco cantones de la Amazonia (véase gráfica 13).

Gráfica 13. Número de cantones ganados por los cuatro principales candidatos 
en la primera vuelta de las elecciones de Ecuador en 2021, por región

Tomado Le Quang (2021).19

Se trata de una geografía regional dividida, pero que cambia de co-
lor en la segunda vuelta, en la que la alianza entre Yaku y Lasso 
gana en Quito y Guayaquil, incluyendo en total diecisiete provin-
cias, principalmente costeras, con excepción de la nororiental 
Sucumbios, que es una de las siete provincias que gana Arauz. En 
la dimensión local cantonal se reproduce el impacto de la alianza 

19	 Se recomienda consultar la publicación “No es tanto que Lasso y su programa gana-
ron las elecciones, sino que la Revolución Ciudadana las perdió” (2021), de Matthieu 
Le Quang, para apreciar distintos mapas que dan cuenta del triunfo de cada candida-
to a nivel cantonal, tanto en la primera como en la segunda vuelta: https://library.fes.
de/pdf-files/bueros/quito/18485.pdf
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opositora: mientras que en la primera vuelta Arauz gana para el 
progresismo en 107 cantones, Yaku Pérez gana en noventa y cuatro 
y Lasso tan solo en seis cantones. En la segunda vuelta, Arauz gana 
en 109 cantones, mientras que Lasso obtiene mayoría en 112 canto-
nes, gracias a la transferencia de votos otorgados por Pachakutik 
(véase gráfica 14).

Gráfica 14. Votos totales a nivel cantonal de Guillermo Lasso  
y Andrés Arauz en la segunda vuelta 2021

Elaboración propia con información de Le Quang (2021).

Que esto se haya logrado fue gracias a la oposición anticorreísta que 
se unificó en la elección presidencial de 2021, aunque no unificada 
en el plano de alianzas y coaliciones parlamentarias. Xavier Hervás 
muestra ese espíritu contrario al correísmo en su cuenta de Twitter 
(ahora X) donde planteó, en el intermedio entre primera y segunda 
vuelta: “invito a los candidatos @LassoGuillermo y @yakuperezg 
a unirnos de manera transparente a ‘Pacto por el ECUADOR’, que 
se acepten los resultados oficiales y juntos impulsar votos por el 
país para evitar el regreso izquierda extrema, populista y corrup-
ta” (Hervás [@xhervas], 10 de febrero de 2021). Además, otro fac-
tor determinante en los resultados de las elecciones fue la postura 
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adoptada tanto por la Conaie como por Pachakutik con respecto a 
los resultados de la primera vuelta. Ambas afirmaron la existencia 
de un fraude electoral (Hidalgo Flor, 2021), lo que suscitó, como se 
señaló previamente, una serie de contradicciones que es importan-
te resaltar, puesto que estas discrepancias contribuyeron significa-
tivamente a la toma de poder por parte de Lasso. En este sentido, es 
esencial analizar cómo esta afirmación desempeñó un papel fun-
damental en la configuración del gobierno durante las elecciones 
de 2021.

Partiendo de la premisa de un fraude electoral, se logró plan-
tear la posibilidad de hacer confluir al polo antineoliberal que se 
presentó de manera ferviente durante el estallido de 2019. Puesto 
que, aunque se manifestó una fragmentación del campo popular, 
Pachakutik anunció un voto “nulo ideológico”, el presidente de tur-
no de la Conaie, Vargas, expresó su apoyo y diversas organizaciones 
indígenas se sumaron a esta iniciativa de resistencia. Esto eviden-
ció que, utilizando el término de Ramírez, la “ciudadanía despolari-
zada” aún estaba a la espera de respuestas puntuales a los grandes 
problemas que se habían planteado casi dos años atrás (Ramírez, 
2021). Lo inesperado de las elecciones se produjo cuando se vio que 
los votos nulos habían alcanzado un alto porcentaje, lo cual pudo 
atribuirse en gran medida a la campaña de Pérez y Pachakutik, que 
promovió el voto nulo como medio de rechazo al sistema electoral 
y al supuesto fraude. Este fenómeno contribuyó directamente al 
rendimiento electoral superior al esperado de Lasso. Sin el elevado 
nivel de votos nulos, su victoria no habría sido posible (Rodríguez, 
2021). En palabras de Rodríguez,

Arauz más que perder contra Lasso, perdió contra el voto nulo. Lo 
que derrotó al progresismo no fue tanto la derecha sino, posiblemen-
te, una izquierda que se inclina por el progresismo, pero que prefiere 
una opción diferente al correísmo en Ecuador (2021, p. 13).

Así, los protagonistas del estallido social de 2019 no logran un pac-
to unificador para conquistar la comunidad política instituida 
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nacional compartiendo un programa antineoliberal. Sin embargo, 
en sus antípodas, el gobierno de Guillermo Lasso fracasará debi-
do a la ortodoxia neoliberal de su programa, que enfrentará a un 
Congreso nacional dividido, a lo cual se sumarán denuncias com-
probadas de corrupción que terminarán por derribar a ese gobier-
no antes de cumplir con el periodo para el que fue electo.

En 2023, enfrentando un gobierno debilitado debido a sus frági-
les alianzas parlamentarias y enfrentando acusaciones de corrup-
ción contra el presidente Lasso, se recurre en Ecuador a lo que se 
conoce como “muerte cruzada”. Este término hace referencia a un 
decreto presidencial que permitió evadir la destitución del presi-
dente y convocar a nuevas elecciones. La aplicación de la muerte 
cruzada fue una manifestación de diversas problemáticas interre-
lacionadas. En primer lugar, se evidenciaba una crisis generada por 
el enfrentamiento entre la corriente progresista que tenía el control 
del parlamento nacional y la orientación neoliberal predominante 
en el poder ejecutivo. Además, se observaba un agravamiento de 
la crisis social debido al aumento de la penetración de las bandas 
de narcotráfico, un factor que también se hizo patente durante las 
elecciones anticipadas (Hidalgo Flor, 29 de mayo de 2023).

La base territorial de los candidatos presenta algunos cambios 
en la configuración de sus influencias provinciales. En una novedad 
significativa, en la primera vuelta electoral de 2023 la candidata co-
rreísta Luisa González y su partido Revolución Ciudadana logra ga-
nar en catorce de las veinticuatro provincias y rompe así la histórica 
división entre la costa y los Andes. Por otro lado, Daniel Noboa y su 
partido Acción Democrática Nacional obtienen la victoria en apenas 
seis provincias, lo cual muestra un anclaje territorial que no confir-
ma la tradicional división regional, sino que se dispersa entre la cos-
ta, la región andina y el voto urbano. Cabe destacar que Pachakutik 
no logra ganar en ninguna provincia (véase mapa 3).
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Mapa 3. Voto por provincia en las elecciones presidenciales de 2023Mapa 9.9 Voto por provincia en las 
elecciones presidenciales de 2023

ADN Construye Revolución Ciudadana

Tomado de Ecuavisa (16 de octubre de 2023), imagen adaptada.

La disparidad en la presencia electoral de Yaku Pérez entre 2021 y 
2023 es notablemente marcada. En el primer caso, estuvo al borde 
de avanzar a la segunda vuelta. No obstante, durante las elecciones 
de 2023, se hace evidente el impacto de la división interna del mo-
vimiento indígena entre Conaie y Pachakutik, que tuvo una fuerte 
influencia en su desempeño durante las elecciones (Hidalgo Flor, 
29 de mayo de 2023). De esta manera, las discrepancias entre la CPP 
instituyente y la CPP instituida quebrantaron la consolidación de 
su influencia y toma de espacios políticos. Este fenómeno se evi-
denció de manera notable en la sierra ecuatoriana, que simboliza-
ba la fuerza indígena y el respaldo al empoderamiento de actores 
históricamente marginados, y que en las elecciones de 2023 rediri-
gió su apoyo hacia otro candidato, como el caso de Cotopaxi.
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El bloque Pachakutik se fragmentó en al menos dos tendencias 
que condicionaron su rendimiento. Por un lado, una tendencia se 
acercó más al régimen lassista, mientras que otra se alineó con la 
oposición correísta. Lo anterior y la falta de claridad respecto a 
los liderazgos o agendas de la CPP instituida llevaron un debilita-
miento del propio movimiento que trajo consigo una movilización 
política limitada y una representación nacional reducida, y se con-
virtió así en uno de los peores resultados electorales del partido 
(Plan V, 29 de agosto de 2023). Para el analista electoral Daniel Gon-
zález (citado en El Universo, 24 de agosto de 2023), estas elecciones 
anticipadas dejaron a Pachakutik fuertemente afectado, y también 
impactaron a la Izquierda Democrática debido a su falta de partici-
pación activa en el proceso electoral.

Continuando, en la segunda vuelta nuevamente se dibuja la 
tradicional división regional costa-Andes: Noboa gana en dieci-
séis provincias, principalmente costeras, y Luisa González gana en 
ocho de ellas, principalmente andinas. En la escala cantonal tene-
mos lo mismo: una primera vuelta donde Luisa González obtiene 
mayoría de votos en 153 cantones divididos entre costa y serranía; 
Noboa gana en cuarenta cantones que están dispersos, pero tanto 
en la costa como en los Andes; el anclaje territorial de Yaku Pérez 
desciende dramáticamente y gana apenas en seis cantones (véase 
mapa 5). No obstante, en la segunda vuelta (véase mapa 4) se regre-
sa a la división de las regiones electorales costa-sierra, aunque ya 
no es tan nítida; los 114 cantones donde gana el voto progresista 
son mayoritariamente serranos, aunque hay incursiones en la cos-
ta nororiental, alrededor de Sucumbios, y en cantones de la sierra 
costera. Mientras que Noboa gana en 107 cantones, siete menos que 
Luisa González (pero hay que tomar en cuenta que Noboa gana más 
votos en cantones urbanos).
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Mapa 4. Voto por cantón en la primera vuelta de las elecciones 
presidenciales de 2023

Tomado de Le Quang [@CompaMatt] (25 de agosto de 2023), imagen adaptada.

Mapa 5. Voto por cantones en la segunda vuelta de las elecciones 
presidenciales de 2023

Tomado de Primicias (25 de octubre de 2023), imagen adaptada.
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En el caso de las provincias, Daniel Noboa consiguió asegurar 
la mayoría de los votos en dieciséis de ellas, esto es, incrementó su 
cantidad en diez en comparación con los contabilizadas durante 
la primera vuelta y superó así a la candidata del correísmo, Luisa 
González. De conformidad con La Jornada (16 de octubre de 2023), la 
victoria de Noboa ha dejado desilusionadas las esperanzas de la Re-
volución Ciudadana. Este resultado se refleja en el 52,3 % de los vo-
tos obtenidos por Noboa, sobre el 47,77 % de Luisa González (véase 
mapa 6). La diferencia revela una clara preferencia entre los votan-
tes, lo cual supone un desafío adicional para la Revolución Ciuda-
dana y también el Pachakutik, que tendrá que corregir sus métodos 
para sacar adelante su proyecto político y plantear nuevamente el 
peso que funge como brazo político del movimiento indígena.

Mapa 6. Elecciones presidenciales  
de Ecuador de 2023 segunda vuelta, por provinciaMapa 12.9 Elecciones presidenciales de 

Ecuador de 2023 segunda vuelta, por provincia

González Noboa
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Tomado de CNN en español (16 de octubre de 2023), imagen adaptada.



286	

Jaime A. Preciado Coronado

Por otro lado, en las elecciones de 2023 fue asesinado en agosto, 
a diez días de la jornada electoral, Fernando Villavicencio, candi-
dato de Movimiento Construye. Su asesinato se atribuyó al crimen 
organizado con ramificaciones hacia el cártel de Sinaloa y el cár-
tel Jalisco Nueva Generación, cuyos intereses estaban opuestos al 
programa anticorrupción de Villavicencio. Todo lo cual desató una 
crisis institucional que remontó hasta enero de 2024. Después de 
su asesinato el país entró en una guerra sucia de campañas elec-
torales, la cual se subió sobre el anticorreísmo y no tanto en los 
factores imputables al gobierno de Lasso.

Dentro de la polarización política que vive Ecuador y de acuerdo 
con Pablo Dávalos (2024),

hay algunos elementos que avalan y confirman la presencia del 
narco-Estado o de lumpen-acumulación en el gobierno de Guiller-
mo Lasso. Uno de esos elementos está en la ley que Lasso envió a la 
Asamblea Nacional el 28 de octubre del año 2021 y que fue aprobada 
un mes después con votos, curiosamente, del movimiento progresis-
ta Revolución Ciudadana. Se trata de la Ley Orgánica para el Desa-
rrollo Económico y Sostenibilidad Fiscal tras la Pandemia Covid-19.

Esta ley fue una laxa regulación del lavado de dinero. Al seno de 
la coalición política que triunfó en las elecciones presidenciales se 
enfrentan diversas estrategias para el combate al crimen organi-
zado, frente a las cuales la coalición progresista de la Revolución 
Ciudadana moviliza a su base social para disputar el ejercicio del 
gobierno y su actual comunidad política neoliberal instituida.

Haití

El proceso de intervención extranjera mediante organismos inter-
nacionales, la falta de consolidación de un Estado de derecho tras 
la dictadura duvalierista y diversos factores políticos endémicos 
del país han llevado a Haití a experimentar un marcado proceso 
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de polarización y crisis política (Manigat, junio de 2021). A media-
dos de julio de 2021, el caos político en Haití se agravó cuando dos 
primeros ministros disputaron el derecho a gobernar el país y des-
encadenaron una extravagante lucha de poder para determinar 
quién ostentaría la autoridad legal tras el asesinato del presidente 
Jovenel Moïse (Méheut et al., 8 de julio de 2021).

Según el informe del New York Times a cargo de Méheut y sus co-
laboradores, por un lado, el primer ministro interino de Haití, Clau-
de Joseph, anunció que tenía el control de la policía y el ejército, y 
declaró un “estado de sitio” que, esencialmente, colocó al país bajo 
ley marcial. Sin embargo, expertos constitucionales cuestionaron 
su derecho para imponerlo y su afirmación de poder fue rápida-
mente desafiada por un rival. Dos días antes de su asesinato, Moïse 
designó a un nuevo primer ministro, Ariel Henry, afirmando que 
era el primer ministro legítimo en una entrevista con un periódico 
local. Estas afirmaciones rivales profundizaron una crisis política 
volátil que ha desconcertado a expertos constitucionales y ha sus-
citado preocupación entre los diplomáticos ante la posibilidad de 
un colapso social generalizado que podría desencadenar la violen-
cia o llevar a los haitianos a huir masivamente del país, como lo 
han hecho en situaciones de desastres naturales, golpes de Estado y 
otros periodos de profunda inestabilidad.20

En el mismo año, el gobierno de Haití, liderado por Ariel Henry, 
suscribió el 11 de septiembre un acuerdo político con partidos alia-
dos y opositores, con el objetivo de asegurar la estabilidad del país 
hasta la celebración de las elecciones. Es relevante señalar que una 
de las consecuencias del magnicidio del presidente Moïse fue el apla-
zamiento de las elecciones presidenciales y legislativas para el 7 de 
noviembre de 2021. En esa fecha también estaba programado reali-
zar un referéndum sobre una nueva constitución que contemplaría 
el fortalecimiento del papel del presidente, aunque mantendría las 
reglas actuales que permiten dos mandatos no consecutivos, cada 

20	 Véase el capítulo dedicado a Haití en este libro.
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uno con una duración de cinco años. Además, se planteaba la elimi-
nación de la figura del primer ministro y la creación del cargo de 
vicepresidente, que sería elegido por voto directo. Sin embargo, unos 
días después de la firma del acuerdo, el primer ministro Ariel Henry 
decidió destituir al Consejo Electoral Provisional (CEP) tras tacharlo 
de “partidista”, algo que supuso un aplazamiento de las elecciones 
programadas para el 7 de noviembre (Santana,29 de septiembre de 
2021).

Un año después, la situación parece no estar cerca de mejorar 
en Haití. La violencia urbana y el control ejercido por pandillas en 
la capital del país, así como la inestabilidad política y el resurgi-
miento del cólera, son algunos de los problemas que afectan a la 
isla en 2022. Por otro lado, a medida que se dificulta una transición 
democrática, ya que el primer ministro ha argumentado que el em-
peoramiento de los niveles de violencia de las pandillas hace im-
posible garantizar unas elecciones libres y justas por el momento, 
los anuncios sobre una posible intervención militar internacional 
reviven los recuerdos de los episodios más sombríos en la historia 
del país caribeño (Ramírez Castro, 24 de diciembre de 2022). El 15 
de octubre de 2022, Estados Unidos propuso una resolución al Con-
sejo de Seguridad que busca la implementación inmediata de una 
fuerza multinacional de acción rápida en Haití, con el objetivo de 
justificar su cuarta intervención militar significativa en el país en 
el último siglo, solicitada en esta ocasión por Ariel Henry (Barra-
gán, 28 de octubre de 2022).

En el año 2023, la exigencia de democratización del régimen en-
frenta con niveles preocupantes de ataques de pandillas, una crisis 
humanitaria desgarradora y una incertidumbre migratoria, todo 
ello en medio de la incapacidad del gobierno de Henry para resta-
blecer la estabilidad (Exil, 2023).

De acuerdo con un artículo de France24 a cargo de Exil (24 de 
diciembre de 2023),
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la violencia ha marcado un considerable aumento en 2023, que ha 
desplazado a cientos de miles de personas. Ante el desesperante 
panorama, la migración haitiana encuentra en Estados Unidos su 
principal destino. Sin embargo, las políticas migratorias enfrentan 
desafíos significativos. En el trasfondo, la gestión del primer minis-
tro, Ariel Henry, se ve envuelta en controversias judiciales y políticas, 
lo que plantea un cuestionamiento crucial: ¿hasta dónde llegará la 
espiral de desafíos en Haití en 2024?

Ariel Henry, cuya autoridad ha sido reconocida por potencias ex-
tranjeras como Canadá, Estados Unidos, Francia y otros países oc-
cidentales, ha permanecido en el poder, a pesar de la desconfianza 
de la población y del llamado a elecciones democráticas por par-
te de la sociedad civil haitiana. El 7 de febrero de 2024 marcaba 
el fin de su mandato, pero el mandatario ha hecho caso omiso a 
su responsabilidad democrática de ceder el poder y promete una 
transición que no se materializa, lo que ha avivado la ira de los ciu-
dadanos (Exil, 12 de febrero de 2024).

Puerto Rico

Frente a las elecciones de noviembre de 2020, que suceden a un ciclo 
de protestas y a una extensa crisis institucional y social en 2019,21 
el progresismo puertorriqueño busca dejar atrás la discusión so-
bre el estatus de la isla, que ha estado obstaculizando debates más 
amplios acerca de la generación de alternativas democráticas y an-
tineoliberales, según lo indicado por Pabón (octubre de 2020). En 
sus palabras:

el verano de 2019 fue un momento de amplias movilizaciones de-
mocráticas que lograron la renuncia del entonces gobernador Ric-
ky Rosselló. En este contexto de diversas y entrelazadas crisis y de 

21	 Véase capítulo dedicado a Puerto Rico en este libro.



290	

Jaime A. Preciado Coronado

cansancio, hastío y frustración con el desastre generalizado del país 
se dan las elecciones para gobernador y cargos legislativos del 3 de 
noviembre de 2020 (Pabón, octubre de 2020).

Según el análisis provocador de Pabón, la crisis grave del país plan-
tea una disyuntiva política estratégica en el marco electoral. Por 
un lado, existe la tendencia política representada por partidos fun-
damentados en la lógica identitaria basada en el estatus de Puerto 
Rico, que incluye versiones del Estado Libre Asociado y la indepen-
dencia. Este enfoque se relaciona con la soberanía del pueblo puer-
torriqueño y la condición colonial de Puerto Rico. Los tres partidos 
tradicionales, Partido Nuevo Progresista (PNP), Partido Popular 
Democrático (PPD) y Partido Independentista Puertorriqueño (PIP) 
se basan en esta lógica identitaria del estatus y fortalecen así el 
régimen de partidos imperante, caracterizado por el bipartidismo 
y la alternancia entre el PNP y el PPD, ambos orientados hacia el 
neoliberalismo.

Por otro lado, se encuentra lo que este trabajo interpreta como 
las demandas para democratizar el régimen político y de gobier-
no, convocando a una política democrática ciudadana fuera del 
paradigma del estatus y centrada en la oposición al programa neo-
liberal, a favor de políticas que promuevan el bienestar común y 
amplíen y profundicen la democracia. El Movimiento Victoria 
Ciudadana (MVC) representa esta tendencia. Se trata de un movi-
miento emergente creado en 2019 como una alternativa al bipar-
tidismo imperante, que, en poco tiempo, ha logrado convertirse en 
un protagonista crucial del escenario político electoral. El MVC se 
presenta como una CPP instituida, compuesta por ciudadanos di-
versos y plurales, sobre todo jóvenes, que aportan ideas innovado-
ras y nuevos imaginarios, dispuestos a romper con los esquemas 
anquilosados del pasado. Además, destaca la participación de ac-
tivistas sociales veteranos. Es un movimiento que, de acuerdo con 
Pabón (octubre de 2020), se opone a la “partidocracia” y se organiza 
de manera novedosa como una “red de redes”, articulando políticas 
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de reconocimiento, de identidad y de pueblo(s) en el marco de lo 
político instituido.

En las elecciones del 3 de noviembre de ese año, Pedro Pierluisi 
Urrutia, candidato del Partido Nuevo Progresista, logró la victoria 
en la contienda por la gobernación con el 33,2 % de los votos. Cabe 
destacar que este porcentaje representa la cifra más baja obtenida 
por un candidato a la gobernación que resulta victorioso en toda la 
historia electoral de Puerto Rico (Melecio Torres y López Marrero, 
2020). Por otro lado, es notable el éxito alcanzado por el Movimien-
to Victoria Ciudadana. La candidata Alexandra Lúgaro Aponte con-
siguió el 14 % de los votos y a esto se suma el impulso de la campaña 
de su candidato Manuel Natal en la contienda por la alcaldía de 
San Juan, así como la elección de sus cuatro candidatos por acumu-
lación al Senado y la Cámara, algunos de ellos con extensas trayec-
torias en las luchas sociales y de derechos humanos (Claridad, 4 de 
noviembre de 2020).

Caravanas migratorias

Ariadna Estévez propone la teoría del proceso necropolítico de la 
migración forzada, como un conjunto de

políticas, leyes, instituciones, discursos políticos y mercados legales 
e ilegales encaminados a producir ganancia de la muerte y el despla-
zamiento de personas en un contexto legal en el que la devastación 
de los hábitats es legal pero la movilidad es un delito (Estévez, 2022, 
p. 243).

Para esta autora, hay una necropolítica en la migración forzada ad-
ministrada por “aparatos burocráticos, discursos, políticas y estra-
tegias que garantizan que la gente pobre y racializada deje de ser 
un obstáculo para el capitalismo extractivista y el hiperconsumo” 
(Estévez, 2022, p.  243). El ejercicio de la necropolítica instrumen-
taliza el terror político y criminal que despoja a las comunidades 
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que se oponen y que amenaza con morir a quienes sobreviven y 
logran desplazarse en busca de protección internacional o un há-
bitat vivible.

Como se ha mostrado en esta obra, las caravanas migratorias 
son movimientos sociales en su caminar que transitan hacia la po-
lítica y lo político, ámbito en el que cuestionan simultáneamente el 
régimen de acumulación capitalista y el sistema político y de parti-
dos en el que se sustenta la democracia. La acción colectiva sincro-
nizada de miles de migrantes parte de procesos organizativos en 
los países donde se originan las migraciones internacionales que 
desafían las políticas internas de contención de los países expulso-
res de migración. Además, generan un movimiento de presión en 
las fronteras que atraviesan, particularmente las de México y las 
de Estados Unidos, donde van generando espacios de deliberación 
pública sobre las políticas y derechos de asilo y de refugio.

Al respecto, Cruz Aguilar (2023, p. x) sostiene que “la migración 
está cada vez más politizada y, en algunos lugares, securitizada, es-
pecialmente cuando la migración se asocia con la seguridad de los 
Estados y/o de sus nacionales”. En la medida que la migración se 
entienda dentro de la esfera pública, es en la política donde pue-
de abordarse como un espacio de deliberación que apela a una 
democracia participativa que evite recurrir a “medidas excepcio-
nales en nombre de la seguridad nacional”. Pero en este trabajo se 
plantea que esta “securitización de la migración” no se refiere ex-
clusivamente al mundo de las instituciones que administran la ne-
cropolítica, sino también a ese creativo e innovador mecanismo de 
ensamblaje social que han gestado las caravanas migratorias, para 
defenderse contra las instituciones que deportan o que confinan 
bajo diversas maneras de retención, así como para resistir el emba-
te del crimen organizado que secuestra, roba, extorsiona e, incluso, 
desaparece. Desgraciadamente, la necropolítica tiene aquí a sus 
verdugos más crueles. El crimen organizado transnacional ha in-
crementado los peligros y el costo de la migración indocumentada.
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En la gráfica 15 se aprecia que los extranjeros víctimas de ilícitos 
atendidos por el Instituto Nacional de Migración (INM) de México 
descendieron a la mitad entre 2018, año de la primera caravana, 
y 2019. Particularmente, descendieron los delitos atendidos o de-
nunciados de secuestro, tráfico y trata de personas, y extorsión de 
sesenta casos en 2018 a veinte casos en 2019. Esto puede indicar 
una tendencia de un logro positivo de migrar en grupo, en cara-
vana, aunque los datos no son representativos de la magnitud de 
los casos que sucedieron pero no se registraron por la autoridad 
migratoria mexicana.

Gráfica 15. Extranjeros víctimas de ilícitos, 2012-2019

Adaptado de Instituto Nacional de Migración (2 de noviembre de 2019).

La organización colectiva de las caravanas ha pasado por diversos 
momentos, como diversas han sido las respuestas gubernamenta-
les de los países concernidos con su tránsito y con su destino en 
Estados Unidos.

La caravana que partió en enero de 2019 de San Pedro Sula es, hasta 
la fecha, la que mejor recibimiento tuvo por parte de las autoridades 
mexicanas. Cuando entró a México, a sus integrantes les fueron en-
tregadas Tarjetas de Visitante por Razones Humanitarias (TVRH); do-
cumentos que autorizan a residir y trabajar en territorio mexicano 
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durante un año, permiten el libre tránsito por el país durante ese 
periodo y son renovables bajo ciertas circunstancias (Torre Cantala-
piedra, 2022, p. 69).

Sin embargo, la hospitalidad cambió en abril de 2019:

Tras la permisividad de las autoridades al tránsito de las caravanas 
de finales de 2018 y el apoyo a la caravana de migrantes de enero 
de 2019, se abrió un periodo de más de dos años de férreo control 
y bloqueo de los flujos migratorios, que comenzó incluso antes de 
las amenazas arancelarias de mayo de 2019; cuando el presidente 
Donald Trump exigió al gobierno mexicano que detuviese los flujos 
migratorios que transitaran por el territorio mexicano, so pena de 
imponer aranceles a los productos Mexicanos (Torre Cantalapiedra, 
2022, p. 70).

También se amplió el repertorio organizativo de las caravanas, ya 
que si bien la presión masiva rendía sus frutos protectores, al mis-
mo tiempo facilitaba el control y la dispersión de los contingentes 
que migran juntos por parte de las autoridades en las zonas fron-
terizas. Incluso en el medio académico se habla de “caravanas hor-
miga”, como una forma de reducir la visibilidad durante el paso 
fronterizo. La pandemia del coronavirus hizo descender el flujo 
migratorio entre 2020 y 2021, en parte, debido al endurecimiento 
de la Ley de Inmigración y Nacionalidad (INA, por sus siglas en in-
glés, promulgada en 1952), la cual está militarizando al Título 8,22 
que permite la deportación “en caliente” de quienes no soliciten 
antes asilo ante el gobierno de Estados Unidos. Además, el Título 
42,23 promulgado desde el inicio de la pandemia de covid-19 por el 

22	 Con el Título 8, “una persona que es expulsada está sujeta a una prohibición de ad-
misión a Estados Unidos de al menos cinco años y puede enfrentar un proceso penal 
por cualquier intento posterior de cruzar la frontera ilegalmente. Las personas con 
órdenes finales de remoción serán removidas”. CNN en Español (14 de mayo de 2023).
23	 Bajo el Título 42, la Oficina de Aduanas y Protección de Fronteras (CBP, por sus siglas 
en inglés) prohíbe la entrada de ciertas personas que “potencialmente representan un 
riesgo para la salud”. Ya sea por las restricciones de viaje previamente anunciadas o 
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gobierno de Donald Trump, y vigente hasta el 11 de mayo de 2023, 
ha creado zozobra entre la población migrante.

Otro cambio importante respecto del alcance geopolítico de las 
caravanas en el marco de la crisis pospandemia es que a partir de 
2021 la migración sudamericana y caribeña desplaza la importan-
cia numérica proporcional de migrantes del Triángulo del Norte. El 
paso del Darién se convirtió en el icono simbólico de las caravanas. 
A partir de 2021 las caravanas migratorias proceden mayoritaria-
mente de Sudamérica. En 2023 (Isacson, 2023), el 60 % de los mi-
grantes en esta región han sido ciudadanos de Venezuela: 201.288 
personas. En agosto, la población migrante era venezolana en un 
77 %: 62.700 personas. Otros países de migración significativa du-
rante los primeros ocho meses de 2023 son Ecuador (13 %, 43.536 
personas), Haití (12,9  %, 42.959 personas si se incluyen los niños 
nacidos en Brasil y Chile), China (4 %, 12.979 personas) y Colombia 
(3 %, 11.276 personas).

Durante esos ocho meses de 2023 resalta el peligro del crimen 
organizado y también el cambio acentuado de la migración mascu-
lina adulta, donde aparecen familias con alta proporción de niños 
y niñas, que subrayan la migración forzada por problemas econó-
micos y de seguridad. De acuerdo con Isacson (2023),

53 % de los migrantes que han tomado la ruta de más de 100 km a 
través de la brecha del Darién, dominada por los traficantes, han sido 
hombres adultos, el 25 % mujeres adultas, el 12 % niños y el 10 % ni-
ñas. (El total de niños, combinando géneros, asciende al 21 %).

por haber ingresado ilegalmente al país con el fin de “eludir las medidas de detección 
médica” (Schoicet, 9 de mayo de 2023).
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Fuerza migrante, caravanas y procesos electorales

Además de la gobernanza democrática en la que incide la fuerza de las 
personas migrantes sobre las instituciones internacionales y sobre el 
multilateralismo, es destacable la influencia que tienen las diversas 
nacionalidades sobre los procesos electorales, particularmente las 
“comunidades” latinas o hispánicas en Estados Unidos (véase gráfi-
ca 16). Asimismo, esas comunidades nacionales de migrantes juegan 
un papel importante sobre las elecciones nacionales y locales en sus 
países de origen, aunque en rara ocasión son determinantes de los re-
sultados obtenidos. Un poder político que no es proporcional al peso 
económico de las remesas que envían las personas migrantes a fami-
liares y grupos de referencia en su país de origen.

Gráfica 16. Grupos raciales o étnicos más prevalentes  
por condado en 2020 en EE. UU.

Elaboración propia con información de Jensen (12 de agosto de 2021).24

Vemos, en primer lugar, que las elecciones estadounidenses no se pue-
den entender sin el voto latino. La relevancia de esta comunidad es 

24	 Se recomienda visitar la publicación “2020 U.S. Population More Racially and 
Ethnically Diverse Than Measured in 2010” de Jensen, et. al., en el sitio United States 
Census Bureau, para obtener más información sobre la diversidad étnico-racial en 
los Estados Unidos y para apreciar la prevalencia de cada grupo por condado. https://
www.census.gov/library/stories/2021/08/2020-united-states-population-more-racia-
lly-ethnically-diverse-than-2010.html
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creciente para la disputa bipartidista, tanto en las elecciones presiden-
ciales como en las estatales y en los más de los cinco mil condados de 
los Estados Unidos, ya que hay personas migrantes casi en la totalidad 
de ellos. En el mapa 7 se puede apreciar el peso del voto latino por cada 
estado de la Unión en 2016; destacan los estados de la frontera sur, cuya 
proporción varía del 44 % de la lista nominal de votantes latinos en 
Nuevo México hasta el 18,1 % en Florida. La presencia latina ha crecido 
más allá del sur fronterizo. En esa misma carta se aprecia que en el cen-
tro y oeste de Estados Unidos hay un padrón electoral latino de entre 
el 5 y el 10 % de la población estatal. La población migrante ha crecido 
también en los estados de Columbia, Illinois y Nueva York, los cuales 
tienen entre el 10 y el 15 % de la lista de votantes que son latinos.

Mapa 7. Participación latina por estado en las elecciones de 2016

Tomado de López Magallón (26 de octubre de 2016), imagen adaptada.

Si bien la población migrante que vive en Estados Unidos es en 
su mayoría mexicana, la influencia política de las nacionalidades 
latinas es muy heterogénea. La población de origen salvadoreño 
habita principalmente en California; la población puertorriqueña 
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en Nueva York ha sido mayoritaria entre la población latina en 
esa ciudad. Lxs migrantes mexicanxs están presentes en casi todos 
los estados de la Unión e incluso superan en número a las anterio-
res nacionalidades que predominaban en algunas ciudades como 
Chicago o Nueva York. Un caso singular lo representa la migra-
ción cubana, que se ha dirigido prioritariamente hacia el estado 
de Florida. La denominada “comunidad cubanoamericana” ha lo-
grado posicionarse en el sistema político estadounidense biparti-
dista y especialmente en el partido republicano. Cuenta con poder 
suficiente para el cabildeo ante las Cámaras de Representantes y 
de Senadores; su lobby político ha proyectado candidatos a la pre-
sidencia del país y ha logrado posiciones prominentes en puestos 
de elección popular y en la dirección partidista republicana, y en 
menor medida en el Partido Demócrata.

Indudablemente, el mapa de la población latina en Estados 
Unidos se está modificando luego de que empezaran las caravanas 
migrantes, pues la preeminencia de la migración mexicana ha de-
jado su lugar a la migración centroamericana y, recientemente, a 
la migración sudamericana y caribeña. Así que es impredecible la 
orientación política del voto latino. La carta de naturalización o de 
ciudadanía que puedan obtener estas nacionalidades migrantes 
“indocumentadas” tardará varios años más, de manera que las per-
sonas migrantes venezolanas, colombianas, haitianas o cubanas, 
nacionalidades que aportan desde 2020 la mayor cantidad de po-
blación migrante, podrán influenciar el voto que ejerzan sus fami-
liares y contactos sociales con situación migratoria regularizada. 
No obstante, las elecciones en los condados varían en cada estado 
federado respecto de los derechos de la población migrante, así que 
es previsible que el rostro local de la democracia en América sea 
muy distinto al de la homogeneidad étnica y nacional que descri-
biera Alexis de Tocqueville en La democracia en América a mediados 
del siglo xix.
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Gráfica 17. El voto latino nacional a lo largo del tiempo
Gráfica 5.9 El voto latino nacional a lo largo del tiempo
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Tomado de Sonneland (5 de noviembre de 2020), imagen adaptada.

La población inmigrante latina en Estados Unidos no se alínea cla-
ramente con ninguno de los dos principales partidos políticos del 
país, aunque su voto tiende a favorecer al Partido Demócrata en 
general. Esto se puede observar en la gráfica 17, donde se evidencia 
que los votantes latinos obtuvieron resultados destacados con el 
candidato presidencial republicano en 2004 y 1984, mientras que 
prefirieron al candidato demócrata en 1996 y 2012. Los hispanos 
son más determinantes en las elecciones presidenciales, pero su 
orientación electoral está cambiando fuertemente. De acuerdo con 
un artículo de Muñoz-Ledo,

después de dar a los candidatos demócratas a la Cámara de Represen-
tantes más del 60 % de su voto en 2020, los latinos se están moviendo 
aún más a la derecha: una encuesta reciente de The Wall Street Jour-
nal encontró que los votantes latinos están divididos por igual entre 
los dos partidos en sus opciones para el Congreso en 2022, con un 
22 % aún indeciso (29 de octubre de 2022).
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El voto latino está atravesado por múltiples paradojas: la idea de 
unidad latina no todos los latinos la aceptan; no hay una comu-
nidad política de pertenencia que sea capaz de unir las múltiples 
identidades de origen económico, ideológico o demográfico, ya que 
los latinos de última generación están cada vez más lejos de la lle-
gada de un inmigrante. Además, la afiliación de personas latinas 
al Partido Demócrata está bajando. Ahora importa más la persona 
postulada a un cargo que su filiación partidista. El mapa 8 refleja 
cómo los resultados de Joe Biden, comparados con los de Hillary 
Clinton cuatro años antes, fueron dispares: ganó apoyos en lugares 
como California y Arizona, pero los perdió en Nevada y Colorado.

Mapa 8. Cambio en el apoyo a los demócratas, de 2016 a 2020Mapa 15.9 Cambio en el apoyo a los 
demócratas, de 2016 a 2020
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El Foro de Opinión Pública Latina del Instituto de Políticas Públicas 
de la Universidad Internacional de Florida publicó a inicios de 
2024 una encuesta realizada a 1221 hispanos votantes registrados 
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en los veintidós estados de EE. UU. con la mayor concentración de 
hispanos, según la Oficina del Censo (Belchi, 1 de enero de 2024). 
Esa encuesta resalta que la mayoría no quiere ni al presidente Joe 
Biden −que opta a la reelección− ni al expresidente Donald Trump 
−el favorito según las encuestas entre los candidatos republicanos− 
en la boleta electoral de 2024, “el 45 % de los votantes encuestados 
dijo que no creen que Biden debería postularse para presidente, 
mientras que el 57 % dijo que no quieren ver a Trump en la boleta”. 
De hecho, el respaldo a Biden disminuyó en un 14 %, de un 67 % en 
2020 a un 53 % en 2024. Y aunque Trump sigue siendo una opción 
“impopular entre los hispanos”, por su retórica antiinmigrante y 
criminalizadora, se incrementó el respaldo entre los votantes de 
origen latino del 29 % al 33 %.

De acuerdo con un artículo de Ian Cavazos (11 de octubre de 
2020) para la organización civil Conexión Migrante, la población 
de origen latino es la minoría más grande en Estados Unidos. En 
2023 ya superaba al 18 % de la población total, unos 32 millones de 
votantes elegibles en 2020 de una población calculada para 2023 
de unos 57 millones de personas; alrededor del 25 % de la población 
joven, menor de 18 años es de origen latino. Por diversas razones, 
la participación electoral de origen latino es menor al 50 %. Las le-
gislaciones estatales son muy desiguales en la incorporación latina 
al padrón electoral, lo cual se suma a un ambiente discriminatorio 
que limita la participación pública de personas y grupos que des-
confían del espacio público político.

De cualquier forma, esta población es foco de interés para el bi-
partidismo en la escala nacional. Entre 2018 y 2019, un 29 % de “his-
panos” se identificaron con el Partido Republicano y el 63 % con el 
Partido Demócrata. En 2024 esta proporción cambió al 53 % de elec-
tores latinos que votarían por Biden y cerca de 40 % que votaría por 
Trump. Se trata de un desafío mayúsculo: la población de origen 
latino que vota marca tanto la dinámica de la votación nacional, 
como la distribución territorial del voto tanto en las zonas rurales, 
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que gana Trump en 2020 (véase mapa 9), como en los condados ur-
banos, que gana Biden (véase mapa 8) en esas elecciones. 

Mapa 9. Cambio en el apoyo a los republicanos, de 2016 a 2020
Mapa 16.9 Cambio en el apoyo a los 

republicanos, de 2016 a 2020
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Las comunidades políticas de pertenencia 
y la lucha por la memoria, los derechos 
humanos y contra la desigualdad  
(geo)política y social

La politización de los estallidos sociales desencadena cuestiona-
mientos antisistémicos que se centran en el régimen de acumula-
ción capitalista. Estos cuestionamientos critican la “trinidad del 
maldesarrollo” conformada por el Fondo Monetario Internacional 
(FMI), el Banco Mundial (BM) y la Organización Mundial del 
Comercio (OMC), y su promoción a nivel global de políticas inspi-
radas en la teoría económica neoclásica contrarias a las que siguie-
ron los países centrales para desarrollarse (Chang, 2003, citado en 
Nahón, 2019, p. 82). En el caso del FMI y el BM, ambos con sede en 
Washington, la promoción de la apertura comercial y de inversio-
nes, así como la desregulación de los mercados, incluido el merca-
do laboral, y la liberalización han sido elementos irrenunciables 
en su decálogo de políticas (Nahón, 2019). Las políticas de ajuste y 
austeridad impulsadas por estas instituciones contribuyen a una 
mayor desigualdad social a escala mundial, supranacional regional 
y en los Estados nacionales.

Por otro lado, en el núcleo de la OMC, con sede en Ginebra, pre-
valece la promoción de la liberalización comercial y la eliminación 
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progresiva de las barreras nacionales al comercio y a las inversio-
nes. Según Nahón (2019), en lugar de establecer un sistema mul-
tilateral de comercio equilibrado, las normas fundacionales de la 
OMC consagraron la inequidad estructural del sistema. Una cuar-
ta institución multilateral, a la que de América Latina pertenecen 
únicamente Chile, Costa Rica, Colombia y México, es la OCDE, con 
sede en París. En el seno de esta institución, en 1989, las economías 
desarrolladas del momento

tomaron la decisión de eliminar restricciones a los flujos financie-
ros transfronterizos, lo que aceleró la libre movilidad de capitales a 
escala global y acentúo presiones sobre los países en desarrollo para 
que liberalicen y desregulen sus balances de pagos. Se consagró así 
el proceso de financiarización o, dicho de otro modo, la tendencia a 
la primacía de las finanzas sobre la economía real y la producción, a 
partir del crecimiento vertiginoso del endeudamiento y la especula-
ción financiera (Nahón, 2019, p. 83).

En este contexto, la política terminó subordinándose a la economía 
global, promoviendo la eliminación de las barreras al comercio 
y las finanzas, sometiendo a las sociedades a los caprichos de los 
mercados financieros mundiales y de los inversores extranjeros, 
mercantilizando la democracia, vaciándola de contenido y pro-
metiendo un futuro de desarrollo que nunca llegó (Nahón, 2019). 
México y su ingreso a la OCDE y la entrada en vigor del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) es un claro ejemplo 
de esto. En palabras de Leandro Morgenfeld,

si bien la apertura comercial, la privatización y la desregulación 
en México favorecieron a parte de su sector exportador, se produ-
jo la desaparición de muchas cadenas productivas, se entregó el sis-
tema bancario y financiero a los inversores extranjeros (pasaron a 
controlar el 90  % del mismo), en las maquiladoras aumentó signi-
ficativamente el componente importado, se produjo el colapso del 
campo frente a la “invasión” de productos agrícolas estadouniden-
ses y se incrementó fuertemente el trabajo informal y “flexibilizado”, 
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la miseria y la pobreza, entre otros motivos, por la quiebra de casi 
30.000 pequeñas y medianas empresas y la destrucción de la peque-
ña producción agrícola (2019, p. 153).

En pocas palabras, el modelo de desarrollo y del patrón neoliberal 
(extractivista) y de industrialización subordinada por la financia-
rización, en el que el crecimiento y la distribución se basa, esen-
cialmente, en la dinámica del mercado, produce lo que Fernando 
Calderón y Manuel Castells (2019) denominan “el desarrollo inhu-
mano y su corolario: la violencia y el miedo como forma de relación” 
(Calderón y Castells, 2019, p. 111). La Agenda 2030 hace un llamado 
a la universalización de la salud, la educación, la protección social 
y el acceso a los bienes públicos, precisamente para hacerle frente 
a este “desarrollo inhumano”. Estos elementos se consideran con-
diciones fundamentales para superar la pobreza y reducir la des-
igualdad, y establecen así un horizonte con metas específicas para 
avanzar hacia un desarrollo sostenible y equitativo (Abramo, 2019).

Sin embargo, cuando el Estado y el sistema político en vigor 
muestran una falta de disposición para asegurar la universaliza-
ción de estos derechos económicos, sociales y culturales es cuan-
do las luchas presentes en los estallidos sociales, vinculadas con 
políticas de ciudadanía, prácticas comunitaristas y la defensa de 
los derechos humanos, se enfrentan a la desigualdad social, la po-
breza, la exclusión racista y la opresión patriarcal de género. Es-
tas luchas se manifiestan en las calles y dan forma a comunidades 
políticas de pertenencia (CPP), tanto instituyentes como institui-
das, con demandas centradas en la lucha por la memoria, contra 
la violencia y por los derechos comunitarios y de ciudadanía (los 
llamados DESC: derechos económicos, sociales y culturales; y los 
derechos humanos), así como demandas por la vida, la justicia am-
biental y las reivindicaciones territoriales de base comunitaria, y 
contra la desigualdad social, el modelo de desarrollo y del patrón 
neoliberal extractivista y de industrialización subordinada por la 
financiarización.
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La lucha por la memoria, contra la violencia  
y por los derechos comunitarios y de ciudadanía  
(DESC y derechos humanos)

Bolivia

El vicepresidente del Estado Plurinacional de Bolivia, David 
Choquehuanca Céspedes, escribió el libro Geapolítica del Vivir Bien 
en 2022. En él, Choquehuanca profundiza en la teoría del vivir bien, 
que promueve una transformación profunda en las relaciones in-
ternacionales y que propicia una transición hacia un nuevo orden 
mundial, que coloca en el centro a la madre tierra y busca proteger 
a la humanidad de lo que considera como “Catástrofe ocasionada 
por el Capitalismo Mundial”. El libro presenta una visión nueva y 
distinta del mundo, luchando contra el capitalismo y propugnando 
la existencia de Estados plurinacionales, descolonizados e intercul-
turales. La teoría busca el bienestar de las personas, el cuidado y 
protección del medio ambiente, y la lucha por los derechos huma-
nos, la igualdad y la justicia social (Sierra, 2023). En palabras de 
Choquehuanca,

La Geapolítica del Vivir Bien afirma que la vida es el criterio trascen-
dental de todo horizonte y acción política. En la geapolítica, la Madre 
Tierra es sujeto de derechos, lo que quiere decir que es el origen y la 
fuente de todos los derechos. Sobre la estructura de los derechos de 
la Madre Tierra se tiene que reordenar toda la base de derechos que 
ha construido la sociedad moderna liberal, y en ese marco reorgani-
zar todas las nuevas relaciones de los seres humanos con la natura-
leza (2022, p. 204).

En defensa del progresismo del gobierno Arce-Choquehuanca, 
y también con la intención de deslindarse del “indigenismo evis-
ta”, se reivindica la legitimidad de ese gobierno, que no viola de-
rechos humanos y que promueve la justicia social. Una estrategia 
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para reforzar la CPP del actual bloque en el poder gubernamental 
(Sierra, 2023).

Al mismo tiempo, el concepto de vivir bien se define como “el ac-
ceso y disfrute de los bienes materiales y de la realización afectiva, 
subjetiva, intelectual y espiritual, en armonía con la naturaleza y 
en comunidad con los seres humanos”. Esta noción sostiene una 
perspectiva que aboga por la vida en comunidad y la construcción 
de una convivencia en la cual todos los miembros se preocupan 
unos por otros, respetan los derechos de cada individuo y, por ende, 
viven en solidaridad, igualdad, armonía, complementariedad y 
reciprocidad (Aguirre, 30 de abril de 2021). Un ejemplo del funda-
mento que este concepto representa en la lucha por los derechos 
humanos es el Marco de Complementariedad de Naciones Unidas 
para Vivir Bien en Bolivia (2023-2027), el cual también fue suscri-
to en años anteriores. Este marco aborda y atiende las prioridades 
nacionales “priorizando los ejes de igualdad y bienestar de las per-
sonas; economía inclusiva, diversificada y respetuosa con el medio 
ambiente; y gobernanza y cohesión social” (OIM Bolivia, 2022).

Chile

El 11 de septiembre de 2023 se cumplieron cincuenta años del gol-
pe de Estado contra Salvador Allende. El ideario de su gobierno de 
Unidad Popular es respaldado por casi toda la izquierda, aunque, 
de acuerdo con Roitman (2020), muchos no logran apreciar su co-
herencia y la firmeza de convicciones que lo caracterizó. Roitman 
sostiene que sus contribuciones forman parte del legado sobre el 
cual se edifica hoy la alternativa antiimperialista, socialista y anti-
capitalista. El proyecto de la Unidad Popular, según este académico, 
permanece relevante. En palabras de Carlos Ominami, exministro 
de Economía de Chile entre 1990 y 1992,

si el día del golpe la confrontación por la vía militar la ganó [Augusto] 
Pinochet, en la vía de la historia, en la vía del recuerdo de los pueblos, 
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en la vía de la recesión de los demócratas en el mundo, [Salvador] 
Allende la gana de lejos (2019, p. 249).

Gabriel Boric se destaca como el presidente que, posiblemente, más 
ha reivindicado la figura del expresidente Salvador Allende, segui-
do por Ricardo Lagos (2000-2006) y Michelle Bachelet (2006-2010 y 
2014-2018). Chile ha llegado a esta conmemoración en un clima de 
intensa polarización política y falta de consenso sobre el 11 de sep-
tiembre de 1973. Parte de la derecha más radical ha reivindicado la 
figura de Pinochet y ha justificado el golpe (Laborde y Sanhueza, 12 
de septiembre de 2023). Pese a ello, desde la comunidad política ins-
tituida, unos días antes de la conmemoración, el presidente Boric, 
junto con cuatro exmandatarios −Eduardo Frei Ruiz-Tagle (1994-
2000), Ricardo Lagos, Michelle Bachelet, y Sebastián Piñera (2010-
2014 y 2018-2022)−, suscribió un documento titulado “Compromiso: 
Por la Democracia, siempre”, en el que reflexionan sobre los cin-
cuenta años del golpe de Estado que puso fin al gobierno del socia-
lista Salvador Allende el 11 de septiembre de 1973 y dio inicio a la 
dictadura de Augusto Pinochet (1973-1990) (Dote, 7 de septiembre 
de 2023). Dicho documento, de acuerdo con Goic,

explicita un compromiso con estatura de Estado para resolver los 
problemas de la democracia con más democracia, condenar la vio-
lencia, fomentar el diálogo y la solución pacífica de las diferencias. 
Se refiere a proteger la democracia de lo que denomina amenazas 
civilizatorias, como la intolerancia y el menosprecio por la opinión 
del otro (2023, p. 37).

Por su parte, la comunidad política instituyente, a raíz de los suce-
sos del estallido de 2019, ha presentado la demanda por los dere-
chos como una manera de compensar las experiencias de agresión 
social a lo largo de generaciones. Esto se ve reflejado en los reclamos 
por los derechos de los pueblos originarios, las reivindicaciones 
de género y de las disidencias sexuales. De esta manera, conside-
rando esta imperante demanda, el presidente Boric ha dirigido la 
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reflexión, la acción y las políticas hacia una transformación inspi-
rada en la reconfiguración del sistema capitalista, la renuncia a la 
primacía de la sociedad de mercado y la abolición de la concepción 
mercantilista de la vida. Se busca, en cambio, centrarse en los ma-
lestares y necesidades expresados por la sociedad civil (Peña, 2023).

Colombia

En Colombia, la centralidad de la demanda social contra la violen-
cia se enfoca en los acuerdos de paz. Los acuerdos de paz represen-
tan un elemento fundamental en la agenda y visión del gobierno 
del Pacto Histórico, y reflejan la aspiración de construir un entorno 
basado en la paz y el bienestar. De acuerdo con el expresidente de 
Colombia, Ernesto Samper (1994-1998),

si algo permitió conceptualmente que pasáramos de lo que se consi-
deraba hasta hace pocos años en Colombia una amenaza terrorista 
a la de conflicto armado negociable fue la de haber aceptado, como 
interlocutores de la negociación, a las víctimas de la violencia para 
ser atenidas con la verdad, la justicia y la reparación de sus ofensas. 
(Samper, 2012, p. 262)

Al acercarse a la mitad del plazo de quince años previsto para la im-
plementación del acuerdo final de paz entre el Estado de Colombia 
y las FARC-EP, el secretario general de la ONU, António Guterres, 
consideró que el primer año de gobierno del presidente Gustavo 
Petro “brindó la oportunidad de renovar los compromisos adquiri-
dos en el Acuerdo y de emprender acciones decisivas para cumplir 
esas promesas” (Noticias ONU, 11 de octubre de 2023). Sin embargo, 
según el presidente Petro, en el país se van a incumplir los acuerdos 
firmados en La Habana debido a la incapacidad de la comunidad 
política instituida de fortalecer los procesos que incluyen la ver-
dad, la tierra y el territorio. En palabras de Petro,
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no se va a implementar el acuerdo de paz con las FARC. Realmente, 
se va a incumplir ese tratado porque no somos capaces de construir 
un régimen de verdad. No somos capaces de afectar el territorio y 
afectarlo positivamente, y no somos capaces de repartir la tierra (en 
Pardo, 13 de diciembre de 2023).

Según lo expresado por Pardo (13 de diciembre de 2023), Gustavo 
Petro atribuye la principal falencia al sistema de justicia estableci-
do para esclarecer la violencia en el país, ya que no logra recopilar 
toda la información necesaria para identificar a los responsables. 
Por el contrario, el presidente señaló que el Estado ha contribuido 
a fragmentar esa verdad, lo que impide que las víctimas conozcan 
completamente lo que ocurrió.

Como evidencia de la incapacidad de construir un régimen de 
verdad, como lo afirmó Petro, se observa que el componente terri-
torial del acuerdo ha enfrentado numerosos desafíos. Esto se debe 
a la persistente debilidad institucional que se ve agravada por una 
marcada violencia estructural, la cual ha contribuido durante dé-
cadas a la intensidad y duración del conflicto armado y la violencia 
en Colombia. Además, el acuerdo, que busca la construcción de paz 
territorial, ha atravesado significativas dificultades, entre las cua-
les destaca la transformación de las estructuras socioeconómicas, 
territoriales y simbólicas asociadas a la violencia (Ríos y González, 
2021).

De acuerdo con Acevedo-Suárez y Botero-Bernal (2023) “desde 
la firma del acuerdo final, se busca de manera definitiva la tran-
sición a una cultura de paz a partir de tolerar al otro, de soportar 
la diferencia”. No obstante, se han registrado casos de asesinatos 
de firmantes del acuerdo de paz (véase gráfica 18), lo que denota la 
persistencia de expresiones de violencia y un clima hostil generado 
por los sectores opositores del acuerdo. Este ambiente se eviden-
ció con mayor gravedad en el año 2019, con un total de setenta y 
ocho asesinatos, que representa el pico más alto de la afectación. 
Posteriormente, en el año 2022 se contabilizaron cuarenta y tres 
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asesinatos, con una disminución que llevó a treinta y un casos du-
rante 2023. Si bien es notable un decrecimiento, es evidente un per-
sistente estancamiento en el camino hacia el cumplimiento de las 
demandas sociales en contra de la violencia y en pro de los dere-
chos humanos.

Gráfica 18. Firmantes del acuerdo de paz asesinados  
en Colombia 2016-2023

Adaptado de Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (2023).

A lo largo de 2023, el gobierno de Colombia continuó negocian-
do un acuerdo de paz con la guerrilla del ELN y una coalición de 
disidencias de las FARC que el gobierno denomina Estado Mayor 
Central (EMC) (Human Rights Watch, 2024). Así, continúa siendo 
evidente un compromiso persistente con la búsqueda de la paz, en 
un contexto en el que se pueden identificar complejidades surgidas 
desde la implementación del acuerdo. Esto ha llevado a un esfuerzo 
constante por reducir la violencia y lograr un cese efectivo al fuego, 
con el objetivo adicional de asegurar el acceso a la justicia para to-
das las víctimas involucradas.
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Ecuador

De acuerdo con Narváez Collaguazo,

en octubre de 2019, el rechazo a la política económica en Ecuador 
impulsó la movilización de organizaciones indígenas y de otros seg-
mentos poblacionales [Ante ello, el] gobierno promovió procesos ju-
diciales contra indígenas, estudiantes y trabajadores, quienes fueron 
detenidos y procesados penalmente, acusados de actos terroristas 
(2023, p. 4).

Un común denominador de los movimientos sociales politizados 
es que se acude a un enfoque interdisciplinario de las ciencias fo-
renses, con el fin de registrar en la memoria colectiva las atrocida-
des cometidas por las políticas gubernamentales. La calificación de 
“terrorismo” condena al movimiento social a la criminalización de 
su actividad contestataria, razón por la cual en Ecuador la defensa 
de los procesados incluyó consideraciones de interculturalidad en 
cada caso, fundamentadas en conocimientos de antropología cul-
tural forense con los cuales desmontar las acusaciones por sabo-
taje y terrorismo. El Equipo Científico Interdisciplinario Forense 
(ECIF), en el que Narváez Collaguazo participa, aporta

un análisis antropológico, en el contexto del proceso judicial, desde 
una mirada etnográfica, cuya interpretación se ancla en los elemen-
tos históricos y sociales analizados, que exponen un vínculo entre la 
construcción y reconstrucción de la etnicidad indígena y el rechazo 
a políticas públicas que afectan a la economía de la población de ba-
jos ingresos económicos (Narváez Collaguazo, 2023, p. 4).

Esto refuerza las consideraciones de esta investigación respecto a 
cómo las políticas de identidad relativas a los pueblos originarios 
interpelan a las comunidades políticas instituidas en torno del 
Estado de derecho, que compete al conjunto de la comunidad políti-
ca, en el ámbito del rechazo a la judicialización de todas las luchas 
sociales. Así, la creación de una memoria ancestral en el caso de los 
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indígenas va acompañada de una política de reconocimiento entre 
diversos actores populares que se ven y se sienten concernidos por 
su pertenencia a una comunidad con orientación política liberado-
ra. El movimiento indígena generó

en la población ecuatoriana una consciencia alrededor de la realidad 
de los pueblos indígenas, con lo que se vinculó a sus demandas y las 
sintió como propias, pues se representaron también los deseos de la 
población mestiza de clases económicas bajas, de trabajadores, sin-
dicatos y del ámbito estudiantil y académico (Narváez Collaguazo, 
2023, p. 7).

La reducción de los interlocutores, la criminalización y estigmatiza-
ción de los líderes y la falta de empatía gubernamental contribuye-
ron al aumento de la radicalización de posturas que desembocaron 
en el paro nacional de 2022 convocado por la Conaie. Como resulta-
do de este contexto, surgió una nueva estrategia que culminó en la 
firma del Acta de Paz el 30 de junio de 2022. Este documento tuvo la 
función de establecer un marco normativo para llevar a cabo diez 
mesas temáticas que fungieron como espacio de diálogo directo en-
tre las organizaciones indígenas y sociales con el gobierno (Juncosa 
y Aguirre, 2023).

El entonces ministro de gobierno, Francisco Jiménez, expresó en re-
lación con la firma del Acta de Paz que el principal beneficiario fue 
el Ecuador:

Estamos dispuestos a continuar con la tarea de construir un país de 
paz, de libertades, respetuoso, equitativo en donde todos podamos 
reivindicarnos […] Hoy no es el final, es el primer día de este gran 
sueño por la reconciliación nacional.

Por otro lado, Lasso aseguró “Hemos alcanzado el valor supre-
mo al que todos aspiramos: paz en nuestro país […]. Ahora empeza-
mos juntos la tarea de transformar esta paz en progreso, bienestar, 
y oportunidades para todos” (El Informativo Ecuador, 30 de junio de 
2022).
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No obstante, en 2023 la Conaie decidió retirarse de las mesas 
de diálogo y atravesaron el asesinato de uno de sus líderes, quien 
encabezaba una lucha contra la explotación petrolera. Leonidas 
Iza justificó la decisión de retirarse argumentando la falta de una 
verdadera voluntad por avanzar y abordar las problemáticas, ade-
más señaló que el Gobierno no había cumplido con las demandas 
planteadas durante el paro de 2022 (Paz, 2023). Este episodio pone 
de manifiesto las complejidades que enfrenta Ecuador para llevar 
a cabo un proceso que busque garantizar el respeto de los derechos 
humanos y establecer la paz.

Haití

En los dos siglos que han transcurrido desde la Revolución haitiana 
de 1804, en la cual el pueblo de Haití lideró un cambio histórico que 
sacudió el mundo al derrotar a los colonizadores franceses, libe-
rar a los esclavizados y establecer la primera república negra del 
mundo, el país caribeño ha sufrido severos castigos, que incluyen 
sanciones, invasiones, ocupaciones y cambios de régimen impues-
tos por potencias occidentales (Internacional Progresista, 19 de fe-
brero de 2024).

En el actual contexto de paralización de servicios básicos en 
todo el país y la respuesta violenta a las demandas de cambio por 
parte de los trabajadores, Estados Unidos y Ecuador, mediante la 
resolución S/2023/709, que autoriza el despliegue de una misión 
multinacional de apoyo a la seguridad (MSS) durante doce meses 
bajo el liderazgo de Kenia y en colaboración cercana con el go-
bierno nacional (Noticias ONU, 2 de octubre de 2023), planean una 
intervención militar en Haití. En esta iniciativa, que se dio en res-
puesta a una petición de ayuda para restablecer la orden hecha por 
el primer ministro Ariel Henry, Estados Unidos ha comprometido 
una inversión de doscientos millones de dólares, mientras que Ca-
nadá se ha comprometido a aportar otros noventa millones, con el 
objetivo de brindar protección a la población ante el aumento de 
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la actividad de pandillas en Haití (Voz de América, 22 de febrero de 
2023). La misión dirigida por mil policías kenianos que no hablan 
el idioma local generó fuertes críticas y oposición tanto en Kenia 
como en Haití (Internacional Progresista, 19 de febrero de 2024).

En esencia, de acuerdo con el séptimo boletín de la Interna-
cional Progresista de 2024, Estados Unidos está enviando fuer-
zas africanas a reprimir a afrodescendientes a una distancia de 
12.000  kilómetros, pagando un precio al presidente keniano Wi-
lliam Ruto, global de Kenia, lo cual podría beneficiar al país. Según 
algunos analistas, Kenia podría estar cumpliendo órdenes de Esta-
dos Unidos, esperando ganarse el favor de la superpotencia mun-
dial (Aradi y Fletcher, 2023). Según lo señalado por Gloria Aradi y 
Pascal Fletcher, en una visita reciente al país africano, el secretario 
de Defensa de Estados Unidos, Lloyd Austin, firmó un acuerdo de 
seguridad de cinco años y también expresó que Estados Unidos es-
taba agradecido con Kenia por su liderazgo al abordar los desafíos 
de seguridad en la región y en el mundo.

El Tribunal Supremo de Kenia intentó bloquear la intervención 
dictaminando que el plan para enviar agentes de policía a Haití 
para liderar una misión aprobada por la ONU era inconstitucional, 
ya que, según la ley keniana, las autoridades solo podían desplegar 
oficiales en el extranjero si existía un “acuerdo recíproco” con el go-
bierno anfitrión, situación que no se cumple con Haití (Salgado, 26 
de enero de 2024), ya que, según el político opositor keniano Ekuru 
Aukot, quien presentó la petición ante el Tribunal Superior contra 
el despliegue, Henry, no tiene poderes constitucionales o legales 
para comprometer a Haití en ningún acuerdo con Kenia (Odula, 1 
de marzo de 2024). Pese a ello, el presidente Ruto ha prometido ig-
norar la sentencia y proceder con el despliegue con el respaldo del 
Departamento de Estado de Estados Unidos (Internacional Progre-
sista, 19 de febrero de 2024).

Siguiendo con la información proporcionada por el séptimo bo-
letín de la Internacional Progresista de 2024, la medida ha enfren-
tado resistencia tanto en Kenia como en Haití. En la comunidad 
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política de Kenia, el Movimiento Democrático Naranja se opone, y 
el Partido Comunista de Kenia ha prometido luchar en las calles de 
Nairobi en solidaridad con Haití. Por su parte, la oposición en Haití 
también es fuerte, con una comunidad política protestando contra 
el gobierno no electo de Ariel Henry y exigiendo soberanía y demo-
cracia en lugar de la presencia de fuerzas armadas extranjeras. Por 
eso, desde la comunidad geopolítica de pertenencia, la Internacio-
nal Progresista ha lanzado la campaña “Manos Fuera de Haití” para 
mantener a la policía keniana fuera de las calles haitianas, acabar 
con el ciclo de intervención de los Estados Unidos y defender la so-
beranía haitiana.

Puerto Rico

En el artículo de El Vocero redactado por Istra Pacheco en 2023, se 
señala que Amnistía Internacional sostiene que los derechos hu-
manos en Puerto Rico continúan siendo vulnerados. La organiza-
ción internacional expresó a finales de 2023 su preocupación por 
diversos aspectos, entre los que se incluyen la respuesta del gobier-
no a manifestaciones y protestas, la carencia de acceso a servicios 
esenciales como vivienda, salud y educación, así como la situación 
de los derechos de las personas LGBTTQ+ en la isla (Pacheco, 9 de 
diciembre de 2023).

De acuerdo con el artículo de Pacheco, Amnistía Internacional 
insta a las autoridades de Puerto Rico a abordar estas preocupa-
ciones de manera urgente y a tomar medidas concretas para ga-
rantizar el pleno respeto de los derechos humanos en la isla. La 
organización destaca la importancia de proteger los derechos fun-
damentales de todas las personas, independientemente de su orien-
tación política, género, orientación sexual u otras características. 
En resumen, la organización internacional resalta inquietudes 
sobre la respuesta gubernamental a manifestaciones y protestas, 
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teniendo como ejemplo reciente el verano de 2019,25 así como la fal-
ta de acceso a servicios básicos y la situación de los derechos de las 
personas LGBTTQ+, e insta a las autoridades a abordar estas cues-
tiones para asegurar el respeto integral de los derechos humanos 
en Puerto Rico.

Caravanas migrantes

En el trayecto desde los países de origen hasta su destino en Estados 
Unidos, las caravanas de migrantes dan lugar a CPP que, aunque 
efímeras, establecen una relación entre las comunidades políticas 
que crean y las que ya existen. Estas comunidades luchan colectiva-
mente contra las políticas necropolíticas del sistema, basadas en la 
negación de derechos y la violencia. Sin embargo, su organización 
es transitoria debido a la dispersión de la población en su camino 
y a las dificultades para mantener una acción colectiva constante. 
Las detenciones injustas, el maltrato y las políticas estatales repre-
sivas no son enfrentados por actores políticos establecidos, lo que 
aumenta la incertidumbre en torno a los procesos organizativos de 
estas comunidades migrantes.

La necropolítica contra las personas en movilidad es combatida 
por formatos de resistencia organizada que son cada vez más com-
plejos en su composición multinacional y transnacional. En ese 
marco, la complejidad de conceptos que son a la vez operativos y 
simbólicos, como migrante climático, éxodo de la pobreza, o viacrucis 
migrante, para caracterizar las caravanas, remiten a luchas contra 
la pobreza, la desigualdad social o la negación de derechos a la vida, 
a la movilidad y por la justicia social.

Las caravanas migrantes, iniciadas en 2018, han aprendido que 
la gravedad de las violaciones a derechos humanos en su contra 
es contundente. Pero también han aprendido a organizarse y, en 
torno de esas comunidades de pertenencia organizadas, se han 

25	 Véase el capítulo dedicado a Puerto Rico en este libro.
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desplegado formas de solidaridad comunitaria que no tienen pre-
cedentes en la lucha por los derechos de migrantes. Este trabajo no 
pretende documentar sistemáticamente el horror causado por esas 
violaciones dramáticas a sus derechos humanos, asesinatos masi-
vos cometidos por el crimen organizado, muertes causadas por las 
condiciones deplorables en las que se transportan a manos de trafi-
cantes que lucran con sus esperanzas de tener mejores condiciones 
de vida. Entre 2018 y 2021 se registraron 2823 asesinatos de migran-
tes en estados del sur de México.

Un espacio de flagrante violación que resalta es el que corres-
ponde a las políticas migratorias en México y en Estados Unidos. 
En este último país, están acompañadas y sustentadas en un racis-
mo asesino que se escuda en una legislación que deshumaniza a tal 
grado a las personas migrantes que hasta permite su asesinato. La 
frontera entre Estados Unidos y México se ha convertido en la ruta 
migratoria terrestre más peligrosa del mundo. Al menos 686 per-
sonas murieron o desaparecieron en 2022 intentando cruzarla, se-
gún los datos de la Organización Internacional de las Migraciones 
(OIM). Una cifra en la que faltan datos oficiales, incluyendo los pro-
cedentes de Texas y de la agencia mexicana de búsqueda y rescate. 
En el resto del continente, el panorama no es más alentador. En 
2022, al menos 1457 personas murieron o desaparecieron. Es la ci-
fra más alta desde que el Proyecto Migrantes Desaparecidos (MMP) 
de la OIM comenzó con sus actividades en 2014 (Noticias ONU, 12 de 
septiembre de 2023).

El trato cruel e inhumano de las personas migrantes se da a 
todo lo largo del recorrido que siguen para llegar a Estados Uni-
dos. Pero, es en las ciudades mexicanas fronterizas donde se acen-
túa el drama. Además de los más de dos millones de deportados 
desde la potencia del norte en 2023 −que son devueltos a esas ciu-
dades−, hay que sumar la llegada permanente de migrantes a esas 
regiones, quienes esperan ser entrevistados por las autoridades 
migratorias estadounidenses. La política de contención migra-
toria del gobierno mexicano dispone de unas veinte estaciones 



	 329

Del estallido social a la comunidad geopolítica de pertenencia

migratorias −eufemismo que esconde el tratamiento de deteni-
dos− del Instituto Nacional de Migración (INM) para toda la zona 
fronteriza.

Una muestra dramática de la necropolítica que se impone en 
contra de la población migrante pobre fue lo ocurrido el 27 de 
marzo de 2023 en la estancia migratoria provisional en Ciudad 
Juárez, en la que fallecieron cuarenta personas y hubo más de 
veinte lesionadas, debido a un incendio provocado por los deteni-
dos en protesta por su, en los hechos, detención injustificada. Esta 
situación refleja la ausencia de protocolos y una política de Esta-
do para garantizar los derechos y protección de personas migran-
tes y solicitantes de asilo, pues el incendio evidenció una serie de 
omisiones por parte de las autoridades encargadas del espacio y 
de rutas de evacuación para atender este tipo de siniestros. Esto 
es responsabilidad del Gobierno federal, sin embargo, solamente 
hubo renuncias de funcionarios menores sin que el INM asumiera 
su responsabilidad.

Las personas migrantes no están solas. Hay todo un tejido de 
organizaciones sociales que está atento frente a la discriminación y 
violación de derechos humanos que ellas sufren. Al día siguiente de 
esas muertes impuestas por un sistema migratorio quebrado por su 
orientación necropolítica, más de trescientos organizaciones socia-
les mexicanas y cientos de personas investigadoras del fenómeno 
migratorio de los países expulsores de población difundieron un 
posicionamiento urgente ante los hechos ocurridos al interior de la 
estación provisional del Instituto Nacional de Migración en Ciudad 
Juárez. Cabe preguntarse si estamos ante la conformación de CPP, 
producto de un ensamblaje social complejo, que demandan políti-
cas de reconocimiento. Ellas vinculan el posicionamiento frente a 
una coyuntura urgente, con la gestión organizada de derechos de 
ciudadanía para la población migrante y, simultáneamente, para la 
población solidaria receptora.
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Un año después de esa tragedia, Trump, casi ya candidato repu-
blicano, se refirió en marzo de 2024 a quienes cruzan la frontera 
como

gente que “viene de todas partes, directo de las cárceles, de los mani-
comios y de otras instituciones mentales”. [Un discurso que conden-
sa] la tradición supremacista en dos de sus diferentes acepciones. Por 
un lado, en términos racialistas, difundiendo la presunción de razas 
inferiores y superiores para justificar la sobrevivencia del más apto y 
evitar la mezcla de la sangre con seres débiles. En segundo término, 
apelando al lema aislacionista de Make America Great Again (Haga-
mos América grande otra vez) (Elbaum, 3 de marzo de 2024).

Los procesos migratorios que generan álgidos debates preelectora-
les tienen como causa prioritaria la destrucción del tejido social de 
pueblos que carecen de oportunidades de sobrevivencia digna en 
sus países de origen. Huyen de sus territorios porque las políticas 
oligárquicas domésticas clausuran las posibilidades de desarrollo 
y se ven sometidos a políticas represivas avaladas e impulsadas por 
las trasnacionales.

Castillo Ramírez, ubica la cuestión migratoria en su dimensión 
global:

Desde hace años, en diversos países del norte global y en diferentes 
regiones del orbe, la producción estatal de la criminalización y de las 
“fronteras cerradas” se ha incrementado, y se ha vuelto uno de los 
principales dispositivos de contención migratoria. Estos ejercicios de 
criminalización se han valido de la creación ficticia de la figura del 
migrante como un “deliberado transgresor de la ley” y de los procedi-
mientos jurídicos-administrativos (20 de diciembre de 2023).

Un perverso fantasma recorre el mundo con posiciones racistas 
antiinmigrantes, como la drástica e inhumana “política de toleran-
cia cero” que Trump aplicó hacia los migrantes centroamericanos 
y mexicanos durante su gobierno, la cual toma nuevos bríos en el 
norte global.
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Estamos ante visiones estigmatizantes y criminalizadoras que 
distorsionan el proceso social de las migraciones y que violan 
abierta y explícitamente los derechos humanos de las poblaciones 
extranjeras excluidas e irregularizadas: es la necropolítica de los 
países del norte global receptores de migrantes y, en alguna medi-
da, los límites de las instituciones internacionales, que se niegan a 
reconocer que la población migrante huye de condiciones de vida 
que están sometidas por la desigualdad social en sus lugares de ori-
gen, por la inseguridad y la clausura de oportunidades para me-
jorar. La necropolítica se enquista en un llamado orden mundial 
liberal que no se responsabiliza por el origen de los adversos con-
textos de expulsión de los que salen estos migrantes, que, en buena 
parte, fueron determinados y creados por la injerencia de los países 
del norte global sobre las regiones migratorias de origen.

Oswald (2023) encuentra interrelaciones complejas entre mi-
gración, desastres, pobreza, pandemia y dilemas de supervivencia, 
pues las caravanas chocan con fronteras militarizadas, se enfren-
tan a presiones del Gobierno estadounidense y del Gobierno mexi-
cano en su paso hacia la potencia del norte. Esta autora se pregunta 
si una reforma migratoria en Estados Unidos ayudaría a superar 
esta vorágine de migración indocumentada, una política que a la 
vez genere desarrollo en el norte de Centroamérica −región a la que 
habría que añadir Sudamérica y el Caribe−, como mecanismos para 
frenar la deportación interna de los países expulsores de población. 
Oswald destaca el envío de remesas a las familias que se quedan, así 
como otros dispositivos relativos al apoyo de “la multiculturalidad, 
la restauración de ecosistemas, la adaptación al cambio climático, 
el reconocimiento de género y una cultura del cuidado que ofrece-
ría a personas vulnerables de Centroamérica una agenda alternati-
va de vida en sus lugares de origen” (2023, p. 93).

Estamos en el corazón de la política y en sintonía con la pre-
gunta que se hace en este trabajo sobre el paso de los movimientos 
sociales hacia CPP que son capaces de traer a la conversación, a la 
opinión pública, una nueva narrativa que se expresa en demandas 
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específicas, tanto en el plano local y nacional, como en el campo de 
las instituciones internacionales, de lo que podríamos llamar una 
gobernanza democrática que asegure el derecho a migrar.

El concepto de frontera vertical es relativamente nuevo en la 
academia y se refiere a cómo se implementan los dispositivos de 
control migratorio en diferentes puntos a lo largo de la ruta de los 
migrantes en tránsito. Esto convierte el territorio mexicano en una 
extensa frontera para ellos, ya que las personas migrantes llevan 
la frontera en sus propios cuerpos. En el caso de las caravanas mi-
grantes, que cruzan México rumbo a Estados Unidos, enfrentan 
continuamente el riesgo de ser detenidas y expulsadas de diversas 
maneras según las leyes mexicanas. Esto presenta desafíos signifi-
cativos para las caravanas, ya que deben sortear obstáculos legales 
y físicos en su camino hacia su destino final.

De acuerdo con Torre Cantalapiedra y Yee-Quintero (2018),

las acciones y los operativos que se llevan a cabo para controlar los 
flujos se han extendido a lo largo de todo el territorio nacional de-
bido a la creciente importancia de México como país de tránsito y 
receptor de migrantes […]; en este sentido, destaca cómo las fronteras 
geopolíticas son espacios de ejercicio del poder y filtros selectivos de 
la migración.

En el mapa 10 se destacan las rutas seguidas por las caravanas mi-
grantes en México, corredor migratorio más importante del mun-
do. Metafóricamente, se puede decir que estas rutas dibujan sobre 
el territorio la frontera vertical, pues se trata de corredores que sir-
ven temporalmente de refugio, pero que son violados por las auto-
ridades encargadas de contener y deportar migrantes.
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Mapa 10. Rutas seguidas por las Caravanas Migrantes en México

Tomado de Adams (31 de mayo de 2015), imagen adaptada.

Varela ofrece una visión muy sugerente sobre la frontera vertical, 
al señalar que

La así llamada “caravana migrante” sorprendió al mundo en el otoño 
de 2018, un virtual campo de refugiados en movimiento caminando 
por un país en estado de guerra sin declararse. Una caravana atrave-
sando lo que los migrantes llaman la “frontera vertical” más grande 
del mundo: México (2019, p. 49).

En su ruta hacia Estados Unidos, las caravanas politizan el territo-
rio por donde pasan y los territorios de las ciudades fronterizas del 
norte mexicano. A su paso, interpelan la política migratoria mexi-
cana y, al llegar a su destino, la estadounidense. Su estrategia de ac-
ción colectiva ha variado de la migración atomizada a la caravana 
como forma de seguridad táctica y, luego, a una combinación creati-
va entre caravana y dispersión individual para eludir mecanismos 
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de control que operan sobre grupos que se hacen visibles. En sus ru-
tas se suben a “la bestia” (tren de carga que atraviesa México rumbo 
a la frontera con Estados Unidos), pagan o consiguen autobuses, 
marchan a pie. En su diversa movilidad se relacionan con pobla-
ciones locales solidarias, o aprenden formas de esquivar el racismo 
y la discriminación locales. Las personas migrantes se comunican 
una cartografía o una “contrageografía” para sobrevivir y resistir 
los embates de autoridades migratorias y del crimen internacional 
organizado.

Hay una extensa red de organismos civiles, ONG y grupos de 
ayuda que las acogen en su tránsito por México, una red de alber-
gues laicos y religiosos que las reconfortan y las asesoran en su 
camino hacia el norte, hacia la línea fronteriza que, sin embargo, 
son insuficientes para resolver el fondo estructural del problema. 
La masividad del fenómeno migratorio, agudizado por la policri-
sis global, ha obligado a políticas públicas específicas del Institu-
to Nacional de Migración o de la Comisión de Ayuda a Refugiados 
(COMAR), que amplían su financiamiento, siempre deficitario res-
pecto de las necesidades que estos grupos tienen. También, algunos 
organismos de la sociedad civil han redoblado sus esfuerzos, como 
es el caso de Médicos Sin Fronteras (véase mapa 11), que cuentan 
con un tejido de grupos que apoyan a las personas migrantes en 
puntos estratégicos a lo largo del amplio recorrido de las caravanas 
migrantes.
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Mapa 11. Presencia de Médicos sin Fronteras  
en el corredor migratorio mexicano

Tomado de Médicos Sin Fronteras (2023), imagen adaptada.

¿Qué tanto persisten las acciones colectivas organizadas en las 
caravanas? Si es difícil que aparezcan CPP con potencial institu-
yente, más difícil es que estos grupos se puedan cohesionar en el 
dilatado espacio y tiempo que confrontan en sus largos recorridos. 
Indudablemente, el contacto entre formas colectivas asociadas pre-
existentes y las formas espontáneas de organización creadas por 
las personas migrantes ayuda a dar valor a una comunidad de per-
tenencia, por más efímera que esta sea.
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Demandas por la vida, la justicia ambiental  
y las reivindicaciones territoriales de base comunitaria26

Bolivia

La llamada “Guerra del agua” en Bolivia, cuya cúspide fue en el 
año 2000, sentó las bases para la lucha contra la privatización de 
este bien público. Evo Morales jugó un papel protagónico entonces 
como diputado en la Asamblea Nacional y fue incorporando en esa 
lucha al movimiento cocalero. La lucha por el agua se caracterizó 
por articular demandas comunitarias locales con un movimiento 
global en torno del agua como “bien público global”. Además, el 
gobierno de Evo propició que las CPP asociadas con el buen vivir 
aportaran a la construcción de una comunidad política con valores 
comunitarios que incidieron en la declaración del Día Mundial de 
la Pacha Mama o Día Internacional de la Madre Tierra (22 de abril 
de 2016), que propone cuatro principios básicos: el derecho a la vida 
de los ecosistemas, a la regeneración de la biodiversidad, a vivir sin 
contaminación y a la convivencia armónica con la naturaleza.

No obstante, el poder de base comunitaria sigue enfrentando 
dificultades en la escala local, donde aún existen tendencias pri-
vatizadoras, aunque minoritarias, y en donde además persisten 
dificultades relativas a la operación del servicio de agua para uso 
humano. Si bien las demandas relativas al agua o, más ampliamen-
te, en torno de la justicia ambiental no fueron detonantes de los 
estallidos sociales de 2019, hay demandas planteadas por movi-
mientos socioambientales que cuestionan la minería y, en particu-
lar, la extracción de gas y de litio que se han acrecentado a causa 
del incremento de los precios de esas materias primas ante el con-
texto internacional abierto por la guerra de Ucrania.

Tomamos como representativo lo que establece la Fundación 
UNIR en su reporte de noviembre de 2023: los conflictos por temas 

26	 En este apartado no se hace referencia a los casos de Puerto Rico y Haití, ya que no 
se destaca información relevante sobre conflictos socioambientales en estos países.
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ambientales siguen siendo relevantes a nivel nacional; los incendios 
forestales dieron lugar a movilizaciones en las principales ciudades 
del país; la crisis hídrica y los problemas de acceso al agua potable, el 
control del agua entre comunidades que aunque disponen del recurso 
no quieren compartirlo, el rechazo a la extracción de agua en determi-
nadas cuencas del río San Isidro o el rechazo al trasvase de agua entre 
comunidades y regiones siguen estando presentes en la conflictividad 
nacional. Si bien los pobladores urbanos y rurales son los principales 
actores de esta conflictividad, en noviembre de 2023 destacó el sector 
agropecuario como el principal movilizado por el acceso y en defensa 
de fuentes de agua y en rechazo a la realización de actividades mine-
ras ilegales en sus territorios. Por su parte, desde hace unos meses el 
sector transporte se moviliza en demanda de incremento de sus tari-
fas y en protesta por la escasez de diésel para el transporte pesado.

La investigadora socioambiental Marielle Cauthin (25 de agosto 
de 2023) revisó archivos del Parque Nacional Isiboro Sécure (Tip-
nis) y detalla varios intentos de incursión de colonos al Tipnis des-
de 2001 hasta 2023 y las infructuosas y débiles respuestas de las 
autoridades de turno, llamadas a proteger esta reserva natural. El 
Tipnis es un ícono de las contradicciones del gobierno progresis-
ta de Evo Morales, quien construyó una carretera que atraviesa la 
reserva natural sin seguir procesos de consulta participativa e in-
cluyente de la comunidad indígena que habita ese territorio: una 
política que debilitó las prácticas democráticas del Estado Plurina-
cional. En agosto de 2023, la Asamblea del Consejo Indígena del Sur 
(Conisur), organización del sur del Tipnis, vuelve a denunciar

por segunda vez, ante el gobierno nuevos y graves avasallamientos, 
[pues] en cinco de los siete polígonos que conforman el Tipnis, [hay] 
conflictos con sindicatos colonos […] donde colindan nuestras comu-
nidades indígenas y los sindicatos interculturales [además] en nuestro 
territorio existen espacios no titulados, sobreposición de titulación en 
nuestras comunidades en vulneración al decreto supremo 22610 del 
24 de septiembre de 1990 […] lo que en los hechos provocó que en la 
selva se escuchen tiros (en Cauthin, 25 de agosto de 2023).
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En Bolivia, la lucha por la justicia ambiental se destaca principal-
mente por enfrentar el impacto socioambiental negativo derivado 
de la extracción de minerales y materiales de construcción, con én-
fasis en las zonas del suroccidente. Asimismo, surgen movimientos 
socioambientales que se oponen a los efectos perjudiciales de los 
energéticos fósiles y abogan por una gestión adecuada del agua. 
Aunque en menor medida, también se evidencian movimientos re-
lacionados con la gestión de residuos y la conservación de la biodi-
versidad (véase tabla 11).

Tabla 11. Demandas de justicia ambiental en Bolivia

Tipo de demanda Casos registrados Ubicación (Estado o Dpto)

Administración del agua 9 Oruro, Potosí, La Paz, Beni, 
Cochabamba y Santa Cruz.  

Biomasa y conflictos por la tierra 
(bosques, agricultura, pesca y 
gestión ganadera)

3 Santa Cruz, Oruro y Potosí. 

Combustibles fósiles y justicia 
climática/energética 7 La Paz, Beni, Tarija, Santa Cruz y 

Oruro. 
Conflictos industriales y de 
servicios públicos 2 Cochabamba, La Paz y Oruro.

Conflictos por la conservación de 
la biodiversidad 1 Tarija.

Extracción de minerales y 
materiales de construcción 15 Beni, Potosí, Oruro, La Paz, 

Cochabamba, Santa Cruz y Pando.

Gestión de residuos 4 Cochabamba, Potosí, Chuquisaca y 
Tarija. 

Infraestructura y entorno 
construido 2 Cochabamba, Beni y La Paz. 

Nuclear 0
Turismo recreacional 0
Otras 0
TOTAL 43

Tomado de EJAtlas (s.f. a).27

27	 Para conocer las distintas luchas y demandas por la justicia ambiental alrededor del 
mundo, se recomienda visitar el Atlas Global de Justicia Ambiental: https://ejatlas.org/
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Chile

Desde el fin de la dictadura, los líderes de los pueblos indígenas 
han buscado ser reconocidos como comunidades existentes antes 
de la formación del Estado chileno (Wirtner y González, 22 de ju-
nio de 2022). En Chile, no hay un reconocimiento constitucional 
de los pueblos indígenas ni como sujetos colectivos preexistentes 
a la república ni como titulares de derechos especiales (Figueroa, 
2019). De acuerdo con Figueroa, esta ausencia limita significativa-
mente la capacidad de las instituciones para explorar alternativas 
diferentes a las ya implementadas. La persistencia de políticas neo-
liberales, la falta de reconocimiento de sus demandas históricas, 
la criminalización de la aspiración de autodeterminación del mo-
vimiento mapuche y la presencia militar han contribuido a inten-
sificar la desconfianza y las diferencias (Wirtner y González, 22 de 
junio de 2022).

Luego del estallido social de 2019, en el cual la comunidad ma-
puche desempeñó un papel crucial, la Convención Constitucional 
surgió como la primera instancia que permitiría la participación de 
representantes de los pueblos indígenas en decisiones a nivel nacio-
nal sin depender de los partidos políticos. Con esta participación, 
según lo argumentado por Wirtner, “el país tendrá la oportunidad 
de debatir y reflexionar sobre los problemas producidos a partir 
el establecimiento de un Estado nacional en un territorio donde 
habitan múltiples naciones” (5 de mayo de 2021), debatir sobre las 
reivindicaciones territoriales de base comunitaria mediante y la 
posibilidad de un Estado plurinacional que establezca autonomías 
territoriales indígenas. Sin embargo, en paralelo con el trabajo de 
la Convención Constitucional, la violencia en la región de La Arau-
canía y en dos provincias del Biobío, a unos seiscientos kilómetros 
al sur de la capital chilena, agudiza el conflicto territorial entre el 
Estado y los pueblos originarios.

Los habitantes de La Araucanía y las regiones vecinas, frente a 
incidentes como la quema de camiones, cortes de rutas y disparos, 
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demandan ley y orden, mientras que otros sectores de la población 
perciben que tales llamamientos solo promueven abusos contra los 
mapuches (Piscopo y Siavelis, 2023). Por ende, con la decidida inten-
ción de desmilitarizar La Araucanía y áreas adyacentes, que fueron 
militarizadas por la administración de Sebastián Piñera en octubre 
de 2020, el gobierno de Boric envió a la ministra del Interior y Se-
guridad Pública, Izkia Siches, a dialogar con líderes mapuches. Sin 
embargo, los sucesivos actos de violencia volvieron insostenible la 
estrategia de la nueva administración progresista. En un hecho sin 
precedentes en la democracia, la ministra Siches fue objeto de un 
atentado en la comunidad mapuche Temucuicui durante su prime-
ra visita a la zona en calidad de líder de la seguridad y el orden 
(Montes, 15 de marzo de 2022).

La escalada de violencia en la zona llevó a un cambio de rum-
bo y a la declaración de un estado de emergencia. No obstante, en 
junio de 2023, tras la renovación del estado de emergencia en más 
de veinte ocasiones en poco más de un año, el presidente chileno 
Gabriel Boric anunció en el Palacio de La Moneda la conformación 
de los ocho miembros (cuatro de origen mapuche) de la Comisión 
para la Paz y Entendimiento, una instancia anunciada por Boric en 
noviembre de 2022. Esta comisión tiene como objetivo realizar un 
inventario para la restitución de tierras al pueblo mapuche, bus-
cando una solución política a un conflicto histórico que se ha ido 
complicando con el tiempo (Sanhueza, 2023).

La tensa situación entre el Estado de Chile y el pueblo Mapu-
che se ha visto agravada por la creciente preocupación sobre el 
aumento de la delincuencia, con frecuencia atribuida a la inmi-
gración irregular procedente de Venezuela y Colombia (Piscopo y 
Siavelis, 2023). Según lo señalado por Saavedra en una investiga-
ción respecto a los efectos y reacciones en Sudamérica por la mi-
gración venezolana, “a los migrantes se les considera un peligro 
para la prosperidad, la calidad de vida, el orden, la integridad de 
las comunidades e, incluso, como un riesgo para las fronteras y la 
seguridad nacional” (Saavedra, 2020, p.  24). La consolidación del 
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Partido Republicano de ultraderecha se ve influenciada y, a su vez, 
influye en un momento marcado por la agudización de la crisis en 
términos de orden, seguridad, economía y la cuestión migratoria 
(Alenda, 2023).

En este sentido, el gobierno de Boric ha intensificado su postu-
ra frente a la migración irregular, anunciando que Chile procederá 
a expulsar a los inmigrantes que se encuentren en situación irre-
gular y no hayan proporcionado sus datos en el marco de un plan 
de empadronamiento biométrico voluntario. Esta declaración se 
realizó durante la presentación de un plan destinado a reforzar las 
labores de control territorial llevadas a cabo por las fuerzas policia-
les, en respuesta al aumento de los índices delictivos y los registros 
históricos de percepción de inseguridad pública entre la población 
(France 24). De acuerdo con el mandatario chileno, “hay migrantes 
que delinquen, sí, aumentaron los delitos producto de delincuencia 
importada, sí, pero es muy injusto meterlos a todos en el mismo 
saco”, a lo que agrega que “Le estamos dando la oportunidad a quie-
nes trabajan de manera honesta para poder empadronarse e iniciar 
un proceso de regularización” (Sanhueza, 21 de junio de 2023).

Por su parte, en Chile la lucha por la justicia ambiental se cen-
tra, al igual que en Bolivia, en combatir el impacto socioambien-
tal negativo derivado de la extracción de minerales y materiales 
de construcción, principalmente en el norte del país. Asimismo, 
se destacan movimientos similares por la administración del agua 
en el centro y sur de Chile, donde también se registran casos de 
conflictos industriales y de servicios públicos en las cercanías de 
la capital. Además, se observan luchas contra el impacto socioam-
biental negativo de los energéticos fósiles, tanto en el norte como 
en el sur del país (véase tabla 12).
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Tabla 12. Demandas de justicia ambiental en Chile

Tipo de demanda Casos 
registrados Ubicación (Estado o Dpto)

Administración del agua 20
Coquimbo, Los Lagos, Biobío, 
Araucanía, Región Metropolitana, 
Aysén, Los Ríos, Ñuble, Tarapacá. 

Biomasa y conflictos por la 
tierra (bosques, agricultura, 
pesca y gestión ganadera)

8
Maule, Coquimbo, Araucanía, 
Valparaíso y Los Lagos, O’Higgins, 
Maule.

Combustibles fósiles y 
justicia climática/energética 7 Magallanes, Los Lagos, Atacama, 

Antofagasta.
Conflictos industriales y de 
servicios públicos 7 Atacama, Araucanía, Valparaíso y 

Región Metropolitana. 

Conflictos por la conservación 
de la biodiversidad 0

Extracción de minerales y 
materiales de construcción 33

Atacama, Biobío, Antofagasta, 
Coquimbo, Arica y Parinacota, 
Aysén, Tarapacá, Maule, Los Lagos, 
Magallanes, Región Metropolitana 
y Valparaíso. 

Gestión de residuos 2 Arica y Parinacota y Araucanía.

Infraestructura y entorno 
construido 1 Valparaíso.

Nuclear 0
Turismo recreacional 0

Otras 0

TOTAL 78

Tomado de EJAtlas (s.f. b).

Colombia

Desde su discurso de posesión, el presidente colombiano Gustavo 
Petro afirmó que su mandato sería conocido como “el gobierno de 
la vida, de la paz” (Niño, 2023). La política de “paz total” del gobierno 
encabezado por Petro busca mejorar la situación humanitaria en el 
país y reducir la presencia y la influencia de estas guerrillas y las 
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organizaciones conocidas como “multicriminales”, que combinan 
el control de los territorios, el amedrentamiento de la población y 
la violencia ligada al narcotráfico (Niño, 2023; Ramírez, febrero de 
2023). En este sentido, el objetivo central de la “paz total” del go-
bierno de Petro es mitigar el impacto humanitario derivado de la 
violencia generada por diversos grupos armados que aún operan 
en el país (Niño, 2023).

Según lo señalado por Niño, estos grupos conforman una mez-
cla compleja de organizaciones criminales, como el Clan del Golfo 
o los Pachenca, y actores con trasfondo político, como el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN) y las dos disidencias de las Fuerzas Ar-
madas Revolucionarias de Colombia (FARC), con quienes se firmó el 
acuerdo de paz en 2016. En Colombia aún existen guerrillas activas 
que no se han desmovilizado y que continúan causando estragos en 
la población (Ramírez, febrero de 2023). Actualmente, estos grupos 
políticos y delictivos, cuyas fronteras no siempre son claras, están 
fuertemente vinculados a las economías y rentas ilegales, median-
te las cuales financian sus actividades.

No obstante, según el análisis de Niño, la política de negociar 
simultáneamente con diversos grupos armados, ya sean de índo-
le política o delictiva, enfrenta numerosas dificultades, entre las 
cuales se destaca la falta de coordinación entre la estrategia de paz 
y las políticas de seguridad. En sus palabras, “el problema es que 
el gobierno no parece tener una política de seguridad que vaya de 
la mano de su política de paz. La desarticulación entre el Ministe-
rio de Defensa y la oficina del Comisionado para la Paz es patente” 
(Niño, 2019, p. 305). En una línea similar, Ramírez (febrero de 2023) 
destaca que han surgido interrogantes sobre si esos grupos poseen 
o no un verdadero carácter político. Muchas guerrillas comenza-
ron con proclamas políticas, pero terminaron transformándose 
en bandas criminales vinculadas a negocios mafiosos. Además, se 
cuestiona si la política aborda adecuadamente la especificidad y las 
circunstancias diferentes que presenta cada grupo, considerando 
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factores como su alcance regional o nacional, su ideología y su co-
nexión con economías ilegales.

Por su parte, Valencia (2023) argumenta que la construcción de 
la “paz total” propuesta por Petro requiere de la participación de 
múltiples actores de la sociedad civil, puesto que en la actualidad la 
paz es impensable sin la participación de la ciudadanía. En palabras 
de Valencia, para que pueda funcionar la paz total, es importante

una negociación que demanda la participación decidida de diversos 
sectores sociales, de las mujeres, de los jóvenes y de población diver-
sa, así como de las comunidades indígenas y afrodescendientes, que 
son las principales víctimas del conflicto armado. Es necesario que 
todos estos actores ejerzan presión mediante la movilización social 
(masiva), a fin de crear una opinión pública favorable al proceso de 
paz que se inicia (Valencia, 2023, p. 161).

Por su parte, en Colombia la lucha por la justicia ambiental se en-
foca en contrarrestar el impacto socioambiental negativo derivado 
tanto de la extracción de minerales y materiales de construcción 
como de combustibles fósiles, que abarca diversas regiones del país. 
Se observa una atención particular en Medellín y Cali en lo que res-
pecta a la extracción de minerales y materiales de construcción. 
Además, destacan movimientos que buscan la gestión adecuada del 
agua en varias partes del país, así como conflictos relacionados con 
la conservación de la biodiversidad. Cartagena de Indias uno de los 
focos principales, aunque no exclusivos (véase tabla 13).
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Tabla 13. Demandas de justicia ambiental en Colombia

Tipo de demanda Casos 
registrados Ubicación (Estado o Dpto)

Administración del agua 15 Cauca, Caldas, La Guajira
Biomasa y conflictos por la tierra 
(bosques, agricultura, pesca y gestión 
ganadera)

16 Bolívar, Cauca, Valle del Cauca

Combustibles fósiles y justicia 
climática/energética 25 Arauca, Meta, La Guajira

Conflictos industriales y de servicios 
públicos 3 Boyacá, Cundinamarca

Conflictos por la conservación de la 
biodiversidad 7 Meta, Vichada, Vaupés 

Extracción de minerales y materiales 
de construcción 52 Antioquia, Cesar, Tolima

Gestión de residuos 6 Cundinamarca, Tolima, Valle del 
Cauca

Infraestructura y entorno construido 15 Magdalena, Valle del Cauca, 
Quindío

Nuclear 0
Turismo recreacional 2 Magdalena, Risaralda
Otras 0
TOTAL 141

Tomado de EJAtlas (s.f. c).

Ecuador

Como se evidencia en el tabla 14, en los movimientos por la justi-
cia ambiental en Ecuador destacan las luchas contra el impacto 
socioambiental negativo de los energéticos fósiles, principalmente 
ubicados en las zonas serranas del nororiente, con algunos pocos 
en la costa e Islas Galápagos. En proporciones similares se encuen-
tran los movimientos socioambientales contrarios a la minería y 
la extracción de materiales para la construcción y la industria. En 
los territorios indígenas y campesinos se teje un entramado comu-
nitario que desafía las políticas gubernamentales relacionadas con 
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el petróleo y la minería, así como las luchas por el agua como bien 
público y comunitario y en contra de los cultivos de plantación y la 
ganadería extensiva. Lo que une a estas luchas es su dualidad como 
movimientos por la justicia social y ambiental, donde se anticipan 
CPP instituyentes que configuran nuevos ensamblajes sociales em-
poderados. Destacan especialmente las comunidades indígenas 
que demandan el derecho al consentimiento libre, previo e infor-
mado en cualquier decisión que afecte sus tierras y territorios, así 
como exigen derechos a servicios básicos como atención sanitaria, 
agua y saneamiento, y educación.

Tabla 14. Demandas de justicia ambiental en Ecuador

Tipo de demanda Casos 
registrados Ubicación (Estado o Dpto)

Administración del agua 9 Guayas, Los Ríos, Manabí
Biomasa y conflictos por la tierra (bosques, 
agricultura, pesca y gestión ganadera) 16 Azuay, Esmeraldas, Manabí

Combustibles fósiles y justicia climática/
energética 17 Napo, Orellana, Pastaza

Conflictos industriales y de servicios públicos 3 Canar, Manabí, Santo 
Domingo 

Conflictos por la conservación de la 
biodiversidad 2 Esmeraldas, Pastaza

Extracción de minerales y materiales de 
construcción 16 Azuay, Morona Santiago, 

Imbabura 
Gestión de residuos 2 Sucumbios, Pichincha
Infraestructura y entorno construido 2 Loja
Nuclear 0
Turismo recreacional 1 Manabí
Otras 0
TOTAL 68

Tomado de EJAtlas (s.f. d).

Aquí se encuentra la semilla sembrada por los movimientos sociales 
que politizan su acción colectiva en los ordenamientos constitucio-
nales que reivindican el buen vivir y que fundamentan el carácter 
plurinacional. Ecuador ha destacado por su proceso constituyente 
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pacífico; ha influenciado al sistema político internacional con el re-
conocimiento de los derechos de la naturaleza, que ya cuenta con 
un tribunal internacional ad hoc, y sus dirigentes populares e inte-
lectuales han contribuido en la creación de un movimiento social 
supranacional: el Pacto Ecosocial e Intercultural del Sur, iniciativa 
que nace de un grupo de personas y organizaciones de diferentes 
países latinoamericanos y que tiene una proyección hacia el sur 
global.

Además de estos aportes, es destacable la reivindicación lograda 
por una comunidad política de pertenencia instituyente, en el caso 
de la consulta popular realizada dentro de las elecciones presiden-
ciales de 2023, que aprobó poner un alto a la explotación petrolera 
en una parte del Parque Nacional Yasuní −un área protegida del 
Amazonas− y a la minería en la biosfera del Chocó Andino, cerca 
de la capital, Quito. Ambas medidas tienen alcances insospecha-
dos, aún no evaluados, pues cuestionan la extracción petrolera y 
minera, como eje articulador del patrón extractivista, y desafían la 
dependencia de la renta aportada por la extracción de materias pri-
mas que no se procesan dentro del país y que tienen impactos am-
bientales negativos, todo lo cual interroga al futuro de la inserción 
ecuatoriana en la economía internacional y cuestiona el modelo 
de desarrollo a seguir, en pos de un modelo donde se acepte que la 
riqueza del país no es su subsuelo, sino su gente y el bienestar que 
se obtiene del medio ambiente.

Sea la coalición política neoliberal o la progresista la que esté en 
el gobierno, necesitará instrumentar una nueva relación en la eco-
nomía política. ¿Cómo no perforar más? ¿Cómo limitar la minería, 
la agricultura de enclave especializada, la ganadería extensiva, y 
aumentar, en cambio, la inversión social? Tanto las premisas neoli-
berales privatizadoras como las progresistas, dependientes de ren-
ta de las commodities, tendrán que reconsiderar el papel de las CPP 
instituidas, locales, nacionales e internacionales, así como crear 
nuevos campos de deliberación pública con las CPP instituyentes.
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Caravanas migratorias

Para Bleger (2023), es fundamental entender que las migraciones 
climáticas son un fenómeno heterogéneo. Este autor observa que 
algunas comunidades se ven obligadas a abandonar sus hogares a 
causa de un fuerte temporal que destruyó todo en su camino, mien-
tras otras ya no encuentran oportunidades para trabajar sus tie-
rras. Se calcula que, según el Banco Interamericano de Desarrollo, 
los desplazamientos causados por desastres naturales en la región 
son principalmente el resultado de amenazas climáticas o hidro-
meteorológicas y representan un 64  % del total de migraciones 
climáticas entre 2008 y 2020. En comparación, las amenazas geofí-
sicas, como los sismos, representan un 46 %. Dentro de las amena-
zas climáticas más recurrentes de Latinoamérica, las inundaciones 
son las causantes de más de siete millones de desplazamientos.

Oswald (2023) enfatiza un concepto de seguridad ampliada y 
profundizada que integra la seguridad humana, de género y am-
biental. En sus estudios destaca un cambio de enfoque urgente: el 
paso de la seguridad político-militar (territorio y soberanía) hacia 
el bienestar de los seres humanos, contra la violencia de género que 
cada vez es más agresiva y a favor de la protección ambiental en 
las comunidades de origen y en los territorios por donde pasan y 
se establecen personas migrantes. También observa que los valo-
res en riesgo son ahora la supervivencia, la igualdad de género y la 
sustentabilidad. Para este autor, la visión histórica es clave, pues 
las amenazas provienen del sistema patriarcal que fincó su poder 
en guerras, violencia, discriminación y explotación. En la ecuación 
del migrante climático interviene el colonialismo interno, que ar-
ticula los intereses de corporaciones transnacionales financieras y 
productivas, las cuales precarizan el trabajo local a la par que emi-
ten peligrosos gases de efecto invernadero sin que las regulaciones 
nacional e internacional estén coordinadas para mitigarlos.
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Demandas contra la desigualdad social, el modelo de 
desarrollo y del patrón neoliberal extractivista y de 
industrialización subordinada por la financiarización

Bolivia

El gobierno de Luis Arce logró una recuperación del crecimiento 
económico en 2021, aunque ese indicador ha venido descendiendo 
año con año. De acuerdo con Oporto y sus colaboradores,

la economía boliviana, que ya venía desacelerándose en los años 
anteriores, se desplomó a raíz del COVID-19, decreciendo en 8,7 por 
ciento del PIB en 2020, para rebotar un año después en 6,1 por cien-
to, que, sin embargo, no bastó para remontar al nivel de actividad 
económica prepandemia. En 2022 el crecimiento estimado del PIB se 
cifra en alrededor del 4 por ciento. Para los años venideros, las pro-
yecciones del FMI muestran tasas aún más bajas: 2023; 1,8 por ciento; 
2024: 1,9 por ciento (2023, p. 13).

Así, la economía nacional está inmersa en un ciclo de bajo creci-
miento. El país afronta dificultades para mantener los niveles 
de empleo y bienestar, muy erosionados por la crisis reciente. 
La estrategia de manejo de la crisis por el gobierno de Luis Arce 
se considera “exitosa”, aunque la situación actual no es alentado-
ra (Chambi, 5 de mayo de 2023). La escasez de dólares y la sobre-
demanda de la divisa, el déficit comercial energético, la caída de 
bonos soberanos y los informes de las calificadoras de riesgo, que 
fueron descendiendo entre 2020 y 2023, crean incertidumbre y se 
generan acciones colectivas permanentemente. Se calcula un pro-
medio mensual de unas ciento veinte acciones colectivas en el país 
(Fundación Unir Bolivia, 21 de diciembre de 2023). Sin embargo, 
ninguna de las demandas tiene expresiones sistémicas o antisisté-
micas estructuradas como para cuestionar la política económica 
o social del gobierno. Tampoco indicadores como la tasa de infor-
malidad en Bolivia, que es mayor que en Nicaragua, Paraguay y El 
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Salvador, presenta un riesgo sistémico para el gobierno. De acuer-
do con datos oficiales de junio de 2023 de la Fundación Jubileo, se-
tenta y seis de cada cien personas ocupadas mayores de 14 años no 
tienen inscripción en un tipo de sistema de seguridad social que les 
otorgue beneficios como jubilación y atención médica.

Un rasgo distintivo del progresismo boliviano es que gracias a 
su política social ha descendido espectacularmente la pobreza. De 
acuerdo con Oporto (2023, p.  22), la pobreza total descendió del 
66,4 % en el año 2000, al 36,4 % en 2021. En el caso de la pobreza 
extrema esta se redujo de 45,2 % a 11,1 % en el mismo periodo. Una 
proporción considerable de esa población engrosó el “estrato me-
dio vulnerable”, el cual tiene el riesgo de recaer nuevamente en la 
pobreza. Con la pandemia del covid-19, este riesgo se ha acentuado. 
Así se presentó durante el primer año de gobierno de Luis Arce:

En 2020 la pobreza total sube 1,8 por ciento (de 37,2 en 2019 a 39,0), 
mientras que la pobreza extrema asciende 0,8 por ciento (de 12,9 en 
2019 a 13,7); sin embargo, estos incrementos se revierten en 2021: la 
pobreza rebaja a 38,4 por ciento, y la pobreza extrema cae a 11,1 por 
ciento (Oporto, 2023, p. 23).

El paso de la acción colectiva al movimiento social politizado en el 
caso de la pobreza está mediado por la capacidad del progresismo 
gubernamental de procesar institucionalmente los problemas de 
empobrecimiento. De modo tal que se consolida la comunidad polí-
tica de pertenencia mediante políticas sociales que son redistribu-
tivas, aunque la cuestión de la desigualdad social no se disminuye. 
Aquí resurge un problema central de los progresismos latinoame-
ricanos: cómo vincular la disminución de la pobreza con la mayor 
equidad en el ingreso. Un conflicto que está relacionado con el pa-
trón extractivista y la dependencia de la renta proveniente de la 
exportación de commodities. Si bien el gobierno boliviano cuenta 
con una política industrial en torno del gas y del litio, aún no se ha 
roto la dependencia de la renta extractivista: un dilema que divide 
a la izquierda instituyente y al gobierno instituido.
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Chile

La decisión de rechazar la primera propuesta de constitución es 
también resultado de la elevada inflación y el empeoramiento de 
las perspectivas económicas (véase gráfica 19). De acuerdo con un 
balance preliminar de las economías de América Latina y el Caribe 
elaborado por la CEPAL en 2022, Chile experimentó un proceso de 
ajuste después del desequilibrio macroeconómico observado en 
2021, producto principalmente de los estímulos monetarios y fisca-
les aplicados durante la pandemia (CEPAL, 2022). En relación con la 
inflación, según la CEPAL, el aumento de los precios que comenzó 
en 2021 persistió en 2022. Este fenómeno se atribuye al exceso de 
liquidez que aún mantenían los hogares en el primer semestre, los 
incrementos en los costos de producción, el alza de precios de los 
combustibles y los alimentos, como resultado de la guerra entre 
la Federación de Rusia y Ucrania, y el traspaso de la depreciación 
cambiaria a los precios de los bienes importados.

Gráfica 19. PIB, inflación y desempleo en Chile de 2020 a 2022

Tomado de CEPAL (2022), imagen adaptada.
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Como se puede observar en la gráfica, y de acuerdo con el informe 
de la CEPAL, en agosto de 2022, dos meses antes del referéndum 
constitucional, la inflación anual alcanzó un máximo del 14,1  % 
y posteriormente descendió en los meses siguientes, debido a la 
combinación de una política monetaria contractiva, una menor 
depreciación del tipo de cambio y la disminución de los precios 
internacionales de los alimentos y los productos energéticos. Un 
año después, según una nota de Infobae publicada en diciembre de 
2023, “el gobierno de Gabriel Boric registró el más bajo crecimien-
to económico desde el retorno de la democracia en Chile” (Palazzo, 
4 de diciembre de 2023). En dicha nota, Alejandro Urzúa, analista 
económico de la Universidad Andrés Bello y Open BBK, atribuye 
estos números a factores internos, como las reformas impulsadas 
por el Ejecutivo y el proceso constitucional.

En lo que respecta al primer factor interno, la reforma tributa-
ria propuesta por el presidente Boric tiene como objetivo generar 
los recursos necesarios para financiar de manera responsable un 
desarrollo sostenible en términos sociales, económicos, políticos y 
medioambientales, así como otras reformas estructurales, la am-
pliación de derechos sociales y la diversificación productiva del 
país (Pacto Fiscal para el Desarrollo, s.f.). Esta iniciativa responde 
directamente a las demandas contra la desigualdad social, el mode-
lo de desarrollo y el patrón neoliberal extractivista. Por otro lado, 
entre las reformas estructurales propuestas se incluye una revisión 
del sistema de pensiones, con el objetivo de poner fin a las AFP28 y, 
en su reemplazo, establecer un sistema de reparto con una 

28	 En el sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), instaurado duran-
te la dictadura de Pinochet en la década de 1980, cada afiliado posee una cuenta per-
sonal en la que acumula ahorros a lo largo de su vida. El monto final de esta cuenta 
al momento de jubilarse determina el nivel de la pensión que recibirá (Flores, 2020). 
En la década de 1990, diversos países latinoamericanos como Argentina, Bolivia, 
Colombia y Perú adoptaron sistemas similares basados en el modelo chileno. México, 
por ejemplo, implementó en 1997 su propio sistema inspirado en el chileno, denomi-
nado Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), con las Administradoras de Fondos para 
el Retiro (Afores) (Díaz, 30 de junio de 2023).
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participación más destacada del Estado. Además, se busca extender 
la gratuidad en el sistema educativo, una de las demandas funda-
mentales de los estudiantes que participaron en el estallido social 
de 2019, junto con el aumento de las prestaciones en el ámbito de la 
salud (Rivas Molina, 10 de marzo de 2022).

No obstante, en marzo de 2023, la Cámara de Diputados rechazó 
la propuesta de reforma tributaria presentada por Boric. El gobier-
no requería setenta y cuatro votos para superar el primer obstáculo 
legislativo, pero logró solo setenta y tres respaldos, mientras que 
los votos en contra alcanzaron los setenta y uno y las abstenciones 
fueron tres. Este revés representa un golpe significativo para la ad-
ministración de la comunidad política instituida, ya que la reforma 
tributaria es un pilar fundamental para financiar el programa con 
el que Boric asumió la presidencia en marzo de 2022 (Laborde, 8 de 
marzo de 2023).

En agosto de 2023, el presidente de Chile informó, a través de 
una cadena nacional, los principales lineamientos del pacto fiscal 
para retomar la agenda tributaria y recaudar 8000 millones de dó-
lares (De la Fuente, 1 de agosto 2023). De acuerdo con su sitio oficial,

El Pacto Fiscal para el Desarrollo es una invitación del Presidente 
Gabriel Boric para avanzar en seguridad económica y social para las 
personas mediante un amplio acuerdo con el sector privado, con las 
organizaciones sociales y sindicales, los movimientos estudiantiles, 
con los gremios de la producción y con los parlamentarios de todos 
los colores políticos para acordar juntos las urgencias de las cuáles 
hay que hacerse cargo (Pacto Fiscal para el Desarrollo, s.f.).

El Pacto Fiscal para el Desarrollo incluye un pilar29 destinado a 
abordar algunas de las demandas surgidas del estallido social, 

29	 Los seis pilares son:
1.		Principios para un sistema tributario moderno en Chile: marco de valores que sirva 

como encuadre para la actual reforma tributaria, así como para la evaluación de la 
misma y modificaciones futuras.

2.		Necesidades y prioridades de gasto: gastos prioritarios y sustantivos cuantitativa-
mente, que no puedan financiarse dentro del proceso presupuestario convencional.
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específicamente en relación con la desigualdad social. Este pilar se 
centra en las “Necesidades y prioridades de gasto” y aborda gastos 
prioritarios y sustantivos cuantitativamente que no pueden ser fi-
nanciados mediante el proceso presupuestario convencional (Pacto 
Fiscal para el Desarrollo, s.f.). Entre estos gastos, que implicarán un 
gasto fiscal de 2,7 % del PIB, destacan (De la Fuente, 2023):

•	 El aumento de las pensiones, especialmente la Pensión 
Universal Garantizada (PGU), un mecanismo creado en los 
últimos meses del gobierno de Sebastián Piñera para com-
plementar las pensiones del 10 % de las personas de menores 
ingresos. Esta pensión aumentaría hasta los 250.000 pesos 
chilenos, alrededor de 300 dólares, para lo cual se destinará 
el 1,2 % del Producto Interno Bruto (PIB).

•	 Destinar mayores recursos a la salud, con enfoque en la 
reducción de las listas de espera para cirugías, el fortaleci-
miento de los consultorios (0,9 % del PIB)

•	 Implementar un sistema de cuidados para niños y adultos 
mayores (0,3 % del PIB).

•	 Aumentar el financiamiento para la seguridad pública y la 
prevención del delito (0,3 % del PIB).

De acuerdo con De la Fuente (2023), el Pacto Fiscal para el Desarrollo

pretende recaudar 8.000 millones de dólares y será enviada al Con-
greso en dos proyectos de ley: uno que será presentado este año 

3.		Compromisos del Estado: austeridad, transparencia, eficiencia. Aporte de fracción 
de financiamiento.

4.		Financiamiento tributario: ajustes a proyecto de reforma tributaria que se rechazó 
en la Cámara de Diputados.

5.		Crecimiento y formalización: impacto de impuestos y gastos sobre el crecimien-
to y la formalización, y retroalimentación a través de una mayor recaudación 
tributaria.

6.		Consolidación, seguimiento y evaluación: balance fuentes/uso; implementación, 
monitoreo y evaluación de impacto.
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enfocado en la fiscalización de la evasión y elusión −con lo que es-
peran recaudar 2,7  % del PIB− y otro que apuntará a aumentar el 
impuesto a la renta y a las empresas, que se pospondrá para marzo 
de 2024. “El pacto fiscal considera aportes al crecimiento, reforma 
al Estado, fortalecimiento de fiscalización tributaria e impuestos a 
las personas de mayores ingresos para financiar gastos sociales que 
son urgentes y que no pueden ser absorbidos con los recursos ahora 
disponibles”.

No obstante, en Chile persiste el patrón económico orientado a 
la exportación de materias primas sin procesar y se mantienen 
acuerdos de libre comercio con la Unión Europea y el resto del 
mundo, sin cambiar el modelo mercadocrático. En palabras de 
Marcos Roitman Rosenmann, la gestión de Boric no se trata de un 
gobierno de transición hacia el socialismo, similar a lo que fue la 
Unidad Popular de Allende, del cual se consideran herederos, sino 
más bien de una profundización del capitalismo. Según Roitman 
Rosenmann, “el gobierno de la Unidad Popular profundizó la re-
forma agraria y protegió al campesino, [mientras que] el Frente 
Amplio [de Boric] alienta los megaproyectos de las grandes tras-
nacionales de la soya, el agroturismo, impulsando el capitalismo 
verde” (9 de agosto de 2023). Desde esta perspectiva, el gobierno de 
Boric se percibe como consolidador de la economía de mercado y 
del capitalismo, en detrimento de las grandes mayorías que se ven 
afectadas por este modelo de desarrollo excluyente, respaldado por 
una cultura del privilegio que lo justifica.

Colombia

Una de las principales limitaciones de la primera ola de gobiernos 
progresistas (2000-2015) fue su incapacidad para modificar la ma-
triz productiva. Esto resultó en que las economías latinoamerica-
nas continuaran siendo productoras y exportadoras de materias 
primas, sin lograr consolidar un núcleo industrial que permitie-
ra a la región alcanzar un desarrollo sostenible (Taiana, 2019). De 
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acuerdo con Jorge Taiana, se trata de “una tarea pendiente, que está 
en la primera línea de las necesidades en futuros gobiernos popula-
res” (Taiana, 2019, p. 73).

Según lo señalado por Rafael Domínguez Martín (2022) en un 
Extractivism Policy Brief, el Pacto Histórico persigue objetivos si-
milares a los de la primera ola progresista. No obstante, en esta 
ocasión, parece que la apuesta por políticas de diversificación pro-
ductiva para superar el extractivismo irá de la mano de necesarias 
reformas distributivas agrarias y tributarias, todo ello en un con-
texto interno particularmente complejo. La estrategia propuesta 
por el gobierno de Gustavo Petro implica la sincronización de dos 
reformas estructurales: la reforma agraria integral del acuerdo fi-
nal de paz y la “reforma tributaria integral”. El objetivo es activar 
una conexión dinámica entre equidad y desarrollo sostenible y 
promover un cambio estructural tanto en la producción como en 
la distribución. Esta estrategia también busca ser compatible con la 
protección del medio ambiente y la reducción del impacto ambien-
tal, todo en el marco de la Agenda 2030 (Domínguez Martín, 2023).

En respuesta a las demandas dirigidas contra la desigualdad so-
cial, el modelo de desarrollo y el patrón neoliberal extractivista, así 
como la industrialización subordinada por la financiarización, el 
gobierno colombiano tiene la intención de renegociar los tratados 
de libre comercio (TLC) y ajustar la política arancelaria. Además, 
busca reducir la dependencia del extractivismo y poner en mar-
cha reformas agrarias y tributarias. El Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) 2022-2026 fue aprobado a definitivamente en el Congreso a 
principios de mayo de 2023, con 129 votos a favor frente a veinti-
cuatro negativas en la Cámara de Representantes y sesenta y seis 
sufragios a favor y veintiuno en contra en el Senado (Padrón Jara-
millo, 6 de mayo de 2023). El plan está basado en: 1) ordenamiento 
del territorio alrededor del agua y justicia ambiental, 2) seguridad 
humana y justicia social, 3) derecho humano a la alimentación, 4) 
transformación productiva, internacionalización y acción climáti-
ca y 5) convergencia regional.
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Por su parte, en relación con la intención de renegociar los TLC y 
ajustar la política arancelaria, el presidente Petro anunció el miér-
coles 16 de agosto de 2023 que su gobierno buscará la renegociación 
del TLC con Estados Unidos, un acuerdo comercial que ha estado en 
vigor entre ambos países durante los últimos once años (DW, 17 de 
agosto de 2023). Esto, de acuerdo con Petro, con el objetivo de “salir 
de la extracción (minera), no nos parece que por ahí sea el futu-
ro de Colombia […] tenemos que volver al mundo de la producción, 
del trabajo” (La Jornada, 16 de agosto de 2023). En lo que respecta 
a la reducción de la dependencia del extractivismo, el presidente 
de Colombia afirmó ante el Foro Permanente de la ONU sobre Pue-
blos Indígenas que la crisis climática puede abordarse dejando de 
“extraer petróleo, carbón y gas”. En este sentido, propuso medidas 
pragmáticas, como cambiar la deuda por acciones climáticas, como 
parte de las soluciones para enfrentar la crisis climática (Página/12, 
26 de febrero de 2024).

Finalmente, el gobierno del Pacto Histórico y su bancada en el 
Congreso lograron la aprobación, el 3 de noviembre de 2022, de la 
denominada reforma tributaria para la equidad y la justicia social 
(Sánchez, 6 de agosto de 2023). Esta reforma se estructura en tres 
ejes fundamentales: 1) la imposición de impuestos a los hidrocarbu-
ros y al sector financiero, 2) la imposición de impuestos a las perso-
nas más ricas y 3) la imposición de impuestos a la comida chatarra 
(Pardo, 4 de noviembre de 2022). La reforma agraria, una de las ini-
ciativas que está llevando a cabo el gobierno de Gustavo Petro, no 
ha progresado tanto como se había estimado desde el Ministerio 
de Agricultura. Según lo manifestado por el gobierno Nacional en 
julio de 2023, hasta el momento solo se han ofrecido 1,6 millones de 
hectáreas dentro del territorio nacional. Una de las razones prin-
cipales de este limitado avance se atribuye al hecho de que estas 
tierras no se encuentran en zonas productivas (Ibáñez, 8 de julio 
de 2023).
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Ecuador

Durante el breve mandato de Guillermo Lasso (2021-2023), los pro-
gramas de ajuste y austeridad acordados con el FMI y el BM em-
pobrecieron a la población, concentraron el ingreso en las élites 
económicas y disminuyeron las acciones estatales a favor del bien-
estar social. Este proceso exacerbó el carácter represivo del Estado, 
aunque simultáneamente, el poder organizativo de los movimien-
tos sociales se intensificó a través de la politización de las deman-
das económicas. La crisis que llevó a la declaración de “muerte 
cruzada”, en un intento de evadir responsabilidades frente a acu-
saciones de corrupción al entonces mandatario ecuatoriano, resul-
tó en un aumento de la pobreza y niveles alarmantes de violencia, 
que se venían incrementando desde el gobierno de Lenin Moreno 
(2017-2021). La tasa de homicidios pasó de cinco por cada cien mil 
habitantes en 2017 a más de cuarenta y cinco por cada cien mil ha-
bitantes en 2023, es decir, se multiplicó por nueve en seis años. La 
violencia e inseguridad en Ecuador tienen profundas raíces en la 
pobreza.

Olivier De Schutter, relator de la ONU sobre pobreza extrema y 
derechos humanos, destaca que la falta de oportunidades laborales 
y la pobreza en la educación facilitan el reclutamiento de jóvenes 
por bandas criminales. Estas pandillas, a su vez, perpetúan la po-
breza al extorsionar a pequeñas empresas, apoderarse de escuelas e 
interrumpir la educación de niños; generan, de esta manera, miedo 
y desesperación que llevan a más ecuatorianos a abandonar el país. 
De acuerdo con De Schutter, la diferencia entre las comunidades 
urbanas y rurales es significativa, con una tasa de pobreza multidi-
mensional del 23 % en las áreas urbanas, en contraste con el 70 % 
en las áreas rurales (Noticias ONU, 8 de septiembre de 2023).

Como se mencionó previamente, la incidencia de la educación 
en la pobreza constituye un factor relevante en relación con las 
disparidades que pueden surgir. Durante la presidencia de Lasso, 
se eliminó un presupuesto doce millones destinados a becas para 
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estudiantes de escasos recursos, lo que resultó en un aumento de 
las desigualdades en términos de acceso a la educación (Gronne-
berg, 23 de agosto de 2021). El impacto derivado de este aconteci-
miento ha generado una desigualdad estructural, dado que los 
grupos vulnerables a la pobreza se ven impedidos de desarrollar 
su capital humano y, consecuentemente, se encuentran limitados a 
niveles bajos de movilidad social (Silva, 2022).

Con respecto al tema del desempleo, durante dos años bajo el 
patrón neoliberal se observó un incremento tanto en la tasa de 
desempleo como en la presencia de empleos inadecuados, como se 
puede observar en la tabla 15. Esta exacerbación de la crisis llevó 
a un descrédito del régimen conservador, que se vio compelido a 
abandonar su mandato a mitad del periodo. Esto ha resultado en 
un agudo deterioro de la opción conservadora-neoliberal y en un 
menoscabo de la influencia política e ideológica de las tendencias 
de derecha en el Ecuador (Hidalgo Flor, 29 de mayo de 2023).

Tabla 15. Tasas de empleo del periodo 2019-2022 en porcentaje
Rubro 2019 (dic) 2021 (sept) 2022 (sept)
Desempleo 3,8 4,9 4,1
Empleo Inadecuado 56,7 61,1 60,3
Empleo Adecuado 38,8 33,5 35,5

Tomado de Hidalgo Flor (29 de mayo de 2023).

Además, la pobreza es más pronunciada en provincias con mayor 
población indígena. Las comunidades indígenas, tanto rurales 
como urbanas, han negociado al margen del gobierno y del siste-
ma de partidos que sustentan la CPP instituida. Las políticas de 
resistencia e impedimento, vinculadas con procesos instituyentes, 
han marcado una agenda crítica que insta al gobierno a mejorar el 
sistema tributario, reasignar presupuestos destinados a subsidiar 
combustibles en favor de políticas sociales redistributivas y satis-
facer las necesidades de comunidades rurales, especialmente las 
indígenas y afrodescendientes.
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Aunque los subsidios al combustible son esenciales para mu-
chas comunidades pobres, en particular las que residen en zonas 
remotas, los movimientos sociales politizados y comprometidos 
con prácticas instituyentes debaten cómo complementar los 4500 
millones de dólares destinados a estas subvenciones en 2022. Esto 
implica la creación de un presupuesto adicional para financiar es-
cuelas, proveer atención médica a las comunidades más pobres y 
aumentar la protección social mediante la creación de derechos de 
ciudadanía y un derecho comunitario que respalde la generación de 
bienes públicos y comunitarios no mercantiles ni mercantilizados.

Haití

En una entrevista realizada a Aldrin Calixte, activista haitiano, en 
noviembre de 2022, se resalta que, según las estadísticas del Banco 
Mundial, el 60 % de la población, equivalente a 6,3 millones de per-
sonas, vive por debajo de la línea de pobreza, mientras que unos po-
cos disfrutan de beneficios económicos exorbitantes (Radio Mundo 
Real, 22 de noviembre de 2022). La sociedad haitiana responde a 
esta situación organizándose en protestas en busca de una vida 
digna, contra el modelo de desarrollo que produce y reproduce la 
pobreza y la desigualdad social. Según Calixte, las crisis son situa-
ciones complejas y, en el caso específico de Haití, la decisión del go-
bierno de Ariel Henry de eliminar los subsidios a los combustibles 
y aumentar drásticamente sus precios por segunda vez en menos 
de un año ha sido un factor determinante en la situación desastro-
sa actual.

En 2022, durante un período de intensificación de la violencia 
callejera, Henry anunció el fin de los subsidios a los combustibles, 
lo que provocó una serie de protestas masivas que se prolongaron 
durante semanas en la capital y ciudades como Pétionville, Jacmel 
o Port-de-Paix, como argumentó Casadó (24 de octubre de 2023) en 
un artículo para El Salto Diario. En este contexto, los sindicalistas 
de Haití, junto con el movimiento sindical representativo de la 
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República Dominicana, se congregaron en Villas Codevi los días 25 
y 26 de enero de 2023. Contaron con el respaldo de organizaciones 
sindicales de Bélgica, Brasil, Canadá, Costa Rica, España, Francia, 
Italia, Panamá, República Dominicana y Suecia (Confederación 
Sindical de trabajadores y trabajadoras de las Américas, 30 de ene-
ro de 2023).

En su declaración conjunta, afirmaron que la crisis en Haití se 
debe a la mala gobernanza, la injerencia internacional, la ausencia 
de Estado de derecho y justicia social, así como a un modelo de so-
ciedad en el que la economía beneficia a una élite. La Declaración 
de Ouanaminthe, en su segundo punto, destaca que

El contexto actual exige la reconstrucción de un nuevo Haití, con la 
reconstrucción del Estado de derecho y la justicia social en su centro.

– Esto implica la aplicación de una agenda de trabajo decente basada 
en cuatro pilares: el respeto de los derechos de los trabajadores, el 
acceso a la protección social, el establecimiento del diálogo social y 
la creación masiva de empleos dignos y sostenibles.

– También requiere políticas públicas que garanticen el acceso a 
los servicios sociales (educación, sanidad, vivienda, etc.), promue-
van la producción nacional, la justicia fiscal y la lucha contra las 
desigualdades.

– Por último, requiere una atención especial a los derechos de las 
niñas y las mujeres, que son las más expuestas a la violencia y cons-
tituyen un componente esencial de la reconstrucción del país (Con-
federación Sindical de trabajadores y trabajadoras de las Américas, 
30 de enero de 2023).

Esta declaración, junto con las protestas masivas en diversas ciuda-
des del país, constituye una clara manifestación de que las deman-
das contra la desigualdad social, el modelo de desarrollo y el patrón 
neoliberal extractivista y de industrialización subordinada por la 
financiarización están en la agenda del día, ya que se considera 
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imperativo abordar y superar estos desafíos para lograr la recons-
trucción del país.

Puerto Rico

La situación de Puerto Rico, según Prados (15 de mayo de 2023), 
se caracteriza por ser una colonia neoliberal endeudada. Antes 
de la aprobación de la Puerto Rico Oversight, Management, and 
Economic Stability Act (PROMESA), propuesta en 2016 por el enton-
ces presidente estadounidense Barack Obama (2008-2016) con el fin 
de establecer un proceso especial de reestructuración de la deuda 
pública, diversas organizaciones y defensores de los derechos hu-
manos llevaron sus preocupaciones a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, denunciaron la pobreza y las elevadas tasas 
de desigualdad en Puerto Rico, atribuyendo la crisis económica y la 
problemática del endeudamiento a la responsabilidad del gobierno 
de Estados Unidos, que tiene control sobre la isla. En palabras de 
Prados,

Ahora vivimos un estado de excepción en la colonia típico de regí-
menes dictatoriales, donde una Junta de Control Fiscal y una jueza 
del Tribunal Federal de los Estados Unidos, ninguno escogido por el 
pueblo puertorriqueño, toman las decisiones más importantes para 
nuestro futuro: cómo utilizar nuestros impuestos, cuáles son o no 
son servicios públicos esenciales que deben ser protegidos a través 
de sus llamados “planes fiscales” y hasta en qué podemos legislar. 
La “Junta” no electa, que sus integrantes no viven en el país, nos re-
presenta frente a los bonistas y en el Tribunal Federal negociando y 
decidiendo “qué podemos pagar” en sus planes de ajuste de la deuda 
con vigencia por las próximas décadas (15 de mayo de 2023).

En línea con el análisis de Prados, tras la aprobación de PROMESA, 
se generó una fuerte oposición expresada a través de protestas y 
movilizaciones sociales, que dieron lugar al reconocido campa-
mento contra la Junta. Además, se estableció el colectivo Jornada 
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se Acabaron las Promesas, el cual, incluso seis años después y a 
pesar de haber sido parte de las consignas del verano de 2019, per-
siste organizando protestas y actividades de resistencia contra la 
Junta. Las resistencias puertorriqueñas han surgido a través de 
movimientos sociales, activismo ciudadano y organizaciones que 
buscan contrarrestar los flagelos de un modelo neoliberal impues-
to. La población se moviliza en defensa de sus derechos, exigiendo 
cambios en las políticas económicas y sociales que han generado 
desafíos significativos para Puerto Rico.

Caravanas migrantes

Un reportaje del diario El País (3 de marzo de 2024) subraya la im-
portancia del poder migrante así como del desafío político que este 
representa para la ciudadanía estadounidense, pues un porcentaje 
creciente de estadounidenses ve la inmigración como el principal 
problema del país,

según una encuesta de Gallup publicada [el 1 de marzo de 2024]. Un 
28 % de los ciudadanos (entre ellos, un 57 % de los republicanos), más 
que nunca, la citan como primer problema tras la avalancha de lle-
gadas ilegales de la presidencia de Biden, que marcó un récord de 
250.000 entradas en diciembre [de 2023].

La reforma migratoria30 ha sido un punto de controversia perma-
nente en la política interna de Estados Unidos, pues a la población 
migrante se la ve como amenaza para la cohesión nacional, pero 

30	 Es digno de resaltar que las demandas por políticas migratorias justas cuentan con 
el apoyo de grupos estadounidenses experimentados en las redes de defensa de las 
libertades civiles, o advocacy groups, que se asocian con la tradición de movimien-
tos de affirmative action en Estados Unidos. Como muestra La Unión Americana 
de Libertades Civiles, la ACLU del Norte de California, que junto con el Centro de 
Estudios de Género y Refugiados y el Centro Nacional de Justicia para Inmigrantes 
presentaron la demanda ante el Tribunal de Distrito de EE. UU. para el Distrito Norte 
de California (2023) ante la aplicación controversial del Título 42, demanda que sentó 
jurisprudencia para el resto de la Federación.
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al mismo tiempo se la reconoce como parte de un motor económi-
co que dinamiza el poder interno e internacional. Ni la industria, 
ni las actividades agropecuarias, ni la disponibilidad de servicios 
a bienes y personas a bajo costo, ni las pensiones, ni la seguridad 
social se pueden disociar de la proyección del poder en el mercado 
doméstico e internacional de la economía estadounidense que le 
provee la migración internacional.

Inclusive el poder demográfico de la potencia del norte está 
asociado con el aporte humano y económico que brinda la pobla-
ción migrante, particularmente la de origen latino. Karabell (2019, 
p.  218) sitúa el problema demográfico contemporáneo en estos 
términos:31

El desajuste entre las expectativas de un rápido crecimiento de la po-
blación mundial (y todos los efectos concomitantes sobre el clima, 
el capitalismo y la geopolítica […]) y la realidad tanto de la ralentiza-
ción de las tasas de crecimiento como de la contracción absoluta es 
tan grande que supondrá una amenaza considerable en las próximas 
décadas.

Para este autor, el régimen capitalista es especialmente vulnerable 
si en el mundo hay menor expansión demográfica; pues una parte 
importante del crecimiento económico en los últimos siglos está 
condicionada por que más gente y más joven consuma más cosas.

 Aprovechar la importancia estratégica que tienen las migracio-
nes para hacer valer el régimen de acumulación capitalista implica 
reforzar el poder punitivo del Estado para controlar el flujo de per-
sonas migrantes, devaluar sus derechos al asilo y al refugio. Así, 
la presión generada por las caravanas al diversificar la llegada de 
diversas nacionalidades a la frontera sur estadounidense no ha he-
cho sino prolongar la agonía social del fenómeno migratorio. Si en 
el pasado reciente había diferencias entre demócratas y republica-
nos en torno de la política migratoria, la víspera de las elecciones 

31	 Traducción del inglés realizada con la versión gratuita del traductor DeepL.com
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presidenciales de 2024 borra los matices y unifica al sistema bi-
partidista alrededor de las medidas represivas: militarización del 
control migratorio; afinación de los mecanismos instituidos para 
incrementar la deportación; ampliación y sofisticación “defensiva” 
del muro fronterizo; amenazas y chantaje al gobierno mexicano 
con el cierre de la frontera y las presiones para que este se convier-
ta en “tercer Estado seguro”, que sirva para amortiguar la presión 
frente a la movilización migrante.
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América Latina en disputa
Entre el individualismo (geo)político  
de pertenencia y la comunidad (geo)política  
de resistencia feminista

Se afirma frecuentemente que América Latina está en una si-
tuación de disputa (Serrano Mancilla, 2015). Un lugar común en 
esta hipótesis política es la clásica dicotomía izquierda-derecha 
(Estrada, 2020), junto con otras perspectivas que comparten un 
enfoque similar, como la contraposición entre progresismo y con-
servadurismo (Rocha Valencia y Tamayo Rodríguez, 2021), o popu-
lismo contra neoliberalismo (Cordero García, 2023). Si bien estas 
perspectivas son útiles para entender los procesos complejos de la 
región en áreas como la (geo)política y la (geo)economía, el enfoque 
en las comunidades políticas de pertenencia (CPP) abre nuevos ho-
rizontes para comprender esta situación de disputa.

Como se mencionó en la introducción de este libro, en el trasfon-
do de los estallidos sociales de 2019 se encuentra un sólido cuestio-
namiento hacia el neoliberalismo y sus “consensos” privatizadores, 
desreguladores de la potencia pública, punitivos con violencias 
selectivas y destructores de la naturaleza, con raíces neocolonia-
les, patriarcales y supremacistas blancas y racistas. Sin embargo, 
también se observan estallidos sociales impulsados por posiciones 
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reaccionarias que van desde la derecha hasta la ultraderecha, como 
en el caso de Bolivia, con una capacidad creciente de convocatoria 
de una base social de apoyo, lo que también configura CPP o indivi-
dualismos políticos de pertenencia, que influyen en el ámbito ins-
tituido del gobierno y de los procesos electorales y, además, actúan 
en campos instituyentes propios de la sociedad civil.

Es por ello por lo cual, desde una perspectiva histórico-estructu-
ral, se propuso el concepto de comunidad (geo)política de pertenencia, 
con el objetivo de resaltar las condiciones particulares, tanto loca-
les como nacionales e internacionales, bajo las cuales se produce la 
transición del sujeto social al sujeto político, de la acción colectiva 
al movimiento social y del estallido social a la configuración he-
terogénea de comunidades políticas de pertenencia. Siguiendo la 
perspectiva de Estrada (2020), que argumenta que el tiempo histó-
rico de las últimas décadas y el momento actual se definen por una 
intensa disputa por el destino de nuestra América, sin que haya 
prevalecido una tendencia definitiva que pueda considerarse irre-
versible, se podría afirmar que la región está experimentando en la 
actualidad una intensificación de las luchas por la (re)configura-
ción del poder.

En este capítulo se busca ilustrar la situación de disputa en 
América Latina por la (re)configuración del poder, utilizando los 
casos seleccionados (Bolivia, Chile, Colombia y Ecuador) como evi-
dencia empírica. Se sostiene que esta disputa no se da únicamen-
te entre izquierdas y derechas, progresismos y conservadurismos, 
o populistas y neoliberales, sino también entre el individualismo 
(geo)político de pertenencia promovido por las derechas neolibera-
les-conservadoras y las ultraderechas, por un lado, y la comunidad 
(geo)política de resistencia feminista, que no solo busca la emanci-
pación de la mujer, sino también la transformación de la sociedad 
en su conjunto, por el otro.
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La alianza derecha - ultraderecha: individualismo  
(geo)político de pertenencia

Para comprender esta alianza es crucial considerar la sugerencia 
del historiador Pedro González Cuevas sobre un ordenamiento ba-
sado en la fuerza relativa e histórica de cada una de las familias de 
derecha (Bohoslavsky, 2023). En primer lugar, están las tradiciones 
“dominantes”, que en ciertos momentos concentran un gran apoyo 
electoral y simpatía de grupos poderosos, como las fuerzas arma-
das o la Iglesia. La derecha neoliberal, por ejemplo, fue la tradición 
dominante en América Latina desde la década de 1980 hasta la cri-
sis financiera de 2008. En segundo lugar, se encuentran las tradi-
ciones “residuales”, que en su momento tuvieron un auge, pero han 
sido desplazadas del campo de las derechas, ya que sus recursos 
económicos y simbólicos, junto con su apoyo social y relevancia 
política, están en declive y han sido desplazadas por otros tipos 
de derecha. La derecha neoliberal, por ejemplo, experimentó este 
fenómeno, especialmente durante lo que se conoció como el ciclo 
político progresista entre los años 2000 y 2015, aproximadamente.

Finalmente, están las derechas “emergentes”, que muestran em-
puje y crecimiento, pero cuyo vigor aún no les permite desafiar o 
absorber por completo a las otras familias de derecha. En la actua-
lidad, aunque la derecha neoliberal-conservadora, que regresó al 
poder en muchos países después del ciclo político progresista, sigue 
controlando el juego político (democracia liberal y libre mercado), 
muestra cada vez más disposición a escuchar, y en algunos casos 
replicar, los discursos de las emergentes ultraderechas o a estable-
cer alianzas con ellas.

Estrada (2020), desde una perspectiva que ve la derecha como 
un solo proyecto político de alcance transnacional, sostiene que

allí donde se encontraron en la oposición desplegaron su accionar 
tradicional de lucha por la preservación de los órdenes estable-
cidos, al que se le agregaron nuevos repertorios y modalidades […] 
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encaminados a la desestabilización política, a la recuperación de las 
posiciones perdidas por la vía institucional, o incluso pretendiendo 
el derrocamiento de gobiernos a través del ejercicio de la violencia. 
[…] El accionar de la derecha trascendió el ámbito nacional-estatal, 
configurándose como proyecto político de alcance transnacional, 
de coordinación y articulación de fuerzas, con evidentes sujeciones 
a las estrategias del imperialismo estadounidense. (Estrada, 2020, 
pp. 22-23)

En este orden de ideas, la CPP de carácter reaccionario conlleva 
una contradicción. Por un lado, se fundamenta en un individualis-
mo que contribuye al desgarramiento de la función integrativa del 
sistema social que caracteriza a una comunidad. Por otro lado, es 
un proyecto político con un alcance transnacional que genera un 
sentido de pertenencia. Es por esto que la noción de individualis-
mo (geo)político de pertenencia resulta más adecuada. Se trata de 
una suerte de “internacionalismo reaccionario”, como lo proponen 
Sanahuja y López (2020a), para quienes esta constelación políti-
ca, más allá de cada país, no contradice la adopción de posiciones 
fuertemente nacionalistas ni una perspectiva de política exterior 
que considere a los Estados como actores centrales en el ámbito 
internacional.

En este contexto, el individualismo (geo)político de pertenencia, 
impulsado por posiciones reaccionarias que van desde la derecha 
hasta la ultraderecha, con una creciente capacidad de convocatoria 
de una base social de apoyo, no contradice la adopción de la “cul-
tura del privilegio”, en la cual se naturaliza la discriminación, las 
jerarquías sociales a escala nacional, regional e internacional, así 
como las asimetrías de acceso a los derechos y al poder, según crite-
rios de clase, condición étnico-racial, género o una combinación de 
estos elementos (Abramo, 2019).

En contraste con la desvalorización de la CELAC como un espa-
cio político y diplomático que busca la autonomía en América Lati-
na y el Caribe, las fuerzas reaccionarias encuentran respaldo en lo 
que podría denominarse la “Internacional Reaccionaria”. Ejemplos 
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de esto son la “Iberósfera”, promovida por partidos como Vox y el 
Partido Popular de España, y la Conferencia de Acción Política Con-
servadora (CPAC, por sus siglas en inglés), que se reunió en noviem-
bre de 2022 en Ciudad de México. En estos espacios, el trumpismo, 
representado por figuras como Steve Bannon, desempeña un papel 
orientador junto con agrupaciones políticas ultraderechistas euro-
peas en el poder o en ascenso. Todos comparten rasgos como el ne-
gacionismo de la crisis ambiental y el rechazo a políticas públicas 
que buscan la justicia social redistributiva. Esta apuesta reaccio-
naria se respalda en contranarrativas que construyen argumentos 
para sustentar una realidad paralela, incluyendo la propagación de 
noticias falsas, donde la ultraderecha se presenta como protagonis-
ta mesiánica.

Bolivia

El estallido social en Bolivia en 2019 presenta un carácter contra-
dictorio, con un saldo actualmente favorable a la comunidad po-
lítica progresista. A pesar de que el Gobierno del MAS recupera el 
poder en 2020 a través de elecciones, la ultraderecha lidera polí-
ticas de impedimento, especialmente en la región santacruceña. 
En este escenario, las organizaciones vinculadas a un proyecto 
político de centroderecha (residual) se desdibujan y dejan espacio 
para la alianza entre la derecha conservadora (dominante) y la ul-
traderecha (emergente). En el contexto político boliviano se identi-
fican varias facciones dentro de la derecha opositora (Montaño y 
Vollenweider, 14 de diciembre de 2022):

1.	 Ultraderecha regionalista: esta facción comparte similitu-
des con movimientos ultraderechistas como el trumpismo o 
el bolsonarismo, se destaca por el uso de símbolos religiosos 
y un discurso intolerante e incluye elementos racistas, mi-
sóginos, antidemocráticos y secesionistas. Su líder principal 
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es Luis Fernando Camacho, gobernador del departamento 
de Santa Cruz y protagonista del golpe de Estado de 2019.

2.	 Derecha tradicional y centroderecha: en esta facción, Man-
fred Reyes Villa, alcalde de Cochabamba, representa la 
expresión política. Se caracteriza por posturas más mode-
radas en comparación con la ultraderecha, pero aún dentro 
del espectro de la derecha.

3.	 Derecha conservadora: Carlos Mesa y “Tuto” Quiroga son 
considerados como representantes de esta facción. Esta 
derecha, que en su momento tuvo una significativa pro-
yección nacional, ha adoptado discursos más cercanos a la 
ultraderecha.

Desde que Luis Arce asumió la presidencia de Bolivia en noviembre 
de 2020, se ha desencadenado un conflicto entre el gobierno pro-
gresista del MAS y los movimientos de oposición, algunos de ellos 
de ultraderecha, que fueron derrotados en las elecciones genera-
les. Según Amaya Porras (12 de octubre de 2021), en un artículo de 
France24, el gobierno de Arce no ha dudado en calificar el paro del 
11 de octubre de 2021 en distintas ciudades bolivianas en rechazo 
a un proyecto de ley sobre ganancias ilícitas como un intento de 
sus opositores para socavar su administración y ha afirmado que 
sus adversarios buscan crear condiciones para un nuevo golpe de 
Estado. El presidente boliviano anunció el 13 de noviembre de ese 
mismo año la derogación de la Ley 1386, que fue el detonante de las 
protestas, manifestaciones y bloqueos liderados por varios gremios 
y comités cívicos en diversas zonas del país durante una semana 
(DW, 14 de noviembre de 2021).

En 2022, surgió un conflicto relacionado con la fecha de realiza-
ción del censo nacional, lo que desencadenó un paro violento de 36 
días en el departamento de Santa Cruz. El 22 de octubre de 2022 co-
menzó un paro cívico indefinido convocado por el Comité Interins-
titucional de Santa Cruz, compuesto por la Universidad Autónoma 
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Gabriel René Moreno, la Gobernación de Santa Cruz liderada por 
Luis Fernando Camacho y el Comité Cívico pro Santa Cruz, lidera-
do por Rómulo Calvo (Gordillo Kempff, 2022). Según la editorial de 
La Jornada del 1 de noviembre,

el paro [...] en la provincia de Santa Cruz, Bolivia, trae consigo inevi-
tables ecos del golpe de Estado que hace tres años depuso al expresi-
dente Evo Morales e instaló un efímero gobierno de facto encabezado 
por la hoy presa Jeanine Áñez.

De acuerdo con la información proporcionada por Gordillo Kempff 
(2022), diversos movimientos sociales, pueblos originarios, organi-
zaciones políticas de base, grupos feministas y de las diversidades 
sexogenéricas, junto con numerosos ciudadanos, denunciaron la 
naturaleza fascista, racista, clasista, violenta, ultraderechista y ma-
chista que adoptó el paro. Estos grupos alertaron sobre la amenaza 
que representaba el paro para los derechos fundamentales de los 
habitantes de Santa Cruz, incluyendo el derecho a la libre circula-
ción, el derecho al trabajo y, sobre todo, el derecho a vivir sin discri-
minación ni violencia.

El conflicto en torno al censo acerca de su fecha de realización 
era inicialmente un tema técnico que la derecha cruceña politizó. 
Debía realizarse en 2022 y fue postergado por el Gobierno debido a 
la pandemia. Finalmente, tras diversas deliberaciones, se estable-
ció por ley su fecha para marzo de 2024. Según el análisis de Gabrie-
la Montaño y Camila Vollenweider para CELAG (14 de diciembre de 
2022), la relevancia del censo radica en su impacto en la asignación 
de recursos presupuestarios y en la redistribución de escaños en la 
Asamblea Legislativa entre los departamentos. Sin embargo, el con-
flicto concluyó con numerosas violaciones a los derechos humanos 
en Santa Cruz, daños significativos a la economía local, el despres-
tigio del paro como táctica de presión de los grupos de poder y una 
solución algo compleja propuesta por la dirigencia opositora cruce-
ña: la ley de implementación de los resultados del censo.
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Según la opinión de Tórrez (26 de febrero de 2024), las moviliza-
ciones cívicas que tuvieron lugar en 2021 y 2022 en Bolivia adquirie-
ron una tonalidad distintiva: se caracterizaron principalmente por 
representar la expresión de la ultraderecha. Estas movilizaciones 
no solo se destacaron por la violencia desenfrenada, sino también, 
y de manera fundamental, por la discursividad propagada por sus 
principales impulsores, la cual se alinea claramente con el dispo-
sitivo ideológico de la ultraderecha contemporánea. Sin embargo, 
Tórrez destaca que en 2023 no hubo ninguna movilización del ente 
cívico cruceño, que presentó, entre otras cosas, una debilidad des-
pués de la acción colectiva de noviembre de 2022. El individualis-
mo político de pertenencia en Bolivia fue desmantelado, al menos 
temporalmente, y uno de sus efectos colaterales fue la detención en 
diciembre del gobernador cruceño Luis Fernando Camacho, actor 
destacado del golpe de 2019, líder de las manifestaciones de 2021, 
y protagonista del “paro oligárquico” de 2022 (La Jornada, 1 de no-
viembre de 2022).

Chile

A finales de 2019, en el marco del estallido social chileno o 18O, 
José Antonio Kast, exdiputado de la derechista Unión Demócrata 
Independiente (UDI), reconocido por sus ideas ultraconservadoras, 
su respaldo al legado de Augusto Pinochet y su papel como líder 
de la ultraderecha chilena, estableció el Partido Republicano. En 
un análisis sobre las batallas y reconfiguraciones en la derecha 
chilena, Stéphanie Alenda sostiene que “la emergencia del Partido 
Republicano, liderado por José Antonio Kast, se contrapuso a las 
tendencias a la moderación de gran parte de la derecha chilena 
desde los años 2000” (2023, p.  146). Este partido, en palabras de 
Sanahuja y López,

tiene un discurso excluyente, autoritario, punitivista y securitario, 
y es abiertamente reaccionario en materia de aborto e igualdad de 
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género. Reivindica el legado del pinochetismo y defiende propuestas 
ultraconservadoras, que han sido secundadas por las iglesias evan-
gélicas, frente a las demandas para reformar la Constitución de 1980. 
En este sentido, apela a un marco religioso, moral e ideológico que 
afirma la desigualdad natural entre los seres humanos, hace apolo-
gía a la propiedad privada y reivindica a las Fuerzas Armadas como 
reserva moral de la nación (2020b, p. 52).

Según Alenda (2023), este partido ganó terreno en un contexto de 
descontento democrático, aprovechando una coyuntura fluida en 
la que la opinión pública mostraba creciente preocupación por la 
alteración del orden público y el aumento de la violencia, además 
de ser escéptica sobre la capacidad de la Convención Constitucional 
para abordar los problemas de la población chilena. En relación con 
la alianza entre la derecha y la ultraderecha, durante el gobierno 
de derecha tradicional liderado por Sebastián Piñera (2018-2022), 
Kast intensificó progresivamente sus críticas. Calificándolo como 
“derecha cobarde”, centró sus críticas en la percepción de incom-
petencia en el manejo del crimen y la seguridad pública por parte 
de la administración de centroderecha (Sanahuja y López, 2020b; 
Zanotti, 2023). También cuestionó la adopción de políticas que con-
tradecían los valores conservadores, como la promulgación en 2021 
de la Ley de Matrimonio Igualitario, que permite el matrimonio de 
parejas del mismo sexo (Zanotti, 2023). Como consecuencia de esto, 
Kast y el Partido Republicano lograron definir su agenda y que sus 
planteamientos fueran naturalizados e incorporados al discurso de 
las derechas tradicionales (Sanahuja y López, 2020b).

En 2021, después de abogar por una intervención militar rotun-
da para detener las protestas de 2019 y resistirse vehementemente 
al acuerdo que permitió la realización de un referendo constitucio-
nal (llevado a cabo en octubre de 2020), Kast participó en la con-
tienda electoral para el parlamento y la presidencia (Zanotti, 2023). 
El Partido Republicano logró un notable éxito y obtuvo catorce 
diputados y un senador, lo que le permitió posicionar su proyecto 
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político rápidamente (Alenda, 2023). Por otro lado, Kast lideró la 
primera vuelta de la carrera presidencial y obtuvo el 28 % del total 
de votos.32

 Según Zanotti (2023), la fortuna de la ultraderecha chilena no se 
agotó después de perder las elecciones presidenciales de 2021 ante 
Gabriel Boric en segunda vuelta. En cambio, experimentó un im-
pulso significativo cuando los votantes rechazaron masivamente 
el proyecto constitucional. Siguiendo el análisis de Alenda (2023), 
Kast y su partido lograron establecer una narrativa contrahegemó-
nica sobre el estallido social de 2019 y la redacción de una nueva 
constitución, la cual encontró eco en el plebiscito del 4 de septiem-
bre de 2022, donde la opción del rechazo prevaleció con el 62 % de 
los votos.33

En mayo de 2023, el Partido Republicano logró un triunfo signi-
ficativo en las elecciones de los cincuenta consejeros constitucio-
nales, encargados de redactar una nueva constitución después del 
rechazo de la primera propuesta constitucional. Según Astroza (10 
de mayo de 2023), en un proceso muy diferente al fracasado proce-
so constituyente de la Convención Constitucional de 2022, la apatía 
de la ciudadanía era evidente. Con una comisión de expertos elegi-
dos por los partidos políticos trabajando en un proyecto a revisar 
por el recientemente elegido Consejo Constitucional, poco o nada 
de interés generó la campaña en el electorado. La atención, en cam-
bio, estaba puesta en otra parte: seguridad y migración.

En este contexto, según la información proporcionada por 
Hernández Orozco (8 de mayo de 2023), con el 100 % de los votos 
escrutados, el Partido Republicano, que siempre se opuso al cam-
bio constitucional, fue el partido más votado, con el 35  % de los 

32	 Véase la “Tabla 10. Comparación de resultados entre la primera y la segunda vuelta 
electoral” en el capítulo “Las CPP (instituidas) y las nuevas gramáticas democratizan-
tes: una geografía electoral posestallido”, de este libro.
33	 Sobre el rechazo a la propuesta constitucional de la convención, véase el caso chile-
no en el capítulo “Las CPP (instituidas) y las nuevas gramáticas democratizantes: una 
geografía electoral posestallido”, de este libro.
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sufragios y veintitrés escaños. El triunfo conservador se amplía si 
se suma la votación de la derecha tradicional, que obtuvo el 21 % y 
once consejeros. Con este resultado, la ultraderecha y la derecha 
tradicional alcanzan más de dos tercios del órgano constituyente, 
con un total de treinta y cuatro escaños, lo que les otroga el control 
del espacio y el poder de veto, según lo señalado por Hernández.

Al respecto, Astroza sostiene que

Con el péndulo chileno moviéndose vertiginosamente, hoy la ma-
yoría le ha dejado al Partido Republicano la oportunidad de dictar 
(o dejar de dictar) la nueva Constitución. ¡Vaya paradoja! Los que no 
han querido nunca cambiar la Constitución de Augusto Pinochet, 
que votaron rechazo tanto en el plebiscito de entrada como en el de 
salida, que se marginaron del acuerdo para modificar la actual Cons-
titución para permitir esta salida institucional a la crisis política, hoy 
tienen en sus manos el poder dentro del Consejo Constitucional. Sus 
discursos iniciales han sido un llamado a la unidad y diálogo, a no 
repetir los errores de la izquierda cuando vivieron sus momentos al-
tos, pero advirtiendo que sus “líneas rojas” no se cruzan: temas va-
lóricos como la prohibición del aborto, reconociendo que tienen la 
intención de modificar lo menos posible la actual Constitución (10 
de mayo de 2023).

Finalmente, los ciudadanos chilenos, en un plebiscito, recha-
zaron la propuesta de Constitución elaborada por el Consejo 
Constitucional, que estaba dominado por la ultraderecha. Como re-
sultado, Chile continuará bajo el marco normativo impuesto por la 
dictadura de Augusto Pinochet. Después de conocer los resultados 
del plebiscito, el presidente Gabriel Boric declaró que durante los 
dos años restantes de su mandato no se llevará a cabo un nuevo 
proceso constitucional. Este acontecimiento puede interpretarse 
como un triunfo parcial del individualismo político de pertenencia 
sobre la CPP, ambos surgidos del estallido social de 2019.
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Colombia

En un análisis sobre la ultraderecha en Colombia realizado por la 
Fundación Friedrich Ebert en Chile, Sandra Botero y José Miguel 
Jaimes Prada (2023) indican que en la política colombiana contem-
poránea hay dos fuerzas que representan los dos extremos del es-
pectro ideológico: a la izquierda, el Pacto Histórico, una coalición 
de partidos y movimientos populares liderada por el actual presi-
dente Gustavo Petro y la vicepresidenta Francia Márquez, y a la de-
recha, el Centro Democrático (CD), un partido político consolidado 
liderado por el expresidente Álvaro Uribe. De acuerdo con este aná-
lisis, Álvaro Uribe y el uribismo, al que también pertenecía el expre-
sidente Iván Duque, en ciertos momentos han empleado elementos 
que actualmente son característicos de la ultraderecha en América 
Latina. Sin embargo, no se puede afirmar de manera inequívoca 
que sean representantes de la ultraderecha contemporánea. Cabe 
destacar que este análisis se centra en lo político instituido y no 
se debe descartar la posibilidad de que un sector significativo de la 
población pueda identificarse con la ultraderecha, ya sea que sea 
simpatizante del uribismo o no.

En Colombia, a lo largo de muchos años, la dicotomía entre iz-
quierda y derecha se vio influenciada por el conflicto armado, que 
incluyó diversas guerrillas armadas de izquierda. Esta situación no 
solo dificultó la consolidación de una izquierda democrática hasta 
épocas recientes, sino que también contribuyó a configurar fuer-
zas de derecha cuyo atributo distintivo principal, en comparación 
con el centro y la centroizquierda, fue su oposición a cualquier 
negociación con estos actores armados. En este contexto, según la 
información proporcionada por Botero y Jaimes (2023), el uribis-
mo y el CD forjaron y avivaron esa división, se radicalizaron a la 
derecha y adquirieron ciertas peculiaridades respecto a la derecha 
en otros países latinoamericanos. Dicho de otra manera, en la po-
lítica institucional, lo que en otros países podría considerarse una 
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ultraderecha, en Colombia es la derecha dominante representada 
por el uribismo.

En este orden de ideas, la llegada del Pacto Histórico a la presi-
dencia de Colombia, así como las reformas y el estilo de hacer polí-
tica del presidente Gustavo Petro, provocaron diversas reacciones y 
la oposición de sectores conservadores y élites tradicionales tanto 
en el ámbito político institucional como en el social. Para los pro-
pósitos de este trabajo, el enfoque estará puesto en aquella parte 
de la oposición que ha optado por estrategias extrainstituciona-
les con discursos radicales y le ha negado legitimidad al gobierno 
(Gamboa, 2023). Según Gamboa, al recurrir a un discurso emocio-
nal antiglobalista, anticomunista e incluso racista, semejante a lo 
identificado por Sanahuja y López (2020b) como “nuevas derechas 
neopatriotas”, y con el respaldo de algunos políticos de oposición, 
grupos ciudadanos organizaron marchas con el objetivo de deslegi-
timar al presidente y a la vicepresidenta Francia Márquez, quienes 
fueron elegidos democráticamente. Este es un claro ejemplo de que 
el individualismo político de pertenencia va más allá del uribismo 
y de la comunidad política instituida.

María Fernanda Cabal, senadora por el partido Centro Demo-
crático (CD), personifica de manera destacada esta corriente. Se tra-
ta de la representante más clara y con mayor proyección nacional 
de la ultraderecha latinoamericana en Colombia. Al respecto, Bote-
ro y Jaimes (2023) señalan que, desde el comienzo de su trayectoria 
política, Cabal se ha presentado como una heredera del uribismo, 
destacando el punitivismo, el respaldo a las fuerzas armadas y los 
discursos de “mano dura” del expresidente. Además, la senadora ha 
sido la principal defensora y promotora constante del porte legal 
de armas y desde sus inicios en la política ha mostrado una hostili-
dad persistente hacia todo lo que considera de izquierda. Desde su 
perspectiva, América Latina está enfrentando una etapa sombría, 
caracterizada por “gobiernos comunistas” que asumieron el poder 
debido a la supuesta falta de determinación de la derecha tradicio-
nal (Santaeulalia, 28 de mayo de 2023). Incluso Colombia, según 
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explicó Cabal en una entrevista para El País, está experimentando 
“una pesadilla pasajera” con la presidencia de Gustavo Petro. En di-
cha entrevista, Cabal desacreditó a los dos gobiernos anteriores, en-
cabezados por Juan Manuel Santos e Iván Duque, a quienes critica 
por considerarlos progresistas. Según lo revelado en la entrevista 
realizada por la periodista Inés Santaeulalia, Cabal se autodefine 
como la representante de lo que considera las auténticas esencias 
de la derecha: la autoridad, la mano dura, el respaldo a las fuerzas 
armadas, el rechazo al feminismo, la oposición al aborto y al ma-
trimonio homosexual. Incluso, en sus aspiraciones presidenciales, 
expresa su deseo de ser algo similar a una versión colombiana de 
Margaret Thatcher.

Ecuador

En 2021, como reacción a movimientos sociales nuevos y renovados, 
a un levantamiento popular que combinó demandas plurinaciona-
les, de ciudadanía, de los feminismos y de derechos comunitarios, 
se articuló una movilización paralela de grupos de derecha que 
contrariamente a los movimientos populares hacen un “llamado a 
la paz”, pero responden con violencia fundada en su discurso de 
odio. El gobierno de Guillermo Lasso reconoció a esos grupos ex-
tremistas como portadores de una protesta legítima (Chiriboga y 
Pascual, 30 de junio de 2022).

Se trata de una ultraderecha neoliberal que reclama una base 
social de sustentación mediante la configuración de comunidades 
políticas con inspiración de extrema derecha que apelan a discur-
sos de confrontación, racismo y clasismo como supuestos argu-
mentos para demandar más represión por parte del gobierno. Esta 
ultraderecha tiene sus antecedentes en 2017, cuando en veinticinco 
ciudades de Ecuador miles de personas vestidas de blanco, con pan-
cartas y globos de colores, salieron a las calles y avenidas principa-
les para manifestarse en contra de las políticas gubernamentales 
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que “afectaban los derechos de los niños y familias ecuatorianas” 
(Salazar, 2023, p. 161).

Joseph Salazar (2023) realiza un análisis sobre la formación de la 
campaña “Con mis hijos no te metas”, liderada por la oposición en 
respuesta a propuestas de reformas en el Código Orgánico de Salud 
y la Ley Integral para la Prevención y Erradicación de la Violencia 
de Género contra las Mujeres, que incluían discusiones sobre edu-
cación sexual. Aunque en ese momento estaba en el poder Lenín 
Moreno, las presiones políticas de estos grupos ya habían influido 
en desviarse de la agenda progresista de género durante el gobier-
no de Rafael Correa en Ecuador, quien, a pesar de ser considerado 
un político de “izquierda”, se opuso abiertamente al matrimonio 
igualitario y al derecho de las mujeres a decidir sobre su cuerpo. 
En cuanto a los grupos provida, generalmente asociados a la Iglesia 
católica, “pueden adscribirse a diferentes comunidades religiosas, 
pero sus ideas también son impulsadas por sectores con diferentes 
posturas políticas” (Bernal Lugo, Gaytán Alcalá y Valtierra Zamu-
dio, 2023, p. 122).

Más allá de conformarse como contramovimientos, hay que to-
mar en cuenta el contexto latinoamericano donde predomina el ca-
tolicismo (y nuevas facciones protestantes), por lo que estas luchas 
hay que caracterizarlas “como procesos de politización reactiva 
con los que los movimientos conservadores buscan reestablecer el 
orden patriarcal, heteronormativo y religioso sobre lo social.” (Sa-
lazar, 2023, p. 169). No se trata de simples contramovimientos que 
actúan mecánicamente contra las agrupaciones feministas, pues 
“el actual conservadurismo busca materializar un proyecto políti-
co novedoso e influir en las legislaciones, las políticas públicas y 
la cultura en general” (Salazar, 2023, p. 171). En la lucha contra un 
supuesto “marxismo cultural” se encierra una de las batallas estra-
tégicas de la ultraderecha por establecer la dirección moral e inte-
lectual. Se prefigura así un individualismo político de pertenencia 
que se orienta tanto a la “conquista” del Estado, como a pugnar por 
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un “poder suave”, capaz de ganar mentes y corazones para su polí-
tica reactiva.

Puerto Rico

El 14 de agosto de 2021, decenas de miles de personas llevaron a 
cabo un plantón en las afueras del Capitolio de Puerto Rico y mar-
charon por las calles de San Juan, la capital del país, en protesta 
contra el “currículo de perspectiva de género” anunciado por el go-
bernador Pedro R. Pierluisi Urrutia, creado por la administración 
de Alejandro García Padilla y previamente rechazado por el pueblo 
de Puerto Rico en multitudinarias marchas públicas en 2015. Según 
lo explicado por Rosario (2021), el gobernador Pedro Pierluisi dejó 
claro que el currículo de perspectiva de género que busca imple-
mentar en todas las escuelas del sistema público a partir de enero 
de 2022 tiene como objetivo fomentar el respeto y la equidad entre 
las personas. Pese a ello, los obispos de Puerto Rico alentaron a los 
católicos a participar en la marcha contra lo que denominaron la 
“imposición de la ideología de género” (Pérez, 4 de agosto de 2021).

En relación con esta movilización “antigénero”, Karina Bárce-
nas Barajas destaca en la introducción del libro Movimientos an-
tigénero en América Latina. Cartografías del neoconservadurismo, 
coordinado por ella, que “las raíces neoconservadoras de los mo-
vimientos antigénero se encuentran en una estrategia discursiva 
generada por los intelectuales de la Iglesia católica: la ‘ideología de 
género’” (Bárcenas Barajas, 2022, p. 12). Puerto Rico, donde la afi-
liación religiosa es mayoritariamente católica (véase tabla 16), se 
suma a los países latinoamericanos donde surge el fenómeno de la 
politización neoconservadora, según lo describe Bárcenas Barajas, 
quien sostiene que

es importante considerar que si bien a primera vista la politización 
neoconservadora contra la “ideología de género” representa una re-
acción frente al avance de la agenda feminista y la diversidad sexual, 
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en el fondo es un síntoma de la crisis de un orden socioeconómico 
neoliberal y de las democracias contemporáneas, ya que, por una 
parte, revela las disidencias del modelo de sociedad que el neolibe-
ralismo ha impuesto para hacer funcionar su modo de producción 
económico y, por la otra, muestra la fragilidad de los regímenes de-
mocráticos para garantizar la igualdad en sociedades marcadas por 
la pluralidad y la diversidad, pero también por desigualdades econó-
micas y de género (Bárcenas Barajas, 2022, p. 9).

Tabla 16. Afiliación religiosa de los países latinoamericanos

Católico Protestante Sin afiliación Otro
Predominantemente católico
Paraguay 89 7 1 2
México 81 9 7 4
Colombia 79 13 6 2
Ecuador 79 13 5 3
Bolivia 77 16 4 3
Perú 76 17 4 3
Venezuela 73 17 7 4
Argentina 71 15 11 3
Panamá 70 19 7 4
Mayoría católica
Chile 64 17 16 3
Costa Rica 62 25 9 4
Brasil 61 26 8 5
Rep. Dominicana 57 23 18 2
Puerto Rico 56 33 8 2
Mitad Católica
El Salvador 50 36 12 3
Guatemala 50 41 6 3
Nicaragua 50 40 7 4
Menos de la mitad católica
Honduras 46 41 10 2
Uruguay 42 15 37 6

Tomado de Bárcenas Barajas (2022), imagen adaptada.
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Mario Rosario, presidente de Coalición Pro-vida y Familia, organi-
zación que organizó la marcha del 14 de agosto en San José, aseguró 
que hubo una unidad espectacular entre protestantes, católicos y 
personas no religiosas abrazando a la familia y a la niñez (Rosario, 
18 de agosto de 2021). Siguiendo esta línea de pensamiento, los gru-
pos de la sociedad civil, como las ONG provida y profamilia, como 
la ya mencionada Coalición Pro-vida y Familia en Puerto Rico, ex-
hiben un claro ejemplo de individualismo político de pertenencia 
sexogenérico, heteropatriarcal y binario al realizar activismo secu-
lar en oposición a las demandas de los movimientos feministas y 
LGBTTQ+, supuestamente para proteger a la familia.

Colectivas y colectivos de lucha antipatriarcal por la 
transversalidad de la agenda feminista: la comunidad  
(geo)política de resistencia

Por otro lado, en contraposición al individualismo (geo)político 
de pertenencia, la movilización en torno a los derechos de las mu-
jeres ha acompañado los acontecimientos históricos en la actual 
situación de disputa latinoamericana. Se trata, de acuerdo con 
Barrancos (2019, p. 146), “de un feminismo de características socia-
les que fermenta en relación con la ampliación de las posibilidades 
de vida, de dignidad, no solo de las mujeres, sino de todas las po-
blaciones sumergidas de América Latina”. Siguiendo una línea de 
pensamiento complementaria, la propuesta de “feminismo comu-
nitario”, retomada por Escobar (2014), no se limita solo a las muje-
res, sino que abarca a todos los seres vivientes, incluyendo mujeres, 
hombres, intersexuales y lo que llamamos naturaleza. Se trata, en 
definitiva, de una propuesta radical para la transformación de la 
sociedad.

De acuerdo con Bertolaccini, desde 2015 en esta comunidad 
(geo)política de resistencia se abre una coyuntura más amplia de la 
que forman parte
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los feminismos negros de Brasil y Colombia; los feminismos campe-
sinos e indígenas de Paraguay, México, Ecuador, Bolivia, Argentina; 
los feminismos comunitarios de Guatemala y Bolivia, los feminis-
mos populares, el movimiento LGBTIQ+. […] un escenario que será 
acompañado por consignas como “Ni una Menos”, “Vivas nos quere-
mos”, “Yo sí te creo hermana”, “No nos callamos más”, las que carac-
terizarán muchas de las manifestaciones y procesos políticos de la 
región (2023, p. 12).

En la perspectiva internacionalista de Loza (2021), la ferviente ac-
ción colectiva transnacional protagonizada por las mujeres contri-
buye en gran medida a la consolidación del espacio regional.

En este contexto, los movimientos feministas, en su diversidad, 
han desempeñado un papel crucial en la consolidación de un enfo-
que político particular que trasciende lo nacional-estatal y permea 
las demandas relacionadas con la diversidad sexual, las condicio-
nes laborales, los grupos étnicos, las condiciones habitacionales, 
entre otros (Loza, 2021). Se han configurado como una fórmula de 
resistencia masiva de alcance transnacional, actuando como una 
suerte de comunidad (geo)política de resistencia. Según el argu-
mento propuesto por Loza, “en las experiencias de acción colectiva 
transnacional encontramos la posibilidad de que los movimientos 
sociales locales reconstruyan o afirmen lazos de identidad subordi-
nados y establezcan vínculos con otros movimientos” (2021, p. 193). 
Retomando la hipótesis política de que América Latina se encuen-
tra en una situación de disputa, es relevante destacar que el aumen-
to de la influencia de los feminismos se produjo en un período en 
el que se observa un fortalecimiento de opciones antipopulares y 
conservadoras en la región (Bertolaccini, 2023).

Bolivia

En Bolivia, los acontecimientos de octubre de 2019 representaron 
un hito significativo en la intelectualidad y el activismo de la re-
sistencia feminista en defensa de los derechos humanos. En este 
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contexto, temas cruciales como la identidad sexual, la descoloniza-
ción, la interseccionalidad, las reivindicaciones sindicales y legales, 
entre otros, adquirieron una relevancia fundamental. Asimismo, 
conforme a las declaraciones de una amplia gama de agrupacio-
nes y colectivos feministas durante dicho periodo, es posible carac-
terizarlas como autoconvocadas, autónomas y apartidistas (Pozo, 
2021). El feminismo comunitario es una vertiente que define la ac-
ción política de las mujeres bolivianas. Este movimiento político 
funge como un horizonte desde el que se sitúa la lucha, mostrando 
las dimensiones que confluyen en la producción de la opresión, así 
como la influencia del modelo capitalista neoliberal en esta lucha 
política.

La comunidad (geo)política de resistencia se enfrenta a persis-
tentes problemas vinculados con el régimen patriarcal, pues los 
feminicidios continúan y, junto con ello, las críticas de actitudes 
machistas entre funcionarios del gobierno. En el caso particular 
de Evo Morales, se observó un distanciamiento de los movimien-
tos feministas y ecofeministas, que tuvo sus raíces en una ruptu-
ra inicial entre el liderazgo del MAS y los movimientos indígenas. 
Esta fractura marcó, a su vez, una separación en la concepción del 
posneoliberalismo y el buen vivir como un principio fundamental 
de igualdad de género. Como resultado, las mujeres indígenas se 
convirtieron en víctimas de esta desviación en el discurso político 
del gobierno boliviano, que hizo su retorno a bases que reflejan la 
ideología patriarcal y la desigualdad de género (González, 2020). 
Sin embargo, la coalición política gobernante integra organizacio-
nes feministas en su toma de decisiones y ha procurado políticas de 
equidad de género y de respeto a los grupos de la diversidad sexual.

La participación de las mujeres en el Poder Ejecutivo ha experi-
mentado un declive notable en las últimas dos presidencias, lo que 
está obstaculizando la creación de una agenda inclusiva con objeti-
vos que promuevan la igualdad de género y combatan la discrimi-
nación. Durante el segundo periodo presidencial de Evo Morales, el 
gabinete estaba compuesto por un 39,1 % de mujeres; sin embargo, 
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este porcentaje descendió al 29,9 % en su tercer periodo. Con la lle-
gada de Luis Arce a la presidencia, la proporción disminuyó aún 
más: alcanzó el 27,8 % y para septiembre de 2023 había caído drás-
ticamente al 18 % (Observatorio de Igualdad de Género de América 
Latina y el Caribe, 2023). Por otro lado, entre los años 2019-2022, de 
las treinta y seis representaciones que posee Bolivia en el mundo, 
solo nueve mujeres ocuparon cargos de mayor autoridad (Garino, 
2023). Esta tendencia refleja una urgente necesidad de promover 
medidas que garanticen una mayor participación.

El cupo femenino no es el único indicador hacia una posible paridad 
y equidad de género; pero en gobiernos que pregonan un incipien-
te interés por adoptar un enfoque feminista en su política exterior, 
ello es relevante para incurrir en análisis preliminares (Garino, 2023, 
p. 18).

En vista de lo anterior, el feminismo comunitario emerge como 
una fuerza relevante en la articulación de una política exterior 
en Bolivia que incorpore una perspectiva de género. Esta corrien-
te proporciona herramientas y mecanismos para comprender las 
complejas relaciones de poder y permite una reflexión profunda 
sobre la construcción de las relaciones de poder y una mirada crí-
tica hacia la realidad imperante. En la práctica, se evidencian dife-
rencias que disminuyen el impacto de contar con una legislación 
ejemplar en materia de género (Peña, 2021, citado en Garino, 2023). 
Paralelamente, los colectivos feministas mantienen una presencia 
constante ante situaciones de descuido o acciones que no se ali-
nean a sus intereses. A través de su acción política, buscan asegurar 
que se consideren sus necesidades y derechos humanos en la toma 
de decisiones y políticas públicas.

Como evidencia, en el año 2021 se presentó un proyecto de ley 
para modificar la Ley 348, que desde 2013 garantiza a las mujeres 
en Bolivia una vida libre de violencia, pero que ha sido objeto de 
críticas debido a sus resultados insuficientes y los vacíos que pre-
senta. Las modificaciones propuestas tenían como objetivo agilizar 
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las acciones contra la violencia machista, simplificando el procedi-
miento para eliminar etapas o audiencias innecesarios y así facili-
tar el acceso a un juicio rápido y efectivo. A pesar de las promesas 
iniciales, para finales de 2023 no se habían registrado avances sig-
nificativos con respecto a esta iniciativa de modificación. Ante esta 
situación, diversos grupos feministas se movilizaron para exigir al 
Parlamento la aprobación de la normativa revisada. Esta manifes-
tación contó con la participación de organizaciones indígenas, sin-
dicalistas feministas y trabajadoras del sector público, todas unidas 
en su llamado para que se aprobaran las leyes que fortalecieran la 
lucha contra la violencia machista (SWI, 24 de noviembre de 2023).

Aunque los feminicidios han disminuido entre 2018 y 2023 en 
las diversas regiones bolivianas (véase gráfica 20), se mantienen po-
líticas de reconocimiento por parte de las organizaciones feminis-
tas en las políticas de Estado. Hay diferencias entre regiones, pues 
según datos de feminicidios registrados en los nueve departamen-
tos de Bolivia para los años 2018 a 2022, hay una clara prevalencia 
de este crimen en relación con el tamaño de la población de cada 
región, pues los departamentos con mayor población presentaron 
una mayor cantidad de casos de feminicidio. “Sin embargo, al cal-
cular la tasa de feminicidios por cada 100.000 habitantes, se obser-
varon variaciones significativas en la prevalencia del delito entre 
departamentos. Algunas regiones mostraron tasas más altas de 
feminicidios, incluso con una población relativamente pequeña” 
(Valdez, Bonilla y Mendoza, 2023). El combate del feminicidio re-
presenta desafíos para la comunidad política de pertenencia local 
en los departamentos con menor población.
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Gráfica 20. Número de feminicidios en Bolivia, 2013-2023

Tomado de Observatorio de género coordinadora de la mujer (2023),  
imagen adaptada.

Esto, junto con la movilización, evidencia la necesidad urgente de 
implementar medidas concretas y efectivas para abordar esta pro-
blemática que afecta a tantas mujeres. Bolivia se destaca como uno 
de los países que ha logrado avances significativos y que ha esta-
blecido normativas que tipifican el acoso y la violencia política de 
género. Asimismo, ha implementado regulaciones electorales espe-
cíficas para abordar el tema de representación durante los períodos 
de competencia política y electoral. No obstante, la lucha no dismi-
nuye y cada vez se evidencian más los vacíos existentes frente a un 
movimiento feminista que se encuentra latente.

En Abya Yala seguimos luchando por nuestros derechos y por la vida, 
a pesar de contar con herramientas y normas nacionales e interna-
cionales, es necesario hermanar las luchas y resistencias generando 
tejidos de solidaridad que fortalezcan y permitan concretar nuestros 
anhelos, porque unidas seremos siempre más fuertes e invencibles 
(Cárdenas, 2023).
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Chile

La marea feminista chilena como portadora de una CPP sobre-
sale por sus expresiones estéticas que plantean un cambio de pa-
radigma. En este nuevo enfoque, el cuerpo femenino se presenta 
como territorio desde el cual se inicia la lucha por la igualdad y 
se cuestiona el lugar tradicionalmente asignado a lo femenino y lo 
masculino. Este proceso se manifiesta primordialmente a través de 
las representaciones artísticas y el activismo (Giunta, 2018). El arte 
feminista, por consiguiente, enmarca su accionar desde un activis-
mo que se opone a la influencia del neoliberalismo, al tiempo que 
interpela tanto la esfera de lo cotidiano como la pública. A partir de 
ello, se generan denuncias, se promueve la conciencia y se impulsa 
el cambio (Flores, 2018, citado en Llanos, 2021).

Un ejemplo evidente de esta dinámica tomó lugar durante el 
estallido de 2019, a través de las imágenes que adornaron las pa-
redes de Santiago y otras ciudades chilenas. Estas intervenciones 
artísticas incluyeron figuras patrias con símbolos y mensajes deco-
loniales, desafiando así la narrativa patriarcal de la historia oficial 
(Llanos, 2021). Esta forma de protesta ha perdurado en el tiempo, ha 
logrado influir en la agenda política y en la toma de decisiones y ha 
provocado reacciones que subrayan la necesidad de la presencia de 
los colectivos feministas.

La potencia de la performance fue exitosa por el hecho de que ha podi-
do perturbar el poder. Pero el poder, al sentirse perturbado, también 
se siente amenazado. Inmediatamente intenta instalar el “orden” y 
dispersar esta solidaridad y potencia que han generado las feminis-
tas, mujeres y disidencias (LasTesis colectivo, 2020, citado en Iwama, 
2022, p. 365).

Un intento en restablecer el orden frente a las protestas y formas 
de expresión fue la denuncia presentada por el cuerpo policial de 
Carabineros de Chile contra el colectivo feminista LasTesis, que fue 
apoyada por el gobierno chileno. En esta denuncia se argumentaba 
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que la performance del himno Un violador en tu camino había oca-
sionado disturbios en el orden público. Además, se alegaba que el 
video difundido por el colectivo incitaba a reacciones de fuerza y 
agresión contra las unidades policiales, y destacaba que alentaban 
“en primer término conductas represivas y alentadoras contra la 
integridad física del público en general, en cuanto a supuestas víc-
timas de la acción policial” (DW, 17 de junio de 2020).

Por otro lado, en el año 2020 se promulgaron diversas leyes en 
favor de los derechos de las mujeres en Chile. Entre ellas, se des-
taca la Ley 21.212, “Modifica el Código Penal, el Código Procesal y 
la Ley 18.216 en materia de tipificación del Femicidio”; así como la 
Ley 21.216, titulada “Modifica la Carta Fundamental para permitir 
la conformación de pactos electorales de independientes y garanti-
zar la paridad de género en las candidaturas y en la integración del 
Órgano Constituyente que se conforme para la creación de la Nue-
va Constitución Política de la República” (Biblioteca del Congreso 
Nacional de Chile, s.f.).

Sin embargo, como se muestra en la gráfica 21, los años poste-
riores a la entrada en vigor de ambas leyes han revelado una per-
sistencia alarmante de la violencia contra las mujeres en Chile. El 
año 2022 se destaca como el periodo con el mayor número de vícti-
mas de homicidio: alcanzó un total de 139, de las cuales cincuenta 
y dos corresponden a feminicidios. Asimismo, durante el año 2022 
se registraron 131 muertes de mujeres; se trata de la segunda cifra 
más alta. A pesar de una disminución en 2021, con noventa muertes 
y cincuenta y cinco feminicidios, el repunte en 2022 es motivo de 
gran preocupación.
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Gráfica 21. Mujeres víctimas de homicidios  
y feminicidios en el periodo 2018-2022

Tomado de Fiscalía Ministerio Público de Chile (2023), imagen adaptada.

En otro orden de ideas, el movimiento feminista experimentó un 
revés significativo tras el resultado del plebiscito del 4 de septiem-
bre de 2022 en Chile. Se tenía la esperanza de contar con un texto 
constitucional que incluyera la perspectiva de género y feminista, 
reconociera el trabajo no remunerado de cuidado doméstico como 
una labor socialmente necesaria y estableciera el derecho al cui-
dado, tanto para ser cuidado como para cuidar y practicar el auto-
cuidado, entre otros temas fundamentales por los que se ha estado 
luchado. No obstante, este momento representa un ejercicio de re-
conocimiento del trabajo realizado, en el cual se había buscado una 
consagración normativa para transformar las relaciones desigua-
les de género. Aunque el impacto político y normativo del rechazo 
no puede subestimarse, su impacto cultural ha sentado las bases 
para la incorporación de mencionados temas en el futuro (Pérez y 
Troncoso, 2023).
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Con la llegada a la presidencia de Gabriel Boric, se planteó el 
compromiso de liderar un gobierno feminista. En este sentido, es 
importante resaltar tanto los logros alcanzados como las tareas 
pendientes. Entre los logros, se destaca la implementación de la 
paridad ministerial como punto de partida significativo. Esto se 
traduce en la creación, por primera vez, del Ministerio de la Mu-
jer y la puesta en marcha del Registro de Deudores de Pensiones 
de Alimentos. A pesar de estos avances, Isabel Plá, quien ocupó el 
cargo de ministra de la Mujer durante el segundo mandato de Se-
bastián Piñera, ha señalado que se han registrado pocos progresos 
en temas relevantes. No obstante, sí es evidente un cambio en las 
prioridades políticas chilenas (Laborde, 11 de marzo de 2023).

Tomando en consideración los avances, Laborde (11 de marzo de 
2023) destaca una serie de desafíos planteados por diversas muje-
res feministas que el gobierno de Boric debe abordar con urgencia. 
En primer lugar, es necesario acelerar la inserción de las mujeres 
en el mercado laboral y eliminar las brechas de género que persis-
ten en este ámbito. Asimismo, es crucial avanzar en la lucha con-
tra la violencia de género, promoviendo una vida libre de violencia 
machista y modificando las normas de la sociedad conyugal para 
que las mujeres también puedan administrar los bienes.

Colombia

El conflicto armado ha ocupado un lugar central en la agenda de 
las feministas en Colombia, y con el paso del tiempo se ha conver-
tido en un catalizador importante para los estudios de género. Los 
efectos devastadores del conflicto en las vidas de las víctimas, es-
pecialmente en el caso de las personas desplazadas, han sido pro-
fundamente impactantes. Como menciona Magdalena León (2020, 
citada en Rettberg et al., 2022), “el desplazamiento forzado tiene 
rostro de mujer”. La realidad del conflicto armado pareció eclipsar 
cualquier otra demanda o necesidad social, incluso la agenda de 
género.
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lo que sería una agenda feminista se la tragó el conflicto armado. 
Pero eso no es una cosa exclusiva de la agenda feminista. En Co-
lombia, el conflicto armado se tragó todo. En Colombia el conflicto 
armado se tragó las políticas para la educación, o sea, los derechos 
económicos, sociales y culturales se los tragó. Las respuestas del Go-
bierno siempre eran “no hay plata para nada” porque todo era culpa 
de las FARC (Benjumea, 2020, citado en Rettberg et al., 2022, p. 160).

De conformidad con el Observatorio de Memoria y Conflicto (30 
de junio de 2023), para mediados de 2023 se registraron 56.664 mu-
jeres víctimas de conflicto armado en Colombia. Dentro de estas 
cifras, el 30,3 % correspondió a casos de violencia sexual, el 25,4 % 
a asesinatos selectivos y el 17,6 % a desapariciones forzadas, entre 
otros tipos de violencia. Por otra parte, durante el año de 2023 se 
contabilizaron un total de 511 casos, y el panorama no parece mejo-
rar. Durante el mes de enero de 2024, se reportaron diez feminici-
dios, dos más que en el mismo periodo del año anterior. Estos casos 
de asesinatos y violencias de género son un problema estructural 
que apenas refleja la magnitud de la problemática existente (Díaz y 
Calderón, 28 de enero de 2024).

Frente a la persistente violencia, especialmente en el contexto 
de conflicto, las mujeres colombianas deben ejercer lo que Oion-En-
cina (2021) ha denominado la “triple resistencia de género”. Esta 
resistencia implica enfrentarse a varios niveles de desafíos. En pri-
mer lugar, las mujeres se resisten a la violencia sociocultural arrai-
gada en las relaciones cotidianas, por otro lado, se resisten a las 
condiciones estructurales y obstáculos que les impiden acceder a 
una participación social plena, y finalmente, resisten a la violencia 
que puede manifestarse de diversas formas, incluyendo la violen-
cia física, psicológica y sexual.

Considerando lo anterior, Onion-Encina plantea que, para abor-
dar estas realidades, las mujeres actúan de manera integral en di-
versas esferas de acción. Esto incluye visibilizar y sensibilizar sobre 
las diversas formas de violencia de género presentes en la sociedad. 
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También implica exigir su participación activa y la incorporación 
de sus necesidades en las políticas sociales y públicas. Finalmente, 
denuncian las violaciones de derechos humanos que afectan a las 
mujeres y reclaman acceso efectivo a la justicia y a la reparación 
integral.

A su vez, Solano-Nivia, Farfán-Pérez y Jaime-Salas, expresan que 
una parte fundamental de la esencia de la acción política de las fe-
ministas colombianas es la construcción de saberes locales y me-
morias de resistencia. Estos procesos son clave en la construcción 
de agendas de paz. El enfoque implica un doble esfuerzo, debido a 
que no solo se trata de visibilizar la memoria del conflicto armado 
y su impacto directo y diferenciado en las vidas y cuerpos de las 
mujeres, sino también de reconstruir la historia de aquellas que 
han perdido la vida, sus legados y sus imágenes convertidas hoy 
en inspiración. A través de esta construcción se logró identificar 
lo simbólico como potencia política (Solano-Nivia, Farfán-Pérez y 
Jaime-Salas, 2022).

Por otra parte, además de las dificultades relacionadas al con-
flicto armado y la violencia, el gobierno de Gustavo Petro ha gene-
rado preocupación por su falta de compromiso con los avances en 
materia de género. Uno de los puntos más alarmantes ha sido el 
repetido respaldo del presidente a hombres que han sido acusados 
de maltrato y abuso hacia mujeres. Un ejemplo notable es el caso 
de Hollman Morris, quien fue candidato a la alcaldía de Bogotá 
en 2019 y enfrenta denuncias por violencia intrafamiliar y acoso 
sexual. A pesar de estas acusaciones, Petro ha respaldado pública-
mente a Morris en repetidas ocasiones (Manifiesta, 10 de agosto de 
2023). Este tipo de acciones por parte del gobierno socavan los es-
fuerzos por promover la igualdad de género y enviar un mensaje 
negativo sobre la tolerancia frente a la violencia contra las mujeres 
en Colombia.

Lo que comenzó como el primer gobierno con identidad femi-
nista en la historia del país se transformó en un progresismo divi-
dido, con una base cansada por la falta de acción y profundamente 
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indignada por las acciones de Petro. La coalición del Pacto Histó-
rico, que sustenta su gobierno, ha generado críticas al no permitir 
que mujeres feministas aspiraran a cargos en el Senado y la Cá-
mara de representantes. Además, se ha observado la presencia de 
hombres con antecedentes de violencia en su entorno y dentro del 
gobierno mismo (Semana, 19 de enero de 2024). Ante esto las femi-
nistas han alzado la voz con clara inconformidad.

Es una relación hipócrita con las mujeres. Pensamos que caminába-
mos hacia el mismo lado, pero no. Se ha encargado de ir en contra del 
movimiento feminista. Protegen un pacto patriarcal entre hombres 
de izquierda. Primero va la solidaridad masculina. Es más fácil cul-
par a las mujeres, que es un complot (Godoy, s.f., citado en Semana, 
19 de enero de 2024).

Los colectivos feministas han expresado su malestar y preocupa-
ción frente a los acontecimientos a lo largo del gobierno actual de 
Colombia. Sin embargo, debido al enfoque predominante que ha 
tenido la comunidad (geo)política de resistencia en relación con los 
conflictos armados y dada la atención centrada en la búsqueda de 
la paz, todavía queda un proceso de construcción en otros ámbitos 
por los cuales se está luchando.

Ecuador

Las mujeres indígenas constituyen un elemento importante den-
tro del movimiento feminista en Ecuador. En el contexto del esta-
llido de 2019, emergieron como actrices significativas. Destaca la 
dualidad de sus luchas: la defensa de sus derechos como mujeres 
tanto dentro como fuera del ámbito del movimiento indígena, al 
mismo tiempo que abogar por las causas fundamentales de las co-
munidades indígenas del país, tales como la cuestión territorial y 
la preservación de la identidad cultural, entre otras. Haciendo uso 
consciente de su identidad como mujeres indígenas para tomar un 
lugar en la esfera pública (Landaeta, 2021), lograron visibilizar su 
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lucha y su poder de convocatoria. De esta manera, el feminismo se 
presenta como un pilar esencial para el cuestionamiento y el diálo-
go constructivo que rechaza las históricas dinámicas de conquista, 
sometimiento, despojo y discriminación (Vercountere, 2020).

Por otro lado, Pacheco y Palomeque consideran que la situación 
de la violencia de género en Ecuador se constituye en una herra-
mienta de control social sobre los cuerpos de las mujeres y niñas, 
que pretende la reproducción del orden social vigente. Para estas 
autoras, el año 2022

ha sido el más cruel para las mujeres, se cuentan 272 víctimas de 
femicidio, cifra en la que se incluyen los transfemicidios y los asesi-
natos a mujeres por violencia organizada; es decir, la violencia pa-
triarcal cobra una vida cada 28 horas (Pacheco y Palomeque, 2023, 
p. 53).

Los movimientos feministas constituyen una CPP que se encuen-
tra movilizada e interpela a la comunidad política instituida, a la 
que se exigen medidas efectivas para la prevención y erradicación 
de la violencia de género. Sin embargo, según lo argumentado por 
Pacheco y Palomeque,

el incremento exponencial de la violencia contras las mujeres coin-
cide con los primeros 18 meses del gobierno de Guillermo Lasso, po-
niendo en evidencia que las políticas públicas para asegurar a las 
mujeres una vida libre de violencia son insuficientes frente a la gra-
vedad del problema (2023, p. 53).

Los feminicidios y todas las situaciones de violencia persisten con 
preocupante frecuencia en el Ecuador, a pesar del crecimiento de la 
resistencia organizada por activistas feministas y otros colectivos 
sociales. Esta realidad se entrelaza con la persistente homofobia, 
cuyas consecuencias han dejado una profunda huella. La violen-
cia de género, en su raíz, tiene un origen histórico en la genealogía 
colonial y capitalista que se remonta al inicio mismo de la coloni-
zación. Ante este escenario, emergen las voces de las defensoras de 
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las tradiciones ancestrales y milenarias, en un contexto en el que la 
Conaie y los movimientos de mujeres y feministas cobran relevan-
cia crucial. Este acercamiento no ha sido sencillo, sino más bien un 
desarrollo orgánico de los movimientos que reconocen la evidente 
matriz colonial de las luchas, ya sea en términos raciales, sexuales 
o de género, así como la imperante necesidad de enfrentar el mode-
lo capitalista extractivista impulsado por los sectores neoliberales 
(Benavides, 2023).

Asimismo, los movimientos feministas interpelan a la comu-
nidad política internacional, donde inciden en la construcción de 
varios instrumentos internacionales, de los que Ecuador es suscrip-
tor, como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra las Mujeres CEDAW (1981), la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra la Mujer de Belém do Pará (1995) y la Plataforma de acción 
de Beijing (1995) (Pacheco y Palomeque, 2023). Además, los femi-
nismos interpelan a la comunidad política nacional instituida. De 
acuerdo con Pacheco y Palomeque,

en noviembre de 2022, cuando en Ecuador ya se contaban 272 femi-
cidios [durante ese año], Guillermo Lasso firmó el decreto ejecutivo 
608 para la creación del Ministerio de la Mujer y los Derechos Huma-
nos, el que absorbió a la Secretaría de Derechos Humanos. Además, 
anunció la creación del Registro Único de Violencia contra las Muje-
res (2023, p. 59).

A pesar de la heterogeneidad política e ideológica de los movimien-
tos feministas, hay procesos instituyentes de comunidad política 
en los que destacan los feminismos populares, “los que han incor-
porado en su práctica política la mirada interseccional para ana-
lizar las otras capas de dominación que confluyen en el cuerpo de 
las mujeres, intersectando género, sexo, raza, nacionalidad y clase 
social” (Pacheco y Palomeque, 2023, p. 62). Estos feminismos popu-
lares despliegan un amplio repertorio de movilización colectiva, 
en centros de atención o casas de acogida para proteger a mujeres 
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con riesgo de sufrir violencia, gracias a lo cual convergen con las 
demandas de otros movimientos sociales politizados, que tienen 
como horizonte una CPP popular y, a su vez, convergen con parti-
dos políticos durante el proceso electoral y que además contribu-
yen a la formación de autonomías comunitarias que consideran 
la transversalidad del enfoque de género en sus experiencias de la 
vida cotidiana.

La edificación de la representatividad se cimienta en gran medi-
da en la creación de lazos reales entre las políticas electas y las or-
ganizaciones de mujeres arraigadas en sus respectivas localidades. 
Este enfoque busca el reconocimiento de las necesidades específi-
cas de las mujeres y la formulación de propuestas que encuentren 
acogida y receptividad, considerando las diversas formas en que 
las mujeres han concebido y conciben la realidad. En esto radica 
la significativa importancia del feminismo en Ecuador, ya que, a 
pesar de existir iniciativas estatales como la llamada ley de cuotas, 
que persiguen incrementar positivamente los índices de participa-
ción femenina, se ha constatado que las normativas por sí solas no 
bastan para transformar la mentalidad arraigada en una sociedad 
donde perduran pensamientos machistas y patriarcales (Romo-Le-
roux, Borja y Villegas, 2021).

Caravanas migratorias

Hay una creciente variedad de estudios sobre la atención y la de-
fensa de los derechos humanos de las personas en contexto de 
movilidad. Abarcan diversas vertientes: migración laboral, despla-
zamiento forzado interno, refugio, asilo político, entre otras. Se ha 
documentado cómo esos flujos migratorios diversificados apuntan 
hacia una integración más dinámica y compleja:

Si bien es cierto que los hombres continúan siendo los principales 
migrantes, en la actualidad hay un considerable número de muje-
res, niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, personas 
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indígenas, personas LGBTI+, personas con diversidad funcional, 
etcétera. Además, ya no sólo migran en búsqueda de trabajo, sino 
también por otras razones, tales como cuestiones de unión familiar, 
desplazamientos forzados por la violencia y los desastres naturales y 
megaproyectos urbanos (Pérez Bravo, 2022, p. 298).

Por otro lado, el antecedente más importante para comprender las 
caravanas migrantes como un formato innovador de movimiento 
social es, sin duda, la caravana de madres migrantes −una comu-
nidad de pertenencia que supera a los feminismos tradicionales−, 
cuyas caminatas de miles de kilómetros inició en 2004. Un movi-
miento con un amplio repertorio de recursos que apelan a la me-
moria de lxs desaparecidxs que han sido víctimas en su tránsito 
hacia la frontera entre México y Estados Unidos. Han recurrido 
en su búsqueda a exhibiciones fotográficas de sus familiares des-
aparecidos que exponen en el municipio fronterizo de Tapachula, 
Chiapas, o en la capital mexicana. Hacen homenajes, como el que 
se hizo a cincuenta y seis migrantes que perdieron la vida en 2021 
en un accidente de tráfico, los cuales son frecuentes dada la vul-
nerabilidad del tránsito masivo, a veces clandestino, de personas 
migrantes. En su trayecto en 2022 hasta la capital el 10 de mayo, 
día de la madre en México, la caravana estuvo acompañada por el 
Movimiento Migrante Mesoamericano (MMM), un grupo de orga-
nizaciones que lidera las acciones políticas y sociales en solidari-
dad con la comunidad migrante del subcontinente.

La Caravana de Madres Centroamericanas lleva desde 2004, 
año tras año (salvo 2020 y 2021, por la pandemia), organizándose 
y denunciando las desapariciones de sus familiares en territorio 
mexicano (France24, 2 de mayo de 2022). Esta forma de lucha no 
solo ha puesto de relieve la preocupante situación de los migrantes 
centroamericanos en México, sino que también ha servido para de-
nunciar y así politizar las violaciones a los derechos humanos que 
sufren los migrantes en ruta provenientes de Honduras, Nicaragua, 
El Salvador y Guatemala. El Movimiento Migrante Mesoamericano 
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ha confirmado que esta caravana, luego de sus quince primeras 
ediciones, ha encontrado a 316 hijos e hijas vivos, un dato que da 
aliento a las familias de los más de dos mil migrantes todavía desa-
parecidos en México, de acuerdo con un informe de la Federación 
Mexicana de Organismos Públicos de Derechos Humanos (FMO-
PDH) de abril de 2021. El Comité de Familiares de Migrantes Falle-
cidos y Desaparecidos de El Salvador (Cofamide) denunció que 380 
migrantes salvadoreños murieron en México entre 2009 y 2013.
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Conclusiones

Los estallidos sociales emergieron en distintas partes del mundo en 
2019; fueron y son expresiones del tránsito de la acción colectiva 
estructurada en movimientos sociales hacia lo político y la política. 
En Argelia, Georgia, Guinea, Hong Kong −en su relación con China−, 
Irak, Irán, Líbano y Pakistán hay detonantes económicos que des-
embocan en la interpelación a los gobiernos nacionales. En Europa, 
el independentismo catalán en España, las movilizaciones contra 
el aumento en la edad para pensionarse en Francia, la continua-
ción de las protestas contra el Brexit en Reino Unido fueron esce-
narios de protestas masivas en la calle (véase tabla 17). En América 
Latina y el Caribe destacaron las revueltas sociales registradas en 
Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Haití y Puerto Rico. Además, en 
nuestra región se registra un estallido social transnacional único 
en el mundo: las caravanas migratorias que atraviesan México bus-
cando llegar a Estados Unidos (véase tabla 18).

Estallidos, revueltas, sublevaciones… Se puede decir que el mun-
do cambió en 2019 porque la política y lo político se transformaron 
en el marco de incertidumbre e impredecibilidad característicos 
de la policrisis producida por los capitalismos, en plural, y particu-
larmente en América Latina y el Caribe, aunados a la persistencia 
de prácticas coloniales en las que se basan supremacismos racistas 
blancos y patriarcales. El persistente deterioro ambiental causado 
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por la destrucción de la naturaleza producida por el patrón ex-
tractivista de la desposesión y el despojo está asociado con la im-
plantación de un régimen económico orientado a la exportación 
industrial, que está aún dominado por la injusticia y la desigualdad 
entre centro y periferia, entre norte y sur globales.

Lo peculiar de los estallidos sociales de 2019 es que se opusieron 
a la actualización de las agendas geopolíticas de larga duración del 
capitalismo y del predominio del mercado en todas las formacio-
nes sociales. Estallido social significa la interpelación al Estado na-
cional, que es la comunidad política de pertenencia instituida que 
sigue siendo pivote de la historia mundial.

Tabla 17. Los estallidos sociales en el mundo en 2019

País Interpelación geopolítica
Irak *Provincias del sur con predominio chiita donde la relación gobiernos locales-

gobierno nacional cohesiona frente al extranjero.
Líbano *El grupo chií Hezbollah acusa a Estados Unidos de orquestar las protestas en 

Libia y en Oriente Medio.
Irán *El régimen iraní denuncia intervención orquestada de Estados Unidos, Israel y 

Arabia Saudí.
Argelia *Repercusiones del conflicto interno en el entorno geopolítico inmediato: 

Marruecos, cuyo gobierno teje alianzas con España.
*Hay cuestionamientos anticoloniales contra Francia en relación con África.

Cataluña *Tensiones entre Comunidad Autónoma regional - Generalitat y Estado español, 
así como entre la comunidad independista y su relación con la comunidad 
supranacional de la Unión Europea.

Francia *Insatisfacción interna por políticas contra pandemia covid-19, converge 
con estallidos sociales de migrantes y de jóvenes contra policía, sin que haya 
demandas instituyentes.
*Francia en la guerra en Ucrania se divide internamente, igual que la política 
antimigratoria.
*Influyen demandas anticoloniales en África.

Reino 
Unido

*Brexit sin posible reincorporación a la Unión Europea.
*Participación del Reino Unido en la OTAN y su cercanía política con Estados 
Unidos amortigua deseos del Partido Laborista por reintegrarse a Europa.
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Georgia *En 2023 continúa el estallido social contra una ley, influida por la legislación 
rusa, que establece que una entidad jurídica georgiana financiada en más de 
un 20 por ciento desde el extranjero debe considerarse un agente de influencia 
extranjera.
*Georgia aspira a integrarse a la UE, aunque su frontera norte con la Federación 
Rusa, con Azerbaiyán y con Turquía vuelca esta región hacia la geopolítica de la 
guerra en Ucrania.

Hong 
Kong

*Naciones Unidas discute la aplicación del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos por parte del gobierno de la RAE de Hong Kong, en el marco del 
reconocimiento de una política de derechos humanos.
*Pekín denuncia interferencia de Occidente en el conflicto autonómico que está 
en juego.

Pakistán *Se conjugan acciones colectivas en torno de la cuestión electoral y luchas 
internas entre corrientes islámicas antagónicas, acentuadas desde el regreso al 
poder de los talibanes afganos en agosto de 2021.
*Además, está el conflicto fronterizo con India en la región de Cachemira donde 
el Ejército de Mahoma es un grupo extremista de rápido crecimiento que busca 
unir Cachemira con Pakistán, bajo su interpretación de la sharía (ley islámica).

Elaboración propia.

Tabla 18. Los estallidos sociales en América Latina en 2019

País Interpelación geopolítica
Bolivia Intervención sesgada de la OEA en elecciones.

Revalorización CELAC en lo político y diplomático.
Se mantiene nacionalización petróleo y gas; se amplía estrategia nacionalista 
frente a la industrialización del litio.

Chile Cordón “sanitario” contra ampliación de movimientos anticapitalistas, por 
parte de la “trinidad del maldesarrollo” (FMI-BM-OMC).
Persistencia del patrón económico orientado a la exportación de materias 
primas.
Se mantienen acuerdos de libre comercio con la UE y el resto del mundo, sin 
cambiar modelo mercadocrático.
Debate interno-externo sobre agenda ambiental y justicia social.

Colombia Reivindicación de Políticas antidrogas con base en seguridad humana: 
distancia con EE. UU.
Revalorización de la CELAC como espacio de integración ALYC.
Capacidad de gobierno para marcar agenda mundial ambiental y de 
desarrollo sustentable.
Beligerancia entre derecha internacional y progresismo.
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Ecuador Fuerza del crimen internacional organizado debilita campo instituido y 
amenaza políticas instituyentes.
Patrón extractivista acentúa dependencia de la renta petrolera.
*Referéndums en 2023 deciden que las reservas de petróleo en el Parque 
Nacional Yasuní permanezcan en el subsuelo de forma indefinida y que cese 
la explotación minera en la Reserva de Biosfera Chocó Andino: se prevén 
consecuencias ante los poderes transnacionales extractivistas.

Haití Fuerza del crimen organizado interno con aliados internacionales debilita 
campo instituido y amenaza políticas instituyentes.
Neocolonialismo de política internacional intervencionista limita proceso 
democratizador interno.
Pobreza y desigualdad social se consideran negocio para gobiernos y para el 
mercado internacional.
Vulnerabilidad frente a riesgos sin contraparte en cooperación internacional.

Puerto Rico *Hay resistencia que desafía la colonialidad del poder estadounidense, pero 
sin acuerdo interno sobre la soberanía nacional.
El patrón extractivista transnacional en el turismo y la ocupación militar de 
EE. UU. imponen despojo y desigualdad.
Vulnerabilidad frente a riesgos sin suficiente cooperación estadounidense, 
deteriora la legitimidad del estatus “libre y asociado” de Puerto Rico.

Caravanas 
migratorias

Demandas no convencionales de ciudadanías transnacionales que sacuden 
derechos humanos de asilo y de refugio a escala internacional.
Contención político militar de las migraciones. Las caravanas como estrategia 
de seguridad y defensa frente al Estado y al crimen organizado
Política de cooperación internacional que interpela a Naciones Unidas y a la 
política interamericana de EE. UU.: iniciativa mexicana frente al Triángulo del 
Norte y la creación de un foro de once países para actuar internamente de cara 
a problemas estructurales.

Elaboración propia.

Un aspecto relevante para destacar son los motivos y las formas 
de las comunidades políticas de pertenencia que se evidencian en 
las demandas de los estallidos sociales en el mundo y en América 
Latina. A nivel global, estos estallidos tienden a alinearse con en-
foques tradicionales sobre los movimientos sociales, los cuales 
suelen centrarse en la organización de grupos que exigen que el 
Estado responda a demandas específicas. Estas demandas abarcan 
desde la democratización del régimen político hasta la lucha con-
tra la desigualdad social, el modelo de desarrollo neoliberal, el ex-
tractivismo y la subordinación económica a la financiarización, así 
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como la defensa de la memoria y los derechos comunitarios y de 
ciudadanía.

En América Latina se han presenciado momentos clave en los 
que diversos movimientos sociales, como los ecofeministas, anti-
rracistas, indígenas, desempleados y campesinos sin tierra, han 
convergido en plataformas de acción colectiva que dan lugar a co-
munidades políticas caracterizadas por una movilización compleja 
e interconectada. Estas comunidades intercambian información, 
entablan diálogos, articulan sus demandas y generan así un sen-
tido de pertenencia compartido. Es por ello que, a diferencia de los 
estallidos en otras partes y regiones del mundo, los estallidos lati-
noamericanos de 2019 dieron lugar a diversas acciones colectivas 
que ampliaron las movilizaciones hacia repertorios organizativos 
inéditos que articulaban distintas luchas y demandas tanto dentro 
como fuera del Estado.

En este sentido, lejos de acotarse a un enfoque estadocéntrico −
incluido el enfoque mercadocéntrico neoliberal que renuncia solo 
en su discurso a la potencia pública estatal reguladora del merca-
do−, los estallidos sociales hicieron emerger actores sociales politi-
zados en dos dimensiones:

a.	 Por una parte, los movimientos sociales que interpelan, 
desde la escala nacional, local y global, a las comunidades 
políticas instituidas en gobiernos o en regímenes interna-
cionales de gobernanza −como pueden ser la OEA o los dis-
tintos programas de Naciones Unidas relacionados con el 
multilateralismo−, alrededor de los cuales los movimientos 
sociales se interrogan sobre el sentido excluyente de la toma 
de decisiones en sus políticas públicas. Un campo de inter-
pelación a las comunidades políticas instituidas en la escala 
nacional que tiene carácter ineludible, aunque siempre con-
flictivo, que se refiere a los procesos electorales.

b.	 Por otra parte, las exigencias de una comunidad instituyen-
te que demanda derechos universales que trascienden al 
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Estado nacional y a las instituciones de gobernanza multila-
terales −como es el caso del agua como “bien público global”, 
o los derechos de la naturaleza−, aunque desde narrativas y 
espacios de enunciación particulares; se demanda así una 
suerte de “universalismos particularistas”, como son los 
proyectos de buen vivir / otra convivencia, o el vivir sabroso de 
factura colombiana Gustavo Petro-Francia Márquez.

Ambos procesos comunitarios, instituidos o instituyentes, motori-
zan el principio de recursividad entre el todo −las megatendencias 
geopolíticas y de la economía política internacional− y las partes, 
de tal manera que las interpelaciones surgidas desde la escala na-
cional y local tienen repercusiones globales y locales de una ecua-
ción política signada por el poder. Vida y muerte en el planeta se 
siguen debatiendo entre el negacionismo y el conspiracionismo, re-
ferencias ideológicas que inspiran una necropolítica protagoniza-
da por las extremas derechas locales e internacionalizadas, aunque 
se trata de referencias estructurales que están presentes en el régi-
men de acumulación capitalista, más allá de que este tome la apa-
riencia de una democracia preocupada por la cuestión ambiental.

En países como Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Haití y Puer-
to Rico, así como en las caravanas migrantes, emergieron actores 
clave que impulsaron la creación de comunidades políticas de per-
tenencia (CPP). En Bolivia, las organizaciones políticas y sociales 
vinculadas al MAS desempeñaron un rol fundamental. En Chile y 
Colombia, los estudiantes, feministas y organizaciones comunita-
rias indígenas y afrodescendientes encabezaron este proceso. En 
Ecuador, la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecua-
dor se consolidó como una fuerza crucial en la formación de CPP. 
En Puerto Rico, siendo un territorio bajo la influencia de Estados 
Unidos, las demandas comunitarias abarcaron tanto el sentimien-
to independentista como las reivindicaciones de clase. En Haití, el 
constante estado de agitación social refleja un tejido social fractu-
rado, donde el crimen organizado intenta llenar el vacío dejado por 
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un Estado fallido. Por último, las caravanas migrantes constituyen 
formas temporales de CPP, que se relacionan tanto con la demo-
cratización de los países que las rechazan o por los que transitan, 
como con las instituciones internacionales y el proceso de demo-
cratización en Estados Unidos.

Esta investigación muestra la complejidad entrañada en el pa-
pel de las CPP en la conformación de sistemas autorregulados, en 
contextos geopolíticos singulares, que son operados por actores 
sociales estatales y no estatales, donde hay un tránsito muy hete-
rogéneo de la acción colectiva al movimiento social politizado, y 
su desembocadura en plurales y diversas comunidades de perte-
nencia instituidas o que pasan por procesos instituyentes. En estos 
últimos casos, la duración del movimiento puede ser efímera, co-
yuntural, por haber cumplido su objetivo demandado o por haber 
sido una comunidad o un movimiento social reprimido, desarticu-
lado: volatilidad de los procesos comunitarios que es reforzada por 
el confinamiento al que llevó la pandemia del coronavirus entre 
2020 y 2022, el cual tuvo por efecto domesticar la vida social en la 
proximidad de la familia y posponer la acción colectiva en el espa-
cio público, particularmente la calle como escenario de protesta, 
aunque la fuerza local de las luchas comunitarias de base territo-
rial no se frenó durante la pandemia.

Aún están por dimensionarse los efectos coyunturales de la 
guerra en Ucrania sobre Latinoamérica y el Caribe; por ahora, hay 
evidencias del acentuamiento de megatendencias geopolíticas que 
afectan a esta región, particularmente en la exacerbación de la lu-
cha por las materias primas que se necesitan para la producción y 
almacenamiento de energía o para la producción de microprocesa-
dores que son requeridos tanto por el capitalismo de plataformas 
digitales, como por el complejo militar-industrial que alimenta la 
guerra en Ucrania. Hay evidencias actuales del impacto del encare-
cimiento de los alimentos que esa guerra está produciendo, lo cual 
repercute en el tejido del “agribusiness” y de la agroindustria en los 
países de la región exportadores de alimentos. En el marco de las 
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sanciones contra Rusia, también se exacerban conflictos y rivali-
dades en torno a la fabricación de insumos agroindustriales, fer-
tilizantes, plaguicidas, semillas, que está afectando el entramado 
capitalista en la agricultura. Además, tanto Rusia como China tie-
nen estrategias para obtener materias primas, energéticos, alimen-
tos en la región latinoamericana y caribeña, cuyo procesamiento 
acentúa los factores perversos del patrón extractivista, con todos 
los conflictos sociales que ello genera.

Esta investigación ofrece una matriz de análisis multirrelacio-
nal que no está sujeta a determinismos económicos, sectoriales, 
propios de las megatendencias geopolíticas presentes en 2019 o en-
tre 2020 y 2023. El abrir mi enfoque hacia la política y lo político, en 
relación con la acción colectiva y los movimientos sociales, permite 
reconocer el contexto bajo el que se expresa un repertorio de de-
mandas que singularizan los estallidos sociales y sus repercusiones 
sobre la organización comunitaria, colectiva, en el campo político 
y, por lo tanto, en las relaciones de poder. En el tránsito de la acción 
colectiva al movimiento social politizado y hacia la acción de CPP, 
se identifican los detonadores que comparten los estallidos en 2019. 
Ante la heterogeneidad del repertorio de demandas sociopolíticas 
que son motorizadas por los también diversos movimientos socia-
les, y con fines de claridad en la interpretación crítica de este con-
junto de fenómenos políticos abigarrados, propongo los siguientes 
ejes ordenadores.
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Imagen 4. Ejes ordenadores de la acción colectiva, los movimientos 
sociales y las CPP instituidas o instituyentes.

Elaboración propia.

1) Demandas por la democratización del régimen político  
y de gobierno

Este eje engloba el cuestionamiento del régimen de gobierno y las 
políticas públicas sesgadas, excluyentes (del gobierno de pocos 
para muy pocos), particularmente, la interpelación a la democra-
cia liberal en América Latina y el Caribe, la corrupción, la falta de 
rendición de cuentas, la operación gubernamental y del sistema 
de partidos, el desprecio sistémico, el abandono, la desintegración 
social. Incluye, a su vez, la protesta contra la ausencia de políticas 
públicas de reconocimiento, contra la democracia acotada del pro-
cedimentalismo, la democracia mínima, el desapego entre repre-
sentantes y representadxs, contra la desconexión entre democracia 
y desarrollo. Todo lo cual también repercute en una mayor división 
entre las regiones, por sus particulares formas de materializarse, y 
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el centro de cada país, donde hay mayor heterogeneidad política de 
pertenencia.

En Bolivia, como en todos los gobiernos progresistas, se tensan 
las relaciones entre las comunidades políticas instituyentes cu-
yas demandas no son satisfechas por el régimen de gobierno y las 
comunidades políticas instituidas, que son sometidas a procesos 
electorales periódicos que conducen a un realineamiento de los 
movimientos sociales sobre los que se apoyan los gobiernos pro-
gresistas. Luego de superar el golpe de Estado contra el gobierno de 
Evo Morales, las diferencias entre este antiguo dirigente y el gobier-
no electo de Luis Arce se acrecientan con motivo de la radicalidad 
del proceso político, las alianzas con los movimientos sociales indí-
genas, campesinos y obreros, lo cual plantea una peligrosa ruptura 
en la unidad del gobierno progresista.

Chile muestra las enormes distancias que se produjeron entre 
el estallido social y el proceso constituyente, pues la unificación de 
demandas que se pretendió gestar en una nueva comunidad políti-
ca instituida no cristalizó en una nueva constitución política nacio-
nal. Crecen las divergencias entre las aspiraciones redistributivas 
del ingreso y del poder que expresaron los movimientos sociales en 
contra de la privatización y de la orientación extractivista exporta-
dora, así como se profundiza la brecha entre las reivindicaciones 
del wallmapu respecto a la autonomía comunitaria y una contro-
versia sobre el carácter plurinacional del estado chileno, que no 
convence al movimiento mapuche.

Algo similar ocurre en Colombia, donde se desdibujan los mo-
vimientos sociales entre su dimensión electoral instituida y sus 
reivindicaciones instituyentes del vivir sabroso. Si bien los movi-
mientos sociales emanados de los estallidos sociales encuentran 
sensibilidades gubernamentales ante sus demandas redistribu-
tivas, hay dificultades para instaurar nuevos procedimientos de 
democracia participativa que sean atractivos para las comunida-
des con planteamientos autonómicos, como es el caso del Cauca 
colombiano.
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Otra expresión de desencuentro entre comunidades políticas 
que basan su pertenencia en torno de los movimientos sociales y 
la institucionalización de la comunidad política progresista en el 
Estado nacional se da en Ecuador. La herencia de la Revolución Ciu-
dadana del correísmo ya había sido interrumpida cuando se regis-
tran múltiples estallidos sociales en 2019, ruptura que se acentúa 
durante los años de la pandemia del coronavirus dado el descon-
tento social con el manejo de la crisis sanitaria, económica y en 
cuya dimensión política y electoral surgen nuevos desgarres, pues 
la fuerza organizativa del movimiento indígena de la CONAIE se 
divide entre la apuesta por recuperar un gobierno progresista y la 
búsqueda de mayor radicalidad planteada por el partido Pachaku-
tik. Estas diferencias abren un espacio político que es ganado por la 
derecha neoliberal en los procesos electorales de 2022 y 2023.

En el caso de Haití se conjugan la crisis del régimen político, que 
sufre una profunda desinstitucionalización, y la inexistencia de 
vínculos orgánicos entre los movimientos sociales de protesta cada 
vez más politizados, pero crecientemente divididos y dispersos, de 
cara al sistema político y de partidos que causa un Estado fallido y, 
a la vez, es causado por él. Ante la falta de comunidades políticas de 
pertenencia estructuradas sistémicas e instituidas y ante la desarti-
culación de los movimientos sociales sin capacidad potencial para 
estructurar nuevas CPP, se refuerza la intervención de una comuni-
dad internacional ficticia que se supone capaz de democratizar el 
Estado nacional haitiano.

Puerto Rico representa varios desafíos con respecto a la demo-
cratización de la comunidad política instituida: el carácter de Es-
tado libre y asociado presenta una doble pertenencia, la de ser un 
estado federado de Estados Unidos y la que proviene de un senti-
do de pertenencia nacional. De tal manera que las demandas por 
democratizar el espacio nacional y local atraviesan por la demo-
cratización de las relaciones con la federación estadounidense. Los 
procesos electorales en curso se van decantando entre aspiraciones 
independentistas, otras sometidas al anexionismo y otras nuevas 
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posibilidades de ir creciendo la autonomía relacional de la isla con 
Estados Unidos.

Por último, las caravanas migrantes se encuadran en una com-
plejidad mayor para los sistemas políticos nacionales de los países 
expulsores y de los países de tránsito, principalmente México, don-
de las CPP se forjan en torno de problemas que son “transitorios” 
−relativos al paso de las caravanas, aunque los factores que los ori-
ginan son estructurales, permanentes− y están acotados a derechos 
humanos al asilo, al refugio, al cuidado eventual de las personas 
migrantes, es decir, que no están referidos a comunidades políti-
cas instituidas. Una brecha que aún es mayor en el caso de Estados 
Unidos, donde los migrantes indocumentados no tienen derecho a 
participar en los procesos electorales, pero donde también se regis-
tra una participación electoral a través de las CPP nacionales que 
tienen derecho a votar −y eventualmente a ser votados− en las elec-
ciones estadounidenses.

2) Demandas contra la desigualdad social, el modelo 
de desarrollo y del patrón neoliberal extractivista y de 
industrialización subordinada por la financiarización

Este segundo eje abarca la lucha contra la desigualdad social, el 
cuestionamiento al neoliberalismo, la financiarización y la “tri-
nidad del maldesarrollo” (FMI, BM, OMC), que reproducen las 
instituciones multilaterales neoliberales; su impacto en el patrón 
extractivista de desposesión y despojo, aunado al empobrecimien-
to e incremento de la desigualdad; el reclamo por el encarecimiento 
de alimentos, energéticos, por falta de empleo; especulación con los 
fondos de pensiones. En general, la crítica al consenso neoliberal de 
la privatización a ultranza, la desregulación y la miniaturización 
del Estado en materia de política social. Pese a la heterogeneidad de 
los siete casos estudiados, hay una correlación entre la unificación 
del régimen de acumulación capitalista en la financiarización y la 
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acumulación por despojo y la división internacional del trabajo en-
marcada en la economía política internacional.

Cierto, la dinámica del crecimiento económico fue de un in-
cremento sostenido del PIB durante los gobiernos de Evo Morales. 
Bolivia se mantuvo con tasas de crecimiento superiores a la media 
latinoamericana durante la pandemia covid-19. Se disminuyó la 
tasa de pobreza y descendió ligeramente el nivel de la concentra-
ción del ingreso. Es de subrayar que las demandas que detonaron 
los estallidos sociales de 2019, acompañados de contraestallidos en 
calles y territorios agropecuarios, fueron eminentemente de corte 
político, en torno de la disputa por las comunidades políticas nacio-
nal y regional instituidas.

En Chile, contrastan las demandas económicas contra la ca-
restía, la privatización de la educación, la salud, las pensiones, del 
agua y de los servicios públicos. En este caso, demandas de base 
económica propiciaron que los movimientos sociales dieran el 
paso hacia el campo de lo político y que las CPP dieran el salto hacia 
la democratización de la comunidad política nacional instituida. 
Asimismo, se profundizaron las luchas de las comunidades políti-
cas instituyentes en torno de la lucha por el agua, la tierra, los bos-
ques y por comunidades autónomas.

Algo similar aconteció en Colombia, pues los altos precios de los 
energéticos fósiles, aunados a la lucha por pensiones justas, en con-
tra de la privatización neoliberal, fueron la base de movilización 
que predominó durante los estallidos sociales desde 2018. Fue gra-
cias a la efervescencia de los estallidos sociales que se cuestionó a 
los gobiernos neoliberales hasta agosto de 2022, fecha en la que se 
elige por primera vez en la historia contemporánea a un gobierno 
progresista, ahora encabezado por Gustavo Petro y en la vicepre-
sidencia por Francia Márquez, con reivindicaciones antipatriarca-
les, antirracistas y en contra del patrón exportador extractivista.

El caso de Ecuador es muy representativo del tránsito de mo-
vimientos sociales con demandas económicas hacia demandas 
políticas. El impacto de las políticas de austeridad y de ajustes 
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“estructurales” del FMI sobre el precio de la gasolina repercutió en 
la movilización de gremios de taxistas y de autotransportistas, de 
los que surgieron alianzas con el poderoso movimiento indígena 
ecuatoriano, cuyo poder destituyente no fue utilizado, sino que se 
lo intentó ejercer durante los procesos electorales nacionales y re-
gionales, aunque sus resultados no favorecieron el poder comuni-
tario indígena.

En Haití también se combinaron la crisis económica expresada 
en los precios de los hidrocarburos y la movilización del desconten-
to social frente al gobierno por su incapacidad para regular y ma-
nejar esa crisis económica. Además, los movimientos sociales aquí 
se manifiestan en torno de la crítica a la corrupción, pues la escasez 
de energéticos está vinculada con el mal manejo de la cooperación 
internacional de ayuda a Haití, que venía dando el gobierno de Ve-
nezuela a través de Petrocaribe.

En el caso de las caravanas migrantes, hablamos de tres círculos 
de influencia geopolítica: el primero, se refiere a las crisis naciona-
les de los países expulsores y de los países de tránsito, especialmen-
te México; en el segundo círculo, las relaciones interamericanas, 
desde donde se pretende actuar alrededor de los factores de expul-
sión de migrantes (Triángulo del Norte, OEA) y en el tercer círcu-
lo, las instituciones multilaterales que pretenden actuar sobre las 
condiciones estructurales que detonan la migración internacional 
(ACNUR, Organización Internacional de las Migraciones).

3) Demandas por la vida, la justicia ambiental y las 
reivindicaciones territoriales de base comunitaria

Este eje es un campo político donde se conjugan demandas anti-
sistémicas, acciones locales, nacionales, supranacionales y mun-
diales, que están vinculadas con demandas socioambientales en 
cada una de esas escalas, que van desde la lucha por el agua en una 
localidad hasta la demanda del derecho al agua como bien público 
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global o desde la lucha contra el despojo territorial hasta la deman-
da de “cambiemos el sistema no el clima”, que cuestiona la agen-
da global inscrita en los Objetivos para el Desarrollo Sustentable 
(ODS) de Naciones Unidas, los Acuerdos de Paris y las estrategias de 
descarbonización favorecedoras del norte global y la narrativa del 
Green New Deal, dada la insuficiencia de las reformas ambientales 
previstas.

Aunque en Bolivia hay esfuerzos consistentes para fortalecer 
la soberanía energética en torno de la industria del litio, la nacio-
nalización del petróleo y del gas, permanecen algunas dificultades 
propias de la implementación de un patrón económico basado en 
la renta de las commodities, las cuales siguen contrapesando los in-
tereses de las comunidades políticas de pertenencia locales y del 
interés comunitario. También sigue pesando el poder simbólico 
de la potencia pública estatal por encima del interés público social 
que se han dado en el pasado, como el Territorio Indígena y Parque 
Nacional Isiboro-Sécure (Tipnis) que es un área protegida, en la que 
las comunidades locales se ven desposeídas.

También hay políticas energéticas progresistas en el caso del 
litio chileno y la búsqueda −actualmente frustrada− de una políti-
ca común en el llamado “triángulo del litio”, que incluye a Bolivia 
y a Argentina. Pero, al igual que con otros gobiernos progresistas, 
permanece el dilema extractivista en el caso de las explotaciones 
madereras y vitivinícolas, así como en la producción de agua para 
uso agrícola y urbano, que siguen estando sometidas a procesos de 
privatización que no se han revertido, lo cual repercute en conflic-
tos sociopolíticos entre el gobierno y las comunidades políticas de 
pertenencia, particularmente las de los pueblos indígenas.

Colombia ofrece un campo singular, pues el gobierno de Petro 
está buscando un innovador financiamiento alternativo a la renta 
extractivista, aunque en el plano comunitario local también se re-
producen conflictos socioambientales en el ámbito de la lucha por 
la tierra, por el agua y por la producción comunitaria en el marco 
de la economía social y solidaria.
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Aunque en los años recientes Ecuador ha sido gobernado por 
fuerzas neoliberales, la oposición al patrón extractivista ha sido 
constante desde los movimientos sociales, incluyendo su oposición 
a la política ambiental de los gobiernos progresistas. Una muestra 
significativa de logros comunitarios fue la de un plebiscito realiza-
do dentro de las elecciones generales de 2023, en donde los ecuato-
rianos se pronunciaron mayoritariamente en una consulta popular 
para cerrar un campo petrolífero en una zona de alta biodiversidad 
de la Amazonía, el Parque del Yasuní, y para prohibir la explotación 
minera a todo nivel en el Chocó Andino, el bosque tropical del en-
torno de la capital.

Las reivindicaciones socioambientales en Haití no se expresan 
en la formación de comunidades políticas de pertenencia ad hoc. Se 
puede afirmar que en esta isla los movimientos sociales concentran 
un abanico de demandas que politizan la relación con la naturaleza 
debido a los riesgos para su sobrevivencia que enfrentan para su 
subsistencia. Si bien el estallido social de 2019 estuvo relacionado 
con la carestía de los energéticos y con la lucha contra la corrup-
ción gubernamental, la herencia dejada por huracanes y calamida-
des derivadas de la naturaleza se incorporan a la lucha por mejorar 
las gestiones propias de una sociedad de los riesgos.

De manera similar, en Puerto Rico se afrontan luchas socioam-
bientales que están vinculadas con la desigualdad social y el mal 
manejo de los riesgos por desastres naturales. Así, los reclamos de 
2019 contra el gobierno de esta isla sintetizaron luchas contra la co-
rrupción de la administración pública respecto de la falta de aten-
ciones brindadas a la población al momento del desastre y después 
de su impacto, ya que las comunidades se sienten abandonadas. No 
obstante, en Puerto Rico sí surgen movimientos socioambientales 
con demandas comunitarias en torno del impacto negativo del tu-
rismo internacional.

Las caravanas migrantes sufren la contradicción entre la seguri-
dad político-militar nacional (territorio y soberanía), la violencia de 
género que cada vez es más agresiva y la desprotección ambiental 
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en las comunidades de origen y en los territorios por donde pasan 
y se establecen personas migrantes. Los valores en riesgo, que in-
terpelan las comunidades políticas de migrantes, son ahora la su-
pervivencia, la igualdad de género y la sustentabilidad. Como ya 
hemos dicho, en la ecuación del migrante climático expulsado de 
su lugar de origen interviene el colonialismo interno, que articula 
los intereses de corporaciones transnacionales que precarizan el 
trabajo local y emiten gases de efecto invernadero, sin las regula-
ciones, nacionales o internacionales, coordinadas para mitigarlos.

4) La lucha por la memoria, contra la violencia  
y por los derechos comunitarios y de ciudadanía  
(DESC y derechos humanos)

Como expresa la consigna “Todos los derechos para todxs”, hay de-
mandas que están en la base de un estallido social cuando se recu-
pera el pasado represivo que lo antecede, las cuentas pendientes 
relativas a la desaparición forzada, la tortura y el asesinato no acla-
rados por el Estado. Además, la confrontación con el gobierno ge-
nerada por el estallido social sufre con nuevas víctimas del Estado 
policial-punitivo en contra de las manifestaciones de protesta, ante 
lo cual estas luchas se radicalizan de cara a las protestas iniciales. 
No obstante, el Estado policial-punitivo siempre intenta desarticu-
lar la movilización mediante la represión del movimiento.

El informe elaborado por el GIEI sobre el golpe de Estado en 
Bolivia −donde además del GIEI diversos informes independientes 
comprueban la participación de la OEA− documenta ampliamente 
las violaciones a derechos humanos en 2019, en las que murieron 
treinta y ocho personas y varios centenares fueron heridas. Se for-
mulan más de treinta recomendaciones, relativas a la reparación 
de daños a las víctimas, el refuerzo a garantías para la no repeti-
ción de violaciones y la condena del racismo, del fundamentalismo 
religioso y la estigmatización de movimientos sociales.



440	

Jaime A. Preciado Coronado

La consigna esgrimida por el movimiento contra el aumento del 
precio del metro en Santiago de Chile, “No son treinta pesos, son 
más de treinta años”, es una expresión del alcance antisistémico 
que se plantea una acción colectiva que tiende a conformar una 
CPP. Esto es una lucha por la ampliación de derechos que fue con-
frontada por el Estado punitivo con repercusiones necropolíticas: 
más de quinientas personas perdieron parcial o totalmente la vista 
a causa del fuego de escopetas diseñadas para dañar el rostro de 
quienes se manifestaron durante los estallidos; veintinueve vícti-
mas mortales, 3645 heridas, 23.374 personas detenidas, de acuerdo 
con la CIDH (2019). La libertad de lxs detenidxs y la indemnización 
de las víctimas de la rostridad34 está en la memoria política de los 
alzamientos de 2019 y posteriores.

La Fiscalía General de Colombia informó de que desde que 
arrancaron las protestas el 28 de abril de 2021 se registraron vein-
ticuatro muertos, de los cuales en once casos la Policía es la pre-
sunta responsable. Por su parte, la Defensoría del Pueblo registró 
alrededor de ochocientos heridos y está evaluando y clasificando 
140 denuncias, que incluyen información sobre fallecidos, desapa-
recidos, abuso policial y lesionados. Por su parte, la ONG Temblores 
encontró que entre el 28 de abril y el 3 de mayo se registraron 1181 
casos de violencia policial, entre ellos 142 víctimas de violencia físi-
ca, 761 detenciones arbitrarias, diecisiete víctimas de “agresión en 
sus ojos” y cincuenta y seis casos de “disparos de arma de fuego” 
por parte de la Policía. El estallido social de 2019 detonó la lucha de 
los y las docentes contra la alternancia educativa, la lucha de las 
mujeres y disidencias sexuales contra el aumento de los feminici-
dios y la violencia machista. Se dinamiza la organización y pelea de 

34	 A partir de una elaboración del concepto de “rostridad”, desarrollado por Deleuze y 
Guattari, dicha estrategia sugiere, por una parte, el reconocimiento anticipado de la 
potencia subversiva de la revuelta, difícil de desactivar por los poderes gobernantes. 
Por otra parte, que la mutilación no solo apunta a los ojos sino también a las subjeti-
vidades que estos parecen organizar, las cuales aparecen ante el poder como clandes-
tinas o nómades (Durán y Vetö, 2021, p. 202).
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los y las trabajadoras de plataformas digitales que reclaman sus de-
rechos como trabajadores precarizadxs, las luchas contra los des-
alojos. Una CPP está en curso: la portentosa minga indígena, afro, 
campesina.

En Ecuador, la represión contra el estallido social de 2019 arro-
jó once víctimas mortales, más de mil quinientos heridos a causa 
del uso excesivo de la fuerza policial, más de mil trescientos dete-
nidos, también se registraron daños oculares en los manifestantes, 
hubo 435 policías heridos, 202 policías secuestrados. El estado de 
excepción se prolongó en 2020 a causa de la pandemia covid-19, lo 
cual creó tensiones entre manifestantes y Gobierno. Las protestas 
de 2019 concluyeron el 13 de octubre, cuando el gobierno y repre-
sentantes de la CONAIE anunciaron haber llegado a un acuerdo. 
Este incluía la anulación del decreto de austeridad que provocó las 
protestas. Sin embargo, movilizaciones y propuestas continúan en 
torno de los procesos electorales presidenciales y alrededor de di-
versas luchas comunitarias.

Desde el 15 de septiembre hasta principios de octubre de 2019, 
en Haití, al menos diecisiete personas murieron y casi doscientas 
resultaron heridas de bala o cuchillo, según la Red Nacional de De-
fensa de los Derechos Humanos  de Haití. El asesinato a tiros del 
presidente de Haití, en 2021, Jovenel Moïse, agravó la ya profunda 
crisis política. Haití es uno de los países más pobres y desiguales del 
mundo, con una inestabilidad de décadas que ha dejado terreno fér-
til para que la violencia y la inseguridad crezcan estrepitosamente. 
En los últimos años se han conformado y proliferado bandas crimi-
nales que han sembrado el terror entre la población. El 31 de agosto 
de 2023 la Unidad de Derechos Humanos de la Oficina Integrada 
de las Naciones Unidas en Haití (BINUH) informa que al menos 
3494 personas fueron víctimas de asesinatos, lesiones y secuestros 
en Haití durante los seis primeros meses del año. Integrantes de la 
coalición de bandas criminales “Vivre Ensemble” −vaya nombre pa-
radójico−, lideradas por Jimmy Chérizier, intentan asaltar el pala-
cio presidencial y en el incidente mueren varias personas. El 10 de 



442	

Jaime A. Preciado Coronado

marzo de 2024 la Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM) de Naciones Unidas alerta que al menos quince mil personas 
fueron desplazadas por la violencia en Haití en la última semana, 
por lo que el número de haitianos obligados a huir de sus hogares 
por la crisis asciende ya a 362 mil.

La filtración pública de las conversaciones privadas de un grupo 
de Telegram entre el gobernador del país (2019) Ricardo Rosselló y 
sus colaboradores y excolaboradores, despertó la ira ciudadana de 
más de un millón de manifestantes, pues esas conversaciones con-
tenían comentarios homofóbicos, discriminatorios y de burla ha-
cia las víctimas del huracán María de 2017. Gracias a la masividad 
de la protesta y a la visibilización de sus demandas políticas con el 
apoyo de cantantes de fama internacional, se cumplieron los objeti-
vos relativos a la renuncia del gobernador Rosselló y su gabinete, y 
se minimizó la represión.

Los migrantes que pasan por rutas mexicanas, consideradas 
como la “frontera vertical”, están expuestos a violencia racial y 
deshumanizante; además, se presentan violaciones graves a los 
derechos humanos por carecer de una identificación, lo cual es 
aprovechado por el crimen organizado para extorsionarles, para 
forzarles a actividades ilícitas, o para traficar con sus cuerpos. En 
zonas metropolitanas y ciudades, se replican las prácticas inhu-
manas que separan a las personas por su lugar de nacimiento. Se 
presenta un uso de la violencia racial y deshumanizante. A ella es-
tán expuestas las personas sin un estatus migratorio definido. Una 
situación que es causa de muerte, que culmina en Estados Unidos, 
donde el racismo, aunado a políticas migratorias discriminatorias, 
refuerza el carácter necropolítico con el que se reprime a las perso-
nas migrantes.
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5) Colectivas y colectivos de lucha antipatriarcal  
por la transversalidad de la agenda feminista

Las colectivas en movimiento ganan centralidad en la confor-
mación de CPP, espacio donde confluyen políticas de identidad 
(LGBTTQ+), políticas de reconocimiento frente al papel protagó-
nico de las mujeres en la sociedad de los cuidados y políticas de 
pueblo relativas al racismo, la discriminación y la inequidad de 
género en asuntos públicos y comunitarios, en torno de los cuales 
se debaten sentidos específicos y transversales sociopolíticos de los 
feminismos y de las comunidades de disidencia sexual.

Para la organización Feminismo Comunitario Antipatriarcal de 
Bolivia, en 2019, tras el golpe cívico, militar, eclesiástico y empre-
sarial contra el gobierno electo de Evo Morales, la acción colectiva 
de las feministas comunitarias tuvo un papel central: disputaron 
las calles, tejieron alianzas sin fronteras para denunciar las masa-
cres y acompañaron a lxs presxs políticxs y a lxs familiares de las 
víctimas. Es un feminismo que disputa la institucionalidad y cuyo 
objetivo es despatriarcalizar las relaciones de los espacios políticos, 
lo que implica incluso la descolonización del propio feminismo 
hegemónico.

En Chile, la performatividad de la revuelta feminista proveyó 
el horizonte cultural que propició el estallido social de octubre de 
2019 (Llanos, 2021). Así, las redes forjadas en torno al trabajo de los 
colectivos de mujeres fueron claves para instalar preguntas femi-
nistas de largo aliento que politizan la esfera pública del Chile ac-
tual desde una perspectiva de género. Un proceso de politización 
no institucional del movimiento donde el recurso al cuerpo y las 
emociones dan performatividad a la protesta. El feminismo es un 
hilo de continuidad que hace inteligible esta serie de procesos des-
de nuevas formaciones y subjetividades políticas que emergen del 
desborde de la institucionalidad (Ibáñez y Stang, 2021).
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Colombia comparte con todos los casos donde hubo estallidos 
sociales en 2019 una amalgama que ha tomado vertientes origina-
les en la convergencia entre jóvenes y mujeres (Ibarra Melo y Re-
calde García, 2022): las juventudes como un sujeto amplio, por la 
visibilidad que adquirieron y el protagonismo concedido por los 
medios y redes sociales de comunicación, y las mujeres, de distin-
tas edades y características sociológicas (madres, desempleadas, 
pertenecientes a grupos étnicos, estudiantes y activistas de dife-
rentes movimientos sociales) compartieron los reclamos de otros 
manifestantes, pero también posicionaron viejas reivindicaciones 
para vivir en una sociedad libre de violencias. De tal manera que 
feminismos y juventudes convergen en la demanda de un proceso 
de paz profundo y radical en Colombia.

Las mujeres indígenas que participaron en las marchas de oc-
tubre de 2019 en Ecuador, particularmente las lideresas del mo-
vimiento indígena, señalaban que ellas tenían una doble lucha: 
defender sus derechos como mujeres fuera y dentro del movimien-
to indígena, por un lado, y la batalla por las causas fundamenta-
les de las comunidades indígenas del país, en el tema territorial, la 
identidad cultural y la educación bilingüe, por el otro (Landaeta, 
2022).

Herederas de las luchas contra las violencias que conllevan la 
ocupación y la intervención extranjera, las feministas haitianas 
critican al feminismo liberal y desarrollista, vinculado con la coo-
peración internacional. El estallido social de 2019 actualizó sus lu-
chas en torno a la esclavitud, la raza, la clase, la masculinidad y las 
violencias. Para la organización Solidarité des femmes haïtiennes 
(SOFA), las luchas feministas en Haití son multidimensionales, se 
desarrollan en varios terrenos y en la intersección de las relaciones 
de poder externas e internas. Su acción, como en 2019, es contra los 
efectos de las políticas económicas neoliberales y contra la mono-
polización del proceso de reconstrucción de Haití por parte de la 
cooperación externa, en particular tras el terremoto de 2010.
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Integrantes de la organización activista Colectiva Feminista en 
Construcción fueron objeto de los mensajes ofensivos del entonces 
gobernador de Puerto Rico, Ricardo Rosselló, que fueron difundi-
dos antes del estallido social de 2019. Desde entonces, se refuerzan 
demandas contra los estigmas relacionados con el régimen antipa-
triarcal. Esta Colectiva Feminista en Construcción estuvo presio-
nando a Rosselló con cuestiones feministas desde que fue elegido al 
cargo en 2017. En noviembre de 2018 acamparon fuera de su man-
sión durante tres días con la finalidad de exigirle que declarara un 
estado de emergencia debido al incremento repentino de violencia 
doméstica en toda la isla tras el huracán María. La cuestión femi-
nista está dividida respecto de la lucha por la independencia de 
Puerto Rico y su colonización, por lo que los procesos electorales 
están atravesados por esas disyuntivas.

Durante las últimas cuatro décadas, la migración a gran esca-
la del Triángulo Norte de Centroamérica (TNC) −Guatemala, Hon-
duras y El Salvador− de millones de personas que buscan llegar a 
Estados Unidos. Hace unos cuarenta años esta migración estaba 
compuesta por refugiados que huían de guerras civiles y desastres 
naturales. Pero recientemente, los migrantes han sido expulsados 
de sus comunidades por la violencia de las pandillas, la pobreza 
sistémica, diversas crisis agrícolas y el cambio climático. Hay más 
mujeres, menores acompañados y familias completas que migran. 
Todos estos factores se ven exacerbados por la débil gobernanza 
de Centroamérica y México en temas como la violencia contra las 
mujeres y la comunidad LGBTTQ+. Desde enero hasta diciembre de 
2019 aproximadamente setecientos mil centroamericanos dejaron 
sus hogares y se dirigieron hacia la potencia del norte.
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6) Alianza derecha-ultraderecha: ¿individualismo político 
sin CPP?

Los estallidos sociales también impactaron en la polarización po-
lítica. Derechas y ultraderechas disputaron la calle y presionaron 
con su poder a las CPP instituidas. Sus políticas de identidad se 
fundamentan en el nacionalismo supremacista patriarcal, en la 
convocatoria al individualismo ultraliberal y a la configuración 
patriotera de la nación. Mientras tanto, sus acciones colectivas se 
sitúan en políticas de desconocimiento con énfasis en movimien-
tos de impedimento en lo que consideran opuesto a su axiología: el 
orden dominante como premisa del Estado, la familia nuclear mo-
noparental heteropatriarcal como “célula básica” del orden social, 
la defensa de la propiedad privada en contraposición a lo público.

Esas políticas de desconocimiento incluyen el proteccionismo 
frente a la globalización comercial, pero no la financiera, e inclu-
yen también la negación de exigencias que provengan de la crisis 
climática, alimentaria, energética. Derechas y ultraderechas com-
parten nuevos formatos de convocatoria al pueblo: a los golpeados 
por la globalización, a los no incluidos que expulsan las élites go-
bernantes. Forjan un populismo autoritario que conduce un lide-
razgo carismático mesiánico, alejado de las pruebas de verdad que 
son difundidas en las “repúblicas” de las redes sociales.

Los rasgos que comparte esta alianza entre la derecha y la ultra-
derecha en los siete casos estudiados son:

•	 Relativismo ideológico cultural, con enfoque individualista 
a ultranza sobre la libertad, el mercado, el Estado, la familia 
y la propiedad privada.

•	 No son neoliberales, son nacionalistas, supremacistas racis-
tas (refeudalización, diría Olaf Kaltmeier (2019); tecnofeu-
dalismo, diría Yanis Varoufakis (2024)). Sin embargo, son 
capitalistas mercadocráticas y tecnocráticas, que reniegan 
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del Estado como potencia de la regulación pública, aunque 
esconden el rol “realmente existente” del Estado, que apo-
ya la socialización de las pérdidas y la privatización de las 
ganancias.

•	 Sus ejes de ataque ideológico se lanzan contra la “ideología 
de género”: el aborto, el adoctrinamiento como política pú-
blica que defienda la equidad, la diversidad y el respeto a 
valores de convivencia que no se encuadren dentro del dog-
matismo judeocristiano occidental.

•	 Están contra el “marxismo cultural” −critican directamente 
el comunismo de Gramsci− por su capacidad potencial para 
movilizar la conciencia personal hacia la disputa de la “di-
rección moral e intelectual” de las naciones.

•	 Las extremas derechas están procesando un imaginario 
universalista que apela a vinculaciones internacionales 
positivas y negativas. En el primer caso, idean un construc-
to intergubernamental que reivindique el Estado nacional 
como espacio de acción privilegiado, pero también han 
aprendido a estar en la oposición gubernamental, pues sus 
proyectos de poder son transelectorales, basados en lideraz-
gos mesiánicos carismáticos.

•	 La ideología de las extremas derechas no es monolítica, aun-
que comparte ciertas características comunes: la defensa de 
la cultura y de la civilización occidentales por sus valores 
superiores en la modernidad universalista, el relato épico 
de la nación como espacio de construcción de libertades 
individuales.

•	 Las fuentes epistemológicas de las extremas derechas son: 
en lo económico, la adaptación forzada de autores neolibe-
rales como Friedman y Hayek −aunque desprecian a libera-
les auténticos como John Rawls y su idea de justicia social−; 
en lo político, la lectura sesgada de la cultura grecorromana 
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(Aristóteles, Platón), la renuncia al contractualismo de 
Rousseau o al procesamiento político del pacto social y el 
establecimiento de acuerdos gubernamentales, incluso des-
precian autores provenientes del neoinstitucionalismo que 
reconocen las instituciones como actores sociales que dis-
putan el poder.

CPP instituidas e instituyentes

Luego de la delimitación de estos ejes de movilización politizada, es 
necesario definir las condiciones bajo las cuales se configuran las 
CPP instituidas e instituyentes. Se subraya que estas no pueden ser 
esencialistas ni romantizadas, pues el desacuerdo y el conflicto son 
campos de disputa entre la transformación democrática y la con-
servación reaccionaria autoritaria, tal como existen contradiccio-
nes entre políticas de identidad y políticas de reconocimiento del 
interés general en el seno de comunidades políticas de pertenencia 
con referencias emancipadoras. En esta configuración de CPP se 
presentan los siguientes factores:

•	 El principio de recursividad entre acción colectiva, mo-
vimiento social politizado y la superación que ofrece la 
organización social con base en el sentido de pertenencia 
comunitario.

•	 La interfaz entre comunidad y sociedad, donde el todo no 
es la suma de las partes, sino la tendencia intercomunitaria 
hacia un todo social que transita por el Estado, aunque no 
se agota en él.

•	 La dialéctica espacial etnia-clase-comunidad, sus mediacio-
nes políticas determinadas por el colonialismo interno en el 
campo y la ciudad, en el sistema-mundo moderno y por la 
colonialidad del poder (centro-periferia).
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•	 La complejidad y posibles contradicciones entre demandas 
materiales y posmateriales, entre demandas antisistémi-
cas y adaptativas, entre demandas particularistas y uni-
versalistas. Nichos que disputa la ultraderecha nacional e 
internacionalizada.

•	 La resolución entre voz −la demanda− y palabra −el idea-
rio y prácticas organizadas−; entre ser-en-común y mover-
se juntxs. Entre libertad y necesidad sin disociarlas. Entre 
reforma y transformación radical del régimen de acumula-
ción y dominación capitalista, o su conservación, reproduc-
ción y adaptación para la dominación.

•	 La configuración comunitaria política por actores con po-
der de interlocución para contestar el orden político domi-
nante y para manejar la rivalidad entre comunidades y el 
desacuerdo o conflicto entre comunidad y sociedad.

•	 El potencial emancipador para prefigurar el ecosocialismo 
confederado, antipatriarcal, anticolonial y de coexistencia 
pacífica con lxs demás y con la naturaleza. En referencia 
con el vivir bien, el buen vivir. Para nuestro caso, el horizon-
te civilizatorio de Nuestra América Afro-Abya Yala.

•	 También, el impulso de comunidades políticas de pertenen-
cia para la conservación de privilegios, la formación de una 
base social de matriz comunitaria contradictoria, desde el 
individualismo reaccionario frente al cambio social, y que 
apuesta por el supremacismo nacionalista, patriarcal, colo-
nialista y depredador de la naturaleza, con un orden merca-
docéntrico, racista y autoritario.

En esta investigación se resignifica el Estado nación como comuni-
dad política instituida configurada por un ensamblaje del poder en 
interacción con procesos instituyentes. Una tensión que se ha in-
crementado por la dinámica de los estallidos sociales: en el debate 



450	

Jaime A. Preciado Coronado

sobre democracia, procesos electorales y configuración de la guber-
namentalidad y del Estado, como régimen y sistema político y de 
partidos. Se distingue el populismo nacionalista, supremacista, pa-
triarcal, del populismo progresista como luchas desde el Estado. Se 
diferencian luchas desde dentro y contra el Estado que sostienen 
comunidades políticas instituyentes y las luchas contra el Estado 
de comunidades autónomas.

Se analiza el despliegue de políticas de identidad, políticas de re-
conocimiento y políticas de pueblo en torno de los bienes y las polí-
ticas públicas, la violencia estructural del Estado y por los derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales, las diversas mani-
festaciones de la desigualdad social y contra el patriarcado; por la 
justicia redistributiva económica y ambiental; luchas y demandas 
que se encuadran en el marco de la pandemia covid-19, la guerra en 
Ucrania y la guerra del Estado israelí de Netayanhu contra Hamas 
y el genocidio contra el pueblo palestino. Cada periodo tiene reper-
cusiones geopolíticas que afectan lo glocal en ALYC.

Aunque en esta investigación no se hace un estado de la cuestión 
sobre el estudio de los movimientos sociales, nos apoyamos en dos 
visiones clásicas sobre la acción colectiva organizada, la de Sidney 
Tarrow y la de Charles Tilly. Los movimientos sociales son definidos 
por Tarrow (2009) como aquellas acciones colectivas impulsadas 
por personas que comparten objetivos comunes y solidaridad en 
una interacción mantenida a través de acciones disruptivas contra 
las élites, las autoridades u otros grupos o códigos culturales. Los 
repertorios de acción se refieren al conjunto de medios, estrategias 
y tácticas que un movimiento social lleva a cabo. Destaca el mo-
vimiento de mujeres que participan en diferentes organizaciones 
que tienen diversas tendencias políticas, aunque guardan sus pro-
pios ámbitos de interés y acción. Ellas comparten la lucha contra la 
violencia de género a través del performance, la reapropiación y re-
significación del espacio público. Dentro de los nuevos repertorios 
de los movimientos sociales está el uso de entornos digitales como 
mecanismo de convocatoria, difusión y generación de debate.
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Charles Tilly (2004) aborda temas sobre violencia colectiva, po-
lítica contenciosa y cambio social y las revoluciones; la guerra, la 
formación del Estado y el crimen organizado. Estudia la democra-
tización, la desigualdad estructural, la violencia política; la migra-
ción, raza y etnicidad. Su narrativa se refiere a procesos de gran 
escala, como la construcción de naciones y la guerra, aunque en 
su trabajo contrasta procesos micro, como la discriminación racial 
y de género, lo cual sirvió de base para su enfoque de la política 
contenciosa.

De la revuelta o estallido social a la CPP

El análisis del estallido social y su paso a la formación de CPP im-
plicó la elaboración de una ontología de la comunidad como la ac-
ción popular de rechazo a un orden de desigualdad social opresivo 
sostenido, con base en el desacuerdo, y la exigencia de no perder un 
sentido de pertenencia que busca el reconocimiento de comunidad 
con potencialidad para transformar el orden dominante en condi-
ciones para la emancipación.

Para Hannah Arendt (Pereyra, 2012), las revueltas no desembo-
can en proyectos emancipatorios porque prima la necesidad sobre 
la libertad. Las impulsan necesidades prepolíticas de la vida. Ex-
presan el ruido de la voz y no la fuerza de la palabra en opiniones 
concertadas de una resistencia concertada bajo normas y procedi-
mientos de la democracia liberal. Lo que cabe para ella es la des-
obediencia civil. Las revueltas no son revolucionarias porque no 
buscan una nueva constitución, donde la libertad de todos prime 
sobre las urgentes necesidades asociadas con la pobreza. Además, 
el espontaneísmo de la revuelta enfrenta con menores recursos 
la violencia estatal que la resistencia revolucionaria organizada. 
Arendt está cautiva de los procesos instituidos que se enmarcan 
en la democracia liberal, pero no concede potencial fundador a los 
procesos instituyentes.
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De acuerdo con Jacques Rancière (1996), se encuentra una mejor 
definición, pues la revuelta es comunidad de litigio en el desacuer-
do. Dentro de ella, se prefigura un proceso democrático emancipa-
torio en la medida que:

•	 Hay una desclasificación del orden “igualitario” vigente, 
que reordena lo visible y lo enunciable.

•	 Se verifica la igualdad parlante: voz y palabra se 
retroalimentan.

•	 Hay otra narrativa que expone políticamente el daño de y 
hacia los incontados.

•	 Desde la experiencia vivida se registran nuevas inscripcio-
nes sociales sobre la igualdad democrática.

•	 El Estado policía descalifica, estigmatiza y criminaliza mo-
vimientos sociales con potencial emancipador. Desconoce 
el poder de la comunidad, intenta despolitizarla.

Jean-Luc Nancy aporta para la comprensión de la comunidad de 
pertenencia efímera. Los estallidos avivan incertidumbres, provo-
can carácter efímero de las comunidades. Alerta sobre el esencia-
lismo identitario, al que contrapone el carácter desbordado de la 
comunidad, que está más allá del encuentro de sujetos que se iden-
tifican con lo común. Habla del espaciamiento de la experiencia en 
la que el afuera es un “fuera de sí”, que se constata en la dominación 
que confronta. Se muestra escéptico respecto de la “Comunidad-
Pueblo”, porque esta no es objetivable en sujetos que reclamen su 
pertenencia a ella, lo cual entra en debate con esta investigación, 
ya que tanto las comunidades políticas instituidas como las insti-
tuyentes tienen un horizonte histórico que está marcado por la so-
beranía popular la cual problematiza en el marco de la autonomía 
comunitaria.

Según Giorgio Agamben (1996), la comunidad es la impropiedad. 
No la une una propiedad individual, que es fragmentaria, sino un 
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deber, una deuda que se reclama frente al poder instituido. Es una 
comunidad de exigencia de comunidad a través de una política de 
reconocimiento que se hace en nombre de la dignidad de todos, de 
toda la comunidad. Aunque alerta que una comunidad política de 
pertenencia es trastocada cuando alguna comunidad lucha solo 
por la defensa de lo propio. Una reflexión que se abre a la búsqueda 
de acuerdos con un sentido intercomunitario.

En los temas transdisciplinarios de las ciencias sociales se pro-
blematiza el paso de la comunidad primitiva, arcaica premoderna, 
a la sociedad moderna. El paso de un espacio, un territorio, una es-
cala a una materialidad deslocalizada: son los movimientos socia-
les en el nuevo materialismo. Comunidad territorial no es igual a 
comunidad política de pertenencia, aunque la incluye.

Encontramos, también, que hay una relación compleja entra la 
integración social, la comunidad política y los sentidos de perte-
nencia, los cuales identificamos a través de políticas de identidad, 
políticas de reconocimiento y políticas de pueblo, que se refieren 
a la participación en torno de intereses comunes que se unen en 
la “impropiedad”. La comunidad, en un sentido socioautoorganiza-
tivo, situado, materializado, se basa en un principio de reciproci-
dad, de comunalidad, en la acción deliberativa, la autogestión y la 
autonomía.

Marx ubica centralmente la comunidad como objeto de la acu-
mulación por desposesión y despojo que está sujeta y condiciona 
la acumulación capitalista. Ello expresa continuidades y rupturas 
con el orden capitalista (idea reforzada por David Held). Luego de 
Marx fue decisiva la influencia de Ferdinand Tönnies y su trabajo 
titulado Comunidad y sociedad (1947 [1887]), en el que sostiene que 
la comunidad es lo vivido, antiguo, duradero, íntimo, auténtico, 
mientras que la sociedad es lo público, el derecho, el Estado na-
cional como comunidad política instituida. Se abre paso a la con-
cepción dualista de la teoría de la modernización: la comunidad es 
tradicional, “irracional”, colectivista; en contraste, la sociedad es la 
base de las instituciones del Estado (Weber, 2003). Para Durkheim, 
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la comunidad establece lazos de solidaridad mecánicos, mientras 
que la división entre público y privado en la sociedad moderna 
genera lazos de solidaridad orgánicos. Posteriormente, viene la in-
fluencia de Parsons con su corriente estructural-funcionalista, en 
la que hay una definición pragmática de los lazos entre comunidad 
y sociedad.

La escuela de Chicago, por su parte, constata puntos positivos y 
desgarres de la modernización sobre la comunidad en la ciudad de 
la posguerra, donde simultáneamente se descomuniza el espacio 
público social, se generan resistencias contra el proyecto moderno, 
pero también se crean nuevos lazos. El continuo rural-urbano está 
dominado por la modernidad. Así, la división entre la ciudad y el 
campo genera oposiciones estructurales entre las comunidades de 
pertenencia que se caracterizan por su adscripción al ámbito urba-
no y rural.

Según Luhman, la comunidad es el pasado segmentado y estra-
tificado, mientras que la sociedad moderna es adelantada porque 
se diferencia bajo nuevas estructuras sistemáticas. La comunidad 
batalla para insertarse, para autoadscribirse en una sociedad (auto)
reflexiva. En estructuras cuya complejidad tiende a ser reducida. 
No es la prolongación de la sociedad tradicional que sigue estrate-
gias adaptativas para integrarse a la sociedad moderna.

En contraste con los planteamientos angloeurocéntricos, el 
pensamiento autónomo de las comunidades indígenas y campe-
sinas tensa la historia social nacional y las historias locales, que 
comparten bases materiales: el agua, la tierra, el trabajo comuni-
tario permanente o estacional. Cuentan con una visión holística 
fundamentada en sus cosmovisiones del mundo. No hay escisión 
entre cultura, lengua, sociedad y naturaleza. Las comunidades son 
sedes de la matria; la patria les queda cada vez más lejos. Ese pen-
samiento ancestral reivindica valores de uso y sentidos de recipro-
cidad, contra la noción de desarrollo nacional basado en valores 
de cambio: explotación, competitividad. El sentido de comunidad 
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cuestiona el carácter excluyente, racista, depredador de la natura-
leza del patrón extractivista de crecimiento.

Para Mariátegui (2001), la herencia del tejido comunitario de 
base étnica actualiza vínculos contemporáneos con el comunismo. 
Este autor visibiliza desafíos en la relación entre etnia y clase; entre 
comunidad y sociedad. En el mismo camino, Bautista propone una 
comunidad política de pertenencia de carácter transmoderno y po-
soccidental. Silvia Rivera Cusicanqui (2010), por su parte, registra 
plasticidad de culturas comunitarias, no solo rurales o indígenas, 
que son capaces de resistir, de crear alternativas antipatriarcales 
democráticas. Para la autora, la hegemonía indígena no se circuns-
cribe a un territorio determinado, sino que interpela al territorio 
de la nación moderna.

Siguiendo esa línea de pensamiento en torno del todo social, 
García Linera (2009) propone la intercomunalidad emancipado-
ra. Para él, la comunidad andino-amazónica se constituye en un 
espacio de resistencia contra el carácter mundial del capitalismo; 
desde la comunidad hay una proyección social de universales par-
ticulares en la intercomunalidad, que se traducen en luchas por la 
autonomía, la autogestión, la autodeterminación en la naturaleza. 
Así, la intercomunalidad se erige como un espacio político unifica-
do contra la dispersión-atomización de la comunidad cerrada, que 
puede caer en la identificación de intereses propios como adversos 
a los de la totalidad social. Por ello, la autonomía local es amenaza-
da por la desestructuración que impide la interunificación de CPP, 
lo cual depende de una ambición de comunidad general, de sociali-
dad autoproducida.

Este autor reconoce el potencial fundador comunitario del es-
tallido social, porque este unifica la lucha contra la “civilización 
del valor”. El Estado, comunidad política instituida, es maquinaria 
de poder y también correlación de fuerzas que cambian los movi-
mientos sociales. Pero, la fluctuación de esos movimientos produ-
ce espacios de autonomía fraccionados con influjos territoriales 
parcelados. El destino común de experiencias autodeterminativas 
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locales puede converger en la organización total y general de la 
vida. Depende de la superación de la fragmentación de movimien-
tos sociales, de demandas particularistas. De la conformación de 
comunidades políticas de pertenencia con capacidad instituyente 
de un nuevo Estado.

Pablo González Casanova (Alonso, 2022) plantea la comunidad 
como dialéctica del espacio. Opresión y liberación coexisten en 
espacios-tiempos dados. La comunidad es un espacio relacional 
de las luchas que inciden sobre el todo social, a partir de variacio-
nes geográficas de relaciones de explotación: depredación, escla-
vización y colonización interna. El colonialismo interno es clave, 
ya que, en esa interacción y combinación dialéctica del espacio 
se define la otredad/alteridad con base en un nosotros particular. 
Don Pablo propone la revisión del capitalismo desde la particula-
ridad comunitaria y de su mediación con la estructura de clases. 
Se propone ver la dominación y la explotación entre clases y entre 
comunidades, así como las particulares formas de represión y las 
tensiones conflictivas entre comunidad y pueblo, entre democracia 
de ciudadanos y democracia de pueblos. La originalidad del zapa-
tismo, tema central en don Pablo, es pensar la democracia desde 
las bases comunitarias indígenas, campesinas, barriales, vecinales. 
No se trata de tomar el Estado ni de privilegiar lo electoral, sino de 
crear poder autónomo de la “comunidad-pueblo”.

González Casanova coincide con Bautista al señalar que la co-
munidad política es transmoderna: recoge antiguas luchas co-
munitarias y de los pueblos y las conecta con las luchas políticas 
contemporáneas contra la dominación estatal, global y local-re-
gional de caciques asociados con el Estado nacional. Las fuentes 
conceptuales sobre la persuasión y la pedagogía del aprender como 
política comunitaria provienen de la hidra capitalista, de los en-
cuentros intergalácticos, de los caracoles zapatistas y sus cambios re-
cientes hacia una reconfiguración del tejido intercomunitario que 
potencia la relación entre el Consejo Nacional Indígena y el EZLN.
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Contextos de desacuerdo en la configuración  
de comunidades (geo)políticas de pertenencia

Esta investigación destaca el vigor de los estallidos sociales en la ac-
tualización de la disputa en torno del Estado y la democracia repre-
sentativa, participativa y comunitaria, al distinguir las luchas que 
se dan desde dentro del Estado, en torno de la conformación de una 
comunidad política instituida en gobiernos y regímenes políticos 
particulares. Lo cual actualiza los debates entre populismo y pro-
gresismo, sus potencialidades y diferencias surgidas en la interre-
lación entre movimientos sociales, procesos electorales y política. 
Por su parte, las luchas sociales que se dan desde dentro y en contra 
del Estado muestran la fuerza de los procesos instituyentes, donde 
hay una tensión permanente entre partido, movimiento social, for-
mación de gobiernos locales, nacionales, así como interpelaciones 
al multilateralismo y diversos formatos de gobierno supranacional 
y global alrededor de las agendas geopolíticas “glocales”, relativas al 
cambio climático, la lucha en defensa de la biodiversidad, los dere-
chos de la naturaleza, los bienes públicos globales y comunitarios. 
De particular importancia para esta investigación son las luchas 
por la supresión del Estado, pues las CPP con sentido autónomo se 
erigen sobre un tejido comunitario ancestral, a la vez que propician 
nuevos horizontes de sentido en su acción intercomunitaria.

Sin embargo, esta investigación constata que hay divergencias 
¿insalvables? entre las luchas que se dan dentro del Estado, contra 
y desde dentro del Estado, y las luchas por su supresión. Conquis-
tar las comunidades políticas de pertenencia instituidas es insufi-
ciente cuando los gobiernos electos son incapaces de atender las 
demandas comunitarias y cuando el programa político depende de 
rentas extractivistas. Además, cuando se prefiguran CPP con po-
tencial instituyente, la complejidad de sus demandas choca con los 
espacios políticos instituidos y las reformas o los procesos consti-
tuyentes enfrentan severos límites estructurales: la cuestión de la 
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nación, la nacionalidad múltiple y plural, las ciudadanías naciona-
les y supranacionales o, incluso, la construcción de naciones trans-
territoriales, como el caso de México y su población nacional que 
habita en Estados Unidos (Guillén López, 15 de julio de 2021). Pa-
ralelamente, si bien las luchas por la supresión del Estado cobran 
nuevos espacios de autonomía comunitaria y prefiguran cierta in-
ternacionalización en los vínculos entre diversas experiencias, per-
manece la pregunta sobre el alcance de los lazos intercomunitarios 
frente al todo social y de cara a las comunidades políticas institui-
das y la trama de poder dominante.

Una gran inquietud es el corolario de esta investigación: ¿hay 
algún horizonte de posibilidad para que las luchas por constituir 
comunidades (geo)políticas de pertenencia autónomas conver-
jan en un proyecto emancipador?, ¿hay comunidades políticas de 
pertenencia que sostengan una agenda pública común alternativa 
que sea ecosocialista, anticolonial, antipatriarcal y de proximidad 
federativa-confederalista?

En el contexto geopolítico global se cuestiona el orden mundial 
liberal y la disputa por el multilateralismo y el multipolarismo es, 
sobre todo, de carácter interestatal. Se tejen nuevos sentidos de co-
munidad entre los pueblos, aunque permanecen en estado de sub-
alternidad y de marcadas diferencias internas respecto del proceso 
y la profundidad del cambio social.

Los estallidos sociales de 2019 cuestionaron la “trinidad del 
maldesarrollo” y sus políticas de austeridad, ante lo cual se dinami-
zaron movimientos sociales politizados. Las luchas de CPP institu-
yentes impactan en la política instituida (recuperación gobiernos 
progresistas). Y las CPP autónomas viven conflictos con fuerzas 
instituyentes que interactúan desde dentro y en contra del Estado. 
La sociedad de cuidados cobra nuevas agendas movilizadoras, en-
tre ellas la feminista.

Entre 2020 y 2022 la pandemia de covid-19 domesticó lo local: 
confinó y aisló a los movimientos sociales de base urbana, mientras 
que los movimientos comunitarios autónomos, de base rural, así 
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como el feminismo, fortalecieron su CPP territorial instituyente. La 
fuerza de los poderes locales instituyentes busca transformaciones 
del sistema político y de partidos, en escenarios donde confrontan 
a la “Internacional Reaccionaria”. Se refuerzan agendas glocales: 
el Pacto Ecosocial e Intercultural del Sur es una muestra que busca 
acrecentar el poder del sur global.

Entre 2022 y 2023 la continuación de la guerra en Ucrania y la 
guerra de genocidio de Israel contra el pueblo palestino impactan 
en la transición energética y refuerzan el patrón extractivista, la 
acumulación por despojo, la precarización e informalización del 
trabajo, la crisis climática en orden del fortalecimiento del com-
plejo militar-industrial. Se registran nuevos desencuentros entre 
izquierda instituyente e izquierda instituida, que impactan en un 
contexto de gobiernos divididos, a la vez que crece una agenda su-
pranacional de CPP instituidas: contra inflación y carestía, contra 
el libre comercio y el programa privatizador y desregulador del Es-
tado, se incrementan acciones instituyentes e instituidas en agen-
das globales, aunque están por verse los alcances anticapitalistas o 
antineoliberales que tienen las CPP.

En 2023 surge la Asamblea Internacional de los pueblos, aunque 
no son claras sus propuestas frente al Foro Social Mundial y ante 
diversos movimientos altermundialistas. Hay tres tendencias que 
destacan ante la politización de las comunidades de pertenencia:

•	 El tránsito del movimiento social politizado hacia una CPP 
enriquece su repertorio de movilización, pero se registran 
discontinuidades en agendas transformadoras: la consti-
tuyente chilena se desdibuja por las presiones ultradere-
chistas, el progresismo pierde elecciones en Ecuador, el 
gobierno de Petro se ve asediado por elecciones regionales 
y la propuesta de una paz total en Colombia enfrenta gra-
ves dificultades; el poder creciente de las bandas del crimen 
organizado tiene un rostro contradictorio: se proponen 
“vivir juntos”, pero las instituciones democráticas están 
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desmanteladas; Puerto Rico no logra salir de la esfera esta-
dounidense, aunque crecen alternativas plurales tendientes 
a configurar una CPP autónoma, sino soberana; las carava-
nas migrantes cuestionan el derecho de asilo y refugio, en 
un marco crítico frente a la idea de nacionalidad restringi-
da. En todos los casos citados, donde el progresismo crece o 
permanece, se incrementa la beligerancia de la “Internacio-
nal Reaccionaria”. Las comunidades autónomas resisten y 
hay repliegues cuyo relanzamiento es incierto.

•	 Los sujetos de CPP emancipadoras amplían el campo anti-
capitalista en luchas glocales instituyentes, aunque el des-
acuerdo permanece en torno del Estado nacional, el pueblo 
y las autonomías regionales, mientras que el campo anti-
neoliberal (con muchos matices) permanece en donde go-
bierna el progresismo, no sin dificultades.

•	 Las agendas geopolíticas de las CPP son materiales y pos-
materiales; la matriz del poder realmente existente causa 
violencia, represión y desmembramiento de una parte del 
tejido comunitario. La resistencia mantiene agendas anti-
capitalistas y la transversalidad de sus luchas en materia de 
género, justicia ambiental, demandas de paz con justicia y 
dignidad con derechos humanos.
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Este libro es una travesía crítica por los estallidos sociales 
que sacudieron América Latina y el Caribe entre 2019 y 2023. 
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Preciado explora cómo estas revueltas populares no solo 
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por las caravanas migrantes, se examina el tránsito desde la 
protesta al proyecto colectivo. Con un enfoque geopolítico 
crítico y transdisciplinario, la obra ilumina los desafíos de la 
democracia, la justicia social y la emancipación comunitaria 
en el siglo XXI. Un aporte fundamental para comprender 
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